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Glosario 

 

CONTRATO: “(…) el instrumento jurídico que dos o más personas, 

voluntariamente o no, pueden utilizar exclusivamente para crear, regular, 

modificar o extinguir relaciones jurídicas patrimoniales”1 

 

CONSUMIDOR O USUARIO: “Toda persona natural o jurídica que, como 

destinatario final, adquiera, disfrute o utilice un determinado producto, cualquiera 

que sea su naturaleza para la satisfacción de una necesidad propia, privada, 

familiar o doméstica y empresarial cuando no esté ligada intrínsecamente a su 

actividad económica. Se entenderá incluido en el concepto de consumidor el de 

usuario”2. 

 

TÉRMINOS, CONDICIONES Y/O POLÍTICAS: Es el contenido del contrato de 

suscripción de redes sociales.  

 

CONTRATO DE SUSCRIPCIÓN DE REDES SOCIALES: entendido este como 

aquel por medio del cual una de las partes (titular de la red social) se obliga a 

prestar un servicio digital y la otra (usuarios) se obligan a cumplir con los 

términos, condiciones y/o políticas del sitio que, igualmente, imponen deberes a 

la plataforma. 

CLÁUSULA ABUSIVA: “(…) aquellas que producen un desequilibrio injustificado 

en perjuicio del consumidor y las que, en las mismas condiciones, afectan el 

tiempo, modo o lugar en que el consumidor puede ejercer sus derechos”3.  

 
1 BOHÓRQUEZ, Antonio. De los negocios jurídicos en el Derecho Privado colombiano. Colombia: 
Ediciones Doctrina y Ley LTDA., 2004, vol. 2, p. 6. 
2 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Estatuto del Consumidor, Ley 1480 de 2011, 
art. 5. Fecha de consulta: 4 de agosto de 2019.  
3 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Estatuto del Consumidor, Ley 1480 de 2011, 
art. 42. Fecha de consulta: 4 de agosto de 2019. 
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RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL: se define « (…) como la obligación 

de resarcir el daño sufrido por el “acreedor” debido al incumplimiento del “deudor” 

de obligaciones con origen en el “contrato”»4. 

 

RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL: debe ser entendida como 

la figura que analiza los hechos, acciones u omisiones de condición ilícita, 

desprovistos de una relación negocial o contractual que causan daño a otras 

personas, de lo cual surge la obligación de reparación del daño. En otras 

palabras, la responsabilidad extracontractual es fuente de la obligación que 

adquiere una persona –o varias- de reparar el perjuicio que sin justificación causa 

a otra –u otras-, obligación que surge por infracción de una ley, no de un negocio 

jurídico o contrato5. 

REDES SOCIALES: “Servicio de la sociedad de la información que ofrece a los 

usuarios una plataforma de comunicación a través de internet para que estos 

generen un perfil con sus datos personales, facilitando la creación de 

comunidades con base en criterios comunes y permitiendo la comunicación de 

sus usuarios, de modo que pueden interactuar mediante mensajes, compartir 

información, imágenes o vídeos, permitiendo que estas publicaciones sean 

accesibles de forma inmediata por todos los usuarios de su grupo”6. 

INTERNET: se conoce como la red de redes, y consiste en millones de redes 

públicas, privadas, académicas, empresariales y gubernamentales que están 

 
4 Responsabilidad civil contractual, Fundamentación de la reparación de perjuicios. Referencia al 
error de hecho. Colombia: Faceta jurídica, 2015, n° 72, p.  30. Fecha de consulta: 3 de agosto de 
2019. Rescatado de: https://2019-vlex-
com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22la+obligaci%C3%B3n+de+resarcir+el+da%
C3%B1o+sufrido+por+el+%E2%80%9Cacreedor%E2%80%9D+debido+al+incumplimiento+del
+%E2%80%9Cdeudor%E2%80%9D+de+obligaciones+con+origen+en+el+%E2%80%9Ccontrat
o%22/WW/vid/593075582 
5 ISAZA, José. Introducción a la responsabilidad civil. Colombia: Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla”, 2011, p.105. Fecha de consulta: 7 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf 
6 Diccionario del español jurídico. España: Real Academia Española, 2019. Fecha de consulta: 2 
de septiembre de 2019. Rescatado de:https://dej.rae.es/lema/red-social 

https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22la+obligaci%C3%B3n+de+resarcir+el+da%C3%B1o+sufrido+por+el+%E2%80%9Cacreedor%E2%80%9D+debido+al+incumplimiento+del+%E2%80%9Cdeudor%E2%80%9D+de+obligaciones+con+origen+en+el+%E2%80%9Ccontrato%22/WW/vid/593075582
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22la+obligaci%C3%B3n+de+resarcir+el+da%C3%B1o+sufrido+por+el+%E2%80%9Cacreedor%E2%80%9D+debido+al+incumplimiento+del+%E2%80%9Cdeudor%E2%80%9D+de+obligaciones+con+origen+en+el+%E2%80%9Ccontrato%22/WW/vid/593075582
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22la+obligaci%C3%B3n+de+resarcir+el+da%C3%B1o+sufrido+por+el+%E2%80%9Cacreedor%E2%80%9D+debido+al+incumplimiento+del+%E2%80%9Cdeudor%E2%80%9D+de+obligaciones+con+origen+en+el+%E2%80%9Ccontrato%22/WW/vid/593075582
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22la+obligaci%C3%B3n+de+resarcir+el+da%C3%B1o+sufrido+por+el+%E2%80%9Cacreedor%E2%80%9D+debido+al+incumplimiento+del+%E2%80%9Cdeudor%E2%80%9D+de+obligaciones+con+origen+en+el+%E2%80%9Ccontrato%22/WW/vid/593075582
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22la+obligaci%C3%B3n+de+resarcir+el+da%C3%B1o+sufrido+por+el+%E2%80%9Cacreedor%E2%80%9D+debido+al+incumplimiento+del+%E2%80%9Cdeudor%E2%80%9D+de+obligaciones+con+origen+en+el+%E2%80%9Ccontrato%22/WW/vid/593075582
https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf
https://dej.rae.es/lema/red-social
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conectadas entre sí a través de enlaces de fibra óptica, satelitales, inalámbricos 

y de otras tecnologías de transmisión de datos. Su característica primordial es la 

de ser un sistema universal de comunicaciones capaz de acomodar la más 

absoluta diversidad tecnológica, permitiendo que equipos de toda índole puedan 

comunicarse entre sí mediante el empleo de cualquier tipo de tecnologías y 

medios de transmisión”7.  

 

PROPIEDAD INTELECTUAL: La propiedad intelectual hace referencia, pues, a 

los derechos que una persona ostenta sobre determinadas creaciones basadas 

en el intelecto, es decir, en el trabajo humano, más específicamente, en la 

actividad de la mente y no lo físico. Se trata pues, de ideas o invenciones 

desarrolladas en obras y demás, dependiendo del caso concreto, que gozan de 

especial protección. Se constituye a partir de sistemas normativos que tienen 

como objeto la protección de bienes inmateriales, obedeciendo a categorías 

distintas sobre las que se tratará posteriormente.  

 

PROPIEDAD INDUSTRIAL: […] el conjunto de derechos exclusivos y temporales 

que el Estado concede para usar y explotar económicamente aquellas 

invenciones o innovaciones aplicables a la industria y el comercio que sean 

producto del ingenio y la capacidad intelectual del hombre. Recae sobre las 

cosas imperceptibles e inmateriales, como las creaciones que proceden del 

ingenio humano susceptibles de beneficio comercial o de utilización industrial8.  

 

SIGNOS DISTINTIVOS: (…) los signos distintivos, son –como su nombre lo 

indica– “distinciones” que utilizan los empresarios para identificarse en el 

 
7 Diccionario del español jurídico. España: Real Academia Española, 2019. Fecha de consulta: 2 
de septiembre de 2019. Rescatado de: https://dej.rae.es/lema/internet 
8 CANAVAL, Juan. Propiedad Industrial en Colombia: los retos en la sociedad del conocimiento, 
citado por PEDREROS, Heidy. Colombia: Universidad Católica de Colombia, p. 7. Fecha de 
consulta: 6 de septiembre de 2019. Rescatado de: 
https://repository.ucatolica.edu.co/bitstream/10983/14297/1/Art%C3%ADculo%20de%20investig
aci%C3%B3n%20propiedad%20industrial%20heidy%20pedreros.pdf 

https://dej.rae.es/lema/internet
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comercio, para identificar su establecimiento o individualizar los productos que 

fabrica o los productos que presta (Canaval, 2008). Estos permiten singularizar 

o individualizar la actividad del empresario, por lo tanto, son instrumentos de 

competencia y ayudan a la trasparencia del mercado, en tanto que permiten 

atraer y conquistar una clientela (Aguirre, Jorge & Garza, Leonardo, 2009). Su 

protección se asegura por la ciencia jurídica como un activo muy importante para 

las empresas – en ocasiones de la más alta trascendencia-. (…)9.  

 

MARCA: es “(…) cualquier signo que sea apto para distinguir productos o 

servicios en el mercado”10. 

 

MARCA NOTORIA: “(…) signo distintivo notoriamente conocido (…) (y) 

reconocido como tal en cualquier País Miembro por el sector pertinente, 

independientemente de la manera o el medio por el cual se hubiese hecho 

conocido”11 

 

INFRACCIÓN MARCARIA: es la utilización no autorizada por el titular de una 

marca registrada.  

 

LOCALIZACIÓN FÍSICA: Es el lugar geográfico del IP que corresponde al 

aparato tecnológico a través del cual se ingresa a la red social en la que se 

comete la respectiva infracción marcaria. Debe entenderse como IP (Internet 

Protocol), la identificación o dirección de un dispositivo electrónico.  

 
9 PEDREROS, Heidy. Propiedad Industrial en Colombia: los retos en la sociedad del 
conocimiento. Colombia: Universidad Católica de Colombia, p. 10. Fecha de consulta: 6 de 
septiembre de 2019. Rescatado de: 
https://repository.ucatolica.edu.co/bitstream/10983/14297/1/Art%C3%ADculo%20de%20investig
aci%C3%B3n%20propiedad%20industrial%20heidy%20pedreros.pdf 
10 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 134. Fecha de consulta: 9 de septiembre de 2019. 
11 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 224. Fecha de consulta: septiembre 14 de 2019.  

https://repository.ucatolica.edu.co/bitstream/10983/14297/1/Art%C3%ADculo%20de%20investigaci%C3%B3n%20propiedad%20industrial%20heidy%20pedreros.pdf
https://repository.ucatolica.edu.co/bitstream/10983/14297/1/Art%C3%ADculo%20de%20investigaci%C3%B3n%20propiedad%20industrial%20heidy%20pedreros.pdf
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Salvedad 

 

Las consideraciones, opiniones y ejemplos expuestos son hipotéticos y 

personales de los autores da la presente investigación y no comprometen la 

responsabilidad de la institución ni de las compañías mencionadas. Por lo tanto, 

no son vinculantes ni pretenden incidir en la toma de medidas legales o posibles 

implicaciones en su contra.  
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Resumen 

 

El presente trabajo de investigación tiene como objetivo general la determinación 

de la aplicación del marco normativo colombiano vigente a las infracciones 

marcarias cometidas en las redes sociales Facebook e Instagram, a partir de la 

identificación del contrato de suscripción de redes sociales y sus términos, 

condiciones y/o políticas, así como establecer la normativa existente en redes 

sociales y marcas, y analizar la responsabilidad de Facebook Inc. en las 

infracciones marcarias que se cometen en estos medios digitales y en qué casos 

se aplica el ordenamiento jurídico colombiano a estas últimas.  

La investigación se realizó aplicando el método analítico-descriptivo, en tanto 

inicialmente se estudió cada uno de los elementos denominados previamente de 

forma individual, y el sintético, pues posteriormente se integraron dichas 

variables analizadas, es decir, se estableció la interrelación de normas y 

jurisprudencia sobre redes sociales e infracciones marcarias.  

Los resultados que arrojó la investigación apuntan a que si bien Facebook Inc. 

en los términos, condiciones y/o políticas, tanto de Facebook como de Instagram, 

se exonera y limita de responsabilidad, esto es una cláusula abusiva que decanta 

en su efectiva responsabilidad civil contractual por sus acciones u omisiones 

posteriores al reporte de la infracción marcaria, más no de la violación en sí 

misma. Por otro lado, si bien el ordenamiento jurídico colombiano carece de 

normativa sobre redes sociales, y posee un conglomerado de normas y 

jurisprudencia sobre marcas, se tiene que en realidad para la aplicación de la 

legislación a estas no interesa su acaecer en estos medios virtuales, sino más 

bien son un soporte probatorio, pues lo que importa es que los efectos jurídicos 

se hayan generado en Colombia, ya sea porque la marca se encuentre registrada 

o no en el país.  
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Introducción 

 

Las redes sociales contribuyen a facilitar el desarrollo de las relaciones 

interpersonales dado que la interacción se realiza de forma eficaz y efectiva. Si 

bien estas plataformas digitales conllevan una serie de ventajas, es igual de 

cierto que su sencilla accesibilidad y utilización puede generar desventajas para 

los usuarios, como lo son las infracciones marcarias cometidas en estos sitios 

web, ya sea con conocimiento de causa o por desconocimiento de la norma.  

Actualmente, dos de las redes sociales de mayor impacto y trascendencia son 

Facebook e Instagram, como plataformas virtuales en las que hay un intercambio 

de información, lo cual es posible a través de la creación de una cuenta o perfil 

que está compuesto por el conjunto de datos personales del titular y la aceptación 

de los términos, condiciones y/o políticas del medio digital. De ahí que en la 

presente investigación, se identificarán los contratos de apertura de cuenta de 

redes sociales (contratos de suscripción o registro) a la luz del ordenamiento 

jurídico colombiano, con el fin de determinar su incidencia en la aplicación del 

sistema normativo sobre las infracciones marcarias consumadas en redes 

sociales, realizadas entre usuarios, personas naturales o jurídicas de derecho 

privado, y atendiendo al papel que juega el administrador de las plataformas. 

El problema, en este punto, es establecer qué relación existe entre las 

actuaciones de las personas que usan estas redes sociales, frente a las 

regulaciones de estos medios digitales y las del sistema jurídico colombiano. Por 

esta razón, se analizarán las obligaciones que surgen entre los sujetos que 

celebran el contrato de suscripción de redes sociales, un usuario, y la sociedad 

propietaria de la red social que, para el caso de Facebook e Instagram, es 

Facebook Inc., a través de los términos, políticas y/o condiciones consultados en 

agosto de 2019, lo que quiere decir que no se tendrán en cuenta modificaciones 

posteriores de los mismos. De esta forma se podrá precisar la responsabilidad 



16 
 

de las partes y observar el tratamiento correspondiente a la luz de la regulación 

existente.   

Seguido a esto, se realizará una conceptualización sobre las redes sociales y la 

construcción del marco normativo de estos medios digitales, así como la 

respectiva contextualización sobre infracciones marcarias a partir de su núcleo, 

es decir, el derecho sobre el signo distintivo denominado marcas, para luego 

desarrollar directamente qué es el instituto jurídico, cómo se constituye y la 

acción pertinente.  

De este modo, procederemos a analizar las posibles situaciones en las cuales se 

podría declarar la responsabilidad del administrador de las redes sociales 

Facebook e Instagram en las infracciones marcarias que se cometen en dichas 

plataformas entre usuarios, es decir, quienes previamente han celebrado el 

contrato de suscripción.  

 

Finalmente, se examinarán casos hipotéticos y se estudiaran sentencias sobre 

infracciones a derechos marcarios cometidas en redes sociales para determinar 

la aplicación de la normativa colombiana a las violaciones marcarias que se 

suscitan entre usuarios de estas plataformas.   
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Capítulo 1. 

1. Contrato de suscripción de redes sociales 

En el presente capítulo se identificarán los contratos de apertura de cuenta de 

redes sociales (contratos de suscripción o registro) a la luz del ordenamiento 

jurídico colombiano, con el fin de determinar su incidencia en la aplicación del 

sistema jurídico sobre las infracciones marcarias consumadas en redes sociales, 

realizadas entre usuarios, personas naturales o jurídicas de derecho privado, y 

atendiendo al papel que juega el administrador de las plataformas. 

Es importante aclarar, que las infracciones marcarias en redes sociales no solo 

se dan entre usuarios, pues hay otros sujetos que también hacen parte de estas 

comunidades virtuales, como lo son los desarrolladores de aplicaciones y los 

operadores de sitios web. Sin embargo, el análisis de los mismos se sale de la 

órbita de la presente investigación. 

1.1. Definición de contrato  

En primer lugar, estableceremos si puede considerarse como contrato al acto 

que se celebra entre el usuario y el administrador de la red social. 

Para ello, es indispensable poner de presente la noción de contrato en Colombia. 

Por un lado, el Código Civil en su artículo 1495 lo define como “(…) un acto por 

el cual una parte se obliga para con otra a dar, hacer o no hacer alguna cosa 

(…)”12. Por otra, el artículo 864 del Código de Comercio lo establece como “(…) 

un acuerdo de dos o más partes para constituir, regular o extinguir entre ellas 

una relación jurídica patrimonial (…)”13. 

 
12 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 1495.  
13 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 864.   
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Ahora bien, basándonos en el magistrado Antonio Bohórquez Orduz, el contrato 

es “(…) el instrumento jurídico que dos o más personas, voluntariamente o no, 

pueden utilizar exclusivamente para crear, regular, modificar o extinguir 

relaciones jurídicas patrimoniales”14 o “(…) negocio jurídico en el que interviene 

una pluralidad de sujetos que disponen de intereses patrimoniales (…)”15. Es 

importante resaltar las consideraciones del profesor Bohórquez16 respecto a la 

anterior definición para poder entender su divergencia con las planteadas por los 

legisladores en las normas anteriores:  

- El Código Civil funda su noción en el derecho romano y francés, y 

establece como sinónimos los contratos y convenciones; sin embargo, la 

escuela clásica francesa lo que reconocía eran las categorías de actos y 

contratos, sin incluir la de convención, mientras la pandectista y la escuela 

objetivista hablaban de acto jurídico, negocio jurídico y contrato. De esta 

manera, el concepto de convención no aplica en el derecho privado pues 

no tiene utilidad práctica o científica alguna, si bien sí en otras ramas, dado 

que, en realidad, “(…) la expresión correcta a aquellas convenciones que 

no alcanzan a ser contratos es negocio jurídico (…). Y aquéllas que no 

alcanzan a reunir las condiciones de negocios jurídicos serán actos (…)”17 

(jerarquía en la que no tiene cabida la terminología de convención). 

 

- El planteamiento romano expresaba que los contratos se limitaban a crear 

obligaciones de dar, hacer y no hacer; sin embargo, dichas consideraciones 

no aplican en el derecho moderno, pues “(…) se ha descubierto que 

también pueden catalogarse como contratos aquellos negocios en los 

 
14 BOHÓRQUEZ, Antonio. De los negocios jurídicos en el Derecho Privado colombiano. 
Colombia: Ediciones Doctrina y Ley LTDA., 2004, vol. 2, p. 6. 
15 Ibídem. 
16 BOHÓRQUEZ, Antonio. De los negocios jurídicos en el Derecho Privado colombiano. 
Colombia: Ediciones Doctrina y Ley LTDA., 2004, vol. 2, p. 4-6. 
17 BOHÓRQUEZ, Antonio. De los negocios jurídicos en el Derecho Privado colombiano. 
Colombia: Ediciones Doctrina y Ley LTDA., 2004, vol. 2, p. 5. 
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cuales se dispone de intereses particulares de carácter patrimonial y por 

cuyo medio las partes buscan (…)”18 modificar o extinguir relaciones 

jurídicas.  

 

- El concepto de bilateralidad comporta una rigidez derivada de los textos 

romanos, dado que de lo planteado en la norma se colige que en el contrato 

solo cabe la existencia de dos partes (que pueden estar compuestas por 

una o muchas personas); pero hoy día, puede existir la pluralidad de partes 

(más de dos), siendo contratos plurilaterales o multilaterales.  

 

- El Código de Comercio define al contrato como un acuerdo de voluntades, 

a partir de dos corrientes voluntaristas, basadas en la convención de los 

romanos. Esta definición de influencia alemana (escuela pandectista) e 

italiana (escuela objetivista) restringe la noción romana, al referirse al 

contrato como “(…) actos dispositivos de intereses patrimoniales (…)”19, 

dejando a un lado la opción de concebir contratos que regulen intereses 

personales (“[…] dispone de su persona […]”20) y familiares (“[…] el 

individuo regula sus relaciones con la familia y con sus parientes […]”21). 

Es decir, se trata de un negocio jurídico (“[…] actos jurídicos dispositivos de 

intereses […]”22), que para que asuma la característica de ser contrato requiere 

que sea pluripersonal y que su contenido verse sobre aspectos patrimoniales 

 
18 Ibídem. 
19 BOHÓRQUEZ, Antonio. De los negocios jurídicos en el Derecho Privado colombiano. 
Colombia: Ediciones Doctrina y Ley LTDA., 2004, vol. 2, p. 6. 
20 BOHÓRQUEZ, Antonio. De los negocios jurídicos en el Derecho Privado colombiano. 
Colombia: Ediciones Doctrina y Ley LTDA., 2004, vol. 2, p. 54. 
21 BOHÓRQUEZ, Antonio. De los negocios jurídicos en el Derecho Privado colombiano. 
Colombia: Ediciones Doctrina y Ley LTDA., 2004, vol. 2, p. 53. 
22 BOHÓRQUEZ, Antonio. De los negocios jurídicos en el Derecho Privado colombiano. 
Colombia: Ediciones Doctrina y Ley LTDA., 1996, vol. 1, p. 9. 
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(expresión que “[...] se aplica a todos los bienes, recursos y derechos 

susceptibles de valoración económica […]”23). 

Antes de proseguir al análisis de si en efecto los actos de suscripción entre los 

administradores de la red social y los usuarios son verdaderos contratos, cabe 

hacernos la siguiente pregunta: ¿qué incidencia podría tener este en la aplicación 

del ordenamiento jurídico colombiano sobre infracciones marcarias cometidas en 

estos medios? 

Debe partirse del artículo 1602 del Código Civil que establece que “Todo contrato 

legalmente celebrado es una ley para los contratantes (…)”24, es decir, así como 

existe un marco normativo de carácter general aplicable a las infracciones 

marcarias, estos negocios jurídicos son normas de carácter particular y privado, 

fuentes formales de derecho para las partes que los suscriben y, por ende, 

establecen pautas comportamentales indispensables de analizar con el fin de 

determinar la incidencia del sistema jurídico colombiano sobre infracciones 

marcarias consumadas en las redes sociales. Esto significa, que estudiar los 

términos, condiciones y/o políticas de estos medios digitales, ayudará a definir la 

adaptabilidad del sistema normativo de Colombia sobre infracciones en estos 

escenarios virtuales y viceversa, atendiendo a que se trata de plataformas sin 

establecimientos físicos. 

1.2. Contrato de suscripción de redes sociales  

Basándonos en las consideraciones previas, podemos fundamentar que los 

actos de suscripción de redes sociales son verdaderos contratos, por las 

siguientes razones: 

- Forma 

 
23 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-340-2007. M.P. Rodrigo Escobar Gil, 2007. Fecha 
de consulta: 3 de agosto de 2019. 
24 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 1602.   
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Se realiza por escrito a través de una plataforma web (sitio virtual de la red 

social). Como se verá más adelante, se trata de contratos de forma libre dado 

que el legislador no reguló requisitos para su celebración. 

 

- Sujetos 

 

Un usuario y el titular de la red social, que para el caso de Facebook e Instagram, 

es Facebook Inc.  Es importante aclarar que en determinados apartados de los 

términos, condiciones y/o políticas de las plataformas de estas dos redes sociales 

se nombra la noción de consumidor, por ejemplo cuando se expresan sobre 

disputas: “Si eres consumidor, las leyes del país donde resides se aplicarán a 

cualquier reclamación (…)”25; o cuando hacen referencia a que “(…) la legislación 

sobre marcas comerciales protege a los consumidores frente a confusiones 

(…)”26 (ambas aplican a los dos medios digitales). Ahora bien, el Estatuto del 

Consumidor (Ley 1480 de 2011) define al “Consumidor o usuario [como] Toda 

persona natural o jurídica que, como destinatario final, adquiera, disfrute o utilice 

un determinado producto, cualquiera que sea su naturaleza para la satisfacción 

de una necesidad propia, privada, familiar o doméstica y empresarial cuando no 

esté ligada intrínsecamente a su actividad económica. Se entenderá incluido en 

el concepto de consumidor el de usuario”27.  

 

Así pues, estas plataformas se refieren a los usuarios como consumidores de 

sus servicios digitales y no a otras personas naturales o jurídicas con quienes 

 
25 FACEBOOK INC. Condiciones y políticas de Facebook, Condiciones del servicio, 4. 
Disposiciones adicionales, 4. Disputas. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 4 de agosto 
de 2019. Rescatado de: https://www.facebook.com/legal/terms 
26 FACEBOOK INC. Servicio de ayuda, Centros de privacidad y seguridad, Reportar algo, 
Propiedad Intelectual, Marca Comercial, ¿Qué son las marcas comerciales y qué protegen? 
Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 4 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://help.instagram.com/222826637847963?helpref=page_content 
27 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Estatuto del Consumidor, Ley 1480 de 2011, 
art. 5. Fecha de consulta: 4 de agosto de 2019.  



22 
 

firmen contratos, y a quienes también nombran dentro de los términos, 

condiciones y/o políticas. Esto, porque consumidor es aquel que satisface 

necesidades personales, no relacionadas con el objeto social de su empresa y, 

para el caso de los desarrolladores de aplicaciones, operadores de sitios web y 

otros similares, su actividad económica tiene que ver precisamente con el 

contrato que están firmando con el medio digital, como veremos más adelante al 

definir cada uno de estos que, por cierto, sí firman contratos con los titulares de 

las redes sociales, pero no son precisamente los de suscripción, si bien a ellos 

también se les aplican determinados apartados de los términos, condiciones y/o 

políticas, lo cual no se analizará dado que se extralimita de los fines que persigue 

la presente investigación.  

 

- Contenido  

 

Son los términos, condiciones y/o políticas, que posteriormente analizaremos 

centrándonos en lo correspondiente a lo relacionado con infracciones a derechos 

marcarios. 

A continuación, estableceremos los aspectos que conforman los contratos de 

suscripción de redes sociales, teniendo en cuenta que estos “(…) generalmente 

son fruto de un proceso de variadas etapas. Tal proceso lo denominaremos 

registro y en él encontraremos las etapas de identificación y la de aceptación de 

las condiciones de uso de la red social”28. Dicho lo anterior, realizaremos una 

conceptualización y caracterización del contrato de apertura de cuenta de redes 

sociales. 

Al entrar a la página de inicio de una red social, en este caso Facebook e 

Instagram, tenemos la opción de registrarnos si deseamos ser usuarios de la 

 
28 ARAVENA, Christian; & DE LA FUENTE, Oliver. Régimen contractual de las redes sociales en 
internet. Chile: Universidad de Chile, 2010, p 19. Fecha de consulta: 5 de agosto de 2019. 
Rescatado de: http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-
aravena_c.pdf;sequence=1 
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misma. A través de este proceso de registro se creará la cuenta del usuario, 

mediante la cual se va a interactuar online (conectado a internet) con los demás 

miembros de la comunidad, tales como otros usuarios, los desarrolladores de 

aplicaciones y los operadores de sitios web, etc. Este procedimiento de registro 

está compuesto por dos aspectos: 

- Identificación 

 

El primer paso para registrarse en la red social es la identificación, a partir de los 

datos personales que cada plataforma va a solicitar mediante un formulario y que 

pueden variar dependiendo del objetivo que cada una busca (el cual se estudiará 

en el acápite de términos, condiciones y/o políticas). 

 

Por un lado, Facebook solicita los siguientes datos: 

 

• Nombre 

• Apellido 

• Número de celular o correo electrónico 

• Contraseña nueva 

• Fecha de nacimiento 

• Sexo 

Por su parte, Instagram pide esta información: 

• Número de celular o correo electrónico 

• Nombre completo 

• Nombre de usuario 

• Contraseña 

Estas singularidades de las personas van a permitir que se creen usuarios únicos 

en las redes sociales para su interacción con otros, a partir de la identificación 
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que se atribuyan, que en muchas ocasiones puede llegar a ser falsa, a pesar de 

que ello no impide que se ingrese a la plataforma. Estos datos, pues, son los 

básicos que cada persona remite, si bien, posteriormente, en los perfiles se 

pueden ir agregando otros tales como religión, gustos, registros fotográficos, 

entre otros. Cabe mencionar, que dentro de las políticas se encuentran 

mecanismos de privacidad y seguridad para los usuarios con el fin de proteger 

su información personal y que, por tanto, no sientan temor de acceder a estos 

sitios web; sin embargo, su análisis desborda el sentido del presente trabajo. 

Es importante aclarar, que dado que Facebook e Instagram son propiedad del 

mismo titular, en la segunda red social se da la posibilidad de registrarse a partir 

de la cuenta ya creada dando clic en la opción “Iniciar sesión con Facebook”. En 

este caso, solo se requiere dar la información de nombre y contraseña para la 

creación de la cuenta. 

- Aceptación de términos, condiciones y/o políticas 

Una vez cada persona ha culminado con la etapa de identificación, en la zona 

inferior del formulario de los datos personales, aparece la inscripción relativa a 

aceptación de términos, condiciones y/o políticas. El nombre de estas, varía 

dependiendo de la red social, así como del aspecto sustancial de los mismos. 

Por un lado, Facebook plantea lo siguiente: “Al hacer clic en “Registrarte”, 

aceptas nuestras Condiciones, la Política de datos y la Política de cookies. Es 

posible que te enviemos notificaciones por SMS, que puedes desactivar cuando 

quieras”29 (Subrayado fuera de texto original). 

 
29 FACEBOOK INC. Crea una cuenta. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 7 de agosto de 
2019. Rescatado de: 
https://www.facebook.com/?stype=lo&jlou=AfdhFFMiCJpEVKSpTQ7zo0HGRn1HR7AMJMMhD
eNqqfjZ3K1oqvSIDh8BD5RQ-
M6qfnA3tdKt44ovF9T1AqXjNdVpJL2SpWwy9GQGOv_3XgnWuA&smuh=7372&lh=Ac-
u4EGW0gNpHwPd 

https://www.facebook.com/?stype=lo&jlou=AfdhFFMiCJpEVKSpTQ7zo0HGRn1HR7AMJMMhDeNqqfjZ3K1oqvSIDh8BD5RQ-M6qfnA3tdKt44ovF9T1AqXjNdVpJL2SpWwy9GQGOv_3XgnWuA&smuh=7372&lh=Ac-u4EGW0gNpHwPd
https://www.facebook.com/?stype=lo&jlou=AfdhFFMiCJpEVKSpTQ7zo0HGRn1HR7AMJMMhDeNqqfjZ3K1oqvSIDh8BD5RQ-M6qfnA3tdKt44ovF9T1AqXjNdVpJL2SpWwy9GQGOv_3XgnWuA&smuh=7372&lh=Ac-u4EGW0gNpHwPd
https://www.facebook.com/?stype=lo&jlou=AfdhFFMiCJpEVKSpTQ7zo0HGRn1HR7AMJMMhDeNqqfjZ3K1oqvSIDh8BD5RQ-M6qfnA3tdKt44ovF9T1AqXjNdVpJL2SpWwy9GQGOv_3XgnWuA&smuh=7372&lh=Ac-u4EGW0gNpHwPd
https://www.facebook.com/?stype=lo&jlou=AfdhFFMiCJpEVKSpTQ7zo0HGRn1HR7AMJMMhDeNqqfjZ3K1oqvSIDh8BD5RQ-M6qfnA3tdKt44ovF9T1AqXjNdVpJL2SpWwy9GQGOv_3XgnWuA&smuh=7372&lh=Ac-u4EGW0gNpHwPd
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Por su parte, Instagram plasma un epígrafe similar, atendiendo, claro está, a que 

son plataformas del mismo grupo empresarial (Facebook Inc.): “Al registrarte, 

aceptas nuestras Condiciones, la Política de datos y la Política de cookies”30 

(Subrayado fuera de texto original).  

Debe hacerse énfasis en la expresión común de ambos medios digitales en los 

que se proyecta que al registrarse, el futuro usuario aceptará los términos, 

condiciones y/o políticas de la plataforma, como denominaremos genéricamente 

para el contenido que comprende el clausulado del contrato de suscripción. Pero, 

¿dónde están proyectadas? Cada una de las denominaciones subrayadas con 

anterioridad, es decir, “Condiciones”, “Política de datos” y “Política de cookies”, 

contiene un hipervínculo que permitirá a la persona que desea registrarse, 

acceder al texto completo de las mismas, con el fin de informarse acerca de las 

disposiciones que regirán su relación jurídica en la red social. 

La palabra “Acepto” exterioriza la conformidad con las estipulaciones del contrato 

que se celebrará. Es decir, que posteriormente cuando se dé clic sobre el vector 

“Registrarte”, se entiende que la persona ha leído y comprendido los términos, 

condiciones y/o políticas de la plataforma, que más adelante analizaremos, 

centrándonos en las relacionadas con el tema de infracciones marcarias, pues 

las demás, si bien son de importancia para los sujetos que suscriben el negocio 

jurídico, son prescindibles en la presente investigación.  

Esto significa que el consentimiento (como manifestación libre de voluntad) se 

da en la convergencia de la oferta y la aceptación, ambas electrónicas. “La oferta 

es un negocio jurídico [unipersonal] que contiene un proyecto de (…)”31 contrato 

de suscripción de redes sociales, para el caso concreto, y al ser de forma 

recepticia se perfeccionará una vez es recibida por la persona a quien va dirigida, 

 
30 FACEBOOK INC. Instagram. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 7 de agosto de 2019. 
Rescatado de: https://www.instagram.com/accounts/emailsignup/ 
31 BOHÓRQUEZ, Antonio. De los negocios jurídicos en el Derecho Privado colombiano. 
Colombia: Ediciones Doctrina y Ley LTDA., 2004, vol. 2, p. 5-6.  

https://www.instagram.com/accounts/emailsignup/
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es decir, todos aquellos que ingresan a la página principal de la red social en 

donde se encuentran los dos elementos ya mencionados de este tipo de 

contratos.  

Una vez creada, enviada y recibida (electrónicamente), significa que la voluntad 

del administrador de la red social ya fue expresada de manera anticipada sin 

necesidad de volver a hacerlo una vez el futuro usuario exteriorice la suya al 

realizar el acto de aceptación de esa oferta, con lo cual se perfeccionará el 

contrato de apertura de cuenta de redes sociales, es decir, al registrarse. Cabe 

aclarar, que la aceptación debe ser pura y simple, y oportuna, es decir, dado que 

es entre ausentes, se tiene que efectuar por escrito en los mismos términos de 

la oferta, que para el caso concreto no tiene tiempo límite.  

Siguiendo esta línea, debajo de la inscripción de aceptación, como ya se 

mencionó, se encuentra el vector “Registrarte” y, al darle clic, se creará 

automáticamente la cuenta, recibiendo los usuarios correos electrónicos o 

mensajes de texto para su confirmación, que, una vez realizada, dará paso a la 

posibilidad de usar la red social para las diferentes interacciones que se 

pretendan. Es así, que las anteriores «(…) expresiones cumplen la función de 

manifestación de voluntad en torno a la aceptación de un “contrato” que se 

celebra entre el futuro usuario que desea registrarse para formar parte de la 

comunidad y “el sitio”, para con ello poder participar y visualizar los contenidos 

existentes dentro de la red social de que se trate» 32.  

Este clausulado contiene, en términos generales, dos aspectos: las condiciones 

de prestación del servicio digital, online y a través de medios digitales, que para 

el caso de Facebook e Instagram es gratuito; y los términos de uso de la 

plataforma que incluye diversos factores como lo son normas comportamentales, 

 
32 ARAVENA, Christian; & DE LA FUENTE, Oliver. Régimen contractual de las redes sociales en 
internet. Chile: Universidad de Chile, 2010, p 24. Fecha de consulta: 9 de agosto de 2019. 
Rescatado de: http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-
aravena_c.pdf;sequence=1 

http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-aravena_c.pdf;sequence=1
http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-aravena_c.pdf;sequence=1
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sanciones a sus infracciones y, para lo que nos atañe, estipulaciones relativas a 

marcas. Sobre este último punto es que se ahondará con posterioridad, pues a 

partir de ello se podrá apreciar la relación entre los contratos de apertura de 

cuenta de redes sociales y la aplicación del marco jurídico colombiano a las 

infracciones marcarias cometidas por los usuarios en estos sitios web. 

En definitiva, el proceso de registro para acceder como usuario es sencillo y 

rápido; si bien es de recalcar que el trámite mencionado previamente es el usado 

para pertenecer a las redes sociales como usuarios de la misma y no en otras 

calidades que ya se han nombrado con anterioridad. “La verdad es que el sistema 

de registro a una red social es bastante simple y no conlleva mayores acciones 

formales, sino que son meras aceptaciones dadas por el especial carácter de 

este tipo de contratos, no existiendo en la gran mayoría de los casos ninguna 

posibilidad de negociar las cláusulas de las que se componen”33. Esto quiere 

decir que se trata de contratos de adhesión, los cuales se definirán 

posteriormente.   

Como se indicó, procederemos a definir qué es un contrato de suscripción de 

redes sociales, entendido este como aquel por medio del cual una de las partes 

(titular de la red social) se obliga a prestar un servicio digital y la otra (usuarios) 

se obligan a cumplir con los términos, condiciones y/o políticas del sitio que, 

igualmente, imponen deberes a la plataforma. 

1.3. Características de los contratos de suscripción de redes sociales 

Pasemos ahora a establecer las características de esta tipología de contratos a 

la luz del ordenamiento jurídico colombiano, a partir de la clasificación de los 

mismos, con el fin de comprender sus particularidades: 

 
33 ARAVENA, Christian; & DE LA FUENTE, Oliver. Régimen contractual de las redes sociales en 
internet. Chile: Universidad de Chile, 2010, p 26. Fecha de consulta: 9 de agosto de 2019. 
Rescatado de: http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-
aravena_c.pdf;sequence=1 

http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-aravena_c.pdf;sequence=1
http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-aravena_c.pdf;sequence=1
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1.3.1. Electrónicos 

Son aquellos por los cuales “(…) las partes prestan el consentimiento por medio 

de equipos electrónicos de almacenaje de datos conectados por medio de cable, 

radio, medios ópticos o cualquier otro medio electromagnético. La oferta y la 

aceptación se transmiten por medio de equipos electrónicos de tratamiento y 

almacenamiento de datos, conectados a una red de telecomunicaciones”34. Esto 

significa que la esencia de este tipo de negocios jurídicos radica en su 

celebración a través de medios electrónicos, es decir, las partes manifiestan su 

voluntad mediante estas herramientas que, conforme el Diccionario de la Real 

Academia Española, se entienden como “Mecanismo[s], instalación[es], 

equipo[s] o sistema[s] que permite[n] producir, almacenar o transmitir 

documentos, datos e informaciones, incluyendo cualesquiera redes de 

comunicación abiertas o restringidas como Internet, telefonía fija y móvil y 

otras”35. 

Siendo un contrato a distancia, o sea que las partes lo suscriben sin la presencia 

física de ambas, cuenta  

(…) con las siguientes particularidades 

- Se utiliza el medio electrónico para la formación de la voluntad (la forma electrónica 
de consentir). 
 

- A través del medio electrónico permanece, en la mayoría de las ocasiones, prueba 
cierta del negocio, pues, en definitiva, es un contrato escrito sui generis (documento 
electrónico)36. 

 
34 CAMACHO, Sandra. Partes intervinientes, formación y prueba del contrato electrónico. 
España: Catedrática de Derecho Civil, Universidad Autónoma de Barcelona, 2004, p. 82. Fecha 
de consulta: 10 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://books.google.es/books?hl=es&lr=&id=Y6COroXPzvoC&oi=fnd&pg=PA3&dq=contrato+el
ectr%C3%B3nico&ots=B97BbV5_HK&sig=zNAyDtjs2Xv1B5bdHQWVeDztohk#v=onepage&q=c
ontrato%20electr%C3%B3nico&f=false  
35 Diccionario del español jurídico. España: Real Academia Española, 2019. Fecha de consulta: 
10 de agosto de 2019. Rescatado de: https://dej.rae.es/lema/medio-electr%C3%B3nico 
36 MORENO, Miguel. Contratos electrónicos. España: Derecho Civil Hoy, p. 32-33. Fecha de 
consulta: 11 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://books.google.es/books?hl=es&lr=&id=TDV-

https://books.google.es/books?hl=es&lr=&id=Y6COroXPzvoC&oi=fnd&pg=PA3&dq=contrato+electr%C3%B3nico&ots=B97BbV5_HK&sig=zNAyDtjs2Xv1B5bdHQWVeDztohk#v=onepage&q=contrato%20electr%C3%B3nico&f=false
https://books.google.es/books?hl=es&lr=&id=Y6COroXPzvoC&oi=fnd&pg=PA3&dq=contrato+electr%C3%B3nico&ots=B97BbV5_HK&sig=zNAyDtjs2Xv1B5bdHQWVeDztohk#v=onepage&q=contrato%20electr%C3%B3nico&f=false
https://books.google.es/books?hl=es&lr=&id=Y6COroXPzvoC&oi=fnd&pg=PA3&dq=contrato+electr%C3%B3nico&ots=B97BbV5_HK&sig=zNAyDtjs2Xv1B5bdHQWVeDztohk#v=onepage&q=contrato%20electr%C3%B3nico&f=false
https://dej.rae.es/lema/medio-electr%C3%B3nico
https://books.google.es/books?hl=es&lr=&id=TDV-GcvRe2cC&oi=fnd&pg=PA2&dq=contrato+electr%C3%B3nico&ots=pcZV13H-RY&sig=RK28CQJYqR17yKX8H_VamQmZijo#v=onepage&q=contrato%20electr%C3%B3nico&f=false
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Los anteriores aspectos denotan que un contrato electrónico se diferencia de uno 

que no lo es, independientemente de su objeto, dado que el consentimiento se 

manifiesta electrónicamente (su formación), es decir, la oferta y la aceptación son 

electrónicas,  por tanto, se exteriorizan en el medio digital. Lo cual se evidencia 

pues estos negocios jurídicos se suscriben en una plataforma web y a través del 

uso de internet, ya sea en la página o aplicación de la red social. 

1.3.2. Informáticos 

Se entiende (…) [como aquel] que tiene por objeto bienes y servicios informáticos.  

Los bienes informáticos comprenden tanto los 'elementos materiales' que constituyen el 
soporte físico o hardware, su unidad central de procesamiento, periféricos, complementos, 
en definitiva todos los otros equipos que componen el soporte físico del elemento 
informático; como los 'bienes inmateriales' que proporcionan las órdenes, los datos, los 
procedimientos y las instrucciones en el tratamiento automático de información, cuyo 
conjunto constituye el soporte lógico del elemento informático. 

En cambio, los servicios informáticos abarcan todos aquellos servicios que se relacionan 
con el tratamiento automatizado de la información y sirven de apoyo a la informática, tales 
como el diseño, el análisis y el mantenimiento del sistema37. 

El contrato de suscripción de redes sociales, en primer lugar, tiene por objeto un 

bien informático que para el caso se trata de la plataforma virtual propiamente 

dicha, que se ofrece a los consumidores como servicio informático la cual, como 

se vislumbró antes, hace relación a saberes y operaciones basados en la 

automatización, no solo atendiendo a que se trata de medios digitales, sino 

porque este negocio jurídico tiene como una de sus características el tratamiento 

automatizado de la información de los usuarios con el fin de generar una mejor 

experiencia e interactividad. 

 
GcvRe2cC&oi=fnd&pg=PA2&dq=contrato+electr%C3%B3nico&ots=pcZV13H-
RY&sig=RK28CQJYqR17yKX8H_VamQmZijo#v=onepage&q=contrato%20electr%C3%B3nico&
f=false  
37 IBARGUEN, Silvia. Contratos informáticos. Argentina: Cuadernos de la Facultad de Ingeniería 
e Informática UCS, 2006, n°1, p 20-21. Fecha de consulta: 11 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://www.ucasal.edu.ar/htm/ingenieria/cuadernos/archivos/1-p19-ibarguren.pdf 

https://books.google.es/books?hl=es&lr=&id=TDV-GcvRe2cC&oi=fnd&pg=PA2&dq=contrato+electr%C3%B3nico&ots=pcZV13H-RY&sig=RK28CQJYqR17yKX8H_VamQmZijo#v=onepage&q=contrato%20electr%C3%B3nico&f=false
https://books.google.es/books?hl=es&lr=&id=TDV-GcvRe2cC&oi=fnd&pg=PA2&dq=contrato+electr%C3%B3nico&ots=pcZV13H-RY&sig=RK28CQJYqR17yKX8H_VamQmZijo#v=onepage&q=contrato%20electr%C3%B3nico&f=false
https://books.google.es/books?hl=es&lr=&id=TDV-GcvRe2cC&oi=fnd&pg=PA2&dq=contrato+electr%C3%B3nico&ots=pcZV13H-RY&sig=RK28CQJYqR17yKX8H_VamQmZijo#v=onepage&q=contrato%20electr%C3%B3nico&f=false
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Este tratamiento automatizado se da a partir de las bases de datos, también 

automatizadas, que tienen las redes sociales y que son “(…) aquellas que se 

almacenan y administran con la ayuda de herramientas informáticas”38.  

Esto significa que tiene por objeto un servicio informático ofrecido a través de 

una herramienta informática, que sería la plataforma en sí misma, como bien 

intangible protegido por derechos de autor.  

1.3.4. Internacionales 

Los contratos internacionales son aquellos “(…) que implican en su formación o 

ejecución la intervención de factores extranjeros o pertenecientes a dos o más 

países y que, por lo tanto, pueden estar sujetos a uno o varios regímenes”39; es 

decir, “(…) trascienden del campo nacional en algunos de sus países y por tanto, 

se sujetan a un régimen jurídico internacional. 

Luego, sus dos características son: La internacionalidad del contrato mismo, y, 

como consecuencia de ella, la internacionalidad de su régimen (…)”40. 

Teniendo en cuenta que la definición de contrato internacional no es precisa y 

sobre ella no hay acuerdo, puede decirse, además, que este es aquel que “(…) 

pone en juego los intereses del comercio internacional (criterio económico) y los 

elementos de conexión del contrato se encuentran repartidos en diferentes 

 
38 MINISTERIO DE COMERCIO, INDUSTRIA Y TURISMO. Decreto Único Reglamentario del 
Sector Comercio, Industria y Turismo, Decreto 1074 de 2015, art. 2.2.2.26.2.6. Fecha de consulta: 
12 de agosto de 2019. 
39 LAFONT, Pedro. Manual de contratos, Contratación internacional. Colombia: Librería Ediciones 
del Profesional LTDA, 2004, tomo III, p. 3.  
40 LAFONT, Pedro. Manual de contratos, Contratación internacional. Colombia: Librería Ediciones 
del Profesional LTDA, 2004, tomo III, p. 94. 



31 
 

Estados (criterio jurídico)”41. También pueden considerarse como “(…) aquellos 

celebrados en un país para tener efectos totales o parciales en otro”42. 

Basándonos en los conceptos previos y en las finalidades del presente trabajo 

de investigación, seguiremos la línea del texto “Régimen contractual de las redes 

sociales en internet”, en el que se expone que son tres las características de esta 

tipología de negocios jurídicos: 

- Las partes que lo suscriben se encuentran usualmente en distintos Estados y por lo 
mismo, los sujetos que los celebran se ven sometidos a distintas jurisdicciones.   
 
- Los efectos que se presentarán a raíz de la celebración del contrato se manifestarán 
en varios Estados o al menos en uno distinto a aquél donde el contrato se suscribió.   
 
- Contratos que tienen por objeto la prestación de bienes y servicios a nivel 
internacional, con sus correspondientes contraprestaciones43. 

En contraposición, se encuentran los contratos nacionales, es decir, los 

colombianos para el caso concreto, como  

(…) aquellos (…) que desde el punto de vista legal y convencional están cobijados por el 
Estado colombiano y se someten a su régimen jurídico. (…) En términos generales, de 
acuerdo con nuestro ordenamiento jurídico son contratos colombianos aquellos cuya 
existencia y desarrollo ocurren bajo su obediencia y se someten a su correspondiente 
régimen. Ello obedece a que formalmente la colombianidad de un hecho o acto jurídico 
depende, de un lado, de su ocurrencia material o jurídica dentro del territorio colombiano 
y, del otro, de su sometimiento jurídico al orden pertinente (…)44. 

y los contratos extranjeros, que son  

 
41 RAMÍREZ, Mario. Régimen contractual de las redes sociales en internet, citado por ARAVENA, 
Christian; & DE LA FUENTE, Oliver. Chile: Universidad de Chile, 2010, p. 115. Fecha de consulta: 
13 de agosto de 2019. Rescatado de: 
http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-aravena_c.pdf;sequence=1  
42 MALUENDA, Rodrigo. Régimen contractual de las redes sociales en internet, citado por 
ARAVENA, Christian; & DE LA FUENTE, Oliver. Chile: Universidad de Chile, 2010, p. 115. Fecha 
de consulta: 13 de agosto de 2019. Rescatado de: 
http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-aravena_c.pdf;sequence=1 
43 ARAVENA, Christian; & DE LA FUENTE, Oliver. Régimen contractual de las redes sociales en 
internet. Chile: Universidad de Chile, 2010, p. 116. Fecha de consulta: 13 de agosto de 2019. 
Rescatado de: http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-
aravena_c.pdf;sequence=1 
44 LAFONT, Pedro. Manual de contratos, Contratación internacional. Colombia: Librería Ediciones 
del Profesional LTDA, 2004, tomo III, p. 80.  

http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-aravena_c.pdf;sequence=1
http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-aravena_c.pdf;sequence=1
http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-aravena_c.pdf;sequence=1
http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-aravena_c.pdf;sequence=1
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(…) aquella especie (…) que por tener ocurrencia básica fuera del territorio colombiano se 
encuentra(n) sujeto(s) jurídica o convencionalmente al régimen jurídico del Estado 
Extranjero correspondiente. (…) siendo el carácter “extranjero” de un contrato una cualidad 
fáctico-jurídica, se hace indispensable que su alcance lo determine conjuntamente el lugar 
de su ocurrencia en el extranjero y el ordenamiento jurídico del Estado Extranjero 
correspondiente, sin perjuicio, en este caso, de que en el mismo aspecto indique la 
Legislación colombiana45. 

Debe dejarse claro, que dependiendo de los factores del caso concreto de los 

usuarios que suscriben este tipo de contratos, es que el mismo puede definirse 

como internacional o no. Por ejemplo, no se estaría en presencia de un contrato 

internacional en el caso de los negocios jurídicos que se celebran entre Facebook 

Inc., y los usuarios localizados y con efectos jurídicos en Estados Unidos 

(específicamente el Estado de California). No obstante, debe decirse que en 

término generales, este tipo de contratos suelen tener carácter internacional, 

porque Facebook e Instagram son redes sociales globales. Incluso, puede que 

esa parte con la que se suscribe dicho contrato se encuentre en Colombia y los 

efectos jurídicos se generen también allí.  

Pasemos a relacionar cada uno de los aspectos anteriores con el tema de 

estudio: 

- El domicilio de Facebook Inc. está en Estados Unidos, más concretamente 

el Estado de California (Menlo Park46), por lo que esta será la localización 

física desde donde celebra el contrato. Mientras que para los usuarios la 

localización física dependerá del IP del aparato tecnológico que se use 

para la suscripción a la red social. Es el lugar geográfico del IP que 

corresponde al aparato tecnológico a través del cual se ingresa a la red 

social en la que se comete la respectiva infracción marcaria. Debe 

entenderse como IP (Internet Protocol), la identificación de un dispositivo 

electrónico.  

 
45 LAFONT, Pedro. Manual de contratos, Contratación internacional. Colombia: Librería Ediciones 
del Profesional LTDA, 2004, tomo III, p. 89. 
46 FACEBOOK INC. FACEBOOK Newsroom, Información de la empresa, Estadísticas. Estados 
Unidos: 2019. Fecha de consulta: 14 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://about.fb.com/es/company-info/ 
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- Igual que el punto anterior, ocurre respecto a los efectos jurídicos o 

consecuencias de interés para el Derecho. 

 

- Se trata de una prestación de servicios digitales, lo que conlleva que el 

mismo se dé en medios virtuales, donde no hay establecimientos físicos 

y, por lo tanto, al tratarse de espacios abstractos, la prestación se da a 

nivel internacional. Además, el objetivo de las redes sociales, para el caso 

de Facebook e Instagram, es dirigirse a un público global, 

independientemente del país en el que se encuentren. 

 

1.3.5. Bilaterales 

Se presentan “(…) cuando las partes contratantes se obligan recíprocamente”47. 

En este caso, Facebook Inc. y los usuarios, que son quienes suscriben el negocio 

jurídico, tienen determinadas obligaciones que cumplir con respecto al otro, las 

cuales se verán en el análisis de los términos, condiciones y/o políticas que se 

realizará más adelante. 

Debe tenerse en cuenta que  

Las implicaciones del principio de buena fe tienen especial relevancia cuando se estudian 
contratos de prestaciones bilaterales, pues sus consecuencias se traducen en 
preservación del equilibrio y, cómo no, respeto a la reciprocidad inherente a la naturaleza 
de este tipo de contratos (…). 

(…) 

El contenido de esta cláusula refleja los más elementales parámetros de equidad, simetría 
y buena fe que deben ser entendidos como elementos connaturales a las obligaciones 
contractuales bilaterales (Corte suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de 
octubre 11 de 1977), prescribiendo lo que es el producto de un análisis basado en la justicia 
material de las relaciones contractuales: si una de las partes de una relación bilateral no 

 
47 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 1496. 
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está en posición de cumplir las obligaciones contractuales, cómo puede exigirle a la otra el 
cumplimiento de la prestación debida?48 (sic) 

Es así, como media en los contratos de suscripción de redes sociales la 

presunción de buena fe del ordenamiento jurídico colombiano, definido como 

«(…) aquel que exige a los particulares y a las autoridades públicas ajustar sus 

comportamientos a una conducta honesta, leal y conforme con las actuaciones 

que podrían esperarse de una “persona correcta (vir bonus)”. Así la buena fe 

presupone la existencia de relaciones reciprocas con trascendencia jurídica, y se 

refiere a la “confianza, seguridad y credibilidad que otorga la palabra dada”»49. 

Esto presupone, que tanto los administradores de las redes sociales como los 

usuarios, deben acomodar sus conductas de tal forma que al momento de la 

celebración del contrato sean conscientes de las implicaciones que conlleva en 

término de obligaciones y derechos, con base en que a futuro su cumplimiento 

va a repercutir en la otra parte que, igualmente, de buena fe, suscribió el negocio 

jurídico. De esta forma, tanto Facebook Inc., para el caso concreto, como los 

usuarios, podrán sentir confianza del respeto de sus derechos, es decir, deben 

ser recíprocos respecto a sus deberes, si esperan que sus garantías sean 

igualmente protegidos.  

Es de anotarse también, que las obligaciones contenidas en el mismo deben 

estar bajo un marco de equidad. Esto, a pesar de lo que se espera, no tiende a 

ser así del todo, pues, tratándose de contratos de adhesión como más adelante 

se verá, existen muchas prerrogativas a favor del administrador de la red social 

que son en perjuicio de los usuarios y que, en términos generales, otorgan 

muchos beneficios a los primeros, sin que los segundos puedan hacer nada, lo 

cual se estudiará en el acápite de términos, condiciones y/o políticas. ¿Puede 

definirse la imposición de determinados derechos en desmedro de los usuarios 

 
48 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-537-2009. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, 
2009. Fecha de consulta: 16 de agosto de 2019. 
49 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-1194-2008. M.P. Rodrigo Escobar Gil, 2008. Fecha 
de consulta: 16 de agosto de 2019. 
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como una conducta inequitativa de los titulares de las redes sociales? Es sabido 

popularmente que las personas, por lo general, no leen los términos, condiciones 

y/o políticas que aceptan; para lo cual miremos los siguientes apartados que 

ayudan a reforzar la idea: 

“La empresa de videojuegos Game Station anunció en abril de 2010 que poseía 

7 500 almas de sus clientes, que fueron entregadas voluntaria y perpetuamente. 

El hecho fue producto de una broma por el Día de los Inocentes en la que la 

empresa incluyó, dentro de los términos y condiciones de uso de sus 

videojuegos, una clausula legal que validaba esta transacción. Lo que era un 

secreto a voces salió a luz: nadie lee los términos y condiciones de uso”50. 

Aceptamos términos de servicio y condiciones de servicio (ToS, por sus siglas en inglés) 
todo el tiempo, en cada instalación de software, prácticamente en cada aplicación móvil 
que involucra un registro, y ni qué decir de las redes sociales a las que queremos 
pertenecer. Más aún, con monumental desinterés hacemos a un lado las políticas de 
privacidad correspondientes. ¿Por qué? ¿Qué nos hace confiar tan ciegamente en un 
contrato donde posiblemente comprometemos derechos fundamentales como la 
privacidad de nuestros datos personales? En mi opinión, la respuesta es evidente: 
preferimos no tomarnos el tiempo para leer y reflexionar lo que implica aceptar un ToS, 
preferimos la inmediatez51. 

«Muchas veces, hacemos clic en “Aceptar” sin detenernos a leer las 

condiciones de uso, bien por falta de tiempo o de interés (o las dos cosas). 

Alistair Alexander, director de la Tactical Technology Collective (Teconología 

Táctica Colectiva, en español), una organización internacional no gubernamental 

para promover los derechos de los internautas, dice que es “común” aceptarlas 

sin leer»52. 

 
50 CHICOMA, D. De los términos y condiciones de uso y otros demonios. Perú: Conexión ESAN, 
2018. Fecha de consulta: 17 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://www.esan.edu.pe/conexion/actualidad/2018/01/30/de-los-terminos-y-condiciones-de-
uso-y-otros-demonios/ 
51 LAZALDE, Alan. Nadie lee los términos de servicio. España: El diario, 2013. Fecha de consulta: 
17 de agosto de 2019. Rescatado de: https://www.eldiario.es/turing/Terminos_de_servicio-
privacidad-legalidad-Internet_0_108839172.html 
52 3 posibles consecuencias de aceptar sin leer los términos y condiciones de uso de las 
aplicaciones (y qué hacer al respecto). Uruguay: El observador, 2018. Fecha de consulta: 18 de 

https://www.esan.edu.pe/conexion/actualidad/2018/01/30/de-los-terminos-y-condiciones-de-uso-y-otros-demonios/
https://www.esan.edu.pe/conexion/actualidad/2018/01/30/de-los-terminos-y-condiciones-de-uso-y-otros-demonios/
https://www.eldiario.es/turing/Terminos_de_servicio-privacidad-legalidad-Internet_0_108839172.html
https://www.eldiario.es/turing/Terminos_de_servicio-privacidad-legalidad-Internet_0_108839172.html
https://www.elobservador.com.uy/nota/3-posibles-consecuencias-de-aceptar-sin-leer-los-terminos-y-condiciones-de-uso-de-las-aplicaciones-y-que-hacer-al-respecto--201862012130
https://www.elobservador.com.uy/nota/3-posibles-consecuencias-de-aceptar-sin-leer-los-terminos-y-condiciones-de-uso-de-las-aplicaciones-y-que-hacer-al-respecto--201862012130
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Esto, en definitiva, genera un desequilibrio en la relación suscrita por cuanto los 

usuarios asumen unos riesgos derivados de las obligaciones que deben cumplir 

y de los derechos que se adjudica el administrador de la red social, sin antes 

haber analizado la trascendencia de los mismos. Es así, como vemos que en 

cabeza de los propietarios del medio digital existen unas atribuciones que, en 

realidad, son inequitativas, y que el usuario suscribe sin conocimiento, a pesar 

de que tiene el derecho y deber de informarse previamente; las cuales 

analizaremos más adelante. No debe confundirse este tipo de contenido que 

puede ser impuesto de mala fe por las redes sociales al tener un conocimiento 

popular de la falta de lectura de los usuarios, con el de cláusulas abusivas, tal 

como se estudiará con posterioridad.  

1.3.6. Principal 

Es “(…) cuando subsiste por sí mismo sin necesidad de otra convención (…)”53. 

En contraposición se encuentran los contratos accesorios como aquellos que 

“(…) tiene[n] por objeto asegurar el cumplimiento de una obligación principal, de 

manera que no pueda subsistir sin ella”54. Esto quiere decir, que son garantías 

de cumplimiento de obligaciones principales.   

Para el caso que nos atañe, los contratos de suscripción de redes sociales no 

requieren de contratos accesorios, como lo son la hipoteca, la prenda y la fianza, 

a modo de garantía, ni son accesorios, sino que se bastan a sí mismos para su 

existencia, sin que requiera de la suscripción de algún otro o, en otras palabras, 

generan obligaciones principales, que para el caso son, en términos generales, 

el cumplimiento de normas comunitarias. 

 
agosto de 2019. Rescatado de: https://www.elobservador.com.uy/nota/3-posibles-
consecuencias-de-aceptar-sin-leer-los-terminos-y-condiciones-de-uso-de-las-aplicaciones-y-
que-hacer-al-respecto--201862012130 
53 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 1499. 
54 Ibídem. 

https://www.elobservador.com.uy/nota/3-posibles-consecuencias-de-aceptar-sin-leer-los-terminos-y-condiciones-de-uso-de-las-aplicaciones-y-que-hacer-al-respecto--201862012130
https://www.elobservador.com.uy/nota/3-posibles-consecuencias-de-aceptar-sin-leer-los-terminos-y-condiciones-de-uso-de-las-aplicaciones-y-que-hacer-al-respecto--201862012130
https://www.elobservador.com.uy/nota/3-posibles-consecuencias-de-aceptar-sin-leer-los-terminos-y-condiciones-de-uso-de-las-aplicaciones-y-que-hacer-al-respecto--201862012130
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1.3.7. Consensual 

Es “(…) cuando se perfecciona por el solo consentimiento”55. En contraposición 

a los contratos reales, que requieren de la tradición que es un “(…) modo de 

adquirir el dominio de las cosas, (…) consiste[nte] en la entrega que el dueño 

hace de ellas a otro, habiendo por una parte la facultad e intención de transferir 

el dominio, y por otra parte la capacidad e intención de adquirirlo”56; y de los 

solemnes, es decir, aquellos que “(…) está[n] sujeto[s] a la observancia de ciertas 

formalidades especiales, de manera que sin ellas no produce[n] ningún efecto 

civil (…)”57. 

Por un lado, los contratos reales solo aplican tratándose de negocios en los que 

hay implicación de cosas propiamente dichas, que son, en términos generales, 

“(…) todo aquello susceptible de apropiación por el hombre”58, es decir, se 

adquiere el derecho real de dominio sobre cosas singulares (“[…] reducida[s] a 

la unidad”59) y, raramente, de universales (“[…] integrada(s) por un conjunto o 

agrupación de cosas singulares […]”60). Por tanto, no aplica tratándose de 

prestación de servicios, como es el presente caso, que hace referencia al acceso 

a medios digitales con fines interactivos.  

Por otro, tampoco se trata de contratos solemnes, pues estos se consideran 

como tal cuando requieren de determinadas formalidades impuestas por la ley  

y, como se verá a continuación, este es un contrato atípico al que el legislador 

no ha impuesto forma alguna de celebración. Cabe añadir, que la “(…) 

inobservancia de la forma solemne, auténtico requisito de existencia, cuando es 

 
55 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 1500. 
56 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 740. 
57 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 1500. 
58 VELÁSQUEZ, Luis. Bienes. Colombia: Temis, 2014, p. 2.  
59 VELÁSQUEZ, Luis. Bienes. Colombia: Temis, 2014, p. 59. 
60 Ibídem. 
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total, genera la inexistencia del acto (…)”61; lo cual no ocurre en los contratos 

consensuales dada su forma libre.  

Así pues, estos contratos de apertura de cuenta se perfeccionan una vez la 

persona da clic sobre el vector “Registrarte”; es decir, basta con que las partes 

exterioricen su voluntad para que el mismo se perfeccione, sin que se requiera 

formalidad alguna, toda vez que, como ya se mencionó, son negocios jurídicos 

de forma libre, en los que el legislador no escoge ni impone la forma, los cuales, 

en realidad, son la mayoría, dado que se consideran así cuando en las normas 

existe silencio sobre ello y, por lo tanto, las partes celebran el contrato de la forma 

en que prefieran, independientemente de si puede tildarse o no como segura. 

Esto, para el caso, como se dijo, se da dando un “simple” clic y, se denota, en 

que al hacerlo se crea inmediatamente la cuenta del usuario que anteriormente 

suscribió el contrato. 

1.3.8. Atípicos 

Quiere decir, que el ordenamiento jurídico colombiano no ha legislado sobre el 

mismo, por lo que no tiene una normativa específica que lo regule. Sin embargo, 

se le aplican las normas jurídicas generales a los contratos, tal como se ha venido 

haciendo a lo largo de la presente exposición, respecto de los contratos de 

apertura de cuenta de redes sociales. 

Esto ocurre, pues es particularísimo de tal forma que no encajan con ninguno de 

los contratos tipo existentes, por lo que se da una “(…) deformación del tipo en 

virtud de cláusulas que las partes incorporan a un contrato”62. Con el paso del 

tiempo, las tipologías de contratos existentes que tienen una reglamentación 

especial, se han visto cortas al desarrollo social y económico de los Estados, por 

 
61 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil. SC19730-2017. M.P. Luis Armando 
Tolosa Villabona, 2017, p. 44. Fecha de consulta: 19 de agosto de 2019. 
62 LORENZETTI, Ricardo. Tratado de los Contratos. Argentina: Rubinzal Culzoni Editores, 2004, 
tomo I, p. 33. 
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lo que surge la autonomía de la voluntad privada, es decir, la “(…) facultad 

reconocida por el ordenamiento positivo a las personas para disponer de sus 

intereses con efecto vinculante y, por tanto, para crear derechos y obligaciones, 

con los límites generales del orden público y las buenas costumbres, para el 

intercambio de bienes y servicios o el desarrollo de actividades de 

cooperación”63, como el mecanismo idóneo para que las partes por ellas mismas 

regulen una relación a la que el ordenamiento jurídico no le ha provisto 

especificaciones, claro está, sin cruzar los límites de las normas generales 

aplicables:  

Son hechos conocidos la aparición y el incremento constante de los contratos atípicos en 
el tráfico jurídico de los países industrializados. Su razón de ser está, principalmente, en el 
nacimiento de nuevas necesidades económicas, que exigen la búsqueda de formas 
contractuales distintas a las reguladas en las leyes. Este es uno de los efectos en el ámbito 
del nacimiento de nuevos esquemas negociales, que el desarrollo socio-económico y la 
proclamación del principio de la autonomía de la voluntad han tenido en la práctica 
contractual64. 

Entonces, dada la falta de regulación que caracteriza a esta tipología de 

contratos, decimos que el fundamento de estos radica en el principio de la 

autonomía de la voluntad privada. Así pues, dada la inexistencia de figuras 

contractuales preexistentes que satisfagan los intereses de las partes y con base 

en el principio mencionado, es que, para el caso concreto, Facebook Inc. y los 

usuarios pueden establecer el contenido que ponga de presente los parámetros 

que rijan su relación jurídica, de tal forma que sean de obligatorio cumplimiento, 

siempre y cuando no desborden los límites del marco normativo general y, por 

tanto, apliquen los presupuestos comunes a todo tipo de contratos.  

Los contratos de redes sociales, como se verá más adelante, carecen de 

estipulaciones tipificadas que satisfagan las necesidades de estos avances 

tecnológicos; que como desarrollos de la ciencia, que implican la creación de 

 
63 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-341-2006. M.P. Jaime Araujo Rentería, 2006. Fecha 
de consulta: 20 de agosto de 2019. 
64 LÓPEZ, Ana. Los contratos conexos, Estudio de supuestos concretos y ensayo de una 
construcción doctrinal. España: José María Bosch Editor S.A., 1994, p. 21-22. 
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relaciones entre personas, requieren de regulación inter partes con el fin de 

equilibrar sus derechos y obligaciones, y, así, no se desborde el posible poder 

de uno frente a otro, pues, en definitiva, el administrador de la red social, al ser 

quien controla la misma, posee mayor capacidad de manejar el contenido de 

esta.  

Cabe plantearnos la siguiente pregunta: ¿es necesario que los ordenamientos 

jurídicos regulen los contratos de suscripción de redes sociales dada su 

proliferación e importancia en la actualidad? Para responder a este interrogante 

es necesario primero identificar la aplicación del marco normativo colombiano, 

por lo que la misma se dará en las conclusiones del presente trabajo de 

investigación, una vez se haya cumplido con el objetivo general. 

1.3.9. De tracto sucesivo 

“Los contratos de tracto sucesivo establecen el nacimiento de derechos y el 

cumplimiento de obligaciones de manera continua y constante. Por ello se 

determina que son aquellos en que el cumplimiento se va escalonando en el 

tiempo, por lo que la relación contractual tiene permanencia”65. Por lo tanto “(…) 

se caracterizan por tener por objeto una serie de prestaciones repetidas y 

sucesivas que no se cumplen en un solo instante, sino que requieren para su 

ejecución de cierto período, determinado o no, en el cual las relaciones jurídicas 

que de él dimanan se prolongan o perpetúan”66, es decir, su “(…) ejecución o 

 
65 ARAVENA, Christian; & DE LA FUENTE, Oliver. Régimen contractual de las redes sociales en 
internet. Chile: Universidad de Chile, 2010, p. 156. Fecha de consulta: 22 de agosto de 2019. 
Rescatado de: http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-
aravena_c.pdf;sequence=1 
66 SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES. Concepto jurídico 220-112800, ref. Los contratos 
de tracto sucesivo en el concordato. P. 1. Fecha de consulta: 22 de agosto de 2019. Rescatado 
de: 
https://www.supersociedades.gov.co/nuestra_entidad/normatividad/normatividad_conceptos_jur
idicos/3416.pdf  

http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-aravena_c.pdf;sequence=1
http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-aravena_c.pdf;sequence=1
https://www.supersociedades.gov.co/nuestra_entidad/normatividad/normatividad_conceptos_juridicos/3416.pdf
https://www.supersociedades.gov.co/nuestra_entidad/normatividad/normatividad_conceptos_juridicos/3416.pdf
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cumplimiento se prolong[a] en el tiempo (…)”67 o “(…) las prestaciones que 

surgen del mismo necesariamente están llamadas a ser ejecutadas durante un 

período prolongado de tiempo”68. 

Específicamente en los contratos de registro de redes sociales, tanto el titular del 

sitio como los usuarios deben cumplir con las obligaciones que emanan del 

mismo durante la vigencia del negocio jurídico, de tal forma que los derechos y 

deberes de ambos deben respetarse en todo momento en que se interactúe en 

el medio digital, sin que su realización sea netamente al momento de la 

celebración. Es decir, las conductas a las que se ven sometidas las partes, deben 

ejercerse en todo momento en que se use la plataforma virtual, con el objetivo 

de que se respeten los derechos mutuos y el buen entorno existente en el sitio 

web. Esto, además, puede inferirse de ciertas expresiones que se emplean en 

los términos, condiciones y/o políticas, tales como las siguientes (si bien esto se 

denotará durante su análisis): 

En la “Descripción detallada de Normas Comunitarias” de Instagram se 

manifiesta que “Nosotros nos comprometemos a cumplir estas normas y 

esperamos que tú también te impliques. En caso de que incumplas las normas, 

es posible que se elimine contenido, se inhabilite la cuenta o se apliquen otras 

restricciones”69. Así mismo Facebook en las “Condiciones del servicio, 1. Los 

servicios que proporcionamos” establece que “Las personas solo formarán parte 

de la comunidad en Facebook si se sienten seguras. Contamos con el trabajo de 

equipos dedicados en todo el mundo y desarrollamos sistemas técnicos 

avanzados para detectar si nuestros Productos se usan de forma inapropiada, 

 
67 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia 
radicado 50422-23-31-000-1992-01369-01(17031). C.P. Ruth Stella Correa Palacio, 2008, p. 37. 
Fecha de consulta: 22 de agosto de 2019. 
68 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-075-2019. M.P. Rodrigo Escobar Gil, 2019. Fecha 
de consulta: 22 de agosto de 2019. 
69 FACEBOOK INC. Servicio de ayuda, Centros de privacidad y seguridad, Normas comunitarias, 
Descripción detallada. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 23 de agosto de 2019. 
Rescatado de: https://help.instagram.com/477434105621119 
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hay conductas dañinas hacia los demás y surgen situaciones en las que 

podemos contribuir para respaldar o proteger a nuestra comunidad”70. 

¿Cuál es el período de ejecución de las obligaciones de los contratos de registro 

de redes sociales? Conforme se determina en los términos, condiciones y/o 

políticas, si bien no se dice textualmente, la vigencia del negocio jurídico es hasta 

que, o bien la misma plataforma sale del mercado, o la cuenta del usuario se 

cierra, sea por decisión propia o de los administradores del medio digital. Este 

último aspecto, relativo a la cuenta de los miembros de la comunidad, se 

desglosará con posterioridad.  

1.3.10. De adhesión 

La doctrina (lo) ha definido (…) como aquel acuerdo de voluntades por medio del cual uno 
de los contratantes, denominado predisponente, impone al otro, llamado adherente, el 
contenido del contrato sin ninguna posibilidad de discutirlo ni de modificarlo, contando 
únicamente con la facultad de decidir libremente si contrata o no bajo el clausulado 
ofrecido, dentro de un esquema de "lo toma o lo deja". En derecho colombiano, ni el Código 
Civil ni el Código de Comercio definen el concepto de contrato de adhesión, aunque 
podemos encontrar una definición en el Estatuto del Consumidor, según el cual se trata de 
"aquel en el que las cláusulas son dispuestas por el productor o proveedor, de manera que 
el consumidor no puede modificarlas, ni puede hacer otra cosa que aceptarlas o 
rechazarlas"71. 

O lo que es lo mismo, aquel en el cual “(…) las cláusulas que regulan el contrato, 

por lo general, son redactadas previa y unilateralmente (…), sin ofrecerles a los 

usuarios la posibilidad de deliberar y discutir sobre el contenido de las mismas”72. 

Este, dado las condiciones en que se celebra, puede contener un tipo de 

cláusulas que se denominan abusivas, las cuales representan riesgos para los 

 
70 FACEBOOK INC. Condiciones y políticas de Facebook, Condiciones del servicio, 1. Los 
servicio que proporcionamos, Combatimos las conductas perjudiciales y protegemos y 
respaldamos a nuestra comunidad. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 23 de agosto de 
2019. Rescatado de: https://www.facebook.com/legal/terms 
71 POSADA, Camilo. Las cláusulas abusivas en los contratos de adhesión en el derecho 
colombiano. Colombia: Revista de Derecho Privado, Universidad Externado de Colombia, 2015, 
n°29. Fecha de consulta: 23 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/derpri/article/view/4328/5081 
72 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-075-2006. M.P. Rodrigo Escobar Gil, 2006. Fecha 
de consulta: 24 de agosto de 2019. 

https://www.facebook.com/legal/terms
https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/derpri/article/view/4328/5081
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usuarios y que se definen como “(…) aquellas que producen un desequilibrio 

injustificado en perjuicio del consumidor y las que, en las mismas condiciones, 

afectan el tiempo, modo o lugar en que el consumidor puede ejercer sus 

derechos”73, por lo cual se tendrán como ineficaces. En otras palabras, “Una 

cláusula abusiva es aquella que implica un atentado contra el principio de la 

buena fe en la medida en que involucra una desproporción significativa entre las 

obligaciones y beneficios que adquieren las partes. El Estado debe controlar la 

implementación de las mismas, lo cual implica una intervención en la autonomía 

de la voluntad privada de los contratantes (…)”74. 

El Estatuto de Protección al Consumidor plantea la siguiente lista de cláusulas 

abusivas: 

1. Limiten la responsabilidad del productor o proveedor de las obligaciones que por ley les 
corresponden; 

2. Impliquen renuncia de los derechos del consumidor que por ley les corresponden; 

3. Inviertan la carga de la prueba en perjuicio del consumidor; 

4. Trasladen al consumidor o un tercero que no sea parte del contrato la responsabilidad 
del productor o proveedor; 

5. Establezcan que el productor o proveedor no reintegre lo pagado si no se ejecuta en 
todo o en parte el objeto contratado; 

6. Vinculen al consumidor al contrato, aun cuando el productor o proveedor no cumpla sus 
obligaciones; 

7. Concedan al productor o proveedor la facultad de determinar unilateralmente si el objeto 
y la ejecución del contrato se ajusta a lo estipulado en el mismo; 

8. Impidan al consumidor resolver el contrato en caso que resulte procedente excepcionar 
el incumplimiento del productor o proveedor, salvo en el caso del arrendamiento financiero; 

 
73 CONGRESO DE LA REPÙBLICA DE COLOMBIA. Estatuto del Consumidor, Ley 1480 de 2011, 
art. 42. Fecha de consulta: 26 de agosto de 2019. 
74 ECHEVERRI, Verónica. El control a las cláusulas abusivas en los contratos de adhesión con 
consumidores. Colombia: Opinión jurídica – Universidad de Medellín, vol. 10, n°20, p. 1. Fecha 
de consulta: 24 de agosto de 2019. Rescatado de: 
http://www.scielo.org.co/pdf/ojum/v10n20/v10n20a08.pdf 

http://www.scielo.org.co/pdf/ojum/v10n20/v10n20a08.pdf
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9. Presuman cualquier manifestación de voluntad del consumidor, cuando de esta se 
deriven erogaciones u obligaciones a su cargo; 

10. Incluyan el pago de intereses no autorizados legalmente, sin perjuicio de la eventual 
responsabilidad penal. 

11. Para la terminación del contrato impongan al consumidor mayores requisitos a los 
solicitados al momento de la celebración del mismo, o que impongan mayores cargas a las 
legalmente establecidas cuando estas existan; 

(…) 

13. Restrinjan o eliminen la facultad del usuario del bien para hacer efectivas directamente 
ante el productor y/o proveedor las garantías a que hace referencia la presente ley, en los 
contratos de arrendamiento financiero y arrendamiento de bienes muebles. 

14. Cláusulas de renovación automática que impidan al consumidor dar por terminado el 
contrato en cualquier momento o que imponga sanciones por la terminación anticipada, a 
excepción de lo contemplado en el artículo 41 de la presente ley75. 

Aunado a la posibilidad de existencia de estas, las personas que desean suscribir 

este tipo de contratos con redes sociales, en la mayoría de casos no leen las 

disposiciones de los términos, condiciones y/o políticas, aumentando el 

desequilibrio jurídico entre las partes que lo celebran; sin embargo, no es este el 

momento de hacer una revisión sobre si en el contrato de suscripción de redes 

sociales existen o no cláusulas abusivas, pues ello se realizará posteriormente.  

Ahora bien, como ya se dijo anteriormente, la consecuencia de incorporar 

cláusulas abusivas a los contratos que se regirán por la jurisdicción colombiana, 

consiste en la ineficacia de estas, es decir, que dichas estipulaciones no tendrán 

efectos jurídicos, por lo que la parte a la que favorece la misma no podrá exigir 

su cumplimiento. Sin embargo, dada la posibilidad de la aplicación de la 

jurisdicción del Estado de California (pues Facebook Inc. hace referencia a ella 

en los términos, condiciones y/ políticas tanto de Facebook como de Instagram), 

es necesario revisar el manejo de las mismas según dicha normativa, con el fin 

de que en el acápite de términos, condiciones y/o políticas se estudie la 

 
75 CONGRESO DE LA REPÙBLICA DE COLOMBIA. Estatuto del Consumidor, Ley 1480 de 2011, 
art. 43. Fecha de consulta: 26 de agosto de 2019. 
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posibilidad de configuración de este tipo de estipulaciones a la luz de ambas 

normativas.  

Conforme la normativa del Estado de California,  

"`The term [contract of adhesion] signifies a standardized contract, which, imposed and 
drafted by the party of superior bargaining strength, relegates to the subscribing party only 
the opportunity to adhere to the contract or reject it.'" ( Armendariz v. Foundation Health 
Psychcare Services, Inc. (2000) 24 Cal.4th 83, 113 [ 99 Cal.Rptr.2d 745, 6 P.3d 669] 
( Armendariz).) Adhesion contracts "`are, of course, a familiar part of the modern legal 
landscape. . . . They are also an inevitable fact of life for all citizens — businessman and 
consumer alike.'" ( Intershop Communications AG v. Superior Court (2002) 104 
Cal.App.4th 191, 201 [ 127 Cal.Rptr.2d 847].)76 (sic). 

Frente a este punto no hay diferencia real con respecto a la definición de 

contratos de adhesión de Colombia, por cuanto ambos consisten en contratos en 

los que hay un clausulado impuesto por una de las partes, inmodificable por la 

otra quien se considera la parte “débil” de la relación, dado que solo tiene el poder 

de rechazarlo o aceptarlo, sin cabida a modificaciones.  

Ahora bien, respecto a las cláusulas abusivas en contratos de competencia 

Californiana, no hay un criterio estándar que defina concretamente si una 

estipulación se pueda considerar o no como tal, sino que los jueces analizan los 

casos concretos: 

Múltiples criterios han sido utilizados por la jurisprudencia estadounidense para determinar 
si una cláusula es abusiva. En particular, se han mencionado los siguientes: a) si se está 
en presencia de un contrato estándar o de adhesión celebrado entre personas con un 
poder de negociación inequitativo; b) si las partes tuvieron la oportunidad de leer y conocer 
el contrato antes de proceder a su firma; c) si la cláusula acusada de ser abusiva se 
encontraba redactada en letra pequeña; d) si la cláusula puede calificarse como 
sustancialmente injusta y, por último, e) las circunstancias que rodearon la formación del 
contrato. Igualmente, deben considerarse circunstancias como la edad, educación, 
inteligencia y experiencia comercial de las partes.  

(…) 

Ninguno de estos criterios predomina sobre los otros y el juez debe examinar cada uno de 
ellos en consideración a las circunstancias particulares del caso. En efecto, el análisis de 

 
76 COURT OF APPEAL OF CALIFORNIA, Fourth District, Division Three. Morris v. Redwood 
Empire Bancorp. 2005. Fecha de consulta: 25 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://casetext.com/case/morris-v-redwood-empire-bancorp 

https://casetext.com/case/morris-v-redwood-empire-bancorp
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la situación fáctica que rodea la transacción juega un papel fundamental en el 
reconocimiento de la doctrina de unconscionability en cada caso determinado. (…)77. 

Ahora bien, ¿qué es la doctrina de unconscionability?  

(…) A provision is substantively unconscionable if it "involves contract terms that are so 
one-sided as to `shock the conscience,' or that impose harsh or oppressive terms." ( 24 
Hour Fitness, Inc. v. Superior Court (1998) 66 Cal.App.4th 1199, 1213 [ 78 Cal.Rptr.2d 
533].) The phrases "harsh," "oppressive," and "shock the conscience" are not synonymous 
with "unreasonable." Basing an unconscionability determination on the reasonableness of 
a contract provision would inject an inappropriate level of judicial subjectivity into the 
analysis. "With a concept as nebulous as `unconscionability' it is important that courts  not 
be thrust in the paternalistic role of intervening to change contractual terms that the parties 
have agreed to merely because the court believes the terms are unreasonable. The terms 
must shock the conscience." ( American Software, Inc. v. Ali (1996) 46 Cal.App.4th 1386, 
1391 [ 54 Cal.Rptr.2d 477]; accord Kinney, supra, 70 Cal.App.4th at p. 1330["`Substantive 
unconscionability' focuses on the terms of the agreement and whether those terms are `so 
one-sided as to "shock the conscience."' [Citations.]"].)78 (sic). 

Así pues, conforme la doctrina de unconscionability  

(…) un tribunal puede dejar sin efecto en un contrato todas aquellas cláusulas que, al 
tiempo de su celebración, fueran unconscionables”; sin embargo, como ya se vislumbró 
con el párrafo precedente, no existe una definición exacta que pueda aplicarse sin 
divergencia, pero, en términos generales, se acepta dos formas de esta, procedimental y 
sustantiva: “La primera de ellas refiere al proceso de negociación y la segunda a su 
resultado. Respecto de lo primero, la negociación debe llevarse adelante de tal forma que 
para ese caso concreto no haya existido una opción significativa –an absence of 
meaningful choice– en el proceso de negociación para el adherente. En relación con lo 
segundo, de lo que se trata es que los términos del contrato sean “suficientemente 
opresivos para que ninguna persona honesta los hubiera redactado y ninguna persona 
razonable los hubiera aceptado” (Fanning v. Fritz’s Pontiac-Cadillac-Buick Inc., citado en 
BURKE (n. 68), p. 90). Por regla general, para que la unconscionability produzca sus 
efectos debe presentarse tanto procedimental como sustantivamente (Vide 
FARNSWORTH (n. 69), p. 313)79. 

 
77 RODRÍGUEZ, Camilo. Las cláusulas abusivas en el contrato de concesión desde la perspectiva 
estadounidense. Colombia: Vnersitas, 2011, n°122, p. 530-531. Fecha de consulta: 26 de agosto 
de 2019. Rescatado de: http://www.scielo.org.co/pdf/vniv/n122/n122a17.pdf 
78 COURT OF APPEAL OF CALIFORNIA, Fourth District, Division Three. Morris v. Redwood 
Empire Bancorp. 2005. Fecha de consulta: 26 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://casetext.com/case/morris-v-redwood-empire-bancorp 
79 DE LA MAZA, Iñigo. Contratos de adhesión: una mirada al caso estadounidense. Chile: Revista 
Chilena de Derecho Privado – Universidad Diego Portales, 2005, n°5, p. 28. Fecha de consulta: 
27 de agosto de 2019. Rescatado de: http://www.redalyc.org/pdf/3708/370838862001.pdf 

https://casetext.com/case/24-hour-fitness-inc-v-superior-court
https://casetext.com/case/24-hour-fitness-inc-v-superior-court
https://casetext.com/case/american-software-inc-v-ali
https://casetext.com/case/kinney-v-united-healthcare-services-inc#p1330
http://www.scielo.org.co/pdf/vniv/n122/n122a17.pdf
https://casetext.com/case/morris-v-redwood-empire-bancorp
http://www.redalyc.org/pdf/3708/370838862001.pdf
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1.3.11. Onerosos  

Son “(…) cuando solo tiene[n] por objeto la utilidad de ambos contratantes, 

gravándose cada uno a beneficio del otro”80, es decir, “(…) reporta[n] beneficio o 

utilidad para ambas partes”81 o se hace “(…) para beneficio recíproco de las 

partes y no en utilidad de una sola de ellas (…)”82. 

Ahora bien, ¿qué se entiende por utilidad? Según el diccionario de la Real 

Academia Española es el “Provecho, conveniencia, interés o fruto que se saca 

de algo”83. Así pues, debe dejarse claro que dicha utilidad no solo hace referencia 

a beneficios de tipo patrimonial; interpretación que erróneamente puede inferirse 

del nombre del negocio jurídico opuesto: el contrato gratuito o de beneficencia, 

entendido como aquel que “(…) sólo tiene por objeto la utilidad de una de las 

partes, sufriendo la otra el gravamen (…)”84. Esto, en otros términos, significa que 

una de las partes se “sacrifica” sin recibir nada a cambio; mientras que en el 

oneroso, ambas se “sacrifican”, otorgándose beneficios mutuos.  

En el caso de los contratos de suscripción de redes sociales, ambas partes se 

benefician del negocio jurídico celebrado. Por un lado, los usuarios a través de 

la prestación de servicios digitales pueden acceder a la plataforma virtual con 

diferentes fines particulares a partir de la interacción en este medio. Por ejemplo, 

es posible la comunicación de manera constante y online con personas de 

diferentes partes; buscar contenido del gusto propio con el fin de diversión o 

información; vender productos y ofrecer servicios de tal forma que se convierte 

en una plataforma que incentiva el emprendimiento a nivel macro y micro; etc.  

 
80 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 1497. 
81 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-086-2019. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, 
2019. Fecha de consulta: 27 de agosto de 2019. 
82 CONSEJO DE ESTADO, Sala de Consulta y Servicio Civil. Sentencia radicado 1395. C.P. 
César Hoyos Salazar, 2002, p. 11. Fecha de consulta: 27 de agosto de 2019. 
83 Diccionario de la lengua española. España: Real Academia Española, 2018. Fecha de consulta: 
27 de agosto de 2019. Rescatado de: https://dle.rae.es/?id=bCawSlI 
84 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 1497.  

https://dle.rae.es/?id=bCawSlI
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Por el otro, el sitio, o más bien su propietario Facebook Inc. para el caso que nos 

compete, puede obtener ganancias pecuniarias a partir de la monetización de los 

usuarios, por lo que entre más miembros pertenecen a la comunidad y más 

tiempo pasen en esta, mayor es el alcance de la plataforma para recibir este tipo 

de ingresos. ¿De qué formas es posible realizarlo? Una de ellas y la que se 

encuentra más a la vista, son los anuncios por los que distintas personas pagan 

para que sean publicados y, así, tengan una visualización masiva. También, está 

la asociación con diferentes empresas que quieran relacionar sus servicios, la 

atracción de inversores e, incluso, invertir en la bolsa de valores. Para ilustrarnos 

mejor, citaremos el artículo “Así ganan las redes sociales” del periódico español 

“La Razón”: 

Muchas empresas tecnológicas nacen sin tener definidos sus modelos de negocio. Es 
el caso de las redes sociales. Al principio, «lo importante es conseguir un volumen muy 
relevante de usuarios para después pensar cómo rentabilizarlo y definir ese modelo de 
negocio». 

(…) 

Las claves del negocio de las redes sociales son su crecimiento intermensual y el 
«engagement». Es decir, el tiempo que los usuarios pasan en ellas. Estas compañías han 
encontrado unas fuentes de ingresos provenientes de la publicidad en un negocio, el del 
marketing, que ha cambiado y adaptado su modelo, creando una simbiosis perfecta. 

El mayor valor de las redes sociales para los inversores lo conforman sus millones de 
usuarios. Sin embargo, a medida que una red social tiene éxito puede ser objeto de nuevos 
modelos de negocio, como el del comercio electrónico, y sus perfiles individuales podrían 
utilizarse para acciones de marketing totalmente segmentadas. 

(…) 

En sus inicios, las redes sociales suelen recibir dinero de inversores muy cercanos, entre 
los que se encontrarían los familiares y los amigos. Posteriormente, una vez que 
demuestran una tracción importante y un significativo ritmo de crecimiento –por encima de 
los dos millones de usuarios– empiezan a atraer a inversores de capital 
riesgo. Finalmente, han sido muchas las que se han decidido a dar el salto a bolsa, para 
conseguir valor real a sus acciones. «Los fundadores, los primeros empleados con buenos 
paquetes de acciones y los accionistas de capital riesgo quieren ver dinero real 
monetizable inmediatamente», sostiene Carpintier85. 

 
85 SALGADO, Raúl. Así ganan dinero las redes sociales. España: La Razón. Fecha de consulta: 
29 de agosto de 2019. Rescatado de: https://www.larazon.es/economia/asi-ganan-dinero-las-
redes-sociales-FC14700849 

https://www.larazon.es/economia/asi-ganan-dinero-las-redes-sociales-FC14700849
https://www.larazon.es/economia/asi-ganan-dinero-las-redes-sociales-FC14700849
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2. Políticas, términos y/o condiciones de Facebook e Instagram 

 

La presente investigación se va a desarrollar con base en los términos, políticas 

y/o condiciones de Facebook e Instagram consultados en agosto de 2019, por lo 

que no se tendrán en cuenta modificaciones posteriores de los mismos. 

Actualmente, dos de las redes sociales de mayor impacto y trascendencia son 

Facebook e Instagram, plataformas virtuales en las que hay un intercambio de 

información, lo cual se realiza a través de la creación de una cuenta, es decir, el 

perfil que está compuesto por el conjunto de datos personales del titular.  

 

Es importante denotar, que al crear la cuenta mencionada el usuario acepta los 

términos, condiciones y/o políticas del medio digital, lo que conlleva el 

sometimiento a sus normas comunitarias. El problema, en este punto, es 

determinar qué relación existe entre las actuaciones de las personas que usan 

estas redes sociales, frente a sus regulaciones y las del sistema jurídico 

colombiano. Por esta razón, es necesario analizar las obligaciones que surgen 

entre los sujetos que celebran el contrato de suscripción de redes sociales, un 

usuario, y la sociedad propietaria de la red social, que para el caso de Facebook 

e Instagram, es Facebook Inc. De esta forma se podrá identificar quién es 

responsable y sobre cuáles asuntos, con el fin observar el tratamiento que 

corresponde a la luz de la regulación existente.   

 

«Los administradores de la red social han sido hasta ahora el objeto principal de 

análisis, en el entendido que son quienes ponen a disposición del usuario el 

“contexto” que sirve como medio de almacenamiento de la información, 

posibilitando con ello la interacción entre los participantes del servicio. Son 

también los responsables de delinear los términos y condiciones de uso que 

deberían ser respetados por todos quienes participan en la red»86. 

 
86 ARAVENA, Christian; & DE LA FUENTE, Oliver. Régimen contractual de las redes sociales en 

internet. Chile: Universidad de Chile, 2010, p.246. Fecha de consulta: 5 de agosto de 2019. 
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Por regla general, de acuerdo a los términos, condiciones y/o políticas los 

usuarios son responsables directos de las infracciones cometidas; sin embargo, 

no debemos desconocer que los actos u omisiones de los administradores de 

estas plataformas virtuales en algunos casos causan, permiten, facilitan o 

incrementan la posibilidad de existencia de dichas infracciones y hasta agravan 

sus efectos, por cuanto “(…) el administrador o proveedor de contenidos o 

información va a ser en última instancia el interviniente en mejor situación –sobre 

todo en cuanto a recursos técnicos- como para evitar la expansión en cuanto a 

magnitud y duración de las consecuencias dañosas de cualquier actividad 

generada dentro de la red”87.   

Por esto, es indispensable en primera medida conceptualizar la responsabilidad 

civil en el sistema normativo colombiano, para proceder a realizar un estudio 

detallado de los términos, condiciones y/o políticas de Facebook e Instagram, en 

lo referente al régimen de responsabilidad, ya que estas estipulaciones 

constituyen el punto de partida que rige la relación contractual y vinculan a las 

partes. Lo anterior, con el fin de determinar, finalmente, si el clausulado del 

contrato de suscripción de redes sociales se encuentra ajustado al ordenamiento 

jurídico colombiano o, por el contrario, se configuran cláusulas abusivas.  

2.1. La responsabilidad civil en el sistema normativo colombiano 

«La responsabilidad civil puede ser considerada como el área del derecho 

privado, concretamente del derechos de las obligaciones y de los contratos, que 

estudia los hechos, acciones u omisiones que generan daños o perjuicios a las 

personas, y contrarían o incumplen el orden jurídico, el que se compone de las 

normas jurídicas de carácter general, como la Constitución o la ley, y de las 

 
Rescatado de: http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-
aravena_c.pdf;sequence=1 
87 ARAVENA, Christian; & DE LA FUENTE, Oliver. Régimen contractual de las redes sociales en 
internet. Chile: Universidad de Chile, 2010, p.252. Fecha de consulta: 5 de agosto de 2019. 
Rescatado de: http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-
aravena_c.pdf;sequence=1 
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normas jurídicas de carácter particular, como son los actos o negocios jurídicos, 

entre esos el contrato o convención. En general, la responsabilidad civil se 

conoce en la doctrina como “el hecho ilícito”»88 puesto que se origina de este, 

“(…) entendido como la infracción de la ley o del negocio jurídico, que cause 

daños o perjuicios”89. De ahí, que la responsabilidad civil hace parte del derecho 

de las obligaciones y se puede clasificar en contractual y extracontractual.  

Independientemente de elementos específicos de cada clase de responsabilidad 

civil, existen unos comunes:  

- Hecho o conducta culpable o riesgosa  

“(…) todo hecho, o toda conducta de acción u omisión, que pueda imputarse a 

una persona, directa o indirectamente, con origen en la culpabilidad o en una 

actividad riesgosa o peligrosa que hace presumir la culpa”90.  

 

- Daño 

(…) consiste en la afectación total o parcial de un bien incorporal o corporal, (…) a los 
bienes muebles e inmuebles o bienes inmateriales (…). El daño es un desmedro en la 
persona como tal, que incluye lo físico y lo psíquico, o en sus bienes corporales o 
incorporales, y que así genera un perjuicio patrimonial o extra patrimonial. 
 
Las características jurídicas quizás más importantes se pueden resumir en que el daño 
debe ser cierto y directo, para que sea objeto de reparación (…); que el perjuicio sea cierto 
es una característica conforme a la cual es menester que se haya producido una afectación 
real del patrimonio económico o moral de una persona; y que sea directo significa que el 
perjuicio se hubiese generado sin ninguna duda por causa del hecho o conducta culpable, 
culposa o dolosa91.  

 
88 ISAZA, José. Introducción a la responsabilidad civil. Colombia: Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla”, 2011, p.25. Fecha de consulta: 3 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf 
89 ISAZA, José. Introducción a la responsabilidad civil. Colombia: Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla”, 2011, p.32. Fecha de consulta: 3 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf 
90 ISAZA, José. Introducción a la responsabilidad civil. Colombia: Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla”, 2011, p.35. Fecha de consulta: 3 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf 
91 ISAZA, José. Introducción a la responsabilidad civil. Colombia: Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla”, 2011, p.39-40. Fecha de consulta: 3 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf 

https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf
https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf
https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf
https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf
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- Nexo causal 

“(…) este elemento se refiere a la relación de conexión, de causalidad o enlace, 

que debe existir entre el hecho y el daño, esto es, los elementos de la 

responsabilidad antes estudiados, ya que para que estructurarse la 

responsabilidad, el daño debe ser el resultado o la consecuencia del hecho”92.  

Como se mencionó con anterioridad, la responsabilidad civil se divide en dos: 

contractual y extracontractual, las cuales se estudiarán a continuación. 

2.1.1. Responsabilidad civil contractual 

La responsabilidad civil contractual en el ordenamiento jurídico colombiano se 

encuentra regulada en el título XII del libro cuarto del Código Civil denominado 

“Del efecto de las obligaciones”. De acuerdo al criterio de la doctrina y la 

jurisprudencia francesa, se define «(…) como la obligación de resarcir el daño 

sufrido por el “acreedor” debido al incumplimiento del “deudor” de obligaciones 

con origen en el “contrato”»93. Por lo tanto, además de los elementos comunes 

desarrollados previamente, se debe hacer una precisión, que se refiere a la 

necesidad de existencia de un contrato y que de las obligaciones contraídas por 

las partes surja la responsabilidad. El artículo 1602 del Código Civil señala: “Todo 

contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser 

invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales”94. En 

concordancia con lo anterior, el artículo 1603 ibídem determina: “Los contratos 

 
92 ISAZA, José. Introducción a la responsabilidad civil. Colombia: Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla”, 2011, p.55. Fecha de consulta: 3 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf 
93 Responsabilidad civil contractual, Fundamentación de la reparación de perjuicios. Referencia 
al error de hecho. Colombia: Faceta jurídica, 2015, n° 72, p.  30. Fecha de consulta: 3 de agosto 
de 2019. Rescatado de: https://2019-vlex-
com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22la+obligaci%C3%B3n+de+resarcir+el+da%
C3%B1o+sufrido+por+el+%E2%80%9Cacreedor%E2%80%9D+debido+al+incumplimiento+del
+%E2%80%9Cdeudor%E2%80%9D+de+obligaciones+con+origen+en+el+%E2%80%9Ccontrat
o%22/WW/vid/593075582 
94 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 1602.   

https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22la+obligaci%C3%B3n+de+resarcir+el+da%C3%B1o+sufrido+por+el+%E2%80%9Cacreedor%E2%80%9D+debido+al+incumplimiento+del+%E2%80%9Cdeudor%E2%80%9D+de+obligaciones+con+origen+en+el+%E2%80%9Ccontrato%22/WW/vid/593075582
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22la+obligaci%C3%B3n+de+resarcir+el+da%C3%B1o+sufrido+por+el+%E2%80%9Cacreedor%E2%80%9D+debido+al+incumplimiento+del+%E2%80%9Cdeudor%E2%80%9D+de+obligaciones+con+origen+en+el+%E2%80%9Ccontrato%22/WW/vid/593075582
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22la+obligaci%C3%B3n+de+resarcir+el+da%C3%B1o+sufrido+por+el+%E2%80%9Cacreedor%E2%80%9D+debido+al+incumplimiento+del+%E2%80%9Cdeudor%E2%80%9D+de+obligaciones+con+origen+en+el+%E2%80%9Ccontrato%22/WW/vid/593075582
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22la+obligaci%C3%B3n+de+resarcir+el+da%C3%B1o+sufrido+por+el+%E2%80%9Cacreedor%E2%80%9D+debido+al+incumplimiento+del+%E2%80%9Cdeudor%E2%80%9D+de+obligaciones+con+origen+en+el+%E2%80%9Ccontrato%22/WW/vid/593075582
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22la+obligaci%C3%B3n+de+resarcir+el+da%C3%B1o+sufrido+por+el+%E2%80%9Cacreedor%E2%80%9D+debido+al+incumplimiento+del+%E2%80%9Cdeudor%E2%80%9D+de+obligaciones+con+origen+en+el+%E2%80%9Ccontrato%22/WW/vid/593075582
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deben ejecutarse de buena fe, y por consiguiente obligan no solo a lo que en 

ellos se expresa, sino a todas las cosas que emanan precisamente de la 

naturaleza de la obligación, o que por ley pertenecen a ella”95.  

La Corte Suprema de Justicia, en sentencia de fecha 27 de enero de 1981 

estableció los requisitos para la viabilidad de la responsabilidad contractual: “a) 

existencia de un contrato bilateral válido; b) incumplimiento del demandado, total 

o parcial, de las obligaciones que para él generó el pacto, porque en eso consiste 

la realización de la condición tácita; c) que el demandante, por su parte, haya 

cumplido los deberes que le impone la convención, o cuando menos que se haya 

allanado a cumplirlos en la forma y tiempo debidos”96.  

Ahora bien, aparte de lo anterior, en caso de incumplimiento, que “(…) es la 

dejación total o parcial de las obligaciones por parte de un contratante o de 

ambos”97, se genera la responsabilidad y, consecuentemente, la respectiva 

indemnización de perjuicios, que, según el artículo 1613 del Código Civil, supone 

las siguientes hipótesis: “(…) no haberse cumplido la obligación, o (…) haberse 

cumplido imperfectamente, o (…) haberse retardado el cumplimiento (…)”98. La 

primera de ellas hace referencia al incumplimiento total, en que una de las partes 

omite sus obligaciones; la segunda, representa el cumplimiento imperfecto, que 

se da cuando una de las partes efectúa sus obligaciones, pero no en su totalidad; 

finalmente, la tercera, es el retraso en el cumplimiento, es decir, no se lleva a 

cabo la obligación en el tiempo pactado.  

 
95 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 1603.   
96 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil. 1981, citada por ISAZA, José. 
Introducción a la responsabilidad civil. Colombia: Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, 2011, 
p.88. Fecha de consulta: 3 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf 
97 ISAZA, José. Introducción a la responsabilidad civil. Colombia: Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla”, 2011, p.100. Fecha de consulta: 3 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf 
98 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 1613.  

https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf
https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf


54 
 

Así pues, el incumplimiento injustificado de la obligación convenida faculta al 

contratante inocente para requerir que se ordene el cumplimiento o la resolución 

de lo pactado y la indemnización de perjuicios ocasionados que podrá reclamar 

de forma directa o consecuencial a la petición. De acuerdo a esta clasificación, 

existen dos tipos de indemnización exigibles a opción del acreedor: la moratoria, 

que corresponde al retardo y la compensatoria, que aplica en caso de 

incumplimiento total o imperfecto. Sobre la acción de resolución de contrato no 

se ahondará, pues la presente investigación pretende esclarecer si se puede 

endilgar o no responsabilidad al propietario de Facebook e Instagram respecto 

de sus omisiones ante sus obligaciones, y establecer la vía por la cual pueden 

los usuarios realizar ello. De esta manera, en este trabajo no se pretende fijar el 

mecanismo para hacer cumplir las estipulaciones contractuales, sino analizar lo 

que sucede cuando se ha cometido una infracción marcaria y la implicación del 

titular de las plataformas frente a estas.  

En ese orden de ideas, la Corte Suprema de Justicia desarrolló los requisitos 

para la prosperidad de la pretensión indemnizatoria de origen contractual en 

sentencia de fecha 09 de marzo de 2001:  

(…) Trátase aquí, según puede establecerse, de un proceso de responsabilidad civil 
contractual, razón por la cual el acogimiento de la acción depende de la demostración, en 
primer término, de la celebración por las partes del contrato a que se refiere la misma y, 
segundo lugar, de los elementos que son propios a aquella, a saber: el incumplimiento de 
la convención por la persona a quien se demanda; la producción para el actor de un daño 
cierto y real; y finalmente, que entre uno y otro de tales elementos medie un nexo de 
causalidad, es decir, que el perjuicio cuya reparación se persigue sea consecuencia directa 
de la conducta anticontractual reprochada al demandado99.  

 
99 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil. SC95659-2001, citada por 
Responsabilidad civil contractual, Fundamentación de la reparación de perjuicios. Referencia al 
error de hecho. Colombia: Faceta jurídica, 2015, n° 72, p.  30. Fecha de consulta: 3 de agosto de 
2019. Rescatado de: https://2019-vlex-
com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22la+obligaci%C3%B3n+de+resarcir+el+da%
C3%B1o+sufrido+por+el+%E2%80%9Cacreedor%E2%80%9D+debido+al+incumplimiento+del
+%E2%80%9Cdeudor%E2%80%9D+de+obligaciones+con+origen+en+el+%E2%80%9Ccontrat
o%22/WW/vid/593075582 

https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22la+obligaci%C3%B3n+de+resarcir+el+da%C3%B1o+sufrido+por+el+%E2%80%9Cacreedor%E2%80%9D+debido+al+incumplimiento+del+%E2%80%9Cdeudor%E2%80%9D+de+obligaciones+con+origen+en+el+%E2%80%9Ccontrato%22/WW/vid/593075582
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22la+obligaci%C3%B3n+de+resarcir+el+da%C3%B1o+sufrido+por+el+%E2%80%9Cacreedor%E2%80%9D+debido+al+incumplimiento+del+%E2%80%9Cdeudor%E2%80%9D+de+obligaciones+con+origen+en+el+%E2%80%9Ccontrato%22/WW/vid/593075582
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22la+obligaci%C3%B3n+de+resarcir+el+da%C3%B1o+sufrido+por+el+%E2%80%9Cacreedor%E2%80%9D+debido+al+incumplimiento+del+%E2%80%9Cdeudor%E2%80%9D+de+obligaciones+con+origen+en+el+%E2%80%9Ccontrato%22/WW/vid/593075582
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22la+obligaci%C3%B3n+de+resarcir+el+da%C3%B1o+sufrido+por+el+%E2%80%9Cacreedor%E2%80%9D+debido+al+incumplimiento+del+%E2%80%9Cdeudor%E2%80%9D+de+obligaciones+con+origen+en+el+%E2%80%9Ccontrato%22/WW/vid/593075582
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22la+obligaci%C3%B3n+de+resarcir+el+da%C3%B1o+sufrido+por+el+%E2%80%9Cacreedor%E2%80%9D+debido+al+incumplimiento+del+%E2%80%9Cdeudor%E2%80%9D+de+obligaciones+con+origen+en+el+%E2%80%9Ccontrato%22/WW/vid/593075582
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Como ya se ha observado, la responsabilidad civil contractual se configura por la 

existencia de un vínculo previo entre las partes, en el caso de las redes sociales, 

se celebra un contrato de suscripción y, por lo tanto, los usuarios y 

administradores de la plataforma se ven ceñidos al contenido del clausulado 

como norma que rige su relación.  

2.1.2. Responsabilidad civil extracontractual 

Puede que en algunas situaciones haya lugar a la aplicación de responsabilidad 

civil extracontractual cuando “(…) se causen daños o perjuicios a personas no 

vinculadas previamente por un contrato, o respecto de las cuales dicho contrato 

no tiene aplicación”100. Esta se encuentra regulada en el ordenamiento jurídico 

colombiano en el título XXXIV del libro cuarto del Código Civil denominado 

“Responsabilidad común por los delitos y las culpas” que parte del principio 

general de que todo daño debe repararse. El artículo 2341 del Código Civil indica 

que “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado 

a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la 

culpa o el delito cometido”101. 

La responsabilidad civil extracontractual debe ser entendida como la figura que analiza los 
hechos, acciones u omisiones de condición ilícita, desprovistos de una relación negocial o 
contractual que causan daño a otras personas, de lo cual surge la obligación de reparación 
del daño. En otras palabras, la responsabilidad extracontractual es fuente de la obligación 
que adquiere una persona –o varias- de reparar el perjuicio que sin justificación causa a 
otra –u otras, obligación que surge por infracción de una ley, no de un negocio jurídico o 
contrato102. 

Con fundamento en lo anterior, la Corte Suprema de Justicia en sentencia de 

fecha 16 de septiembre de 2011, expuso:  

 
100 ARAVENA, Christian; & DE LA FUENTE, Oliver. Régimen contractual de las redes sociales 
en internet. Chile: Universidad de Chile, 2010, p. 254. Fecha de consulta: 7 de agosto de 2019. 
Rescatado de: http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-
aravena_c.pdf;sequence=1 
101 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 2341 
102 ISAZA, José. Introducción a la responsabilidad civil. Colombia: Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla”, 2011, p.105. Fecha de consulta: 7 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf 

https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf
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(…) cuando un sujeto de derecho, a través de sus acciones u omisiones, causa 
injustamente un daño a otro, y existe, además, un factor o criterio de atribución, subjetivo 
por regla general y excepcionalmente objetivo, que permita trasladar dicho resultado 
dañoso a quien lo ha generado -o a aquel que por este deba responder-, surge a su cargo 
un deber de prestación y un derecho de crédito en favor de la víctima, que tiene por objeto 
la reparación del daño inferido, para que quien ha sufrido el señalado detrimento quede en 
una situación similar a la que tendría si el hecho ilícito no se hubiera presentado, es decir, 
para que se le repare integralmente el perjuicio padecido103.  

Este tipo de responsabilidad también comprende los elementos comunes que se 

analizaron inicialmente, así lo ha prohijado la Corte Suprema de Justicia en 

muchas ocasiones, entre las cuales se encuentra la sentencia de fecha 14 de 

agosto de 2017:  

- una conducta humana, positiva o negativa, por regla general antijurídica; 
 

- un daño o perjuicio, esto es, un detrimento, menoscabo o deterioro, que afecte bienes 
o intereses lícitos de la víctima, vinculados con su patrimonio, con los bienes de su 
personalidad, o con su esfera espiritual o afectiva; 
 

- una relación de causalidad entre el daño sufrido por la víctima y la conducta de aquel 
a quien se imputa su producción o generación;  
 

- y, finalmente, un factor o criterio de atribución de la responsabilidad, por regla general 
de carácter subjetivo (dolo o culpa) y excepcionalmente de naturaleza objetiva (…)104. 

Sin embargo, es conveniente realizar una precisión: como sabemos, la conducta 

en este tipo de responsabilidad está desprovista de una relación negocial, no 

obstante, en el caso en que entre las partes exista un contrato, el hecho o la 

conducta debe presentarse fuera de los límites pactados. Es decir, puede 

 
103  CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil. SC-2005-00058-01, citada por 
Responsabilidad civil extracontractual, Requisitos. Prueba. Colombia: Faceta jurídica, 2017, n° 
85, p.  25. Fecha de consulta: 7 de agosto de 2019. Rescatado de: https://2019-vlex-
com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22cuando+un+sujeto+de+derecho%2C+a+trav
%C3%A9s+de+sus+acciones+u+omisiones%2C+causa+injustamente+un+da%C3%B1o+a+otr
o%2C+y+existe%2C+adem%C3%A1s%2C+un+factor+o+criterio+de+atribuci%C3%B3n%2C+s
ubjetivo+por+regla+%22/WW/vid/697620497 
104 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil. SC12063-2017, citada por 
Responsabilidad civil extracontractual, Requisitos. Prueba. Colombia: Faceta jurídica, 2017, n° 
85, p.  25. Fecha de consulta: 7 de agosto de 2019. Rescatado de: https://2019-vlex-
com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22cuando+un+sujeto+de+derecho%2C+a+trav
%C3%A9s+de+sus+acciones+u+omisiones%2C+causa+injustamente+un+da%C3%B1o+a+otr
o%2C+y+existe%2C+adem%C3%A1s%2C+un+factor+o+criterio+de+atribuci%C3%B3n%2C+s
ubjetivo+por+regla+%22/WW/vid/697620497 

https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22cuando+un+sujeto+de+derecho%2C+a+trav%C3%A9s+de+sus+acciones+u+omisiones%2C+causa+injustamente+un+da%C3%B1o+a+otro%2C+y+existe%2C+adem%C3%A1s%2C+un+factor+o+criterio+de+atribuci%C3%B3n%2C+subjetivo+por+regla+%22/WW/vid/697620497
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22cuando+un+sujeto+de+derecho%2C+a+trav%C3%A9s+de+sus+acciones+u+omisiones%2C+causa+injustamente+un+da%C3%B1o+a+otro%2C+y+existe%2C+adem%C3%A1s%2C+un+factor+o+criterio+de+atribuci%C3%B3n%2C+subjetivo+por+regla+%22/WW/vid/697620497
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22cuando+un+sujeto+de+derecho%2C+a+trav%C3%A9s+de+sus+acciones+u+omisiones%2C+causa+injustamente+un+da%C3%B1o+a+otro%2C+y+existe%2C+adem%C3%A1s%2C+un+factor+o+criterio+de+atribuci%C3%B3n%2C+subjetivo+por+regla+%22/WW/vid/697620497
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22cuando+un+sujeto+de+derecho%2C+a+trav%C3%A9s+de+sus+acciones+u+omisiones%2C+causa+injustamente+un+da%C3%B1o+a+otro%2C+y+existe%2C+adem%C3%A1s%2C+un+factor+o+criterio+de+atribuci%C3%B3n%2C+subjetivo+por+regla+%22/WW/vid/697620497
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22cuando+un+sujeto+de+derecho%2C+a+trav%C3%A9s+de+sus+acciones+u+omisiones%2C+causa+injustamente+un+da%C3%B1o+a+otro%2C+y+existe%2C+adem%C3%A1s%2C+un+factor+o+criterio+de+atribuci%C3%B3n%2C+subjetivo+por+regla+%22/WW/vid/697620497
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22cuando+un+sujeto+de+derecho%2C+a+trav%C3%A9s+de+sus+acciones+u+omisiones%2C+causa+injustamente+un+da%C3%B1o+a+otro%2C+y+existe%2C+adem%C3%A1s%2C+un+factor+o+criterio+de+atribuci%C3%B3n%2C+subjetivo+por+regla+%22/WW/vid/697620497
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22cuando+un+sujeto+de+derecho%2C+a+trav%C3%A9s+de+sus+acciones+u+omisiones%2C+causa+injustamente+un+da%C3%B1o+a+otro%2C+y+existe%2C+adem%C3%A1s%2C+un+factor+o+criterio+de+atribuci%C3%B3n%2C+subjetivo+por+regla+%22/WW/vid/697620497
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22cuando+un+sujeto+de+derecho%2C+a+trav%C3%A9s+de+sus+acciones+u+omisiones%2C+causa+injustamente+un+da%C3%B1o+a+otro%2C+y+existe%2C+adem%C3%A1s%2C+un+factor+o+criterio+de+atribuci%C3%B3n%2C+subjetivo+por+regla+%22/WW/vid/697620497
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22cuando+un+sujeto+de+derecho%2C+a+trav%C3%A9s+de+sus+acciones+u+omisiones%2C+causa+injustamente+un+da%C3%B1o+a+otro%2C+y+existe%2C+adem%C3%A1s%2C+un+factor+o+criterio+de+atribuci%C3%B3n%2C+subjetivo+por+regla+%22/WW/vid/697620497
https://2019-vlex-com.aure.unab.edu.co/#search/jurisdiction:CO/%22cuando+un+sujeto+de+derecho%2C+a+trav%C3%A9s+de+sus+acciones+u+omisiones%2C+causa+injustamente+un+da%C3%B1o+a+otro%2C+y+existe%2C+adem%C3%A1s%2C+un+factor+o+criterio+de+atribuci%C3%B3n%2C+subjetivo+por+regla+%22/WW/vid/697620497
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suceder que se celebre un contrato y una de las partes, con ocasión a la relación 

personal y económica que nace a partir del negocio jurídico, realice un hecho 

ilícito o punible, situación en la que se puede considerar la responsabilidad 

extracontractual, “(…) porque la fuente del daño no es propiamente el contrato 

sino el hecho contrario a derecho y salido de los límites contractuales”105. Por lo 

tanto, “Nada obsta a que existiendo un vínculo contractual previo, exista 

responsabilidad extracontractual frente a cuestiones no tratadas específicamente 

en el contrato, o bien cuando un mismo hecho sea constitutivo de incumplimiento 

contractual y de un delito o cuasi-delito civil, obligando con ello a la indemnización 

por parte de quien causa perjuicio”106.  

El estudio de la responsabilidad civil es importante por su incidencia en la 

aplicación de los términos, condiciones y/o políticas de las redes sociales 

Facebook e Instagram, y las obligaciones que surgen a partir de estas como 

cláusulas del contrato de suscripción. Sin embargo, su profundización escapa de 

la órbita de la presente investigación por cuanto lo que se pretende vislumbrar 

de forma general es su ubicación y desarrollo en el ordenamiento jurídico 

colombiano.  

2.2. Régimen de responsabilidad del contrato de suscripción de redes 

sociales 

Las cláusulas que conforman los contratos de suscripción entre usuarios y 

administradores de las redes sociales limitan ampliamente o eximen la 

responsabilidad de estos últimos en caso de conflicto, esto lo demuestran los 

términos, condiciones y/o políticas de Facebook e Instagram, los cuales 

 
105 ISAZA, José. Introducción a la responsabilidad civil. Colombia: Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla”, 2011, p.108. Fecha de consulta: 7 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf 
106 ARAVENA, Christian; & DE LA FUENTE, Oliver. Régimen contractual de las redes sociales 
en internet. Chile: Universidad de Chile, 2010, p. 262. Fecha de consulta: 7 de agosto de 2019. 
Rescatado de: http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-
aravena_c.pdf;sequence=1 

https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/biblioteca/content/pdf/a1/5.pdf
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comparten disposiciones comunes, atendiendo a que son plataformas del mismo 

grupo empresarial (Facebook Inc.). A continuación, se analizarán aspectos 

relacionados al tema del que trata este apartado.  

Por un lado, en la sección “Límites de responsabilidad” en Facebook, se 

encuentra:  

(…) nuestros productos se proporcionan tal como están y no podemos garantizar que 
siempre serán seguros, nunca tendrán errores o funcionarán sin interrupciones, demoras 
o imperfecciones. En la medida en que la ley lo permita, también RENUNCIAMOS A TODA 
GARANTÍA, EXPRESA O IMPLÍCITA, INCLUIDAS LAS GARANTÍAS IMPLÍCITAS DE 
COMERCIABILIDAD, IDONEIDAD PARA UN FIN PARTICULAR, TÍTULO Y NO 
INFRACCIÓN. No controlamos ni dirigimos lo que las personas u otros hacen o dicen, ni 
somos responsables por sus acciones o conductas (dentro o fuera de internet) ni por el 
contenido que comparten, incluido contenido ofensivo, inapropiado, obsceno, ilegal o 
cuestionable.  
 
No podemos predecir cuándo puede surgir un problema con nuestros Productos. En 
consecuencia, nuestra responsabilidad se limitará al máximo alcance que la ley aplicable 
permita, y bajo ninguna circunstancia seremos responsables ante ti por la pérdida de 
ganancias, ingresos o información, ni por daños consecuentes, especiales, indirectos, 
ejemplares, punitivos o incidentales que surjan a raíz de estas Condiciones o los Productos 
de Facebook, o en relación con ellos, incluso si se nos advirtió sobre la posibilidad de que 
ocurran dichos daños107. 

  

Así mismo, en la sección de “Condiciones comerciales”, diseñada para la 

utilización de la plataforma con fines comerciales o empresariales, incluidos 

realizar publicidad, operar una app, usar servicios de medición, administrar el 

grupo o la página de un negocio, o vender bienes y servicios, se advierte lo 

siguiente:  

3. Límites de responsabilidad: asimismo, y sin perjuicio del alcance de la 
sección "Límites de responsabilidad" de nuestras Condiciones, aceptas que no somos 
responsables de las acciones, los servicios, el contenido o los datos de terceros, y nos 
liberas a nosotros y a nuestros directivos, funcionarios, empleados y representantes de 
toda responsabilidad frente a cualquier demanda o daño, conocidos o desconocidos, 
derivados de cualquier reclamación que tengas contra dichos terceros o de algún modo 
relacionada con esta.  

 
107 FACEBOOK INC. Condiciones del servicio, 4. Disposiciones adicionales, 3. Límites de 
responsabilidad. Estado Unidos: 2019. Fecha de consulta: 12 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://www.facebook.com/legal/terms 
 

https://www.facebook.com/legal/terms
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Si eres residente de California, renuncias a los derechos de la sección 1542 del Código 
Civil de California, que estipula lo siguiente:  

UNA RENUNCIA GENERAL NO INCLUYE LAS RECLAMACIONES QUE EL ACREEDOR 
DESCONOCE O NO SOSPECHA QUE EXISTEN EN SU FAVOR EN EL MOMENTO DE 
LA EJECUCIÓN DE LA RENUNCIA, LA CUAL, SI FUERA CONOCIDA POR ÉL, DEBERÁ 
HABER AFECTADO MATERIALMENTE A SU RELACIÓN CON EL DEUDOR.  

Nuestra responsabilidad total a raíz del uso de los Productos de Facebook o el acceso a 
ellos para fines comerciales o empresariales, o en relación con ellos, las Condiciones (que 
rigen el uso de los Productos de Facebook o el acceso a ellos para fines comerciales o 
empresariales) o estas Condiciones comerciales no deben superar la cantidad de cien 
dólares (100 USD) o el importe que hayas pagado en los últimos 12 meses, lo que sea 
mayor108. 

4. Disputas: 

a. Indemnización. Si alguien presenta una reclamación, causa o disputa contra nosotros 
en relación con tus servicios, tus acciones, tu contenido o tu información en Facebook u 
otros Productos de Facebook, o el uso que hagas de ellos, aceptas indemnizarnos y 
eximirnos de toda responsabilidad frente a los daños, las pérdidas y los gastos de cualquier 
tipo (incluidos los costos y honorarios judiciales razonables) vinculados con cualquier 
reclamación, causa o disputa109.  

Finalmente, en la sección “Política de la plataforma de Facebook” plantean:  

10. Acuerdas indemnizarnos y librarnos de la responsabilidad por los daños, las pérdidas 
y los gastos de cualquier tipo (incluidos los costos y honorarios judiciales razonables) 
relacionados con cualquier demanda contra nosotros en relación con tu servicio, tus actos, 
tu contenido o tu información110.  

 

Por su parte, Instagram en la sección “Información que debes tener en cuenta”, 

desarrolla la exclusión de cualquier garantía, limitación, descargo y exención de 

responsabilidad en los siguientes términos:  

 
108 FACEBOOK INC. Condiciones del servicio, 5. Otras disposiciones y políticas que se pueden 
aplicar a tu caso. Condiciones comerciales, 3. Límites de responsabilidad. Estados Unidos: 2019. 
Fecha de consulta: 12 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://www.facebook.com/legal/commercial_terms 
109 FACEBOOK INC. Condiciones del servicio, 5. Otras disposiciones y políticas que se pueden 
aplicar a tu caso. Condiciones comerciales, 4. Disputas, a. Indemnización. Estados Unidos: 2019. 
Fecha de consulta: 12 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://www.facebook.com/legal/commercial_terms 
110 FACEBOOK INC. Condiciones del servicio, 5. Otras disposiciones y políticas que se pueden 
aplicar a tu caso. Política de la plataforma de Facebook, 5. Cumple con la ley. Estados Unidos: 
2019. Fecha de consulta: 12 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://www.facebook.com/legal/commercial_terms 

https://www.facebook.com/legal/commercial_terms
https://www.facebook.com/legal/commercial_terms
https://www.facebook.com/legal/commercial_terms
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14. Exclusión de cualquier garantía: la Plataforma de Instagram y todos los datos derivados 
a través de ella se proporcionan “tal cual”, sin garantías expresas o implícitas de ningún 
tipo. Instagram excluye expresamente toda garantía o condición, incluidas, entre otras, 
garantías implícitas de comerciabilidad, idoneidad para un fin en particular, disponibilidad, 
seguridad, titularidad y ausencia de infracción. Eres el único responsable de cualquier daño 
ocasionado por el uso de la Plataforma de Instagram y de todos los datos derivados a 
través de ella, incluidos, entre otros, los daños provocados en tu sistema informático o la 
pérdida de datos111. 

15. Limitación de responsabilidad: bajo ningún concepto será Instagram responsable ante 
ti de daños indirectos, imprevistos, consecuentes, especiales ni ejemplares, que se 
produzcan con relación al uso de la Plataforma de Instagram y de los datos derivados a 
través de ella, ya sea por incumplimiento de contrato o garantía, acto ilícito civil (incluidas 
negligencias, responsabilidad por productos defectuosos u otros) o cualquier otra pérdida 
pecuniaria, con independencia de que Instagram hubiese sido advertida de la posibilidad 
de que se produjeran dichos daños. Bajo ningún concepto será Instagram responsable de 
abonarte importe alguno112. 
 
16. Descargo de responsabilidad: en la máxima medida que permita la ley aplicable, por la 
presente liberas de cualquier responsabilidad a Instagram y sus subsidiarias, filiales, 
ejecutivos, agentes, licenciantes, socios de marca compartida o de cualquier otra 
naturaleza y empleados frente a reclamaciones, daños (directos o consecuentes), costes, 
gastos (incluidos honorarios y costes de abogados) de cualquier tipo, que sean fruto de tu 
uso de la Plataforma de Instagram o de los datos derivados a través de esta. Si eres 
residente en California, renuncias a tus derechos en virtud de la sección 1542 del Código 
Civil de California, que afirma: “La descarga general no se extiende a las reclamaciones 
que el acreedor no conozca o sospeche que existan a su favor en el momento de ejecutar 
la exoneración; las cuales, de haberlas conocido, habrían afectado considerablemente a 
su acuerdo con el deudor”. Comprendes que puede descubrirse que cualquier hecho 
relacionado con los asuntos cubiertos por esta descarga es distinto de lo que en este 
momento se considera cierto, y aceptas y asumes el riesgo de posibles diferencias de 
hecho. Además, renuncias expresamente a cualquier derecho y prestación a los que 
puedas optar en virtud de cualquier ley estatal o federal, o de cualquier principio de derecho 
consuetudinario de efecto similar, en la máxima medida que permita la ley113. 
 
17. Exención de responsabilidad: en la máxima medida que permita la ley aplicable, por la 
presente exoneras de cualquier responsabilidad a Instagram y sus subsidiarias, filiales, 

 
111 FACEBOOK INC. Política de la plataforma, C. Información que debes tener en cuenta, 14. 
Exclusión de cualquier garantía. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 15 de agosto de 2019. 
Rescatado de: 
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc[0]=Ayuda%20de%20Instag
ram&bc[1]=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad 
112 FACEBOOK INC. Política de la plataforma, C. Información que debes tener en cuenta, 15. 
Limitación de responsabilidad. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 15 de agosto de 2019. 
Rescatado de: 
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc[0]=Ayuda%20de%20Instag
ram&bc[1]=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad 
113 FACEBOOK INC. Política de la plataforma, C. Información que debes tener en cuenta, 16. 
Descargo de responsabilidad. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 15 de agosto de 2019. 
Rescatado de: 
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc[0]=Ayuda%20de%20Instag
ram&bc[1]=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad 

https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
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ejecutivos, agentes, licenciantes, socios de marca compartida o de cualquier otra 
naturaleza y empleados frente a reclamaciones de terceros que sean fruto de tu uso de la 
Plataforma de Instagram o de los datos derivados a través de esta, incluidos 
responsabilidades o gastos derivados de reclamaciones, pérdidas, daños (directos o 
consecuentes), demandas, juicios, costes y honorarios de abogados de cualquier tipo. 
Instagram tratará por todos los medios de informarte por escrito de dicha reclamación, 
demanda o acción legal114.  

Por último, la sección “Nuestro acuerdo y qué ocurre si se produce una disputa - 

Quién asume la responsabilidad si ocurre algo”, contiene lo siguiente:  

Asimismo, no tenemos control sobre lo que las personas hacen o dicen, por lo que no 
somos responsables de sus comportamientos o acciones (ya sea dentro o fuera de 
internet) o su contenido (incluido aquel que pueda resultar ilegal o cuestionable), así como 
tampoco somos responsables de los tuyos. Del mismo modo, no asumimos 
responsabilidad alguna por los servicios y las funciones que otras personas o empresas 
ofrecen, incluso si accedes a ellos a través de nuestro Servicio. 
Nuestra obligación en cuanto a lo que ocurra en el Servicio (“responsabilidad”) será tan 
limitada como la ley lo permita. De producirse un problema con nuestro Servicio, nos es 
imposible determinar cuáles podrían ser todas las posibles consecuencias. Aceptas que 
no somos responsables ante ti por la pérdida de ganancias, ingresos, información o datos, 
así como por daños consecuentes, especiales, indirectos, ejemplares, punitivos o 
incidentales derivados de estas Condiciones, o en relación con ellas, incluso si somos 
conscientes de que pueden producirse. Entre estos casos se incluye la eliminación de tu 
contenido, información o cuenta115.  

Las anteriores cláusulas procuran eliminar todo tipo de responsabilidad ante 

conflictos que se generen con ocasión de la utilización de las plataformas en 

mención, trasladando la carga a los usuarios de asumir obligaciones derivadas 

de sus actuaciones cuando afectan a terceros. 

 

En el caso de Facebook, establecen que el usuario acepta eximirlos de toda 

responsabilidad y, además, indemnizarlos “(…) frente a los daños, las pérdidas 

 
114 FACEBOOK INC. Política de la plataforma, C. Información que debes tener en cuenta, 17. 
Exención de responsabilidad. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 15 de agosto de 2019. 
Rescatado de: 
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc[0]=Ayuda%20de%20Instag
ram&bc[1]=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad 
115 FACEBOOK INC. Condiciones de uso, Nuestro acuerdo y qué ocurre si se produce una 
disputa, Quién asume la responsabilidad si ocurre algo. Estados Unidos: 2019. Fecha de 
consulta: 15 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://help.instagram.com/581066165581870/?helpref=hc_fnav&bc[0]=Ayuda%20de%20
Instagram&bc[1]=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad 

https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://help.instagram.com/581066165581870/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://help.instagram.com/581066165581870/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
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y los gastos de cualquier tipo (incluidos los costos y honorarios judiciales 

razonables) vinculados con cualquier reclamación, causa o disputa”116. 

 

Con respecto a Instagram, se advierte que el usuario los exonera de cualquier 

responsabilidad frente a reclamaciones de terceros sobre el uso de la Plataforma 

o de los datos derivados mediante esta, “(…) incluidos responsabilidades o 

gastos derivados de reclamaciones, pérdidas, daños (directos o consecuentes), 

demandas, juicios, costes y honorarios de abogados de cualquier tipo”117.  

 

Ahora bien, en cuanto a la situación en la cual la actuación de terceros afecta al 

usuario, Facebook indica que no ofrece total seguridad ni funcionamiento en sus 

productos, además, al igual que Instagram, renuncia a las garantías 

mencionadas en las citas anteriores y no controla lo que las personas hacen o 

dicen, ni se hace responsable por sus acciones, servicios, conductas, datos o su 

contenido en general. Ambas redes sociales, del mismo modo, limitan tanto como 

la ley lo permita su responsabilidad, no se comprometen a prever cuándo puede 

surgir un problema con sus productos ni determinar cuáles podrían ser las 

posibles consecuencias.  

 

A su vez, frente al descargo de responsabilidad tienen en común que el usuario 

acepta liberarlos de cualquier responsabilidad frente a demandas o daños 

derivados de cualquier reclamación contra terceros o de algún modo 

relacionados con el uso de la plataforma y los datos proporcionados por esta. 

Ambas plataformas, plantean la siguiente disposición: «Si eres residente en 

 
116 FACEBOOK INC. Condiciones del servicio, 5. Otras disposiciones y políticas que se pueden 
aplicar a tu caso. Condiciones comerciales, 4. Disputas, a. Indemnización. Estados Unidos: 2019. 
Fecha de consulta: 17 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://www.facebook.com/legal/commercial_terms 
117 FACEBOOK INC. Política de la plataforma, C. Información que debes tener en cuenta, 17. 
Exención de responsabilidad. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 17 de agosto de 2019. 
Rescatado de: 
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc[0]=Ayuda%20de%20Instag
ram&bc[1]=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad 

https://www.facebook.com/legal/commercial_terms
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
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California, renuncias a tus derechos en virtud de la sección 1542 del Código Civil 

de California, que afirma: “La descarga general no se extiende a las 

reclamaciones que el acreedor no conozca o sospeche que existan a su favor en 

el momento de ejecutar la exoneración; las cuales, de haberlas conocido, habrían 

afectado considerablemente a su acuerdo con el deudor”»118.  

 

Adicionalmente, Facebook limita su responsabilidad estipulando una cantidad 

determinada como el monto máximo, si por alguna circunstancia se ve en la 

obligación de indemnizar perjuicios, en los siguientes términos:  

 

Nuestra responsabilidad total a raíz del uso de los Productos de Facebook o el acceso a 
ellos para fines comerciales o empresariales, o en relación con ellos, las Condiciones (que 
rigen el uso de los Productos de Facebook o el acceso a ellos para fines comerciales o 
empresariales) o estas Condiciones comerciales no deben superar la cantidad de cien 
dólares (100 USD) o el importe que hayas pagado en los últimos 12 meses, lo que sea 
mayor119.  

 

Instagram, por su lado, solo agrega a la descarga de responsabilidad:  

 

Comprendes que puede descubrirse que cualquier hecho relacionado con los asuntos 
cubiertos por esta descarga es distinto de lo que en este momento se considera cierto, y 
aceptas y asumes el riesgo de posibles diferencias de hecho. Además, renuncias 
expresamente a cualquier derecho y prestación a los que puedas optar en virtud de 
cualquier ley estatal o federal, o de cualquier principio de derecho consuetudinario de 
efecto similar, en la máxima medida que permita la ley120. 

 

 
118 FACEBOOK INC. Política de la plataforma, C. Información que debes tener en cuenta, 16. 
Descargo de responsabilidad. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 17 de agosto de 2019. 
Rescatado de: 
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc[0]=Ayuda%20de%20Instag
ram&bc[1]=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad 
119 FACEBOOK INC. Condiciones del servicio, 5. Otras disposiciones y políticas que se pueden 
aplicar a tu caso. Condiciones comerciales, 3. Límites de responsabilidad. Estados Unidos: 2019. 
Fecha de consulta: 17 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://www.facebook.com/legal/commercial_terms 
120 FACEBOOK INC. Política de la plataforma, C. Información que debes tener en cuenta, 16. 
Descargo de responsabilidad. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 17 de agosto de 2019. 
Rescatado de: 
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc[0]=Ayuda%20de%20Instag
ram&bc[1]=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad 

https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://www.facebook.com/legal/commercial_terms
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
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Así mismo, comparten la disposición en cuanto a que bajo ninguna circunstancia 

serán responsables por pérdidas o daños consecuentes, especiales, indirectos, 

ejemplares, que surjan a raíz de la utilización de dichas plataformas, incluso si 

fueron advertidas sobre la posibilidad de que se produjeran dichos daños. 

Además, Instagram añade lo siguiente: “Bajo ningún concepto será Instagram 

responsable de abonarte importe alguno”121.  

 

Todo lo anterior, permite observar la contradicción en la que desembocan estas 

plataformas digitales en tanto se exoneran inicialmente de responsabilidad, pues 

en general, las disposiciones de esta modalidad de contratos que diseñan, 

niegan en su totalidad la responsabilidad procedente de la utilización de la red 

social, pero no dejan a un lado la posibilidad de que se les declare responsables 

y para ello previenen cláusulas de limitación de esta. Además, en las 

estipulaciones previamente mencionadas se restringen los derechos de los 

usuarios. Lo anterior, se consagra como cláusulas abusivas, de conformidad con 

los numerales 4, 1 y 2 del artículo 43 del Estatuto del Consumidor, 

respectivamente, citado en el acápite de contrato de adhesión; lo cual se 

analizará a continuación.  

2.3. Cláusulas abusivas 

Con el objetivo de continuar analizando los términos, políticas y/o condiciones de 

las redes sociales Facebook e Instagram, procederemos a analizar las cláusulas 

abusivas mencionadas previamente, considerando que se pueden avizorar 

principalmente en lo regulado sobre limitaciones y exenciones de 

responsabilidad, y restricción de derechos de los usuarios, a la luz del 

 
121 FACEBOOK INC. Política de la plataforma, C. Información que debes tener en cuenta, 15. 
Limitación de responsabilidad. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 17 de agosto de 2019. 
Rescatado de: 
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc[0]=Ayuda%20de%20Instag
ram&bc[1]=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad 
 

https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://help.instagram.com/325135857663734/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
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ordenamiento jurídico colombiano y, así mismo, de los lineamientos que el 

sistema normativo de Estados Unidos ha determinado para este fin.  

Desde la perspectiva de los administradores de medios virtuales, las exenciones 

y limitaciones de responsabilidad son medidas de protección que estipulan, para 

garantizar economía procesal en caso de conflicto y seguridad jurídica sobre los 

servicios que brindan a los usuarios, esto debido a la complejidad que representa 

el manejo, vigilancia y control de toda la información que se encuentra en estos 

sitios web, puesto que a través de ellos se promueve la circulación masiva de 

datos.  

 

“Si bien partimos de la base que en derecho privado se puede hacer todo aquello 

que no está prohibido y que en el caso de las redes sociales existe un contrato 

que establece condiciones que el usuario voluntariamente acepta, aquello no 

obsta a que se pueda cuestionar por ejemplo, el alcance absoluto de la[s] 

cláusula[s] de exención [y limitación] de responsabilidad que pretenden los 

administradores de las redes (…)”122, así como la restricción de derechos de los 

usuarios de dichos medios digitales. 

No tenemos las facultades jurisdiccionales de declarar si una cláusula puede ser 

o no abusiva; sin embargo, debido a la ambigüedad de los términos, condiciones 

y/o políticas, y con fines de la presente investigación, expondremos por qué 

consideramos que se ajustan a los parámetros definidos para la configuración de 

una cláusula abusiva. En Colombia, la Corte Suprema de Justicia precisó los 

requisitos para considerar como ineficaz una estipulación, por evidenciar un 

desequilibrio contractual: “(…) son ‘características arquetípicas de las cláusulas 

abusivas –primordialmente-: a) que su negociación no haya sido individual; b) que 

lesionen los requerimientos emergentes de la buena fe negocial -vale decir, que se 

 
122 ARAVENA, Christian; & DE LA FUENTE, Oliver. Régimen contractual de las redes sociales 
en internet. Chile: Universidad de Chile, 2010, p. 273. Fecha de consulta: 20 de agosto de 2019. 
Rescatado de: http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/111511/de-
aravena_c.pdf;sequence=1 
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quebrante este postulado rector desde una perspectiva objetiva: buena fe, probidad 

o lealtad-, y c) que genere un desequilibrio significativo de cara a los derechos y las 

obligaciones que contraen las partes”123 (sic).  

De acuerdo a los criterios enunciados previamente, concluimos que las 

disposiciones sobre la exoneración total o la determinación cuantitativa que los 

administradores de la plataforma están dispuestos a asumir en caso de ser 

declarados responsables, o, la que hace al usuario renunciar a sus derechos, se 

identifican como cláusulas abusivas. Esto, por cuanto son construcciones 

unilaterales de Facebook e Instagram que, de hacerse efectivas, podrían 

representar un perjuicio injustificado para el usuario, quien se ve inmerso en una 

posición de desventaja y desproporción, sobre la cual estas redes sociales 

pretenden imponerse, evadiendo, a como dé lugar, la naturaleza de sus 

obligaciones emanadas de acciones u omisiones reprochables por la ley, 

contrariando así mismo el principio de reparación integral, el cual “(…) implica 

que la violación del alterum non laedere o del incumplimiento contractual 

conlleva el restablecimiento del equilibrio por la irrupción del daño en la 

tranquilidad de que hasta entonces gozaba la víctima”124. Es por esto, que 

consideramos se deben tener por ineficaces, es decir, no deben tener efectos en 

la jurisdicción colombiana, de modo que las plataformas virtuales no puedan 

exigir su cumplimiento.  

Por su parte, las cláusulas abusivas en Estado Unidos, basados en lo 

desarrollado en el acápite de contrato de adhesión, se presentan cuando «(…) 

 
123 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil. SC6462-2002 citado por CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil. SC129-2018. M.P. Aroldo Wilson Quiroz 
Monsalvo, 2018, p. 16. Fecha de consulta: 20 de agosto de 2019.  
124 SANDOVAL, Diego. Reparación integral y responsabilidad civil: el concepto de reparación 
integral y su vigencia en los daños extrapatrimoniales a la persona como garantía de los derechos 
de las víctimas. Colombia: Revista de Derecho Privado, Universidad externado de 
Colombia, 2013, nº 25, 2013. Fecha de consulta: 24 de noviembre de 2019. Rescatado 
de: https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/derpri/article/view/3602/3780 

https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/derpri/article/view/3602/3780


67 
 

those terms are `so one-sided as to "shock the conscience (…)”»125, lo cual 

significa que “A phrase that can refer to any situation that seems grossly unjust 

to the observer.  Judges often use this phrase as a test to determine which 

situations are so unjust or wrong that the court must intervene”126.  

Debido a que los jueces en Estados Unidos no han establecido una posición 

unificada sobre el manejo de este asunto en cuanto a los lineamientos aplicables, 

hay diversas opiniones, por lo tanto, fundamentaremos nuestra postura en los 

aspectos procedimentales y sustanciales que se mencionaron previamente en el 

acápite de contrato de adhesión, que engloban la doctrina de “unconsionability”. 

En este sentido, en los términos, políticas y/o condiciones de estas redes sociales 

sobre la responsabilidad y derechos, se perciben cláusulas abusivas; en cuanto 

al primer factor, si el usuario quiere acceder a los servicios de esta plataforma 

necesariamente debe aceptar dichas clausulas y, sobre el segundo factor, 

ninguna persona estaría dispuesta, viéndose expuesto a cualquier tipo de 

perjuicios ocasionados por terceros, a asumir toda la responsabilidad y soportar 

las consecuencias derivadas de esas actuaciones, ni de renunciar a sus 

derechos consagrados como tal por los ordenamiento jurídicos.  

2.4. Medidas aplicables por los administradores de las redes sociales 

 

Las medidas que los administradores de estas plataformas están dispuestos a 

aplicar en caso de detectar el uso inapropiado de sus productos o servicios, o la 

realización de conductas dañinas hacia los demás, inciden en el grado de 

responsabilidad por cuanto podrían representar una acción u omisión por su 

parte ante dichas situaciones, en las cuales evidentemente se vulneran 

derechos, pues de este modo que a través de la red social se podría causar, 

 
125 COURT OF APPEAL OF CALIFORNIA, Fourth District, Division Three. Morris v. Redwood 
Empire Bancorp. 2005. Fecha de consulta: 24 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://casetext.com/case/morris-v-redwood-empire-bancorp 
126 LEGAL INFORMATION INSTITUTE. Shocks the conscience. Fecha de consulta: 24 de agosto 
de 2019. Rescatado de: https://www.law.cornell.edu/wex/shocks_the_conscience 

https://casetext.com/case/morris-v-redwood-empire-bancorp
https://www.law.cornell.edu/wex/shocks_the_conscience
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permitir, facilitar o incrementar la existencia de infracciones, y hasta provocar 

que se agraven los efectos.  

 

De manera general, en los términos, políticas y/o condiciones de Facebook se 

encuentran las siguientes medidas: “(…) ofrecer ayuda, eliminar contenido, 

eliminar o restringir el acceso a ciertas funciones, inhabilitar una cuenta o 

comunicarnos con las fuerzas del orden. Compartimos datos con otras empresas 

de Facebook cuando detectamos que una persona usa alguno de nuestros 

Productos de forma inapropiada o perjudicial”127. Igualmente, en la sección 

“Servicios que proporcionamos” Facebook señala que poseen tecnologías 

avanzadas para brindar seguridad y funcionalidad de la red social: “Asimismo, 

desarrollamos sistemas automatizados para mejorar nuestra capacidad de 

detectar y eliminar actividades abusivas y peligrosas que podrían perjudicar a 

nuestra comunidad y dañar la integridad de nuestros Productos”128. Por su parte, 

a grandes rasgos Instagram señala que ante el incumplimiento de “(…) las 

normas, es posible que se elimine contenido, se inhabilite la cuenta o se apliquen 

otras restricciones”129. 

 

Ahora bien, vamos a proceder a revisar de forma específica las medidas que 

desarrollan estas plataformas en sus términos, políticas y/o condiciones. 

Facebook sugiere que, ante el incumplimiento de estos en reiteradas 

oportunidades, o de una manera notoria o grave, incluidas las normas 

comunitarias, los derechos de Propiedad Intelectual de otras personas o cuando 

 
127 FACEBOOK INC. Condiciones del servicio, 1. Los servicios que proporcionamos, Combatimos 
las conductas perjudiciales y protegemos y respaldamos a nuestra comunidad. Estados Unidos: 
2019. Fecha de consulta: 27 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://www.facebook.com/legal/terms 
128 FACEBOOK INC. Condiciones del servicio, 1. Los servicios que proporcionamos, Usamos y 
desarrollamos tecnologías avanzadas para brindar servicios seguros y funcionales a todos. 
Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 27 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://www.facebook.com/legal/terms 
129 FACEBOOK INC. Normas comunitarias, Descripción detallada. Estados Unidos: 2019. Fecha 
de consulta: 27 de agosto de 2019. Rescatado de: https://www.facebook.com/legal/terms 

https://www.facebook.com/help/111814505650678?ref=tos
https://www.facebook.com/help/111814505650678?ref=tos
https://www.facebook.com/legal/terms
https://www.facebook.com/legal/terms
https://www.facebook.com/legal/terms
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estén obligados a hacerlo por motivos legales, suspenderán o inhabilitarán 

definitivamente el acceso a la cuenta130. Instagram, al igual, señala que no solo 

inhabilitará la cuenta sino además podrá cancelarla, es decir, se pueden negar a 

prestar el servicio total o parcialmente. Advierten ambas redes sociales que 

eliminarán cualquier contenido o información que infrinja dichos reglamentos si 

la ley lo exige o lo permite.   

 

Además, señalan que cuando acudan a estas medidas, avisarán y brindarán la 

opción de solicitar una revisión o, en el caso de Instagram, también el usuario 

podrá manifestar si quiere inhabilitarla o eliminarla definitivamente. Facebook 

particularmente ante esta opción propone la siguiente salvedad: “(...) a menos 

que, al hacerlo, nos expongamos o expongamos a otros a una responsabilidad 

legal, dañemos nuestra comunidad de usuarios; comprometamos la integridad o 

el funcionamiento de alguno de nuestros servicios, sistemas o Productos, o 

interfiramos con ellos; estemos restringidos por limitaciones técnicas; o 

tengamos prohibido hacerlo por motivos legales”131. 

A cerca de la protección a derechos de Propiedad Intelectual, Facebook e 

Instagram se comprometen a eliminar o limitar el contenido relacionado con 

infracciones de derechos de autor o marcas comerciales, cuando un titular de 

derechos o un representante autorizado envíen un reporte.  

 

Entre los principios que guían la consecución de objetivos de Facebook, 

proponen algunas medidas ante situaciones que puedan ocurrir en el uso del 

servicio proporcionado por la red social. El siguiente es un claro ejemplo de que 

de acuerdo a las expresiones que utilizan en sus términos, políticas y/o 

condiciones, el administrador de la plataforma en algunos casos da a entender 

 
130 FACEBOOK INC. Condiciones del servicio, 4. Disposiciones adicionales, 2. Suspensión o 
cancelación de la cuenta. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 27 de agosto de 2019. 
Rescatado de: https://www.facebook.com/legal/terms 
131 Ibídem.  

https://www.facebook.com/legal/terms
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que asume una posición potestativa o facultativa al mencionar que “es posible” o 

enunciar la palabra “podremos”, y en otras ocasiones en mayor grado de 

obligatoriedad al referir que adquieren un “compromiso”:  

 

Seguridad: las personas necesitan sentirse seguras para crear comunidades. Nuestro 
COMPROMISO es eliminar contenido que incite a perpetrar daños reales, incluidos, entre 
otros, lesiones físicas, perjuicios económicos y daños emocionales. 

Equidad: (…).  

Las consecuencias de infringir nuestras Normas comunitarias varían en función de la 
gravedad de la infracción y del historial de la persona en la plataforma. Por ejemplo, la 
primera vez que una persona infrinja las normas, PODREMOS enviarle una advertencia, 
pero si continúa infringiendo las políticas, PODREMOS restringir su capacidad para 
publicar en Facebook o inhabilitar su perfil. También ES POSIBLE que avisemos a las 
autoridades si creemos que existe riesgo de daños físicos o amenazas directas a la 
seguridad pública132 (Mayúscula fuera de texto original).  

Ahora bien, sobre las medidas en cuanto a anuncios, Facebook señala que se 

reserva el derecho de rechazar, aprobar o eliminar cualquier anuncio, según su 

propio criterio y por el motivo que estimen oportuno, incluidos los anuncios que 

afecten de manera negativa su relación con los usuarios o que promocionen 

contenido, servicios o actividades contrarios a la posición de la plataforma frente 

a la competencia, sus intereses o su filosofía publicitaria. Los anuncios deben 

cumplir con todas las normas aplicables y sus Políticas de publicidad133. El 

incumplimiento puede conllevar diversas consecuencias, incluida la cancelación 

de los anuncios publicados y la eliminación de la cuenta. También pueden 

rechazar o retirar cualquier anuncio por cualquier motivo134. Sin embargo, no 

ahondaremos en este tema de anuncios, toda vez para la presente investigación 

 
132 FACEBOOK INC. Normas comunitarias, Introducción. Estados Unidos: 2019. Fecha de 
consulta: 27 de agosto de 2019. Rescatado de: https://www.facebook.com/communitystandards/ 
133 FACEBOOK INC. Condiciones del servicio, 5. Otras condiciones y políticas que se pueden 
aplicar a tu caso, Políticas de publicidad, 13. Cosas que debes saber. Estados Unidos: 2019. 
Fecha de consulta: 30 de agosto de 2019. Rescatado de: https://es-la.facebook.com/policies/ads 
134 FACEBOOK INC. Condiciones del servicio, 5. Otras condiciones y políticas que se pueden 
aplicar a tu caso, Condiciones de los anuncios autoservicio. Estados Unidos: 2019. Fecha de 
consulta: 30 de agosto de 2019. Rescatado de: https://es-es.facebook.com/legal/terms 

https://www.facebook.com/communitystandards/
https://es-la.facebook.com/policies/ads
https://es-es.facebook.com/legal/terms
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importan las publicaciones que realizan directamente los usuarios catalogados 

como consumidores.  

 

Acerca de los productos y servicios de comercio de Facebook e Instagram, se 

establece que los vendedores son responsables de cumplir la reglamentación y 

su incumplimiento tendrá consecuencias, entre ellas, la eliminación del 

contenido. Estas plataformas se reservan el derecho de rechazar, aprobar o 

eliminar publicaciones por cualquier motivo y según su criterio exclusivo135.  

 

Por otro lado, la sección de “Marca comercial” nos indica que en caso de que se 

haya eliminado un contenido publicado debido a una denuncia por infracción de 

Propiedad Intelectual, Facebook o Instagram, según el caso, remitirá una 

notificación a través de un formulario en internet que incluye el nombre y la 

dirección de correo electrónico del propietario de los derechos que ha realizado 

la denuncia o los detalles de la denuncia. Si el usuario cree que el contenido no 

debió eliminarse puede contactar directamente al denunciante para tratar de 

resolver el problema. 

En el caso de Facebook, “Si eres administrador de una página y se eliminó 

contenido que otro administrador publicó en ella debido a un reporte de propiedad 

intelectual, recibirás una notificación con datos sobre el contenido eliminado, así 

como el nombre del administrador de la página donde se publicó”136. 

Ahora bien, si el contenido se ha eliminado conforme a los derechos de marca 

comercial de Estados Unidos y el usuario denunciado cree que el contenido no 

 
135 FACEBOOK INC. Condiciones del servicio, 5. Otras condiciones y políticas que se pueden 
aplicar a tu caso, Políticas de comercio, Información general. Estados Unidos: 2019. Fecha de 
consulta: 30 de agosto de 2019. Rescatado de: https://es-es.facebook.com/legal/terms 
136 FACEBOOK INC. Servicio de ayuda, Centros de privacidad y seguridad, Reportar algo, 
Propiedad Intelectual, Marca Comercial, Se eliminó un contenido que publiqué debido a un 
reporte por infracción de propiedad intelectual (derechos de autor o marca comercial), ¿Qué debo 
hacer? Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 4 de agosto de 2019. Rescatado de: https://es-
la.facebook.com/help/507663689427413/ 

https://es-es.facebook.com/legal/terms
https://es-la.facebook.com/help/507663689427413/
https://es-la.facebook.com/help/507663689427413/
https://es-la.facebook.com/help/507663689427413/
https://es-la.facebook.com/help/507663689427413/
https://es-la.facebook.com/help/507663689427413/
https://es-la.facebook.com/help/507663689427413/
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se debió haber eliminado, Facebook o Instagram dará una oportunidad de enviar 

una reclamación. En estos casos, estas plataformas facilitan las instrucciones 

pertinentes para iniciar este proceso en la notificación que envían.  

Así mismo, si se elimina en varias ocasiones un contenido publicado, por vulnerar 

los derechos de Propiedad Intelectual de otra persona, Instagram podría 

desactivar la cuenta en virtud de la política sobre infractores reincidentes. 

Facebook, por su parte, podría inhabilitar la cuenta o eliminar la página en virtud 

de la política de infractores reincidentes de ellos; limitar la capacidad del usuario 

para publicar fotografías o videos; o perder el acceso a determinadas funciones 

o características de la plataforma; de modo que las medidas se ajustan 

dependiendo del tipo de contenido reportado y del lugar donde se haya 

publicado.  

Así pues, si un contenido se restaura a raíz de la solicitud de revisión o porque 

el titular de los derechos ha retirado la denuncia, Facebook e Instagram tendrán 

en cuenta esa restauración conforme la política sobre infractores reincidentes.   

Es importante resaltar, que ambas redes sociales tienen definidos unos 

procedimientos a seguir ante situaciones en las cuales se utilicen los servicios 

de la plataforma de manera inapropiada o perjudicial, y se requieran tomar 

medidas. Sin embargo, en algunos casos se puede observar que no brindan 

estas garantías como obligaciones contraídas en pro de la seguridad de los 

usuarios sino como una posibilidad que están dispuestos a efectuar, de forma 

que se puede observar una contradicción. Además, en su mayor parte, esperan 

a que las infracciones se presenten de forma reiterada, lo cual puede dar lugar a 

que se cause, permita, facilite o incremente la existencia de dichas infracciones, 

y hasta se agraven los efectos o consecuencias de estas conductas que vulneran 

derechos.  

Ante esta circunstancia, se puede acudir al principio general de favorabilidad que 

rige las relaciones contractuales, según el cual cuando se presenta una 
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contradicción en las cláusulas se aplica la que sea más favorable a la parte débil, 

que para el caso es quien tiene la calidad de consumir o usuario a partir de su 

aceptación del contrato de adhesión, el cual es denominado adherente y goza de 

protección especial frente al predisponente. 

También se debe tener en cuenta que a pesar de que han desarrollado 

tecnologías avanzadas como sistemas automatizados para detectar y eliminar 

actividades abusivas y peligrosas, no se comprometen a brindar total seguridad 

en sus productos y en la funcionalidad de sus servicios, tal como consta en los 

términos, políticas y/o condiciones.  

2.5. Prohibiciones 

Los términos, políticas y/o condiciones de Facebook e Instagram no permiten 

publicar contenido que vulnere los derechos de Propiedad Intelectual de otra 

persona, incluidos los derechos de autor y de marca comercial.  

Facebook e Instagram señalan ampliamente compromisos que asumen los 

usuarios. Así pues, aceptan no participar al momento de usar los servicios en la 

realización de actividades o publicaciones de contenido que incumplan los 

términos, políticas y/o condiciones, que sean ilegales, engañosos, 

discriminatorios, fraudulentos o que infrinjan los derechos de otras personas, 

incluidos los derechos de Propiedad Intelectual.  

Con respecto a lo anterior, establecen que el usuario no debe utilizar cuentas 

falsas, comprometer las cuentas de otras personas para pretender ser o hacerse 

pasar por un negocio, una organización, un personaje público o cualquier otra 

persona o intentar crear conexiones o contenido o enviar mensajes a otros137.  

 
137 FACEBOOK INC. Normas comunitarias. Introducción, IV. Integridad y autenticidad, 16. Spam. 
Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 30 de agosto de 2019. Rescatado de: https://es-
es.facebook.com/communitystandards/spam/ 

https://es-es.facebook.com/communitystandards/spam/
https://es-es.facebook.com/communitystandards/spam/
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La regulación de Instagram precisa que el usuario es responsable del contenido 

que publica, por ello, recomienda que sea autentico o tenga derecho sobre este.  

 Es por esto que antes de publicar contenido el usuario debería preguntarse: 

- ¿He utilizado la marca comercial de otra persona para vender o promocionar bienes 
o servicios de una manera que pueda resultar confusa? 
 
- ¿Esta marca comercial se refiere únicamente a los bienes y servicios de otra persona 
o se trata de un uso legítimo de la marca comercial (por ejemplo, utilizar una palabra 
registrada con su uso normal de diccionario, o utilizar la marca comercial de una manera 
no relacionada con la venta y promoción de bienes o servicios)?138  

 

 

En concordancia con lo anterior, Facebook en la sección “Contenido prohibido” 

destaca que: 

 

Las publicaciones no pueden incluir contenido que infrinja o vulnere los derechos de 
propiedad intelectual de un tercero, incluidos derechos de autor o marca comercial. Esto 
incluye, entre otros, la promoción o venta de falsificaciones, como productos que copian la 
marca comercial (nombre o logotipo) o las características distintivas de los de otra empresa 
con el fin de imitarlos. 
 
Ejemplos 
 

− Falsificaciones, imitaciones o réplicas de productos de marca, o publicaciones que 
ofrecen productos que es probable que confundan a los consumidores acerca de su origen, 
patrocinio o afiliación. 
(…)139.  

 

Es importante tener en cuenta las políticas generales que Facebook establece 

para la creación y administración de páginas, grupos o eventos, en particular, las 

prohibiciones sobre conductas engañosas, falsas o de suplantación. En este 

sentido, Facebook determinó que “Las páginas, los grupos y los eventos no 

 
138 FACEBOOK INC. Realiza una denuncia, Propiedad Intelectual, Marca comercial, Más 
información acerca de la denuncia de las vulneraciones de marca comercial, Marcas comerciales 
y publicación de contenido en Instagram, ¿Cómo puedo asegurarme de que el contenido que 
publico en Instagram no infringe la ley sobre derechos de marca comercial? Estados Unidos: 
2019. Fecha de consulta: 30 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://help.instagram.com/222826637847963?helpref=page_content 
139 FACEBOOK INC. Condiciones del servicio, 5. Otras condiciones y políticas que se pueden 
aplicar a tu caso, Políticas de comercio, 5. contenido prohibido, 18. Infracción por parte de un 
tercero. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 30 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://www.facebook.com/policies/commerce 

https://help.instagram.com/222826637847963?helpref=page_content
https://www.facebook.com/policies/commerce
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deben ser engañosos, fraudulentos ni falsos (…) no deben suplantar la identidad 

de una marca, entidad o figura pública, ni representarlas de forma falsa. Si se 

usan páginas, grupos o eventos para apoyar a una marca, entidad o figura 

pública, o expresar interés en ellas, se debe aclarar en su nombre o descripción 

que no se trata de una representación oficial”140. 

 

Cabe anotar, que para Facebook las conductas engañosas implican: 

 

(…) crear, administrar o mantener (…): 
 

− Cuentas falsas 
 

− Cuentas que tienen nombres falsos 
 

− Cuentas que participan en actos coordinados de comportamiento engañoso, o 
declaran hacerlo, es decir, cuando varias cuentas colaboran para realizar cualquiera de las 
siguientes acciones: 
 

• Engañar a las personas sobre el origen del contenido 
 

• Engañar a las personas sobre el destino de los enlaces que dirigen fuera de nuestros 
servicios (por ejemplo, cuando la URL visible no coincide con la URL de destino) 
 

• Engañar a las personas para que indiquen que les gusta un contenido, lo compartan 
o hagan clic en él 
 

• Engañar a las personas para ocultar o permitir la violación de otras políticas en virtud 
de las Normas comunitarias141.  

 

Expresamente señalan los comportamientos que representan el uso de forma 

indebida de los productos de Facebook, prohibiendo:  

 

− Crear perfiles no auténticos 
 

− Suplantar a otras personas mediante acciones como: 

 
140 FACEBOOK INC. Condiciones del servicio, 5. Otras condiciones y políticas que se pueden 
aplicar a tu caso, Política de páginas, grupos y eventos, 2. Políticas generales de páginas, grupos 
y eventos, 2. Suplantación. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 30 de agosto de 2019. 
Rescatado de: https://www.facebook.com/policies/pages_groups_events/policies/impersonation 
141 FACEBOOK INC. Normas comunitarias, IV. Integridad y autenticidad, 17. Representaciones 
engañosas. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 30 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://www.facebook.com/communitystandards/misrepresentation 

https://newsroom.fb.com/news/2018/12/inside-feed-coordinated-inauthentic-behavior/
https://www.facebook.com/policies/pages_groups_events/policies/impersonation
https://www.facebook.com/communitystandards/misrepresentation
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• Usar su imagen con el objetivo explícito de engañar a los demás 
 

• Crear un perfil con el que pretendas ser otra persona o entidad, o hablar en su nombre 
 

• Crear una página con la que pretendas ser otra persona o entidad, o hablar en su 
nombre, sin su autorización 
 

- Publicar imágenes que es probable que resulten engañosas respecto del origen del 
contenido si: 
 

• La entidad o un representante autorizado se opone a dicho contenido 

• Puede suponer un riesgo de daños a miembros del público142.  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
142 Ibídem.  
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Capítulo 2. 

3. Redes sociales 

 

El ser humano desde sus inicios ha empleado el lenguaje, es decir, la facultad 

para expresarse, con el fin de vivir en sociedad y generar relaciones con quienes 

lo rodean. Desde el uso del lenguaje no verbal, hasta las diferentes lenguas que 

coexisten, las comunidades se han ido desarrollando de tal forma que en cada 

época se van creando nuevos instrumentos para la comunicación.  

 

La separación física entre las personas genera que las relaciones no sean 

inmediatas ni interactivas; sin embargo, el ser humano en su búsqueda por 

estrechar las distancias, se ha ideado maneras en las que los vínculos 

comunicativos puedan reducirse a un espacio digital. Esto porque, en definitiva, 

las relaciones interpersonales son necesarias para vivir, pues el “hombre” es un 

ser social por naturaleza, un ser que no puede vivir a expensas de sí mismo, sino 

que necesita a los demás para su buen desarrollo. Creamos la sociedad misma 

para sobrevivir o, como decía Aristóteles, “Y el que no puede vivir en comunidad, 

o no necesita nada por su propia suficiencia, no es miembro de la ciudad, sino 

una bestia o un dios”143.  

 

Si bien ya existía el telégrafo desde el siglo XIX, no fue hasta mediados del siglo 

XX cuando se dio la verdadera revolución en materia de comunicación a 

distancia. En 1958 se fundó en Estados Unidos (exactamente con el Ministerio 

de Defensa) la Advanced Researchs Projects Agency (ARPA), que “(…) se 

centró en crear comunicaciones directas entre ordenadores para poder 

 
143 ARISTÓTELES. Política. España: Editorial Gredos, 1998, p.52. Fecha de consulta: 1 de 
septiembre de 2019. Rescatado de: 
http://www.bcnbib.gov.ar/uploads/ARISTOTELES,%20Politica%20(Gredos).pdf 

http://www.bcnbib.gov.ar/uploads/ARISTOTELES,%20Politica%20(Gredos).pdf
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comunicar las diferentes bases de investigación”144. Posteriormente en 1967, con 

base en los desarrollos de ARPA, se creó ARPANET como una red de 

ordenadores, es decir, que los mismos se encontraban conectados (como una 

red inmóvil), y entre estos se hallaban computadores de universidades, empresas 

y centros de investigación militar. Este es sin duda el antecedente de lo que 

después se convirtió en internet (International Net), cuando en 1982 se incluyó a 

ARPANET el protocolo TCP/IP con el objetivo de que todos los ordenadores 

contaran con un solo lenguaje que facilitara la interconexión de las personas a 

través de ellos, es decir, un “(…) conjunto de protocolos para comunicaciones de 

datos. Este conjunto toma su nombre de dos de sus protocolos más importantes, 

el protocolo TCP (Transmission Control Protocol) y el protocolo IP (Internet 

Protocol)”145. Los otros protocolos, niveles o capas que este contiene son:  

 

1. Aplicación. Están contenidos los protocolos SMTP, para el correo electrónico; FTP, para 
las transferencias de archivos; TELNET, para la conexión remota, y HTTP, Hypertext 
Transfer Protocol; 2. Transporte. Se comprende a los protocolos TCP y UDP, que se 
ocupan del manejo y el transporte de los datos; 3. Internet: Se ubica en el nivel de la red 
para enviar los paquetes de información; 4. Físico: Es el análogo al nivel físico del OSI; y 
5. Red: Es el correspondiente a la interfaz de la red146.  

 

Cabe decir, que antes de la creación de Internet propiamente dicho, existieron 

varias versiones de ARPANET, como “Telenet (1974): Versión comercial de 

ARPANET; Usenet (1979): Sistema abierto centrado en el e-mail (…); Bitnet 

(1981): Unía las universidades americanas usando sistemas IBM; Eunet (1982): 

Unía Reino Unido, Escandinavia y Holanda”147.  

 

 
144 Historia de internet. España: Facultad de Informática de Barcelona. Fecha de consulta: 1 
septiembre de 2019. Rescatado de: https://www.fib.upc.edu/retro-
informatica/historia/internet.html 
145 Protocolo TCP/IP 05. p.93. Fecha de consulta: 2 de septiembre de 2019. Rescatado 
de: http://www.mheducation.es/bcv/guide/capitulo/8448199766.pdf     
146 Protocolo TCP/IP. México: Revista UNAM, vol. 5, n°8. Fecha de consulta: 2 de septiembre de 
2019. Rescatado de: http://www.revista.unam.mx/vol.5/num8/art51/art51-pp2.htm 
147 Historia de internet. España: Facultad de Informática de Barcelona. Fecha de consulta: 1 
septiembre de 2019. Rescatado de:https://www.fib.upc.edu/retroinformatica/historia/internet.html 

https://www.fib.upc.edu/retro-informatica/historia/internet.html
https://www.fib.upc.edu/retro-informatica/historia/internet.html
http://www.mheducation.es/bcv/guide/capitulo/8448199766.pdf
http://www.revista.unam.mx/vol.5/num8/art51/art51-pp2.htm
https://www.fib.upc.edu/retro-informatica/historia/internet.html
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La internet “(…) es una red integrada por miles de redes y computadoras 

interconectadas en todo el mundo mediante cables y señales de 

telecomunicaciones, que utilizan una tecnología común para la transferencia de 

datos”148. En otras palabras es una  

 

Red mundial descentralizada, formada por la conexión directa entre ordenadores y demás 
dispositivos mediante un protocolo especial de comunicación, el TCP/IP, con el propósito 
de que los usuarios puedan comunicarse en el «ciberespacio» y acceder a grandes 
cantidades de información de todo el mundo.  
 
Internet se conoce como la red de redes, y consiste en millones de redes públicas, 
privadas, académicas, empresariales y gubernamentales que están conectadas entre sí a 
través de enlaces de fibra óptica, satelitales, inalámbricos y de otras tecnologías de 
transmisión de datos. Su característica primordial es la de ser un sistema universal de 
comunicaciones capaz de acomodar la más absoluta diversidad tecnológica, permitiendo 
que equipos de toda índole puedan comunicarse entre sí mediante el empleo de cualquier 
tipo de tecnologías y medios de transmisión149.  

 

Posteriormente la humanidad fue marcada con otro hito tecnológico: el World 

Wide Web (WWW), lanzado al público en 1991 como «(…) una red de “sitios” 

que pueden ser buscados y mostrados con un protocolo llamado HyperText 

Transfer Protocol (HTTP)» 150. A pesar de su poca acogida en un principio y con 

su mejoramiento, se vio que el World Wide Web hizo lo impensable cuando 

ARPA era usado simplemente para investigación militar: abrió el mundo de 

Internet al público, para fines distintos como comerciales o personales.  

 

A partir de esta interconexión global que se fue creando gracias a internet y el 

World Wide Web, se generaron diferentes canales por los cuales se podía (y 

puede aún hoy día) entablar la comunicación entre las personas. Uno de ellos 

son las redes sociales que, gracias a la apertura de puertas a todas las personas 

 
148 ZAMORA, Marco. Internet. España: Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo, 2014, p. 4. 
Fecha de consulta: 2 de septiembre de 2019. Rescatado 
de:https://www.uaeh.edu.mx/docencia/P_Presentaciones/prepa3/Presentaciones_Enero_Junio_
2014/Definicion%20de%20Internet.pdf  
149 Diccionario del español jurídico. España: Real Academia Española, 2019. Fecha de consulta: 
2 de septiembre de 2019. Rescatado de: https://dej.rae.es/lema/internet  
150 Historia de internet. España: Facultad de Informática de Barcelona. Fecha de consulta: 1 
septiembre de 2019. Rescatado de:https://www.fib.upc.edu/retroinformatica/historia/internet.html 

https://www.uaeh.edu.mx/docencia/P_Presentaciones/prepa3/Presentaciones_Enero_Junio_2014/Definicion%20de%20Internet.pdf
https://www.uaeh.edu.mx/docencia/P_Presentaciones/prepa3/Presentaciones_Enero_Junio_2014/Definicion%20de%20Internet.pdf
https://dej.rae.es/lema/internet
https://www.fib.upc.edu/retro-informatica/historia/internet.html
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al mundo tecnológico y virtual, ha tenido fuerte trascendencia en las relaciones 

interpersonales y ha ido creciendo en el mercado internacional. En 1997 se lanzó 

la primera red social conocida como SixDegrees y hasta el momento se han 

creado otras tales como Twitter, Snapchat, Facebook, Intagram, entre otras, que 

para el caso que nos ocupa se analizarán las dos últimas mencionadas.  

 

Comenzaremos definiendo qué es una red social, su caracterización y sus 

elementos, antes de proseguir con el estudio de la normativa vigente en 

Colombia.  

 

3.1. Definición de red social 

 

El Diccionario de la Real Academia Española, las define como un  

 

Servicio de la sociedad de la información que ofrece a los usuarios una plataforma de 
comunicación a través de internet para que estos generen un perfil con sus datos 
personales, facilitando la creación de comunidades con base en criterios comunes y 
permitiendo la comunicación de sus usuarios, de modo que pueden interactuar mediante 
mensajes, compartir información, imágenes o vídeos, permitiendo que estas publicaciones 
sean accesibles de forma inmediata por todos los usuarios de su grupo151.  

 

Como la anterior, existen infinidades de definiciones acerca de ella como se verá 

a continuación: 

 

“Las redes sociales son servicios prestados a través de Internet que te permiten 

generar un perfil público, en el que puedes plasmar datos personales e 

información de ti mismo, orientándote a través de herramientas que te permiten 

interactuar con otros internautas. 

 

 
151 Diccionario del español jurídico. España: Real Academia Española, 2019. Fecha de consulta: 
3 de septiembre de 2019. Rescatado de: https://dej.rae.es/lema/red-social 

https://dej.rae.es/lema/red-social
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Estos nuevos servicios se configuran como poderosos canales de comunicación 

e interacción, que te permiten crear grupos de seguidores: pasatiempos, 

comunicación, empleo, etc”152. 

 

“Las redes sociales en línea, como LinkedIn, Facebook o Tuenti, son servicios 

basados en la web que permiten a sus usuarios relacionarse, compartir 

información, coordinar acciones y en general, mantenerse en contacto. Estas 

aplicaciones son la nueva forma en la que se representa nuestra red social, pero 

también son el modo en el que se construye nuestra identidad on-line y el cauce 

mediante el que se agrega y comparte nuestra actividad en la red”153. 

 

“Las redes sociales son lugares en Internet donde las personas publican y 

comparten todo tipo de información, personal y profesional, con terceras 

personas, conocidos y absolutos desconocidos”154.  

 

“Las redes sociales no deben entenderse como simples herramientas 

tecnológicas para el intercambio de mensajes, si en algún momento de su corta 

historia lo fueron, sino como auténticos medios para la comunicación, la 

interacción y la participación global”155. 

 

De lo precedente se concluye, en primer lugar, que las redes sociales son 

servicios digitales. Por un lado servicio es “Toda actividad, labor o trabajo 

prestado por una persona natural o jurídica, sin relación laboral con quien 

 
152 Redes sociales: El uso y el abuso. Colombia: Universidad Libre. Fecha de consulta: 3 de 
septiembre de 2019. Rescatado de: http://www.unilibre.edu.co/bogota/ul/noticias/noticias-
universitarias/2349-redes-sociales-el-us-y-el-abuso 
153 ORIHUELA, José. Internet: la hora de las redes sociales. Nueva revista 119, 2008, p. 58. 
Fecha de consulta: 3 de septiembre de 2019. Rescatado: 
https://dadun.unav.edu/bitstream/10171/2962/1/nueva_revista_08.pdf P.58 
154 CELAYA, Javier. La Empresa en la WEB 2.0. España: Editorial Grupo Planeta, 2008. 
155 GARCÍA, María; DEL HOYO, Mercedes; & FERNÁNDEZ, Cristóbal. Jóvenes comprometidos 
en la Red: El papel de las redes sociales en la participación social activa. España: Grupo 
Comunicar, 2014, vol. XXI, núm.43, p. 36. Fecha de consulta: 5 de septiembre de 2019. 
Rescatado de:  https://www.redalyc.org/pdf/158/15831058005.pdf 

http://www.unilibre.edu.co/bogota/ul/noticias/noticias-universitarias/2349-redes-sociales-el-us-y-el-abuso
http://www.unilibre.edu.co/bogota/ul/noticias/noticias-universitarias/2349-redes-sociales-el-us-y-el-abuso
https://dadun.unav.edu/bitstream/10171/2962/1/nueva_revista_08.pdf
https://www.redalyc.org/pdf/158/15831058005.pdf
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contrata la ejecución, que se concreta en una obligación de hacer, sin importar 

que en la misma predomine el factor material o intelectual, y que genera una 

contraprestación en dinero o en especie, independientemente de su 

denominación o forma de remuneración”156. Por su parte, digital es «Dicho de un 

dispositivo o sistema: Que crea, presenta, transporta o almacena información 

mediante la combinación de bits [“Voz tomada del inglés bit —acrónimo de 

bi[nary digi]t—, que significa, en informática, ‘unidad de medida de información 

equivalente a la elección entre dos posibilidades igualmente probables’”157]»158. 

 

Además, este servicio digital se presta en una plataforma digital o de 

comunicación, es decir, un medio o herramienta de carácter informático, que 

significa un “Conjunto de conocimientos científicos y técnicas que hacen posible 

el tratamiento automático de la información por medio de computadoras”. Dicho 

servicio se presta a través de Internet, lo cual ya se mencionó precedentemente 

cuando se relacionó la historia y definición de la misma.  

 

En estos medios virtuales, dado que no son físicos sino relativos al internet que 

funciona a través de la tecnología, se crean comunidades con el ingreso de las 

personas a las redes sociales como usuarios de las mismas, generándose 

perfiles o cuentas, como su identidad virtual, a partir de los datos personales que 

se suministran. Conforme el artículo 3 de la Ley 1581 de 2012, un dato personal 

es “Cualquier información vinculada o que pueda asociarse a una o varias 

personas naturales determinadas o determinables”159, es decir, son 

singularidades de los sujetos, objeto del derecho fundamental de Habeas Data 

(art. 15 C.P.C) y, a pesar de su importancia en el ordenamiento jurídico 

 
156 LEAL, Hildebrando. Diccionario Jurídico. Colombia: Leyer Editores, 2015.  
157 Diccionario del español jurídico. España: Real Academia Española, 2019. Fecha de consulta: 
5 de septiembre de 2019. Rescatado de: http://lema.rae.es/dpd/srv/search?key=bit 
158 Diccionario del español jurídico. España: Real Academia Española, 2019. Fecha de consulta: 
5 de septiembre de 2019. Rescatado de: https://dle.rae.es/srv/search?m=30&w=digital 
159  CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley sobre Protección de Datos 
Personales, Ley Estatutaria 1581 de 2012, art. 3. Fecha de consulta: 6 de septiembre de 2019. 

http://lema.rae.es/dpd/srv/search?key=bit
https://dle.rae.es/srv/search?m=30&w=digital
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colombiano por cuanto su protección, sobre la que, además, tratan los términos, 

condiciones y/o políticas en uno de sus apartados, no hace parte del desarrollo 

de la presente investigación. Sin embargo, debe decirse que sobre ellos se ejerce 

un tratamiento (“Cualquier operación o conjunto de operaciones sobre datos 

personales, tales como la recolección, almacenamiento, uso, circulación o 

supresión”160), que es de carácter automatizado, a lo que cabe agregar que estas 

bases de datos también son automatizadas pues “(…) se almacenan y 

administran con la ayuda de herramientas informáticas”161. 

 

Una vez se crean los perfiles de estos usuarios se generan comunidades con 

base a criterios comunes, dado que existe la posibilidad de agregar 

amigos/conocidos, seguir a desconocidos, ya sea con fines de interactuar con 

ellos para establecer contacto o incluso realizar otro tipo de actividades como 

comercio, y a partir de ello dejar que vean el contenido propio que se publica y, 

a su vez, en algunas ocasiones, observar el de los demás. Debe resaltarse que 

estas cuentas pueden hacerse totalmente abiertas al público, limitar el contenido 

que pueden ver los demás o impedir en su totalidad el acceso. Así, se abre un 

campo para la interacción online o en línea (conectado a la red, que para el caso 

es internet), lo que hace que las redes sociales, como herramientas tecnológicas, 

sean auténticos medios de comunicación propios de la globalización (proceso de 

integración de los países en distintos ámbitos como el cultural, económico, 

político, social).  

 

Es así, como las redes sociales se constituyen como parte del cierre de las 

brechas que generan las distancias, a partir de la creación de vínculos de 

comunicación interactivos e inmediatos, es decir, un sistema interrelacionado e 

interconectado, en el que los usuarios son consumidores y a la vez creadores de 

 
160 Ibídem.  
161 MINISTERIO DE COMERCIO, INDUSTRIA Y TURISMO. Decreto Único Reglamentario del 
Sector Comercio, Industria y Turismo, Decreto 1074 de 2015, art. 2.2.2.26.2.6. Fecha de consulta: 
6 de septiembre de 2019.  
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contenido. Dado que lo que se envían en estas plataformas son mensajes, que 

para el caso se corresponden a mensajes de datos (“La información generada, 

enviada, recibida, almacenada o comunicada por medios electrónicos, ópticos o 

similares, como pudieran ser, entre otros, el Intercambio Electrónico de Datos 

(EDI), Internet, el correo electrónico, el telegrama, el télex o el telefax”162) debe 

hacerse la relación así: existe un emisor que envía el mensaje de datos a un 

receptor, y a su vez ellos son receptores y emisores, respectivamente. Estos 

mensajes se envían a través de un canal que es la red social. 

 

Es importante indicar que las redes sociales, tal como se concluye de lo que 

hemos visto, hacen parte de lo que se considera como sociedad de la 

información, es decir,  

 

(…) aquella en la cual las tecnologías que facilitan la creación, distribución y manipulación 
de la información juegan un papel importante en las actividades sociales, culturales y 
económicas debe estar centrada en la persona, integradora y orientada al desarrollo, en 
que todos puedan crear, consultar, utilizar y compartir la información y el conocimiento, 
para que las personas, las comunidades y los pueblos puedan emplear plenamente sus 
posibilidades en la promoción de su desarrollo sostenible y en la mejora de su calidad de 
vida163 (sic).  

 

Todo esto se enmarca entre lo que se conoce como las Tecnologías de 

Información y Comunicación –TIC-, que  

(…) se constituye en un término sombrilla que permite agrupar a los dispositivos, aparatos, 
métodos electrónicos y aplicaciones que ayudan a que la sociedad se comunique o acceda 
a los datos que requieren para sus actividades diarias. Éstas incluyen radio, televisión, 
celulares, computadores, tabletas digitales, infraestructura de redes y sistemas de 
satélites, por ejemplo.  
 
Sin embargo, el alcance de este término es mucho mayor, pues también comprende al 
software, las aplicaciones y los servicios que están asociados con todos esos equipos, 
como las videoconferencias, las herramientas de mensajería instantánea, los videojuegos 
o las plataformas de aprendizaje virtual, por ejemplo.  
 

 
162 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 527 de 1999, art. 2. Fecha de consulta: 
7 de septiembre de 2019.  
163 MINISTERIO DE TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LAS COMUNICACIONES. 
Sociedad de la Información. Colombia: MinTic, 2019. Fecha de consulta: 6 de septiembre de 
2019. Rescatado de:  https://www.mintic.gov.co/portal/inicio/5305:Sociedad-de-la-Informacion 

https://www.mintic.gov.co/portal/inicio/5305:Sociedad-de-la-Informacion
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A grandes rasgos, son todas las tecnologías que permiten acceder, producir, guardar, 
presentar y transferir información. Con la llegada de Internet, las TIC han visto un avance 
sin precedentes en la historia, al punto de permitir el intercambio de datos e información 
de forma rápida y en todas las partes del planeta. 

 

En definitiva, las redes sociales hacen parte de un fuerte fenómenos global a 

partir del cual se permite la comunicación entre personas de todo el mundo y que 

ha cambiado la forma en la que nos relacionamos. Entre estas encontramos a 

Facebook e Instagram, parte de la misma compañía Facebook Inc. 

 

Facebook fue fundada el 4 de febrero de 2004164 y de acuerdo a la sección 

“Información” se define como: “(…) una utilidad social que ayuda a las personas 

a comunicarse más eficazmente con sus amigos, familiares y compañeros de 

trabajo”165. Su misión es “Dar a la gente el poder de crear comunidades y acercar 

más al mundo”166. Facebook “(…) desarrolla tecnologías que facilitan el 

intercambio de información a través del gráfico social, el mapa digital de las 

conexiones que existen entre las personas en el mundo real. Cualquier persona 

puede registrarse en Facebook e interactuar con la gente que conoce en un 

entorno de confianza. Facebook forma parte de la vida de millones de personas 

en todo el mundo”167.  

 

Por su parte, Instagram fue fundada el 6 de octubre del año 2010168. Con base 

en la sección “Servicio de Instagram” esta red social “incluye todos los productos, 

las funciones, las aplicaciones, los servicios, las tecnologías y el software de 

 
164 FACEBOOK INC. FACEBOOK Newsroom, Información de la empresa. Estados Unidos: 2019. 
Fecha de consulta: 14 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://www.facebook.com/pg/facebook/about/?ref=page_internal 
165 FACEBOOK INC. FACEBOOK enespanol, Información, Descripción de la empresa. Estados 
Unidos: 2019. Fecha de consulta: 14 de agosto de 2019. Rescatado de 
https://www.facebook.com/pg/enespanol/about/?ref=page_internal 
166Ibídem  
167 Ibídem  
168 FACEBOOK INC. Info Center, Instagram Launches. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 
23 de agosto de 2019. Rescatado de https://instagram-press.com/blog/2010/10/06/instagram-
launches-2/ 

https://www.facebook.com/pg/facebook/about/?ref=page_internal
https://www.facebook.com/pg/enespanol/about/?ref=page_internal
https://instagram-press.com/blog/2010/10/06/instagram-launches-2/
https://instagram-press.com/blog/2010/10/06/instagram-launches-2/
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Instagram que ofrece para cumplir el propósito de la plataforma, esto es, 

conectarte con las personas y las cosas que te importan”169. Sus objetivos son  

 

(…) prestar apoyo a aplicaciones y servicios de distinta naturaleza. En primer lugar, la 
ofrece a los miembros de (…) [la] comunidad para que puedan compartir su propio 
contenido con aplicaciones o servicios. Asimismo, apoyan a las aplicaciones y los servicios 
que ayudan a las marcas y los anunciantes a conocer mejor a su público y administrarlo, 
a desarrollar su estrategia de contenido y a obtener derechos digitales. Por último, también 
es objetivo de la Plataforma de Instagram ayudar a los emisores y editores a descubrir 
contenido, obtener los derechos digitales relativos al contenido multimedia y compartir 
dicho contenido a través de inserciones web170.  

 

Posteriormente, el 9 de noviembre 2012, Instagram aceptó ser adquirida por 

Facebook171 y, a partir de entonces, su propietario es el mismo, es decir, 

Facebook Inc. 

 

Es importante establecer los sujetos que hacen parte de las redes sociales con 

el fin de propiciar mayor comprensión acerca de las mismas; sin embargo, 

téngase en cuenta que las personas de interés para la presente investigación 

son solamente el administrador de la red social y el usuario-consumidor: 

 

- Usuarios: es aquel sujeto que, a partir del registro que realiza en la red 

social, crea una cuenta o perfil que lo identifica en dicho medio virtual, con 

el fin de mantener comunicación interactiva e inmediata con los demás 

miembros de la comunidad (otros usuarios). Este es el mismo consumidor, 

 
169 FACEBOOK INC. Servicio de ayuda, Centros de privacidad y seguridad, Condiciones de uso. 
Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 23 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://help.instagram.com/581066165581870/?helpref=hc_fnav&bc[0]=Ayuda%20de%20Instag
ram&bc[1]=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad 
170 FACEBOOK INC. Servicio de ayuda, Centros de privacidad y seguridad, Política de la 
plataforma. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 23 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://help.instagram.com/581066165581870/?helpref=hc_fnav&bc[0]=Ayuda%20de%20Instag
ram&bc[1]=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad 
171 FACEBOOK INC. Info Center, Instagram + Facebook. Estados Unidos: 2019. Fecha de 
consulta: 23 de agosto de 2019. Rescatado de https://instagram-
press.com/blog/2012/04/09/instagram-facebook/ 

https://help.instagram.com/581066165581870/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://help.instagram.com/581066165581870/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://help.instagram.com/581066165581870/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://help.instagram.com/581066165581870/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://instagram-press.com/blog/2012/04/09/instagram-facebook/
https://instagram-press.com/blog/2012/04/09/instagram-facebook/
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como ya se explicó con anterioridad al definir al usuario como sujeto de la 

relación contractual del negocio jurídico de suscripción de redes sociales.  

 

- Administrador de la red social (para el caso Facebook Inc.): es el titular de 

la red social, es decir, el propietario de un activo intangible, quien se 

encarga, además, de la organización de la plataforma. Es el otro sujeto que 

celebra el contrato mencionado previamente.  

 

- Desarrolladores de aplicaciones: son aquellas personas encargadas de 

crear aplicaciones, usuarios y páginas de pruebas, así como de realizar 

modificación a la configuración técnica de estas para ejecutarlas, editarlas 

y probarlas. 

 

- Administrador de aplicaciones: es quien tienen total acceso y disposición 

sobre una aplicación, y sus funciones. 

 

- Evaluador de aplicaciones: son aquellas personas que prueban la 

aplicación en el modo de desarrollo. 

 

- Usuario de Analytics: se encargan de realizar estadísticas de una 

aplicación. 

 

- Operadores de sitios web: son aquellas personas que administran una 

página web desarrollada dentro de la red social.  

3.2. Marco jurídico de las redes sociales en Colombia 

 

En Colombia no existen normas legales ni reglamentarias sobre redes sociales 

en general (aquellas que utilizan todas las personas para relacionarse); sin 

embargo, para realizar un acercamiento a este tema, en el presente capítulo se 
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desarrollará la regulación de asuntos que rodean la materia y se analizará la 

evolución que la jurisprudencia ha realizado sobre estos medios digitales.  

 

Atendiendo a que la Corte Constitucional es incipiente en el estudio de conflictos 

que surgen a través de las redes sociales, toda vez que el tópico está en 

construcción, lo poco que se ha analizado son las situaciones que involucran la 

vulneración de derechos fundamentales. Por ejemplo, controversias en torno al 

derecho de la libertad de expresión, la intimidad, la honra y el buen nombre son 

los más usuales, también encontramos reclamaciones para retiro de 

publicaciones e información de páginas de internet, redes sociales, o de 

contenidos de medios de comunicación tradicionales y la plataforma Google.  

 

Cabe mencionar que la Corte Constitucional, con la intención de determinar si es 

conveniente la regulación o fijación de lineamientos para la resolución de 

controversias en estas plataformas digitales, en una audiencia pública celebrada 

el 28 de febrero de 2019 analizó “(…) tres acciones de tutela (acumuladas) en 

relación con el derecho a la libertad de expresión en las plataformas digitales 

(control, responsabilidad, límites y autorregulación), con ponencia del Magistrado 

José Fernando Reyes Cuartas”. En dicha audiencia se estudiaron tres pilares 

fundamentales: “(…) (i) El ejercicio del derecho a la libertad de expresión en el 

uso de las plataformas digitales –redes sociales, blogs, etc-; (ii) control y 

responsabilidad en punto de las publicaciones hechas por los usuarios; y (iii) la 

autorregulación en el uso de las plataformas digitales, a partir del manejo 

estructural del lenguaje y la publicación de imágenes”172.  

 

En la citación fueron convocados 32 exponentes, entre ellos, representantes de 
Facebook y Google, así como expertos en libertad de expresión, periodistas, el 

 
172 REYES, José. Audiencia Pública 28 de febrero de 2019. Libertad de expresión en el uso de 
plataformas digitales. Colombia: Corte Constitucional, 2019. Fecha de consulta: 7 de septiembre 
de 2019. Rescatado de: http://www.corteconstitucional.gov.co/noticia.php?Audiencia-Publica-28-
de-febrero-de-2019.-Libertad-de-expresion-en-el-uso-de-plataformas-digitales--M.P.-Jose-
Fernando-Reyes-Cuartas.-8692 

http://www.corteconstitucional.gov.co/noticia.php?Audiencia-Publica-28-de-febrero-de-2019.-Libertad-de-expresion-en-el-uso-de-plataformas-digitales--M.P.-Jose-Fernando-Reyes-Cuartas.-8692
http://www.corteconstitucional.gov.co/noticia.php?Audiencia-Publica-28-de-febrero-de-2019.-Libertad-de-expresion-en-el-uso-de-plataformas-digitales--M.P.-Jose-Fernando-Reyes-Cuartas.-8692
http://www.corteconstitucional.gov.co/noticia.php?Audiencia-Publica-28-de-febrero-de-2019.-Libertad-de-expresion-en-el-uso-de-plataformas-digitales--M.P.-Jose-Fernando-Reyes-Cuartas.-8692
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Procurador y el Fiscal y voceros de entidades como el Ministerio de Educación y la 
Superintendencia de Industria y Comercio (SIC). 
 
(…) 
 
Inmediatamente las compañías de tecnología expresaron su posición. “Los 
administradores de plataformas no deben ser responsables de contenidos de 
terceros”, sentenció el representante de Google Lorenzo Villegas”. Argumentó que los 
jueces son los que deben decidir sobre la legalidad del contenido publicado en estas 
plataformas debido a que esto requiere de análisis detallado. “Los derechos de los usuarios 
de Internet se resuelven de manera eficaz con el recurso de tutela. Una vez un juez da la 
orden e identifica la URL, Google la procesa”, resaltó Villegas173.  

 

Luego del debate, llegaron a la conclusión de que estos asuntos  

(…) deben seguir siendo revisados de forma individual y que en el estudio para ordenar el 
retiro de publicaciones es determinante la magnitud de la afectación provocada.  
 
"La magnitud del daño está determinada por: el contenido del mensaje, el medio a 
través del cual se difunde (es diferente un periódico a una cuenta de 20 usuarios), el 
número de reproducciones, la periodicidad, la reiteración de las publicaciones, si las 
personas tienen o no la posibilidad de defenderse", precisó la presidenta de la corte, 
magistrada Gloria Ortiz174 (sic).  

 

Es decir, se decidió mantener los criterios que se han manejado, incluyendo la 

prohibición de ordenarle a los administradores de redes sociales regular el 

contenido de las publicaciones pues “(…) no pueden ser jueces para proceder a 

retirarlos”175. 

 

Sin embargo, cabe mencionar que actualmente se encuentra radicado el 

proyecto de Ley 179 de 2018 por medio del cual se pretende crear “(…) normas 

de buen uso y funcionamiento de redes sociales y sitios web en Colombia”176. Lo 

 
173 ARANGO, María; & VELÁSQUEZ, Ana. Las redes sociales no deben ser responsables de los 
contenidos’. Colombia: El Tiempo, 2019. Fecha de consulta: 7 de septiembre de 2019. Rescatado 
de: https://www.eltiempo.com/tecnosfera/novedades-tecnologia/audiencia-de-la-corte-
constitucional-sobre-regulacion-de-redes-sociales-332750 
174 "No en toda pelea en redes pueden intervenir los jueces": Corte Constitucional. Colombia: 
Semana, 2019. Fecha de consulta: 7 de septiembre de 2019. Rescatado de:  
https://www.semana.com/nacion/articulo/sentencia-de-la-corte-constitucional-sobre-redes-
sociales/631642 
175 Ibídem.  

176 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Proyectos de Ley Radicados 2018 – 2019. 
Proyecto de Ley 179 de 2018 Redes Sociales. Fecha de consulta: 8 de septiembre de 2019. 

https://www.eltiempo.com/tecnosfera/novedades-tecnologia/audiencia-de-la-corte-constitucional-sobre-regulacion-de-redes-sociales-332750
https://www.eltiempo.com/tecnosfera/novedades-tecnologia/audiencia-de-la-corte-constitucional-sobre-regulacion-de-redes-sociales-332750
https://www.semana.com/nacion/articulo/sentencia-de-la-corte-constitucional-sobre-redes-sociales/631642
https://www.semana.com/nacion/articulo/sentencia-de-la-corte-constitucional-sobre-redes-sociales/631642
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anterior, por cuanto las leyes vigentes regulan únicamente las Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones –TIC–, las cuales deben ser respetadas por 

los administradores de las plataformas virtuales, en tanto prestan sus servicios y 

ejercen sus actividades en Colombia, de manera que se protejan los derechos 

de los usuarios y consumidores del sector de telecomunicaciones e internet en 

general.  

Con respecto a lo anterior, se debe tener en cuenta la Ley 1480 de 2011 o Estatuto 

del Consumidor, pues cualquier persona podrá manifestar sus inconformidades a 

través de los mecanismos que ofrece esta norma, acudiendo ante la 

Superintendencia de Industria y Comercio para denunciar, o a esta o los Jueces 

civiles del circuito, a prevención, para ejercer la acción de protección al 

consumidor. Por otro lado, esta norma contiene en el capítulo sexto regulación para 

la “Protección al consumidor de comercio electrónico”, desde el artículo 49 hasta 

el artículo 54.  

Acerca del uso del comercio electrónico, de los mensajes de datos y de las firmas 

digitales, la Ley 527 de 1999 regula relaciones del mercado conformadas a través 

de medios virtuales y en las cuales intervienen sistemas de información. A pesar 

de que esta norma no reglamenta específicamente las conductas cometidas en 

redes sociales, nos permite observar que las operaciones en las cuales se lleva 

acabo el suministro e intercambio de bienes o servicios pueden realizarse en 

estas plataformas.  

En cuanto a telecomunicaciones, la Ley 1341 de 2009,  

(…) determina el marco general para la formulación de las políticas públicas que regirán el 
sector de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, su ordenamiento 
general, el régimen de competencia, la protección al usuario, así como lo concerniente a 
la cobertura, la calidad del servicio, la promoción de la inversión en el sector y el desarrollo 
de estas tecnologías, el uso eficiente de las redes y del espectro radioeléctrico, así como 
las potestades del Estado en relación con la planeación, la gestión, la administración 
adecuada y eficiente de los recursos, regulación, control y vigilancia del mismo y facilitando 

 
Rescatado de: http://leyes.senado.gov.co/proyectos/index.php/textos-radicados-senado/p-ley-
2018-2019/1326-proyecto-de-ley-179-de-2018 

http://leyes.senado.gov.co/proyectos/index.php/textos-radicados-senado/p-ley-2018-2019/1326-proyecto-de-ley-179-de-2018
http://leyes.senado.gov.co/proyectos/index.php/textos-radicados-senado/p-ley-2018-2019/1326-proyecto-de-ley-179-de-2018
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el libre acceso y sin discriminación de los habitantes del territorio nacional a la Sociedad 
de la Información177.  

Por su parte, la Resolución 202 de 2010 expide el glosario de definiciones 

conforme a lo ordenado por el inciso segundo del artículo 6 de la ley mencionada 

previamente, y suministra en su artículo 3 la definición de proveedor de redes y 

servicios de telecomunicaciones. 

Por otro lado,  en cuanto a normativa penal, la Ley 1273 de 2009 creó un 

nuevo bien jurídico tutelado - denominado "De la protección de la información 

y de los datos"- y preservó integralmente los sistemas que utilicen las 

tecnologías de la información y las comunicaciones, de manera que en el 

Código penal encontramos esto en el título VII BIS comprendido por dos 

capítulos: el capítulo I “De los atentados contra la confidencialidad, la 

integridad y la disponibilidad de los datos y de los sistemas informáticos” que 

contiene los siguientes tipos penales: acceso abusivo a un sistema 

informático (artículo 269A), obstaculización ilegitima de sistema informático 

o red de telecomunicación (artículo 269B), interceptación de datos 

informáticos (artículo 269C), daño informático (artículo 269D), uso de 

software malicioso (artículo 269E), violación de datos personales (artículo 

269F), suplantación de sitios web para capturar datos personales (artículo 

269G); y el capítulo II “De los atentados informáticos y otras infracciones” 

conformado por los delitos: hurto por medios informáticos y semejantes 

(artículo 269I) y transferencia no consentida de activos (artículo 269J).  

Finalmente, en cuanto al impacto de las herramientas virtuales que utiliza el 

Gobierno Nacional para fines informativos y de interacción con las personas, 

encontramos la Ley 1955 de 2019 por la cual se expide el Plan Nacional de 

Desarrollo 2018-2022 "Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad", la cual en el 

 
177 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 1341 de 2009, art. 1. Fecha de 
consulta: 8 de septiembre de 2019.  
 

https://normograma.mintic.gov.co/mintic/docs/resolucion_mintic_0202_2010.htm#3
https://normograma.mintic.gov.co/mintic/docs/ley_1273_2009.htm
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artículo 147 dispone que “Las entidades estatales del orden nacional deberán 

incorporar en sus respectivos planes de acción el componente de transformación 

digital siguiendo los estándares que para este propósito defina el Ministerio de 

Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. En todos los escenarios la 

transformación digital deberá incorporar los componentes asociados a 

tecnologías emergentes, definidos como aquellos de la Cuarta Revolución 

Industrial, entre otros”178. 

Además, en el artículo 148 que modifica el artículo 230 de la Ley 1450 de 2011, 

se consagra que “Todas las entidades de la administración pública deberán 

adelantar las acciones que señale el Gobierno nacional a través del Ministerio de 

Tecnologías de la Información y las Comunicaciones para la implementación de 

la política de Gobierno Digital”179. 

Específicamente, en la Circular 01 de 2019, sí se regula el manejo y uso de redes 

sociales, en concordancia con la Ley 1341 de 2009 y los artículos 21 y 29 del 

Decreto 179 del 8 de febrero de 2019. El Gobierno Nacional presenta una serie 

de recomendaciones sobre las buenas prácticas de utilización de redes sociales 

de servidores públicos y entidades públicas de la rama ejecutiva. En este 

contexto, se entiende que “Las redes sociales institucionales son un mecanismo 

de comunicación entre el Gobierno Nacional, Ia ciudadanía, los empresarios, los 

medios de comunicación, las organizaciones no gubernamentales y la sociedad 

en General”180.  

Por su parte, el artículo 15 de la Constitución Política de Colombia establece lo 

relativo a la privacidad e intimidad de las personas, así como el derecho de 

 
178 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 1955 de 2019, art 147. Fecha de 
consulta: 9 de septiembre de 2019. 
179 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 1450 de 2011, art 148. Fecha de 
consulta: 9 de septiembre de 2019. 
180 PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Circular 01 de 2019. Fecha de consulta: 
9 de septiembre de 2019. 
 

https://normograma.mintic.gov.co/mintic/docs/ley_1450_2011.htm#230
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=36913#1341
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=90564#21
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=90564#29
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Habeas Data, desarrollado por la Ley 1581 de 2012 y el Decreto 1074 de 2015. 

Es conveniente mencionar, que las redes sociales tienen entre sus términos, 

políticas y/o condiciones una sección sobre datos personales, ya que estas 

plataformas virtuales mediante el contrato de suscripción están autorizadas para 

hacer tratamiento de información que recolectan, almacenan, circulan y usan, de 

conformidad con la normativa mencionada previamente.  

Por último, la Ley 1620 de 2013 por la cual se crea el Sistema Nacional de 

Convivencia Escolar y Formación para el Ejercicio de los Derechos Humanos, la 

Educación para la Sexualidad y la Prevención y Mitigación de la Violencia 

Escolar, regula la materia de ciberacoso en redes sociales y, al igual que las 

normas anteriores, no profundiza sobre estos medios digitales en sí mismos.  

En cuanto a normativa internacional relacionada con redes sociales, se 

encuentra únicamente regulación sobre telecomunicaciones, entendida como 

“(…) toda transmisión, emisión o recepción de signos, señales, escritos, 

imágenes, sonidos o informaciones de cualquier naturaleza por hilo, 

radioelectricidad, medios ópticos u otros sistemas electromagnéticos”181. Son las 

siguientes: 

 

- Ley 46 de 1985 - por medio de la cual se aprueba el "Convenio de 

telecomunicaciones", firmado en Nairobi el 6 de noviembre de 1982 y el 

"Reglamento de radiocomunicaciones de la unión internacional de 

telecomunicaciones", adoptado en Ginebra el 6 de diciembre de 1979. 

 

- Ley 45 de 1986 - por medio de la cual se aprueba al “Convenio Básico de 

Telecomunicaciones entre la República de Colombia y la República de 

Chile”, firmado en Bogotá el 2 de diciembre de 1983. 

 
181 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 172 de 1994, art. 11-01. Fecha de 
consulta: 9 de septiembre de 2019.  
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- Ley 172 de 1994 - por medio de la cual se aprueba el Tratado de Libre 

Comercio entre los Gobiernos de Estados Unidos Mexicanos, la República 

de Colombia y la República de Venezuela, el cual contiene en su Capítulo 

XI el desarrollo de las Telecomunicaciones, con el fin de garantizar que las 

partes tengan acceso a redes y servicios públicos de transporte de 

telecomunicaciones y su uso.  

 

- Ley 252 de 1995 - por medio de la cual se aprueban la "Constitución de la 

unión internacional de telecomunicaciones", el "Convenio de la unión 

internacional de telecomunicaciones", el “Protocolo facultativo sobre la 

solución obligatoria de controversias relacionadas con la constitución de la 

unión internacional de telecomunicaciones”, el "Convenio de la unión 

internacional de telecomunicaciones" y los reglamentos administrativos, 

adoptados en Ginebra el 22 de diciembre de 1992. 

 

- Ley 1143 de 2007 - por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo de 

promoción comercial entre la República de Colombia y los Estados Unidos 

de América”, sus “Cartas Adjuntas” y sus “Entendimientos”, suscritos en 

Washington el 22 de noviembre de 2006 - capítulos 

14 (Telecomunicaciones) y 15 (Comercio Electrónico). 

También, a nivel internacional, en materia penal, la ley 1928 de 2018 aprueba el 

“Convenio sobre la Ciberdelincuencia”, adoptado el 23 de noviembre de 2001, en 

Budapest. 

Finalmente, en cuanto a libertad de expresión, existe la Declaración Conjunta 

Sobre la Libertad de Expresión de Internet de 2001.  

En cuanto a normativa internacional sobre redes sociales, como ya se mencionó, 

no existe regulación, sobre lo cual Gabriel Levy, profesor de la Universidad 
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Externado, consultor y asesor en telecomunicaciones, señala «La Unión Europea 

se asignó esa tarea, (…) y ha venido haciendo un ejercicio interesante. Sin 

embargo, por ahora, cada ley o derecho es aún un ejercicio experimental, (…) 

conseguido sin reglas ni manuales, y mucho menos verdades absolutas que 

hagan de cualquiera de estas regulaciones “hijas” de la era de Internet un asunto 

global»182.  

También, Julio Téllez Valdés, abogado procedente de la Universidad Autónoma 

de México, opina sobre ello que “El intentar regular Internet no es una idea nueva, 

lleva tiempo y lo que se ha tratado de recurrir es a la llamada autorregulación de 

los estados, del servicio, de las redes y de todos los usuarios que estamos 

vinculados a las redes sociales para que establezcamos reglas de 

comportamiento”183.  

Se deja de presente que sobre las normas mencionadas anteriormente no vamos 

a profundizar debido a que no son reguladoras del tema principal que 

corresponde a redes sociales y no aportan marco normativo aplicable 

directamente al objeto de la investigación. Las señalamos dado que son asuntos 

que están relacionados con estas plataformas virtuales que se encuentran bajo 

estudio.  

Ahora bien, procederemos a revisar los pronunciamientos sobre redes sociales 

realizados por la Corte Constitucional de manera progresiva, debido a que es la 

única alta Corte que ha estudiado el tema. Debe aclararse, que los siguientes 

fallos se relacionaron por años y no por temáticas, con el fin de que se 

 
182 ¿Cuáles leyes regulan el internet en el mundo? Colombia: El Colombiano, 2019. Fecha de 
consulta: 10 de septiembre de 2019. Rescatado de: https://www.elcolombiano.com/tecnologia/el-
mundo-digital-trae-sus-reglas-HK10382775  
183 AGUILAR, Lucía. Convenio internacional podría servir para regular redes sociales. Costa Rica: 
Universidad de Costa Rica, Semanario Universidad, 2010. Fecha de consulta: 10 de septiembre 
de 2019. Rescatado de: https://semanariouniversidad.com/universitarias/convenio-internacional-
podra-servir-para-regular-redes-sociales/ May 05, 2010 17:32pm 

https://www.elcolombiano.com/tecnologia/el-mundo-digital-trae-sus-reglas-HK10382775
https://www.elcolombiano.com/tecnologia/el-mundo-digital-trae-sus-reglas-HK10382775
https://semanariouniversidad.com/universitarias/convenio-internacional-podra-servir-para-regular-redes-sociales/
https://semanariouniversidad.com/universitarias/convenio-internacional-podra-servir-para-regular-redes-sociales/


96 
 

evidenciara el desarrollo jurisprudencial a través del tiempo, al mencionar a las 

redes sociales como instrumentos de nuestra realidad.  

Es importante empezar advirtiendo que en la sentencia C-1147 de 2001, la Corte 

se pronunció sobre el ámbito de acción del juez constitucional frente a los 

conflictos que se suscitan en las relaciones generadas mediante la utilización de 

Internet, manifestando que «(…) aun cuando Internet representara un espacio 

virtual, o si se quiere una ficción, los derechos de las personas que se involucran 

en el ciberespacio no pueden ser considerados “virtuales” ni “abstracciones”»184. 

En este sentido afirmó en aquella ocasión que:  

En este nuevo escenario tecnológico, en pleno desarrollo, los mandatos expresados en la 
Carta Política cobran un significado sustancial que demanda del juez constitucional la 
protección de los derechos reconocidos a todas las personas, pues se trata de garantías 
que también resultan aplicables en ese ámbito. En Internet, entonces, puede haber una 
realidad virtual pero ello no significa que los derechos, en dicho contexto, también lo sean. 
Por el contrario, no son virtuales: se trata de garantías expresas por cuyo goce efectivo en 
el llamado “ciberespacio” también debe velar el juez constitucional185 (Subrayado fuera de 
texto original). 

La primera vez que este Tribunal abordó un tema relacionado con redes sociales, 

fue en la sentencia T-713 de 2010:  

(…) la envergadura del impacto que representan las tecnologías de la información en las 
sociedades contemporáneas, los casos tratados hasta ahora por la Corte Constitucional 
son pocos. Es probable que en los años venideros sea este un tema que imponga nuevos 
retos a las personas y, consecuentemente, a los jueces de la República cuando su 
intervención sea requerida. Será pues, caso a caso, que la jurisprudencia constitucional 
seguirá avanzando en dibujar y delinear los límites de estas nuevas dimensiones de los 
derechos, en plena evolución y transformación186.  

 
184 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-1147 de 2001. Citada por CONGRESO DE LA 
REPÚBLICA DE COLOMBIA. Colombia Proyecto de Ley sobre regulación del buen uso y 
funcionamiento de redes sociales y sitios web – 2018. Colombia: CELE, 2018. Fecha de consulta: 
13 de septiembre de 2019. Rescatado de: https://observatoriolegislativocele.com/colombia-
proyecto-de-ley-sobre-regulacion-del-buen-uso-y-funcionamiento-de-redes-sociales-y-sitios-
web-2018/ 
185 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-1147 de 2001. M.P. Manuel José Cepeda 
Espinosa, 2001. Fecha de consulta: 13 de septiembre de 2019.  
186 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-713 de 2010. M.P. María Victoria Calle Correa, 
2010. Fecha de consulta: 13 de septiembre de 2019.  

https://observatoriolegislativocele.com/colombia-proyecto-de-ley-sobre-regulacion-del-buen-uso-y-funcionamiento-de-redes-sociales-y-sitios-web-2018/
https://observatoriolegislativocele.com/colombia-proyecto-de-ley-sobre-regulacion-del-buen-uso-y-funcionamiento-de-redes-sociales-y-sitios-web-2018/
https://observatoriolegislativocele.com/colombia-proyecto-de-ley-sobre-regulacion-del-buen-uso-y-funcionamiento-de-redes-sociales-y-sitios-web-2018/
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Unos años más tarde, en la sentencia T-260 de 2012, esta Corporación abordó 

un asunto relacionado con los riesgos que existen en las redes sociales frente a 

derechos fundamentales:  

La afectación de estos derechos va de la mano, en gran medida, del desconocimiento de 
los usuarios acerca del funcionamiento y reglamentación de estas plataformas, pues la 
falta de privacidad en los perfiles y la publicación de información personal y datos 
especialmente protegidos como vivencias, gustos, ideología y experiencias sin ninguna 
restricción, se constituye en una fuente de riesgo para los derechos fundamentales de los 
usuarios.  

(…) 

[Dicha afectación] (…) puede generarse en el momento en el cual el usuario se registra en 
la red escogida, durante su participación en la plataforma, e incluso en el momento en que 
decide dejar de utilizar el servicio. 

(…) 

Los derechos de los usuarios pueden verse afectados además con la publicación de 
contenidos e información en la plataforma –fotos, videos, mensaje, estados, comentarios 
a publicaciones de amigos-, “pues los alcances sobre la privacidad de los mismos pueden 
tener un alcance mayor al que consideró el usuario en un primer momento, ya que estas 
plataformas disponen de potentes herramientas de intercambio de información, de 
capacidad de procesamiento y de análisis de la información facilitada por los usuarios187. 

Esta sentencia tomó como base el análisis del Instituto Nacional de Tecnologías de la 

Comunicación y la Agencia Española de Protección de Datos, en el que se destacó 

que los riesgos por suministrar datos personales en redes sociales estaban dados por:  

(i) la posibilidad de terceros de acceder a información personal de los usuarios, lo que 
puede conllevar al uso malintencionado de la misma, (ii) el peligro de la publicación de 
información falsa o inexacta sin autorización del usuario, (iii) la aceptación de condiciones 
de riesgo que puede implicar la cesión de derechos sobre los contenidos que se alojan en 
la plataforma, (iv) el registro del usuario y la posterior configuración del perfil que son 
eventos importantes a la hora de determinar la privacidad de los datos personales, (v) el 
poder de difusión que la persona no consideró en un inicio, (vi) la posibilidad de que el 
usuario sea ubicado geográficamente mediante su dirección IP y (vii) la posibilidad de 
acceder a la información persiste con posterioridad a la cancelación de la cuenta pues ésta 
puede quedar almacenada en otros perfiles188. 

 
187 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-260 de 2012. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, 
2012. Fecha de consulta: 13 de septiembre de 2019. 
188 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-260 de 2012. Citada por CORTE 
CONSTITUCIONAL. Sentencia T-725 de 2016. M.P. Aquiles Arrieta Gómez, 2016. Fecha de 
consulta: 13 de septiembre de 2019.  
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«Otro de los riesgos señalados en el texto mencionado, hacen referencia a que en 
ocasiones las redes sociales permiten a los motores de búsqueda de internet indexar en 
sus búsquedas los perfiles de los usuarios, junto con información de contactos y perfiles 
de amigos, lo que puede llegar a afectar la privacidad del usuario, la protección de sus 
datos y dificultad en el proceso de eliminación de los mismos del internet. 

Constituyen riesgo para los derechos fundamentales, además: 

-“La posibilidad que tiene estas plataformas de ubicar geográficamente al usuario a través 
de la dirección IP y conocer el dispositivo desde el que se conecta, para contextualizar los 
contenidos y la publicidad mostrada. Este hecho puede considerarse como una intromisión 
en las rutinas del usuario que puede suponer un grave menoscabo de su derecho a la 
intimidad”.  
 
- “A pesar de la cancelación de la cuenta, en ocasiones, la información intima del usuario 
puede continuar publicada y ser accesible desde los perfiles de otros usuarios, además de 
indexada y almacenada en la caché de los distintos buscadores existentes en internet”»189 
(sic). 

 

Finalmente, se enlista una serie de recomendaciones a la industria (empresas 

que proveen los servicios de acceso a internet, desarrollan las aplicaciones o las 

redes sociales digitales), a fin de lograr la protección de los menores en la 

Sociedad de la Información190. Para ello, se remitió a las recomendaciones del 

Memorandum de Montevideo sobre la protección de datos personales y la vida 

privada en las redes sociales en internet, en particular de niños y niñas. Dentro 

de las que se destacan: 

 

- No permitir la recopilación, tratamiento, difusión, publicación o transmisión a terceros 
de datos personales, sin el consentimiento explicito de la persona concernida. Se debe 
restringir el uso de la información recogida con cualquier otra finalidad diferente a la que 
motivo su tratamiento, y en especial a la creación de perfiles de comportamiento. 
 
(…)  
 
- Las reglas sobre privacidad de las páginas web, servicios, aplicaciones, entre otros, 
deberían ser explicitas, sencillas y claras, explicadas en un lenguaje adecuado para niñas, 
niños y adolescentes. 
 
- Toda red social digital debe indicar explícitamente en la parte relativa a la publicidad 
contenida en su política de privacidad, sobre los anuncios publicitarios e informar 
claramente, en especial a los menores, sobre el hecho de que las informaciones 

 
189 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-260 de 2012. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, 
2012. Fecha de consulta: 13 de septiembre de 2019. 
190 Ibídem.  



99 
 

personales de los perfiles personales de los usuarios se emplean para enviar publicidad 
según cada perfil. 
 
- Toda red social digital debe indicar de manera clara la razón que motiva el exigir ciertos 
datos personales, como la fecha de nacimiento y la fecha de creación de la cuenta. 
 
- Toda red social digital, sistema de comunicación o base de datos deberá contar con 
formas de acceso a la información, rectificación y eliminación de datos personales para 
usuarios o no usuarios, tomando en consideración las limitantes de la ley. 
 
- Debe impedirse la indexación de los usuarios de las redes sociales digitales por parte de 
los buscadores, salvo que el usuario haya optado por esta función. La indexación de 
información de niños y niñas debe estar prohibida en todas sus formas, en caso de 
adolescentes estos deben autorizar de forma expresa la indexación de los mismos. 
 
- Toda red social digital debe establecer las medidas necesarias para limitar el acceso por 
parte de los terceros que desarrollan las diferentes aplicaciones que el servicio ofrece 
(juegos, cuestionarios, anuncios y otros), a los datos personales de los usuarios cuando 
estos no sean necesarios ni pertinentes para el funcionamiento de dichas aplicaciones. 
 

- Para facilitar el acceso a la justicia de los usuarios, cada empresa proveedora de 
redes sociales digitales debe fijar un domicilio o representante legal en los países en que 
esa red social tiene un uso significativo o por requerimiento del estado191 (sic). 

 

Posteriormente, la sentencia T-550 de 2012 al pronunciarse sobre libertad 

de expresión y difusión de pensamiento en redes sociales, incorpora un 

fragmento sobre una Declaración Conjunta Sobre la Libertad de Expresión 

en Internet de junio 1 del 2011:  

 

Responsabilidad penal y civil: 
 
a. La competencia respecto de causas vinculadas con contenidos de Internet debería 
corresponder exclusivamente a los Estados con los que tales causas presenten los 
contactos más estrechos, normalmente debido a que el autor reside en ese Estado, el 
contenido se publicó desde allí y/o este se dirige específicamente al Estado en cuestión. 
Los particulares solo deberían poder iniciar acciones judiciales en una jurisdicción en la 
que puedan demostrar haber sufrido un perjuicio sustancial (esta norma busca prevenir lo 
que se conoce como ‘turismo de la difamación’). 
 
b. Las normas de responsabilidad, incluidas las exclusiones de responsabilidad, en los 
procedimientos civiles, deberían tener en cuenta el interés general del público en proteger 
tanto la expresión como el foro en el cual se pronuncia (es decir, la necesidad de preservar 
la función de ‘lugar público de reunión’ que cumple Internet). 
 
c. En el caso de contenidos que hayan sido publicados básicamente con el mismo formato 
y en el mismo lugar, los plazos para la interposición de acciones judiciales deberían 

 
191 Ibídem.  
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computarse desde la primera vez que fueron publicados y solo debería permitirse que se 
presente una única acción por daños respecto de tales contenidos y, cuando corresponda, 
se debería permitir una única reparación por los daños sufridos en todas las jurisdicciones 
(regla de la ‘publicación única’)192 (sic). 

 

Adicionalmente, se sostuvo que  

(…) la libertad de expresión se aplica en internet del mismo modo que en otros medios de 
comunicación; concluyéndose que las redes sociales no pueden garantizar un lugar para 
la difamación, el denuesto, la grosería, la falta de decoro y la descalificación. Ciertamente, 
ningún fundamento se deriva del artículo 20 de la Constitución, ni de la normativa 
internacional, ni de precepto alguno que, al margen de la veracidad, valide la divulgación 
de agravios, improperios, vejámenes ni infundios por cualquier clase de medio de 
comunicación193. 

 

En efecto, en la Declaración Conjunta Sobre la Libertad de Expresión en Internet, 

de la Relatoría Especial de las Naciones Unidas para la Libertad de Opinión y de 

Expresión del 1 junio 2011, se estableció que: 

  

a. La libertad de expresión se aplica a Internet del mismo modo que a todos los medios de 
comunicación. Las restricciones a la libertad de expresión en Internet solo resultan 
aceptables cuando cumplen con los estándares internacionales que disponen, entre otras 
cosas, que deberán estar previstas por la ley y perseguir una finalidad legítima reconocida 
por el derecho internacional y ser necesarias para alcanzar dicha finalidad (la prueba 
‘tripartita’). 
  
b. Al evaluar la proporcionalidad de una restricción a la libertad de expresión en Internet, 
se debe ponderar el impacto que dicha restricción podría tener en la capacidad de Internet 
para garantizar y promover la libertad de expresión respecto de los beneficios que la 
restricción reportaría para la protección de otros intereses194. 

 

Ahora bien, cabe agregar que el marco normativo internacional en materia de 

libertad de expresión está conformado fundamentalmente por el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos (arts. 19 y 20), la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos (art. 13), Convención Europea de 

 
192 RELATORIA ESPECIAL DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. 
Declaración Conjunta sobre Libertad de Expresión e Internet. Estados Unidos: OEA, 2011. Citada 
por CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-550 de 2012. M.P. Nilson Pinilla Pinilla, 2012. 
Fecha de consulta: 13 de septiembre de 2019. 
193 Ibídem.  
194 RELATORIA ESPECIAL DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. 
Declaración Conjunta sobre Libertad de Expresión e Internet. Estados Unidos: OEA, 2011. Fecha 
de consulta: 14 de septiembre de 2019. Rescatado de: 
http://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=849&lID=2 

http://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=849&lID=2
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Derechos Humanos (art. 10), entre otras.  

 

En otra oportunidad, mediante la sentencia T-379 de 2013, la Corte estudió si 

casos “(…) que plantea[n] una pluralidad de conflictos y aproximaciones 

judiciales para su resolución, como ocurre, entre otros, con temas como el uso 

de un nombre comercial, la propiedad intelectual de obras musicales, el uso de 

una marca mixta y el registro de un establecimiento de comercio”195 son 

susceptibles de ser resueltos por vía de sentencia de tutela luego de establecer 

cuál faceta reviste carácter de ser conflicto ius fundamental.  

 

En el caso en concreto la providencia  

 

(…) estableció que el actor estaba inmerso en una hipótesis de indefensión jurídica por la 
ausencia de medios ordinarios de defensa judicial para proteger su derecho a la imagen, 
no sólo por la falta de procedencia de las acciones mencionadas (acciones de protección 
a los derechos de autor y acciones por competencia desleal) debido a que el mismo no 
está interesado en participar en el mercado. Además, la jurisprudencia de la Corte ha 
restado eficacia a las vías de carácter penal196. 

 

Por otra parte, en la sentencia T-634 de 2013, esta Corporación, en cuanto a los 

datos personales, reiteró  

 

(…) las potentes herramientas con que cuentan las redes sociales para el intercambio, 
procesamiento y análisis de la información facilitada por los usuarios, quienes en un primer 
momento pueden no prever el mayor alcance de estas herramientas. En este contexto, la 
Corte consideró que de manera concomitante al aumento de posibilidades para compartir, 
comunicar y entretener, las redes sociales generan también riesgos para los derechos 
fundamentales a la intimidad, protección de datos, honor, honra, imagen y buen nombre, 
entre otros.  
 
(…) ésta Sala estima importante señalar además que la afectación de los derechos 
fundamentales en redes sociales como Facebook puede ocurrir no sólo respecto de la 
información que los usuarios de esta red social ingresan a la misma o cuyo ingreso 
permiten a través de su perfil, sino también con relación a información de personas, 
usuarias o no, que ha sido publicada y usada por terceros en las redes sociales197.  

 
195 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-379 de 2013. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez, 
2013. Fecha de consulta: 14 de septiembre de 2019. 
196 Ibídem.  
197 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-634 de 2013. M.P. María Victoria Calle Correa, 
2013. Fecha de consulta: 14 de septiembre de 2019. 
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En la sentencia T-365 de 2014, esta Corporación dispuso invitar a Enrique 

Chaux, profesor asociado del Departamento de Psicología de la Universidad de 

los Andes y Director del Programa Multi-Componente Aulas en Paz y del grupo 

de investigación Agresión, Conflictos y Educación para la Convivencia, para que 

emitiera su opinión sobre el asunto. En escrito de julio 8 de 2011, Enrique Chaux 

explicó:  

 

Las redes sociales virtuales, como Facebook, tienen una cierta responsabilidad frente a 
este tipo de situaciones. No parece ser factible que las redes sociales virtuales puedan 
controlar directamente el contenido de lo que aportan sus usuarios. Sin embargo, sí 
podrían comprometerse a borrar o bloquear inmediatamente todo contenido en el que 
encuentren algún abuso o maltrato, tanto cuando algún usuario lo reporta, como cuando 
el mismo personal de la empresa lo identifica198.  

 

La Corte mediante sentencia T-015 de 2015 estudió el estado de indefensión 

en el que se ven inmersos los usuarios de las redes sociales ante algunas 

situaciones, ya que son medios de gran alcance, razón por la cual procede la 

tutela:  

 

En efecto los demandantes no podían activar ningún mecanismo directo para que los 
objetos comunicativos que cuestionaban, por considerarlos una injerencia indebida en su 
vida privada, fuesen retirados de la red o de los espacios físicos en que fueron expuestos. 
 
Esta Corporación ha reconocido como una expresión de debilidad manifiesta constitutiva 
de estado de indefensión, la circunstancia fáctica de inferioridad que produce la divulgación 
de información u otras expresiones comunicativas, por medios que producen un amplio 
impacto social y que trasciende al entorno social en el que se desenvuelven los 
concernidos.  Específicamente ha considerado que la divulgación de fotografías y otros 
objetos comunicativos a través de la red social Facebook configura una situación fáctica 
de indefensión por cuanto la parte demandada tiene un poder amplio de disposición sobre 
estos objetos, así como el control de los medios de publicidad en que aparecen los mismos, 
en cuanto detenta el poder de acceso y el manejo del sitio en el que se realiza la 
publicación199.  

 

 
198 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-365 de 2014. M.P. Nilson Pinilla Pinilla, 2014. 
Fecha de consulta: 14 de septiembre de 2019. 
199 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-015 de 2015. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, 
2015. Fecha de consulta: 14 de septiembre de 2019. 
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Más recientemente, la Corte Constitucional en sentencia T-050 de 2016, ha 

sostenido que “(…) cuando en el caso concreto el juez constitucional logre 

evidenciar que quien demanda se encuentra en un estado de debilidad 

manifiesta, es decir, de indefensión frente al accionado, la tutela se torna 

procedente, aunque este último sea un particular. Situación que se evidencia 

cuando se realizan publicaciones a través de internet o redes sociales sobre 

las cuales el demandante o afectado no tiene control”200.  

 

Es decir, existen diferencias entre las redes sociales y los medios de 

comunicación tradicional como instrumentos para el ejercicio de la libertad de 

expresión en cuanto a: el acceso, ya que es más sencillo utilizar una red 

social; en materia de controles, pues es más complejo en las redes sociales; 

y también en aspectos de atribución de responsabilidad. Sin embargo, la 

normativa sobre libertad de expresión será aplicable por igual, lo que involucra 

que se le atribuirá responsabilidad a quien vulnere derechos fundamentales, 

ya sea si se realizó la publicación mediante la plataforma virtual o en el medio 

de comunicación tradicional.  

 

Antes de exponer el pronunciamiento de la Corte Constitucional en sentencia 

T-145 de 2016 que trata sobre otra temática, referida a la rectificación, vale 

aclarar que esta tiene fundamento en los artículos 20 de la Constitución y 42.7 

del Decreto 2591 de 1991 "Por el cual se reglamenta la acción de tutela 

consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política''. La rectificación “(…) 

es el derecho que tienen las personas a que se rectifiquen las informaciones 

falsas, erróneas o inexactas cuya difusión haya lesionado su honra o buen 

nombre”201.  

 
200 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-050 de 2016. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza 
Martelo, 2016. Fecha de consulta: 14 de septiembre de 2019. 
201 TOBÓN, Natalia. Derecho de rectificación en Colombia. Fecha de consulta: 20 de septiembre 
de 2019. Rescatado de: 
https://www.nataliatobon.com/uploads/2/6/1/8/26189901/derechoderectificaci%C3%B3n.pdf 

https://www.nataliatobon.com/uploads/2/6/1/8/26189901/derechoderectificaci%C3%B3n.pdf
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En esta oportunidad la Corte consideró que corresponde hacer, para el caso 

específico de las redes sociales, un análisis sobre las subreglas sobre la 

equidad en la rectificación, como son:  

 

(i) que las condiciones de equidad no suponen una correspondencia matemática en cuanto 
a duración, extensión o espacio entre la publicación inicial y la aclaración o rectificación de 
la información falsa o parcializada, sino que ésta constituya un verdadero remedio a la 
vulneración de los derechos, para lo cual se requiere que tenga, al menos, igual despliegue 
e importancia, para que los destinatarios tengan claridad sobre la corrección de 
información que no era veraz o imparcial; (ii) que “el medio llamado a rectificar debe hacerlo 
en un término razonable a partir de la solicitud correspondiente, desde luego, previa 
verificación de los hechos”; (iii) que la carga de la prueba corresponde a quien solicita la 
rectificación; (iv) que se debe restringir la rectificación en condiciones de equidad 
solamente al contenido informativo o, incluso, sobre los presupuestos fácticos en que se 
fundamenten las opiniones; y (v) que la reparación de los derechos, según el mandato 
constitucional, consiste en la rectificación202.  

 

Se puede observar una atribución de responsabilidad a los medios de 

comunicación en general, tanto virtuales como tradicionales, teniendo en 

cuenta que el tratamiento que se da a las redes sociales es el mismo en la 

jurisprudencia constitucional, en cuanto a las características del derecho a la 

rectificación: “(…) (iii) los medios de comunicación son responsables por la 

calidad de la información que les proveen sus fuentes informativas”203. 

 

Sin embargo, se realiza la precisión de que  

 

(…) para efectos de aplicar esta regla, se debe distinguir entre una publicación que hace 
el medio de publicación (como suele suceder en los medios de comunicación tradicional) 
o cuando la realiza el autor de la misma a título personal, como es el caso de las redes 
sociales, y en las que, en principio, son los titulares de las cuentas quienes, con relativa 
autonomía, deciden sobre la información que se publica en sus cuentas personales; 
información a la que, a su vez, tienen acceso otros usuarios204.   

 

 
202 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-145 de 2016. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez, 
2016. Fecha de consulta: 20 de septiembre de 2019. 
203 Ibídem.  
204 Ibídem.  
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Ahora bien, acerca de la posición que ocupan las redes sociales o plataformas 

virtuales para la jurisprudencia, en cuanto a la responsabilidad, se puede concluir, 

a partir de la siguiente cita de sentencia, que se consideran como simples 

herramientas o medios que prestan un servicio, pero a quienes no se atribuye 

responsabilidad como sujeto en un determinado conflicto, lo cual también ha 

sostenido Mark Zuckerberg como editor en jefe de Facebook, “(…) esa compañía 

es sólo una plataforma tecnológica y no un poderoso medio de comunicación”205. 

En tal sentido, con respecto a la rectificación, le corresponde a quien realiza la 

publicación por encima del lugar en el que se encuentre: 

 

Todo lo cual lleva a que haya una identificación directa entre la información publicada y el 
titular de la cuenta en donde se publica, más allá de si esta información está contendía en 
determinada plataforma virtual, que, por demás, suelen tener una indeterminada 
asignación de su propiedad más allá de las fronteras nacionales.  
 
En tal escenario, la rectificación corresponde hacerla a la persona que autónomamente, 
en el escenario de libre acceso a las redes, hizo la publicación que resultó lesiva de los 
derechos de una tercera persona, y quien debe reconocer la falsedad o el error en el que 
incurrió (sic)206. 

 

Respecto de la normativa aplicable, la jurisprudencia refiere el caso particular de 

la regulación pertinente para la protección de derechos fundamentales, así: 

“(…)Cuando se presentan amenazas o violaciones a derechos fundamentales en 

una red social, el problema de índole jurídico debe resolverse a la luz de las 

disposiciones constitucionales y no a partir de la regulación establecida por la red 

social específica de que se trate”207. 

 

En concordancia con los términos, políticas y/o condiciones de las redes sociales 

en cuanto a medidas y el procedimiento que se debe agotar, la Corte 

Constitucional en sentencia T-121 de 2018, también señala que la primera 

 
205 CELLAN-JONEZ, Rory. Elecciones en Estados Unidos: ¿fue Facebook la clave para el triunfo 
de Donald Trump? BBC MUNDO, 2016. Fecha de consulta: 20 de septiembre de 2019. 
Rescatado de: https://www.bbc.com/mundo/noticias-internacional-37946548 
206 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-145 de 2016. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez, 
2016. Fecha de consulta: 20 de septiembre de 2019. 
207 Ibídem.  

https://www.bbc.com/mundo/noticias-internacional-37946548
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instancia ante la cual se deben intentar resolver conflictos es contactando al 

usuario que realiza la infracción por medio de mensaje directo:  

 

La solicitud de rectificación previa, como requisito de procedibilidad para el ejercicio de la 
acción de tutela, respecto de otros canales de divulgación de información, tales como los 
que se producen en Internet o redes sociales, en todo caso, debe cumplirse a la luz del 
criterio de razonabilidad. En este orden de ideas, la rectificación puede solicitarse, por 
ejemplo, por medio de un mensaje interno “inbox” o un comentario en la publicación, de 
conformidad con las características propias de la red social que se hubiese utilizado para 
la emisión del mensaje. En todo caso, la exigencia de este requisito no puede dar lugar a 
limitar injustificadamente el ejercicio de la acción de tutela en aquellos casos en que no 
sea posible contactar o localizar al autor del mensaje, para efectos de solicitar la 
rectificación. 
 
Es más, habida consideración de lo señalado en precedencia resulta injustificado que la 
solicitud de rectificación dependa únicamente de la existencia del medio de comunicación 
como persona jurídica con un objeto social específico, dedicado a la difusión de 
información. Tradicionalmente, la solicitud de rectificación previa se exigía en aquellos 
casos en que la acción de tutela había sido instaurada, por ejemplo, en contra de una 
revista, periódico, emisora, canal de televisión –especialmente, cuando la publicación no 
tenía un autor directo conocido–, o de una persona que transmitía su mensaje empleando 
cualquiera de las mismas vías. No obstante, el mismo impacto social es posible alcanzarlo 
tanto con los anteriores canales de transmisión de información como con las redes 
sociales, de lo que se sigue que el requisito de procedibilidad relativo a la rectificación 
previa no debe depender de la forma de constitución jurídica del medio, sino de su 
capacidad de difusión y alcance informativo208. 

 

Sin embargo, existe una excepción a la rectificación como requisito de 

procedibilidad de la acción de tutela que se da “(…) cuando la información que se 

estima inexacta o errónea no es difundida por los medios sino por otro particular 

(…)”209. 

 

Ahora bien, la jurisprudencia realiza una observación sobre la manera de percibir 

los actos de las redes sociales y su trato frente a la responsabilidad: “(…) se parte 

de la presunción de que el medio ha actuado de buena fe, lo que implica que se 

le debe brindar la oportunidad de corregir o aclarar la información divulgada, ya 

 
208 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-121 de 2018. M.P. Carlos Bernal Pulido, 2018. 
Fecha de consulta: 20 de septiembre de 2019. 
209 Ibídem.  
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sea que se trate de un medio convencional o virtual, salvo que se presente una 

flagrante violación al derecho a la intimidad”210.  

4. Marcas 

 

Antes de entrar a hablar directamente acerca de qué es una infracción marcaria, 

cómo se constituye y la acción pertinente, es importante entablar la 

contextualización sobre ellas partir de su núcleo, es decir, el derecho sobre el 

signo distintivo denominado marcas, para lo cual haremos a continuación un 

recorrido de lo macro a lo micro.  

4.1. Propiedad Intelectual 

 

En un primer lugar, existe la Propiedad Intelectual, la cual “(…) se relaciona con 

las creaciones de la mente: invenciones, obras literarias y artísticas, así como 

símbolos, nombres e imágenes utilizados en el comercio (...). Los derechos de 

propiedad intelectual se asemejan a cualquier otro derecho de propiedad: 

permiten al creador, o al titular de una patente, marca o derecho de autor, gozar 

de los beneficios que derivan de su obra o de la inversión realizada en relación 

con una creación. (…)”211. 

 

La Propiedad Intelectual hace referencia, pues, a los derechos que una persona 

ostenta sobre determinadas creaciones basadas en el intelecto, es decir, en el 

trabajo humano, más específicamente, en la actividad de la mente y no lo físico. 

Se trata pues, de ideas o invenciones desarrolladas en obras y demás, 

dependiendo del caso concreto, que gozan de especial protección. Se constituye 

 
210 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-454 de 2018. M.P. José Fernando Reyes Cuartas, 
2018. Fecha de consulta: 20 de septiembre de 2019. 
211 ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL. ¿Qué es la Propiedad 
Intelectual? Suiza: publicación de la OMPI N° 450(S), p. 2. Fecha de consulta: 1 de septiembre 
de 2019. Rescatado de: 
https://www.wipo.int/edocs/pubdocs/es/intproperty/450/wipo_pub_450.pdf 
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a partir de sistemas normativos que tienen como objeto la protección de bienes 

inmateriales, obedeciendo a categorías distintas sobre las que se tratará 

posteriormente.  

 

Ahora bien, ¿qué se considera como un bien inmaterial o intangible? Son cosas 

incorporales que, conforme el artículo 653 del Código Civil, “(…) consisten en 

meros derechos (…)”212, que luego el artículo 664 ibídem especifica así: “Las 

cosas incorporales son derechos reales o personales”213. Son “(…) las que no 

tienen ser corpóreo y no admiten una percepción por los sentidos, como los 

derechos reales y personales”214. Esto, en contraposición a las cosas corporales, 

como “(…) aquellas que ocupan un espacio físico en la naturaleza y pueden 

percibirse por los sentidos, como un árbol, una máquina, un libro”215.  

 

Es importante aclarar, que el “Derecho real es el que tenemos sobre una cosa 

sin especto a determinada persona. Son derechos reales el de dominio, el de 

herencia, los de usufructo, uso o habitación, los de servidumbres activas, el de 

prenda y el de hipoteca. (…)”216 (sic). Por su parte, los “Derechos personales o 

créditos son los que sólo pueden reclamarse de ciertas personas que, por un 

hecho suyo o la sola disposición de la ley, han contraído las obligaciones 

correlativas (…)”217. Para el caso concreto, se tratarían de derechos reales toda 

vez que recaen sobre una cosa creación del ingenio y que tiene la cualidad de 

ser intangible.  

 

Hay que especificar, que si bien hablamos de la propiedad de una persona sobre 

determinada creación, se debe denotar la diferencia con el derecho de dominio 

del Código Civil, que en su artículo 669 lo refiere como aquel “(…) derecho real 

 
212 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 653. 
213 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 664. 
214 VELÁSQUEZ, Luis. Bienes. Colombia: Temis, 2014, p. 13. 
215 VELÁSQUEZ, Luis. Bienes. Colombia: Temis, 2014, p. 12. 
216 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 665. 
217 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 666. 
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en una cosa corporal para gozar y disponer de ella, no siendo contra ley o contra 

derecho ajeno”218, pues lo que recae sobre las creaciones del intelecto es “(…) 

una especie de propiedad”219. Esto se encuentra en consonancia con el 

entendido de que la Propiedad Intelectual, en sus modalidades, no se rige 

específicamente por el Código Civil, sino que tiene su propia reglamentación, tal 

como se indica en la Ley 84 de 1873: “Las producciones del talento o del ingenio 

son una propiedad de sus autores. Esta especie de propiedad se regirá por leyes 

especiales”220. 

 

Como norma fundamental del ordenamiento jurídico colombiano y siguiendo la 

línea anterior, la Constitución Política de Colombia dispone en su artículo 58 el 

derecho de propiedad, el cual cobija a los bienes inmateriales como una de sus 

manifestaciones. Esto quiere decir, que sobre ellos se constituye un derecho 

social, económico y cultural; si bien puede ser amparado por vía de tutela en 

caso de que su lesión vulnere derechos constitucionales como la vida digna e 

igualdad, atendiendo a la sentencia T-537 de 1992: “El patrimonio de las 

personas es un derecho fundamental constitucional porque a falta de él, el 

hombre no podría cumplir su cometido de ser social, ya que lo necesita para 

realizarse como tal y ha de contar con él para atender por lo menos las exigencias 

económicas de supervivencia suya y de su núcleo familiar”221. 

 

Ahora bien, de manera específica el artículo 61 manifiesta la protección de estos 

bienes intangibles al ser parte de la Propiedad Intelectual. En este punto puede 

verse un cambio diferenciador con la Constitución de 1886 que protegía en 

términos generales la propiedad privada; sin embargo, no contenía ninguna 

mención específica de la Propiedad Industrial, si bien en el artículo 35 hacía 

 
218 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 669. 
219 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 670. 
220 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 671. 
221 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-537-1992. M.P. Simón Rodríguez Rodríguez, 1992. 
Fecha de consulta: 3 de septiembre de 2019.  
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referencia a la protección de la propiedad artística y literaria, que hoy día se 

conoce como Derechos de Autor.  

 

En este orden de ideas y en alusión a que el artículo anteriormente mencionado 

establece que la protección de la Propiedad Industrial se realizará de 

determinada forma como lo indique la ley, se otorgó al Congreso de la República 

la facultad de establecer las formalidades y tiempo de ello, conforme los 

numerales 16 y 24 del artículo 150 constitucional, en los que se expresa las 

funciones del legislativo de aprobar o improbar tratados internacionales, y regular 

el régimen de Propiedad Industrial.  

 

La humanidad desde mucho antes de que se hablara por primera vez de 

Propiedad Intelectual o de algo relacionado con ello, exteriorizaba diferentes 

tipos de creaciones intelectuales sin atender a la tipología que se da hoy día. 

Esto ha sido parte del desarrollo mismo de la sociedad, inherente a ella y a la 

concepción de persona. Además, la evolución de las comunidades ha ido de la 

mano con la capacidad inventiva del ser humano, tal es el caso de las redes 

sociales, como un bien intangible sobre el que el titular tiene Derechos de Autor.  

 

Si bien la facultad de creación de las personas siempre ha existido, no es sino 

hasta hace relativamente poco que se empezó a establecer la protección jurídica 

sobre la misma con los Convenios de París para la Protección de la Propiedad 

industrial de 1883 y de Berna para la Protección de las Obras Literarias y 

Artísticas de 1886, lo cual ha tenido un fuerte impacto dado que alienta a las 

personas para desarrollar su capacidad inventiva sin tener el temor de que 

alguien más se quede con los créditos de ello. Esto, a su vez, genera desarrollo 

económico y mejoramiento de la calidad de vida de las personas, pues incentiva 

el mercado, por ejemplo, el editorial, genera trabajo, contribuye a la economía 

personal y abre el campo para el disfrute de los consumidores. Todo lo anterior, 

“(…) ayuda a establecer un equilibrio entre los intereses de los innovadores y el 
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interés público, creando un entorno en el que la creatividad y la invención pueden 

florecer en beneficio de todos”222.  

 

La Propiedad Intelectual, como ya se avisó previamente, consta de dos 

categorías o ramas que tienen un enfoque diferente: Derechos de Autor y 

Propiedad Industrial. Cabe decir que estas son las dos grandes divisiones de la 

Propiedad Intelectual, sin perjuicio de otros campos como las nuevas variedades 

vegetales, los datos de prueba, los secretos empresariales, los recursos 

genéticos, los conocimientos tradicionales.  

4.1.1. Derechos de Autor 

 

Los Derechos de Autor hacen referencia, valga la redundancia, a los derechos 

que tienen las personas frente a sus obras artísticas y literarias.  

 

Los derechos de autor recaen sobre las obras científicas literarias y artísticas las cuales 
se comprenden todas las creaciones del espíritu en el campo científico, literario y artístico, 
cualquiera que sea el modo o forma de expresión y cualquiera que sea su destinación , 
tales como: los libros, folletos y otros escritos; las conferencias, alocuciones, sermones y 
otras obras de la misma naturaleza; las obras dramáticas o dramático-musicales; las obras 
coreográficas y las pantomimas; las composiciones musicales con letra o sin ella; las obras 
cinematográficas, a las cuales se asimilan las obras expresadas por procedimiento análogo 
a la cinematografía, inclusive los videogramas; las obras de dibujo, pintura, arquitectura, 
escultura, grabado, litografía; las obras fotográficas o las cuales se asimilan las expresadas 
por procedimiento análogo a la fotografía; las obras de arte aplicadas; las ilustraciones, 
mapas, planos croquis y obras plásticas relativas a la geografía, a la topografía, a la 
arquitectura o a las ciencias y, en fin, toda producción del dominio científico, literario o 
artístico que pueda reproducirse, o definirse por cualquier forma de impresión o de 
reproducción, por fonografía, radiotelefonía o cualquier otro medio conocido o por 
conocer223 (sic).  

 

Hay, en términos generales, dos modalidades de Derechos de Autor. Los 

primeros son los derechos morales como aquellos que protegen la relación entre 

 
222 ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL. ¿Qué es la Propiedad 
Intelectual? Suiza: publicación de la OMPI N° 450(S), p. 3. Fecha de consulta: 1 de septiembre 
de 2019. Rescatado de: 
https://www.wipo.int/edocs/pubdocs/es/intproperty/450/wipo_pub_450.pdf 
223 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley sobre Derechos de Autor, Ley 23 de 
1982, art. 2. Fecha de consulta: 5 de septiembre de 2019. 

https://www.wipo.int/edocs/pubdocs/es/intproperty/450/wipo_pub_450.pdf
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el autor y la obra que se constituye como su objeto; los segundos son los 

derechos patrimoniales que protegen la facultad del autor o titular de realizar 

actos de explotación sobre la obra.  

 

Si bien los Derechos de autor son una parte importante de la Propiedad 

Intelectual y de la sociedad misma, no hacen parte del objeto y fin de la presente 

investigación, por lo que su estudio a profundidad desborda la intención del 

proyecto.  

4.1.2. Propiedad Industrial  

 

La Propiedad Industrial es la protección que recae sobre las creaciones del 

intelecto humano que van dirigidas a un ámbito comercial, dada su relación con 

el mercado. Es así, como “(…) tiene por objeto las patentes de invención, los 

modelos de utilidad, los dibujos o modelos industriales, las marcas de fábrica o 

de comercio, las marcas de servicio, el nombre comercial, las indicaciones de 

procedencia o denominaciones de origen (…)”224. 

 

Debe quedar claro, pues, que los ámbitos de protección de los Derechos de Autor 

y la Propiedad Industrial son totalmente distintos, si bien en ambos se pretende 

proteger las creaciones del intelecto humano. Los Derechos de Autor se enfocan 

en obras que, si bien pueden tener determinada incidencia en el mercado, como 

su comercialización, no están dirigidas a este propiamente dicho o, en otras 

palabras, no se crean para y por el mercado, y lo que se protege, en términos 

generales, es el crédito del autor en su creación artística o literaria, y su 

explotación. Por su parte, los derechos que se generan por la Propiedad 

Industrial tienen que ver con bienes cuya relación es directa con el mercado y el 

 
224 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Convenio de París para la Protección de 
la Propiedad Industrial, Ley 178 de 1994, art. 1. Fecha de consulta: 5 de septiembre de 2019.  
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comercio, o sea, que se crean por y para estos, tal es el caso de las marcas. Esto 

significa, que es  

 

[…] el conjunto de derechos exclusivos y temporales que el Estado concede para usar y 
explotar económicamente aquellas invenciones o innovaciones aplicables a la industria y 
el comercio que sean producto del ingenio y la capacidad intelectual del hombre. Recae 
sobre las cosas imperceptibles e inmateriales, como las creaciones que proceden del 
ingenio humano susceptibles de beneficio comercial o de utilización industrial225.  

 

Cabe agregar, que los derechos que surgen de la Propiedad Industrial son de 

carácter eminentemente económico – patrimonial, mientras que en los Derecho 

de Autor también se dan estos, pero comprende igualmente los personalísimos 

o extrapatrimoniales.  

 

La Propiedad Industrial, a su vez, se divide en dos categorías: los signos 

distintivos y las nuevas creaciones, sin perjuicio de los esquemas de trazado de 

circuitos integrados.  

 

Las nuevas creaciones «(…) refieren invenciones o creaciones que determinan 

un avance técnico en la industria o el comercio (Canaval, 2008). Estás se definen 

como “[…] reglas técnicas de aplicación industrial que constituyen una 

novedad”226 (Aguirre, Jorge & Garza, Leonardo, 2009, pág. 72). (…) A su vez se 

conforman por: las patentes de invención, los diseños industriales (...)»227. Es 

 
225 CANAVAL, Juan. Manual de propiedad intelectual, citado por PEDREROS, Heidy. Propiedad 
Industrial en Colombia: los retos en la sociedad del conocimiento. Colombia: Universidad Católica 
de Colombia, p. 7. Fecha de consulta: 6 de septiembre de 2019. Rescatado de: 
https://repository.ucatolica.edu.co/bitstream/10983/14297/1/Art%C3%ADculo%20de%20investig
aci%C3%B3n%20propiedad%20industrial%20heidy%20pedreros.pdf 
226 AGUIRRE, Jorge & GARZA, Leonardo. Propiedad industrial, certidumbre jurídica y 
competitividad, citado por PEDREROS, Heidy. Propiedad Industrial en Colombia: los retos en la 
sociedad del conocimiento. Colombia: Universidad Católica de Colombia, p. 7. Fecha de consulta: 
6 de septiembre de 2019. Rescatado de: 
https://repository.ucatolica.edu.co/bitstream/10983/14297/1/Art%C3%ADculo%20de%20investig
aci%C3%B3n%20propiedad%20industrial%20heidy%20pedreros.pdf 
227 PEDREROS, Heidy. Propiedad Industrial en Colombia: los retos en la sociedad del 
conocimiento. Colombia: Universidad Católica de Colombia, p. 7. Fecha de consulta: 6 de 
septiembre de 2019. Rescatado de: 
https://repository.ucatolica.edu.co/bitstream/10983/14297/1/Art%C3%ADculo%20de%20investig
aci%C3%B3n%20propiedad%20industrial%20heidy%20pedreros.pdf 

https://repository.ucatolica.edu.co/bitstream/10983/14297/1/Art%C3%ADculo%20de%20investigaci%C3%B3n%20propiedad%20industrial%20heidy%20pedreros.pdf
https://repository.ucatolica.edu.co/bitstream/10983/14297/1/Art%C3%ADculo%20de%20investigaci%C3%B3n%20propiedad%20industrial%20heidy%20pedreros.pdf
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importante aclarar, que no se profundizará en este tema dado que el proyecto de 

investigación gira en torno a los signos distintivos, más específicamente, a las 

marcas.  

 

Por otra parte,  

 

(…) los signos distintivos, son –como su nombre lo indica– “distinciones” que utilizan los 
empresarios para identificarse en el comercio, para identificar su establecimiento o 
individualizar los productos que fabrica o los productos que presta (Canaval, 2008). Estos 
permiten singularizar o individualizar la actividad del empresario, por lo tanto, son 
instrumentos de competencia y ayudan a la trasparencia del mercado, en tanto que 
permiten atraer y conquistar una clientela (Aguirre, Jorge & Garza, Leonardo, 2009). Su 
protección se asegura por la ciencia jurídica como un activo muy importante para las 
empresas – en ocasiones de la más alta trascendencia-. (…)228.  

 
 

Esto quiere decir, que los signos distintivos son representaciones utilizadas en el 

mercado, que evocan actividades o bienes mercantiles, y que pretenden 

diferenciar e identificar estos a los ojos del público, para que orienten su decisión 

de compra atendiendo al origen empresarial.  

 

Si bien el tema de la presente investigación gira en torno a las marcas y a las 

infracciones a estas, vamos a identificar cuáles son los otros signos distintivos, 

con el fin de que se reflejen sus diferencias y relaciones. 

 

- Enseña comercial 

“(…) es un signo que siendo perceptible por el sentido de la vista sirve para 

identificar a un establecimiento de comercio. La enseña comercial puede consistir 

en palabras, letras, números, dibujos, imágenes, formas, colores, logotipos, 

 
228 PEDREROS, Heidy. Propiedad Industrial en Colombia: los retos en la sociedad del 
conocimiento. Colombia: Universidad Católica de Colombia, p. 10. Fecha de consulta: 6 de 
septiembre de 2019. Rescatado de: 
https://repository.ucatolica.edu.co/bitstream/10983/14297/1/Art%C3%ADculo%20de%20investig
aci%C3%B3n%20propiedad%20industrial%20heidy%20pedreros.pdf 

https://repository.ucatolica.edu.co/bitstream/10983/14297/1/Art%C3%ADculo%20de%20investigaci%C3%B3n%20propiedad%20industrial%20heidy%20pedreros.pdf
https://repository.ucatolica.edu.co/bitstream/10983/14297/1/Art%C3%ADculo%20de%20investigaci%C3%B3n%20propiedad%20industrial%20heidy%20pedreros.pdf
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figuras, símbolos, gráficos, monogramas, retratos, etiquetas, emblemas, 

escudos, o combinación de estos elementos”229. 

 

- Nombre comercial 

“(…) es el signo que identifica al empresario como tal en el desarrollo de una 

actividad mercantil”230. 

 

- Lema comercial  

“(…) es un signo distintivo consistente en una palabra, frase o leyenda que se 

utiliza como complemento de una marca para reforzar su recordación. Es lo que 

se conoce comúnmente como slogan”.231 

 

- Denominación de origen 

“(…) son los nombres de ciertos lugares que se han vuelto famosos porque de 

ellos provienen ciertos productos que, por sus características y calidades 

especiales que se deben esencial o exclusivamente a dicho medio geográfico, 

han adquirido gran reputación y, por ello, los consumidores tienden a preferirlos 

sobre productos similares que no gozan de dicho reconocimiento”232.  

 

 

 
229 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO. ¿Qué son los nombres y enseñas 
comerciales? Fecha de consulta: 8 de septiembre de 2019. Rescatado de: 
http://www.sic.gov.co/node/61#targetText=El%20nombre%20comercial%20es%20el,identifica%
20al%20establecimiento%20de%20comercio. 
230 Ibídem. 
231 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO. Lemas. Fecha de consulta: 8 de 
septiembre de 2019. Rescatado de: https://www.sic.gov.co/lemas 
232 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatura para la Propiedad 
Industrial. Manual de denominaciones de origen. 2013, p. 9. Fecha de consulta: 8 de septiembre 
de 2019. Rescatado de: 
http://www.sic.gov.co/sites/default/files/files/Nuestra_Entidad/Publicaciones/Cartilla_Manual_De
nominaciones_Origen.pdf 

http://www.sic.gov.co/node/61#targetText=El%20nombre%20comercial%20es%20el,identifica%20al%20establecimiento%20de%20comercio.
http://www.sic.gov.co/node/61#targetText=El%20nombre%20comercial%20es%20el,identifica%20al%20establecimiento%20de%20comercio.
https://www.sic.gov.co/lemas
http://www.sic.gov.co/sites/default/files/files/Nuestra_Entidad/Publicaciones/Cartilla_Manual_Denominaciones_Origen.pdf
http://www.sic.gov.co/sites/default/files/files/Nuestra_Entidad/Publicaciones/Cartilla_Manual_Denominaciones_Origen.pdf


116 
 

4.1.2.1. Signo distintivo marca 

 

Antes de iniciar con el siguiente desarrollo, debe aclararse que la norma principal 

en materia marcaria en Colombia es la Decisión de la Comunidad Andina 486 de 

2000, la cual tiene una aplicación preferente respecto de la legislación, de 

conformidad con el principio de Primacía del Derecho Comunitario Andino:  

 

Haciendo un análisis de la posición o jerarquía del Ordenamiento Jurídico Andino, ha 
manifestado que dicho ordenamiento goza de prevalencia  respecto de los ordenamientos 
jurídicos de los Países Miembros y respecto de las Normas de Derecho Internacional, en 
relación con las materias transferidas para la regulación del orden comunitario. En este 
marco ha establecido que en caso de presentarse antinomias entre el Derecho Comunitario 
Andino y el derecho interno de los Países Miembros, prevalece el primero, al igual que 
cuando se presente la misma situación entre el Derecho Comunitario Andino y las normas 
de derecho internacional233.  

 

Las marcas son “(…) cualquier signo que sea apto para distinguir productos o 

servicios en el mercado”234. Conforme sentencia de la Corte Suprema de Justicia 

del ocho de febrero de 2002235, citando al Tribunal de Justicia del Acuerdo de 

Cartagena (Decisión 344 de 1993, no vigente): “Entre productos o servicios del 

mismo género, especie o grupo, la marca es el elemento identificador que 

permite al empresario considerar suyo el producto o servicio que presta y al 

consumidor exigir el producto o servicio que conoce, aprecia y busca, según la 

marca”. De esta forma, la función de este signo distintivo es identificar el origen 

empresarial de esos productos o servicios, o lo que es lo mismo, la proveniencia 

de estos tanto a comerciantes como consumidores (tema que trata la 

Superintendencia de Industria y Comercio en sus sentencias236), lo cual 

 
233 TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD ANDINA. Proceso 111-IP-2014. M.P. Leonor 
Perdomo Perdomo, 2014, p. 5. Fecha de consulta: 23 de noviembre de 2019.  
234 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 134. Fecha de consulta: 9 de septiembre de 2019. 
235 TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ACUERDO DE CARTAGENA. Citado por CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil. SC-006-2002. M.P. José Fernando Ramírez Gómez, 2002, 
p. 22. Fecha de consulta: 9 de septiembre de 2019. 
236 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatura para Asuntos 
Jurisdiccionales. Radicado 13-119966. Superintendente Delegado para Asuntos Jurisdiccionales 
Felipe García Pineda, 2013. Fecha de consulta: 20 de julio de 2019. 
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(…) comporta o lleva inmersos múltiples roles: (1) proteger al empresario de terceros que 
pudieran aprovecharse de su capacidad y esfuerzo, así como del prestigio de sus 
productos o servicios; (2) proteger a los consumidores garantizando la originalidad y 
autenticidad de los productos que adquieren, lo mismo que la calidad, y (3) servir de 
instrumento de publicidad de los bienes, pues la marca en gran medida forja el éxito del 
producto en el mercadeo, por cuanto ella por sí misma, dado el sales appeal o selling power 
que posee, se constituye en instrumento adecuado para la atracción de la clientela237. 

 

Antes de proseguir con el resto de contenido, identificaremos los elementos de 

la definición de marca. Se entiende por producto, para el caso, cualquier bien, es 

decir, “Cosa con característica de utilidad y apropiabilidad, que posee valor 

pecuniario”238. Por otra parte, servicio ya fue definido en el acápite de redes 

sociales como, en términos generales, una actividad que una persona presta a 

otra. Es importante indicar que el artículo 5.8. del Estatuto del Consumidor (Ley 

1480 de 2001) establece que producto es “Todo bien o servicio”239, siendo 

producto lo genérico, y los bienes y servicios, la especie. Independientemente, 

este tema de terminología no genera afectación alguna, en tanto que una marca 

identifica, en últimas, bienes (productos como lo llaman en la Decisión Andina 

486 de 2000) y/o servicios. Por su parte, el mercado es un “Conjunto de 

operaciones comerciales en torno a la oferta y la demanda de productos y 

servicios”240, lo que significa que es un espacio abstracto donde confluyen la 

oferta y la demanda.  

 

Ahora bien, ¿cuáles bienes y servicios identifican? A todos lo que puedan existir 

y no contravengan las normas; por ejemplo, un caso que no aplica sería registrar 

una marca para bienes de origen ilícito. Estos, además, deben atender a la 

Clasificación Internacional de Niza que, como su nombre lo indica, agrupa 

productos y servicios según las clases, es decir, “(…) los sectores a los que 

 
237 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil. SC-006-2002. M.P. José Fernando 
Ramírez Gómez, 2002, p. 23-24. Fecha de consulta: 9 de septiembre de 2019. 
238 LEAL, Hildebrando. Diccionario Jurídico. Colombia: Leyer Editores, 2015, p. 70. 
239 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Estatuto del Consumidor, Ley 1480 de 
2001, art. 5. Fecha de consulta: 10 de septiembre de 2019. 
240 LEAL, Hildebrando. Diccionario Jurídico. Colombia: Leyer Editores, 2015, p. 272. 
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pertenecen en principio (…)”241; esto significa que “(…) es el sistema internacional 

que agrupa los productos y servicios en categorías para efectos de registrar las 

marcas”242. 

 

Esta clasificación se utiliza para que, precisamente, no se puedan violar los 

derechos que se tienen sobre las marcas como un bien intangible, un activo más 

de las personas, dado que no se puede registrar más de una vez una marca igual 

o similar sobre un bien o servicio que pertenezca a la misma clasificación 

(posteriormente se verá que existen excepciones a esta regla).  

 

Por ejemplo, si alguien registra la marca “Pentagrama” para la clase 15 de 

productos (“Instrumentos musicales”243), otra persona no puede registrar una 

idéntica o parecida para la misma clase, pero sí podría hacerlo para una distinta 

como la 28 (“Juegos y juguetes; artículos de gimnasia y deporte no comprendidos 

en otras clases; adornos para árboles de Navidad”244). Debe aclararse que es 

posible que se trate de una marca multiclase, pues puede registrarse para las 

clases que se quieran y soliciten de la Clasificación Internacional de Niza, a 

menos, claro está, que ya se encuentre registrada para ello.  

 

 
241 ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL. Clasificación Internacional 
de Productos y Servicios, Clasificación de Niza, Parte II, Lista de productos y servicios por orden 
de clases. Francia: publicación OMPI n° 500.2S, p. 1. Fecha de consulta: 10 de septiembre de 
2019. Rescatado de: 
https://www.wipo.int/export/sites/www/classifications/nice/es/pdf/10esp2.pdf 
242 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERIO. Concepto N° 177913. 2014, p. 4. Fecha 
de consulta: 10 de septiembre de 2019.  
243 ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL. Clasificación Internacional 
de Productos y Servicios, Clasificación de Niza, Parte II, Lista de productos y servicios por orden 
de clases. Francia: publicación OMPI n° 500.2S, p. 6. Fecha de consulta: 10 de septiembre de 
2019. Rescatado de: 
https://www.wipo.int/export/sites/www/classifications/nice/es/pdf/10esp2.pdf 
244 ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL. Clasificación Internacional 
de Productos y Servicios, Clasificación de Niza, Parte II, Lista de productos y servicios por orden 
de clases. Francia: publicación OMPI n° 500.2S, p. 7. Fecha de consulta: 10 de septiembre de 
2019. Rescatado de: 
https://www.wipo.int/export/sites/www/classifications/nice/es/pdf/10esp2.pdf 

https://www.wipo.int/export/sites/www/classifications/nice/es/pdf/10esp2.pdf
https://www.wipo.int/export/sites/www/classifications/nice/es/pdf/10esp2.pdf
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Si bien por principio de especialidad el registro solo se extiende para las clases 

en las que dicho producto o servicio fue registrado, no excluye la posibilidad de 

excepciones relativas a la aplicación de irregistrabilidad en otras clases con las 

que se pueda causar riesgo de confusión o asociación, o que no pueda existir 

una marca similar o idéntica respecto la misma clase. A lo anterior se le denomina 

conexidad competitiva:  

 

En este escenario es preciso que la corte consultante matice la regla de la especialidad y, 
en consecuencia, analice el grado de vinculación o relación competitiva de los productos 
y/o servicios que amparan los signos en conflicto, para que de esta forma se pueda 
establecer la posibilidad de error en el público consumidor.  
 
Para lo anterior, el consultante deberá analizar la naturaleza o uso de los productos y/ o 
servicios identificados por las marcas, ya que la sola pertenencia de varios productos y/o 
servicios a una misma clase de nomenclátor no demuestra su semejanza, así como la 
ubicación de los productos y/o servicios en clases distintas, tampoco prueba que sean 
diferentes.  
 
En relación con lo mencionado, el Tribunal ha establecido algunos de los siguientes 
criterios y factores de análisis para definir la conexión competitiva, aplicable tanto a 
productos como a servicios: a) La inclusión de los productos en una misma clase del 
nomenclátor (…); b) Canales de comercialización: (…); c) Similares medios de publicidad 
(…); d) Relación o vinculación entre productos (…); e) Uso conjunto o complementario de 
productos (…); f) Mismo género de los productos (…)245.  

 

Por ejemplo, si se tiene registrada previamente la marca “Ali” para “(…) alimentos 

para bebés (…)”246 de la clase 5, no puede registrarse la misma respecto la clase 

29 de “(…) compotas (…)”247, por su conexidad competitiva.  

 

 
245 TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD ANDINA. Proceso 114-IP-2003, citado por 
TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD ANDINA. Proceso 441-IP-2015. M.P. Cecilia 
Luisa Ayllón Quinteros, 2015, p. 16-17. Fecha de consulta: 11 de septiembre de 2019.  
246 ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL. Clasificación Internacional 
de Productos y Servicios, Clasificación de Niza, Parte II, Lista de productos y servicios por orden 
de clases. Francia: publicación OMPI n° 500.2S, p. 5. Fecha de consulta: 10 de septiembre de 
2019. Rescatado de: 
https://www.wipo.int/export/sites/www/classifications/nice/es/pdf/10esp2.pdf 
247 ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL. Clasificación Internacional 
de Productos y Servicios, Clasificación de Niza, Parte II, Lista de productos y servicios por orden 
de clases. Francia: publicación OMPI n° 500.2S, p. 7. Fecha de consulta: 10 de septiembre de 
2019. Rescatado de: 
https://www.wipo.int/export/sites/www/classifications/nice/es/pdf/10esp2.pdf 

https://www.wipo.int/export/sites/www/classifications/nice/es/pdf/10esp2.pdf
https://www.wipo.int/export/sites/www/classifications/nice/es/pdf/10esp2.pdf
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Así pues, para registrar una marca deben tenerse en cuenta los siguientes 

aspectos: 

 

- Que los signos no sean susceptibles de que se confundan fonética, gráfica 

o conceptualmente. 

 

- Que se trate de productos o servicios diferentes, o se encuentren en 

distintas clases sin que entre ellas exista riesgo de asociación (se asume 

un mismo origen empresarial o algún tipo de vinculación) o confusión (se 

asume que se trate de los mismos productos y/o servicios).  

 

- Que no exista una marca, igual o similar, previamente registrada o solicitud 

de la misma.  

La marca, como bien intangible y por tanto activo de la empresa, trae consigo 

diferentes beneficios de gran importancia como las ventajas competitivas que se 

adquieren al posicionar la marca y, por tanto, generar confianza en los 

consumidores respecto sus productos o servicios, de tal forma que los prefieran 

sobre otros. Además, posiciona también, en general, a la empresa, toda vez que 

si su marca se encuentra en estima, en conjunto obtendrá prestigio en el 

mercado. También, este signo se constituye como fuente de ingresos por los 

negocios que se pueden hacer con la misma. 

 

A de denotarse, que para que una marca sea considerada como tal y, por ende, 

proceda su registro, deben cumplir tres requisitos: 

 

- Perceptibilidad 

El signo debe ser apreciable por cualquiera de los sentidos, es decir, que pueda 

ser conocido; por ejemplo, la marca tridimensional de una botella determinada, 

la cual puede verse y tocarse.  



121 
 

 

- Distintividad 

 

El signo debe identificar y diferenciar productos y servicios de otros; por ejemplo, 

la marca “Pentagrama” que identifica instrumentos musicales los diferencia de 

otros de marca “Notas”. Es importante recalcar que debe tratarse de una 

distintividad intrínseca como extrínseca. La primera hace referencia a que el 

signo no debe ser ni una marca genérica, como aquella que consiste en el 

nombre del bien o servicio (por ejemplo, pan marca “Pan”), ni marca descriptiva, 

es decir, aquella que describe características del bien o servicio (por ejemplo, 

leche marca “Deslactosada”). La segunda, significa que la marca no puede ser 

idéntica o similar a otro signo que identifique productos o servicios iguales, de la 

misma clase (regla con excepciones ya vistas referidas a la conexidad 

competitiva) o que si bien son diferentes, presenten riesgo de asociación o 

confusión, y que sean anteriores en el tiempo.  

 

- Representación gráfica  

 

Debe ser susceptible de que exista en un soporte físico o en una forma material; 

por ejemplo, la marca “Notas” puede escribirse.  

 

Ahora bien, entraremos a ver distintos tipos de marcas. Por un lado, encontramos 

dos tipos específicos: la marca colectiva, es  aquella “(…) de la que se valen las 

asociaciones de productores, fabricantes, prestadores de servicios, 

organizaciones o cualquier grupo de personas para que con ella se informen las 

características comunes de los productos o servicios de los integrantes de ese 

cuerpo colectivo”248. Tal es el caso de una marca que acredite que las muñecas 

 
248 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO. ¿Qué es una marca? Fecha de 
consulta: 13 de septiembre de 2019. Rescatado de: http://www.sic.gov.co/node/77 

http://www.sic.gov.co/node/77
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de madera de ciertos empresarios diferentes tienen alguna(s) característica(s) 

común(es), como su origen o material, al ser de la Asociación de artesanos de 

un determinado lugar.  

 

Igualmente, están las marcas de certificación, que “Son las que se utilizan para 

garantizar una calidad o estándar de un producto o servicio”249, de las cuales 

pueden ser titulares las personas jurídicas de derecho privado o público, si bien 

la marca no puede recaer sobre productos y/o servicios que estas produzcan, 

presten o comercialicen, pues el sentido de la misma gira en torno a que el titular 

certifica a través de esta marca un estándar determinado de productos y/o 

servicios. Por ejemplo, la marca “LDC”, que garantiza que cierta mercancía de 

maquillaje fue producida libre de crueldad animal. Es importante aclarar, que 

frente a las marcas de certificación las autorizaciones para el uso de la misma 

solo proceden cuando los productos y/o servicios de los terceros cumplan con 

las condiciones del reglamento de uso de la marca (el cual debe acompañarse al 

momento del registro de la misma, con el fin de identificar dichos productos y/o 

servicios, así como definir las características y el control de estas en todo 

momento).  

 

Independientemente de las consideraciones específicas sobre los tipos de 

marcas mencionados anteriormente, se aplica la normativa general  a ambas.  

En términos amplios, las marcas pueden clasificarse de la siguiente manera, 

atendiendo a que una misma puede encuadrarse y registrarse conforme una o 

más de una a la vez: 

 

- Nominativas 

Se tratan de expresiones con letras y números; por ejemplo: “Pentagrama”. 

 

 
249 Ibídem. 
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- Figurativas  

Son representaciones gráficas o imágenes que muchos denominan logo; por 

ejemplo, el dibujo de un tenedor asociado a servicios alimenticios. Frente a estas, 

en la Clasificación Internacional de Viena se establece una serie de categorías, 

divisiones y secciones, de lo general a lo particular, es decir, una sistematización 

de los elementos figurativos en los cuales consiste o que contiene una marca; 

que tiene como finalidad, por tanto, la facilitación en la búsqueda y registro de las 

marcas, de tal forma que se realice con orden.  

 

- Mixtas:  

Incluye tanto representaciones gráficas como expresiones.  

 

- Tridimensionales  

 

Ocupa las tres dimensiones (altura, anchura y profundidad), o sea, posee un 

volumen, que puede tratarse o de la forma misma del producto o el envase de 

este; por ejemplo, una botella que contiene una gaseosa o la forma de una 

chocolatina.  

 

- Sonoras 

Se protege un sonido; por ejemplo, un timbre característico de una empresa de 

transporte de personas.  

 

- Olfativas:  

 

Se protegen olores determinados; por ejemplo, un perfume.  
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- De color 

 

Se protegen colores delimitados en una forma o una combinación de estos, es 

decir, no puede tratarse del color solo y aislado; por ejemplo, un determinado 

color amarillo dentro de unas letras o un color amarillo en combinación con un 

verde.  

 

Es importante resaltar la existencia de marcas notorias, entendidas como un “(…) 

signo distintivo notoriamente conocido (…) [y] reconocido como tal en cualquier 

País Miembro por el sector pertinente, independientemente de la manera o el 

medio por el cual se hubiese hecho conocido”250, las cuales son protegidas ante 

el uso y registro no autorizados, para lo cual, frente al primero, se puede iniciar 

la pertinente acción, que se verá más adelante, y para evitar el segundo basta 

con la oposición al mismo, tal como se analizará a continuación. Debe resaltarse, 

que se entiende como sector pertinente, atendiendo a los productos, servicios, 

actividad y/o establecimientos que se relacionen: los consumidores; personas 

que hacen parte del ciclo de producción y/o comercialización; y/o los círculos 

empresariales.  

 

Ahora bien, se considera una marca como notoria, de conformidad con el artículo 

228 de la Decisión Andina 486 de 2000251, atendiendo a: a) el grado de 

conocimiento; b) la duración, amplitud y extensión geográfica de su utilización y 

promoción; c) el valor de la inversión para su promoción; d) el valor de ingresos 

del titular en relación con la marca (internacional y nacionalmente); e) grado de 

distintividad; f) su valor contable; g) el volumen de pedidos de franquicias y 

licencias; h) la existencia de actividades significativas de fabricación, compras o 

almacenamiento; i) los aspectos de comercio internacional; j) la existencia y 

 
250 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 224. Fecha de consulta: septiembre 14 de 2019.  
251 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 228. Fecha de consulta: 15 de septiembre de 2019. 
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antigüedad de un registro o solicitud del mismo en el país o en el extranjero. No 

limita su consideración como notoriamente conocida, conforme el artículo 229 de 

la Decisión Andina 486 de 2000252, que no esté registrada o no se haya iniciado 

el trámite para ello; que no se esté usando en el momento o que no haya sido 

usada aún para identificar productos y/o servicios; o que no sea reconocida como 

notoria en otros países. 

 

De modo que para acreditar el carácter notorio debe demostrarse al menos uno 

de estos elementos (tema que trata la Superintendencia de Industria y Comercio 

en sus sentencias 253): 

 

- Que la marca maneja un amplio despliegue publicitario que haga que sea 

conocida en un alto porcentaje de la población. 

 

- Que goza de un uso intensivo y aceptación, que hace que la marca sea 

difundida entre un gran número de personas, según el carácter masivo del 

producto. 

 

- Que posea una trascendencia en la rama comercial o industrial en la que 

se encuentra. 

 

De esta manera, el carácter de notoriedad debe probarse en un posible proceso, 

así se tenga una resolución en la que se declaré como tal, pues deben 

presentarse los medios probatorios pertinentes para demostrar que la marca 

 
252 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 229. Fecha de consulta: 15 de septiembre de 2019.  
253 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatura para Asuntos 
Jurisdiccionales. Radicado 13-297612. Coordinador del Grupo de Trabajo de Competencia 
Desleal y Propiedad Industrial Francisco Melo Rodríguez, 2014. Fecha de consulta: 20 de julio 
de 2019; & SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatura para Asuntos 
Jurisdiccionales. Radicado 14-266843. Coordinador del Grupo de Trabajo de Competencia 
Desleal y Propiedad Industrial de la Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales José Fernando 
Sandoval Gutiérrez, 2016. Fecha de consulta: 20 de julio de 2019. 
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continúa teniendo tal calidad. Cabe decir, que esta declaración de notoriedad a 

través de resoluciones de la Superintendencia de Industria y Comercio se limita 

a un tiempo, y se obtiene con ocasión de una oposición.  

 

Es importante anotar, que a las marcas notoriamente conocidas se les aplica la 

normativa sobre marcas que a continuación se explicará, con determinadas 

consideraciones que se irán entreviendo a lo largo del trabajo.  

 

Como se mencionó previamente, la marca es un bien de Propiedad Industrial 

sobre el que un titular, persona natural o jurídica, tiene derecho una vez la registra 

ante la Superintendencia de Industria y Comercio (según el artículo 543 del 

Código de Comercio254, si el solicitante no reside en Colombia, debe designar un 

representante en Bogotá para ello). Es decir, no se es propietario de una marca 

hasta que la misma no es registrada, por lo que una persona no puede alegar 

derecho sobre ella por el mero paso del tiempo o uso y, lo que se pretende, es 

precisamente proteger ese signo como propio, para que nadie pueda usarlo, a 

menos que se le autorice para ello. Así pues, del registro emana un derecho en 

doble sentido (lo cual trata la Superintendencia de Industria y Comercio en sus 

fallos255): 

 

- Derecho positivo: esto significa que el titular adquiere un derecho de 

exclusividad (uso exclusivo) sobre la marca, es decir, el uso del signo en el 

mercado. 

 

 
254 PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código de Comercio, Decreto 410 de 
1971, art. 543.  
255 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatura para Asuntos 
Jurisdiccionales. Radicado 13-102142. Coordinador del Grupo de Trabajo de Competencia 
Desleal y Propiedad Industrial Francisco Melo Rodríguez, 2013. Fecha de consulta: 20 de julio 
de 2019; & SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatura para Asuntos 
Jurisdiccionales. Radicado 13-119966. Superintendente Delegado para Asuntos Jurisdiccionales 
Felipe García Pineda, 2013. Fecha de consulta: 20 de julio de 2019. 
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- Derecho negativo: es la prohibición a terceros para que sin autorización 

del titular no puedan hacer uso de esos signos distintivos. 

 

Se debe dejar claro, que si bien las marcas son signos distintivos de productos 

y/o servicios, no es necesario que los mismos existan en el mercado al momento 

del registro, toda vez que posteriormente este signo marcario podría usarse para 

identificarlos; lo que no obsta para que su no utilización pueda acarrear 

consecuencias futuras, como se planteará posteriormente.  

 

Así pues, para que una persona pueda ser titular de una marca debe tener el 

registro, que no es más que un acto administrativo (resolución) expedido por la 

Superintendencia de Industria y Comercio (Dirección de signos distintivos de 

conformidad con los numerales 1 y 6 del artículo 19 del Decreto 4886 de 2011), 

ante la cual se realiza el mismo. Dado este principio de registrabilidad de que 

para ser titular se requiere el registro y atendiendo a que una persona puede 

haber registrado una marca que no esté usando, es vital anotar que no se puede 

aplicar la prescripción adquisitiva de dominio como “(…) modo de adquirir las 

cosas comerciales ajenas, mediante la posesión, el transcurso del tiempo y 

demás requisitos de ley”256, tema sobre el cual no se profundizará en la presente 

investigación.  

 

Ahora bien, frente al registro de una marca sí procede la acción reivindicatoria 

cuando “(…) se hubiese solicitado u obtenido en perjuicio de otra persona que 

también tuviese tal derecho (…)”257, de tal forma que el afectado pueda instaurar 

esta “(…) acción real que tiene el titular de un derecho real principal (…) para 

recuperar una cosa singular o su valor pecuniario de quien la tenga en su 

 
256 VELÁSQUEZ, Luis. Bienes. Colombia: Temis, 2014, p. 376. 
257 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 237. Fecha de consulta: 17 de septiembre de 2019. 
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poder”258, con el fin de que “(…) se le reconozca como cosolicitante o cotitular del 

derecho”259. Debe aclararse, que la acción reivindicatoria en temas marcarios 

involucra el otorgamiento de un mecanismo de protección a quien también tiene 

derecho sobre una marca, sin que implique que se desconozca a aquel que 

hubiere solicitado u obtenido el registro al alegarse su no derecho, pues en 

principio toda persona puede iniciar dicho trámite y conseguir el registro, siempre 

que reúna los requisitos de la Decisión 486 de 2000.  

 

Esta deberá tramitarse ante los jueces o autoridad administrativa con funciones 

jurisdiccionales competentes para conocer de la acción por infracción de 

derechos de Propiedad Industrial, que se nombrarán con posterioridad, dentro 

de los cuatro años siguientes a la fecha de concesión del registro o a los dos 

años “(…) desde que el objeto de protección hubiera comenzado a explotarse o 

usarse en el país por quien obtuvo el derecho (…)”260. Estos dos términos se 

cuentan simultáneamente, lo que acarrea que se aplicará el primero que expire; 

sin embargo, la prescripción no aplicará que caso de que quien haya solicitado u 

obtenido el registro lo hubiese hecho de mala fe.  

 

¿Cuáles son los beneficios de registrar una marca? En primer lugar y como ya 

se ha mencionado, permite que los consumidores identifiquen sus productos y/o 

servicios de otros, consiguiendo su diferenciación y, muchas veces, al lograrse 

el posicionamiento de una marca, se incita a los consumidores para que 

adquieran dichos bienes y/o servicios, dado que la asumen con productos y/o 

servicios de buena calidad, aumentando de esta forma la reputación del 

comerciante o personas que realizan el comercio y, por ende, incrementando las 

ventas. Además de esto, se adquiere el derecho exclusivo sobre la misma y su 

 
258 VELÁSQUEZ, Luis. Bienes. Colombia: Temis, 2014, p. 486. Fecha de consulta: 17 de 
septiembre de 2019.  
259 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 237. Fecha de consulta: 18 de septiembre de 2019 
260 Ibídem.   
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protección, por lo que se puede impedir a terceros el uso de una igual o similar, 

e incluso oponerse ante el registro. Ahora, teniendo en cuenta que la marca es 

un activo (bien intangible), que al ser susceptible de valoración económico, suma 

al patrimonio de la persona, con esta se pueden realizar distintos negocios y, por 

ende, ser fuente de ingresos; por ejemplo, pueden ser objeto de licencias, tal 

como se analizará más adelante, o realizar franquicias.  

 

Como se mencionó previamente, para obtener derecho sobre una marca, es 

decir, que esta se constituya propiamente, se debe solicitar su registro ante la 

Superintendencia de Industria y Comercio, pues si no no existiría formalmente a 

menos que se trate de marca notoria. “Las superintendencias son organismos 

creados por la ley, con la autonomía administrativa y financiera que aquella les 

señale, sin personería jurídica, que cumplen funciones de inspección y vigilancia 

atribuidas por la ley o mediante delegación que haga el Presidente de la 

República previa autorización legal”261 y, en específico, la Superintendencia de 

Industria y Comercio  

 

(…) vela por el buen funcionamiento de los mercados a través de la vigilancia y protección 
de la libre competencia económica, de los derechos de los consumidores, del cumplimiento 
de aspectos concernientes con metrología legal y reglamentos técnicos, la actividad 
valuadora del país, y la gestión de las Cámaras de Comercio.  
 
A su vez, es responsable por la protección de datos personales, administra y promueve el 
Sistema de Propiedad Industrial y dirime las controversias que se presenten ante 
afectaciones de derechos particulares relacionados con la protección del consumidor, 
asuntos de competencia desleal y derechos de propiedad industrial262.  

 

Esta se encuentra conformada por delegaturas, algunas de las cuales, para lo 

que nos concierne, son: Delegatura de Propiedad Industrial, que se encarga de 

todo lo relativo a este instituto jurídico con excepción de los trámites 

jurisdiccionales (las acciones pertinentes), los cuales están en cabeza de la 

 
261 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Estatuto de la Administración Pública, Ley 
489 de 1998, art. 66. Fecha de consulta: 18 de septiembre de 2019. 
262 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERIO. Misión y Visión. Fecha de consulta: 18 
de septiembre de 2019. Rescatado de: http://www.sic.gov.co/mision-y-vision 

http://www.sic.gov.co/mision-y-vision
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Delegatura de Asuntos Jurisdiccionales. A su vez, la primera contiene a la 

Dirección de Signos Distintos y la Dirección de Nuevas Creaciones, portadores 

de todos los trámites administrativos concernientes a dichos institutos.   

 

Así pues, para el registro de una marca se debe presentar una solicitud que, por 

regla general, será el mismo día que se considerará como fecha de presentación 

de esta; excepcionalmente, se puede invocar como fecha el día “(…) en que 

dicha marca haya distinguido productos o servicios en una exposición reconocida 

oficialmente y realizada en cualquier país, siempre que sea solicitada dentro de 

los seis meses contados a partir del día en que tales productos o servicios se 

exhibieran por primera vez con dicha marca”263. Si se llegare a desistir la solicitud 

en cualquier momento del procedimiento, la Superintendencia de Industria y 

Comercio dará por terminado dicho trámite administrativo a partir de una 

declaración; pero si se llegare a hacer antes de que se publique la solicitud, esta 

no se realizará. Lo mismo aplica cuando una solicitud es abandonada, que quiere 

decir que se entiende que no se continúa con el proceso de registro cuando el 

solicitante no cumple con algunos de los requisitos exigidos y posteriormente no 

subsana, lo cual se verá con posterioridad.  

 

Es importante aclarar que si no se llena el contenido de la solicitud de 

conformidad con lo establecido en el artículo 140 de la Decisión Andina 486 de 

2000, se otorgará un término de dos meses para que complete o subsane, 

pasado el cual se admitirá o no el trámite, de conformidad con el artículo 170 del 

Decreto 019 de 2012. Una vez admitido el trámite, la Superintendencia de 

Industria y Comercio contará con 15 días para examinar el cumplimiento de los 

artículos 135 y 136 de la Decisión Andina 486 del 2000, que versan sobre signos 

que no pueden registrarse como marca. En caso negativo, se dará un plazo de 

60 días para que se completen y, si no se hace, la solicitud se considerará 

 
263 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 141. Fecha de consulta: 19 de septiembre de 2019. 
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abandonada; en caso positivo, se ordenará la publicación, para que en el término 

de 30 días (con otro plazo de 30 días para presentar pruebas, a solicitud de parte) 

presenten oposición quienes gocen de legítimo interés. 

 

En este punto debe tratarse un tema de vital importancia frente a los derechos 

que se ostentan sobre una marca. Territorialmente, ¿hasta dónde llega el alcance 

del registro y, por ende, del dominio que se tiene sobre dicho signo distintivo? En 

principio, el derecho solo se adquiere en territorio colombiano; pero, puede 

también extenderse si sobre un/los país(es) miembro(s) de la Comunidad Andina 

(Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú) existe un interés real en el mercado, caso en 

el cual se podría solicitar el registro e, incluso, oponerse en caso de que alguien 

más esté tramitando el registro de una marca igual o similar, debiendo solicitar el 

registro a su vez; sin embargo, por el simple hecho de realizar el registro en 

Colombia, no se extiende automáticamente a los demás países. Debe igualmente 

atenderse a otras normas de carácter supranacional las cuales se mencionarán 

ulteriormente, las cuales propugnan por dicho principio de territorialidad y 

posibilidad de solicitar registro en otros países.  

 

Debe detallarse una excepción al principio de territorialidad en cuanto a las 

marcas notoriamente conocidas, toda vez que las mismas pueden extenderse a 

otros países, dado que para su protección no se requiere de registro sobre 

determinados productos y/o servicios, por lo que se trata aquí de un principio de 

extraterritorialidad. Hay que dejar claro que no todas las legislaciones requieren 

de un registro o depósito para la constitución del derecho sobre la marca, en 

algunas puede llegar a considerarse como tales con el uso, lo cual no es el caso 

colombiano como ya se planteó.  

 

Frente a las oposiciones, la Superintendencia de Industria y Comercio (cada país 

miembro de la Comunidad Andina tendrá su oficina nacional competente) 

notificará al solicitante del registro para que argumente y presente pruebas en 
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contra de la oposición si así lo desea, en un plazo de 30 días (más otros 30 días 

a petición de parte, concedidos automáticamente si procede, es decir, sin 

necesidad de pronunciamiento por parte de la entidad). Una vez vencido el plazo 

o no presentadas oposiciones, la Superintendencia de Industria y Comercio hará 

el examen de registrabilidad, pronunciándose frente a las oposiciones si es el 

caso, y concediendo o denegando el registro de la marca, todo a través de una 

resolución.  

 

Tratándose de actos administrativos, proceden los recursos del artículo 74 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo: el 

recurso de reposición ante quien lo expidió (Dirección de Signos Distintivos de la 

Superintendencia de Industria y Comercio) con el fin de que se aclare, adicione 

o revoque, o el recurso de apelación (o subsidiariamente este) con el mismo 

objetivo pero ante el superior, es decir, la Delegatura para la Propiedad Industrial 

de la Superintendencia de Industria y Comercio. En caso de rechazo de la 

apelación por parte de la Dirección de Signos Distintivos, se puede interponer el 

recurso de queja ante el superior.  

 

¿Cuál es la vigencia del registro? Es “(…) de diez años contados a partir de la 

fecha de su concesión y podrá renovarse por períodos sucesivos de diez años”264. 

Esta renovación, que es automática y sin necesidad de pruebas, y que se hará 

en los mismos términos del anterior registro, pudiéndose limitar mas no ampliar, 

debe solicitarse, por lo menos, con seis meses de antelación a que expire el 

registro, otorgándose, sin embargo, un periodo de gracia de seis meses a partir 

del vencimiento, tiempo en el que seguirá vigente, pero posteriormente ya no 

procederán oposiciones para la renovación. Llegado el caso en que la renovación 

no se realicé, se entenderá caducado el registro de la marca.  

 

 
264 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 152. Fecha de consulta: 21 de septiembre de 2019 
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¿Quiénes gozan de legítimo interés sobre una marca? En primer lugar, quien 

ostenta la titularidad de la misma, es decir, aquel sobre quien recae el registro, 

que en principio es quien lo solicitó. Esta persona a quien se le concedió el 

registro o quien lo está tramitando, puede realizar, por un lado, la transferencia 

“(…) por acto entre vivos o por vía sucesoria, con o sin la empresa a la cual 

pertenece”265; por el otro, conceder licencia para la explotación de la marca.  

 

¿Cuál es la diferencia entre un contrato de transferencia y uno de licencia? El 

primero, por ejemplo, una cesión, concede a quien se transfiere todos los 

derechos sobre una marca, es decir, a quien se transfiere se trata de un titular 

de la misma. Por el contrario, el segundo solo concede el derecho de usar la 

marca, dejando en cabeza del titular ese y el resto de derechos sobre el signo 

marcario, como pueden ser su licenciamiento o transferencia. Cabe decir, que en 

virtud de la Decisión 486 de 2000 el contrato de transferencia (obligatoriamente 

escrito) debe registrarse por solicitud de cualquier interesado (el titular, o a 

quienes se le transfiera) ante la Superintendencia de Industria y Comercio, pues 

de lo contrario no surtiría efectos frente a terceros266. Por su parte, el contrato de 

licencia (que también debe ser escrito), no tiene por qué registrarse ante la 

Superintendencia de Industria y Comercio, es decir, al ser de carácter opcional, 

no afecta su validez y/u oponibilidad el no hacerlo267, de conformidad con el 

Decreto 729 de 2012, reglamentario de la Decisión Andina 486 de 2000.  

 

Frente al contrato de licencia, el artículo 594 del Código de Comercio268 establece 

que debe contener estipulaciones dirigidas a mantener la calidad de los 

productos o servicios distinguidos por esa marca licenciada, ejerciendo, además, 

 
265 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 161. Fecha de consulta: 21 de septiembre de 2019.  
266 Ibídem. 
267 PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Decreto Reglamentario 729 de 2012, art. 
5. Fecha de consulta: 22 de septiembre de 2019.  
268 PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código de Comercio, Decreto 410 de 
1971, art. 594.  
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un control de ello, por lo que en caso de perjuicios, serán solidariamente 

responsables. Pero, ¿qué reglas rigen la licencia? Salvo que las partes estipulen 

lo contrario, se deberá atender al artículo 556 del Código de Comercio269, por 

remisión del 597 ibídem: el licenciante puede conceder licencia de la marca a 

otras personas (licenciatarios) y no hay prohibición de que él mismo la use; 

además, la licencia tiene como término la vigencia de la marca, es decir, si la 

misma caduca, se pierde el derecho de explotación, que aplica a todo el territorio 

colombiano (pues el derecho sobre la marca se extiende a este) y en la totalidad 

de lo que dicho signo distingue; por último, con la licencia no se concede la 

posibilidad de cederla ni sublicenciarla. Sin embargo, las cláusulas no pueden 

imponer limitaciones comerciales y/o industriales extras a las que pueda tener el 

derecho sobre la marca en sí mismo, por ejemplo, su vigencia, so pena de 

ineficacia de las mismas.  

 

Si bien existe un registro cuya vigencia es de 10 años y no es necesario que 

exista en el mercado el producto y/o servicio que identifica la marca al momento 

de registrarla, “(…) cuando sin motivo justificado la marca no se hubiese utilizado 

en al menos uno de los Países Miembros, por su titular, por un licenciatario o por 

otra persona autorizada para ello (…)”270 por tres años consecutivos a partir de 

la fecha de notificación de la resolución que concedió el registro, cualquier 

persona interesada podrá pedir su cancelación ante la Superintendencia de 

Industria y Comercio (Dirección de signos distintivos, de conformidad con el 

artículo 19.3271 del Decreto 4886 de 2011), la cual no procederá en caso de que 

su no uso se deba a, por ejemplo, caso fortuito o fuerza mayor. Esto igualmente 

podrá justificarse como defensa en un proceso de oposición.  

 

 
269 PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código de Comercio, Decreto 410 de 
1971, art. 556. 
270 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 165. Fecha de consulta: 23 de septiembre de 2019. 
271 MINISTERIO DE COMERCIO, INDUSTRIA Y TURISMO. Decreto 4886 de 2011, art. 19. 
Fecha de consulta: 26 de septiembre de 2019. 
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Cabe aclarar que la falta de uso puede tratarse de uno o más productos y/o 

servicios para los cuales se registró, y no su totalidad, por lo que no se ordenará 

la cancelación de la marca, sino su reducción a aquellos sobre los que sí se esté 

usando. Es de resaltarse que el hecho de que el uso de una marca sea diferente 

en detalles o elementos que no hagan perder el factor esencial de la distintividad 

del signo, en comparación a lo consignado en el registro, no es causal para la 

cancelación o limitación.  

 

Ahora bien, ¿qué se entiende por una marca en uso?  

 

(…) cuando los productos o servicios que ella distingue han sido puestos en el comercio o 
se encuentran disponibles en el mercado bajo esa marca, en la cantidad y del modo que 
normalmente corresponde, teniendo en cuenta la naturaleza de los productos o servicios 
y las modalidades bajo las cuales se efectúa su comercialización en el mercado. También 
se considerará usada una marca, cuando distinga exclusivamente productos que son 
exportados desde cualquiera de los Países Miembros (…)272.  

 

Este no uso si bien se alega por un tercero, le corresponde al titular probar lo 

contrario, toda vez que es quien se encuentra es mejores condiciones para ello. 

 

Igualmente procede la cancelación o limitación del alcance del registro de una 

marca, a solicitud de parte o de oficio por la Superintendencia de Industria y 

Comercio, “(…) cuando su titular hubiese provocado o tolerado que ella se 

convierta en un signo común o genérico para identificar o designar uno o varios 

de los productos o servicios para los cuales estuviese registrada”273, es decir, 

cuando ante el público se haya perdido la distintividad de la “(…) procedencia 

empresarial del producto o servicio al cual se aplica”274.  

 

 
272 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 166. Fecha de consulta: 24 de septiembre de 2019.  
273 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 169. Fecha de consulta: 24 de septiembre de 2019. 
274 Ibídem. 
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Ante cualquiera de las eventualidades de cancelación o limitación del alcance del 

registro de una marca, la Superintendencia de Industria y Comercio notificará al 

titular para que dentro del término de 60 días hábiles argumente su posición y 

presente pruebas. Vencido el plazo, se expedirá una resolución en la que se 

decida sobre la procedencia o no de la cancelación o limitación.  

Existe, además, la posibilidad de que el titular de la marca renuncie a sus 

derechos sobre el registro, de manera parcial o total, lo cual debe inscribirse ante 

la Superintendencia de Industria y Comercio para que surta efectos. 

 

A parte de las anteriores consideraciones frente al registro de una marca, que 

como ya se dijo concede el derecho sobre la misma, es posible que un juez de 

la jurisdicción de lo contencioso administrativo decrete de oficio o a solicitud de 

cualquier persona la nulidad absoluta del registro, en cualquier momento, en caso 

de que se hubiese otorgado en contravención de lo que puede constituirse o no 

como marca (arts. 134 y 135 Decisión Andina 486 de 2000); o nulidad relativa, 

durante el término de cinco años a partir de la fecha de concesión del registro, 

cuando se hubiese realizado el mismo violando las disposiciones de lo que no 

puede constituirse como marca dado que afecta a un tercero (art. 136 Decisión 

Andina 486 de 2000) o se hubiera realizado de mala fe. Cabe resaltar que la 

nulidad puede ser total o parcial, dependiendo de si recae frente a la marca como 

signo de todos los productos y/o servicios para los que fue registrada, o solo para 

uno o algunos de ellos, caso en el cual se eliminarán del registro.  

 

Dado que se tratan de actos administrativos, la competencia la tiene la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo, de conformidad con el artículo 104 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo: 

“La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, 

además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las 

controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y 

operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las 
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entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa”275. 

Es importante aclarar, que esto se realiza a través del ejercicio del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho, ya que “Toda persona que se 

crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá 

pedir que se declare la nulidad del acto administrativo particular, expreso o 

presunto, y se le restablezca el derecho (…)”276.  

 

Atendiendo a lo anterior, el juez competente puede ser o bien los juzgados 

administrativos o el tribunal administrativo del lugar donde se expidió el acto o 

del domicilio del demandante de conformidad con lo que menciona el art. 156 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

dependiendo de la cuantía: si excede de los 300 salarios mínimos mensuales 

legales vigentes es de los segundos (núm. 3 de los arts. 152 y 153 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo); y esta cuantía 

se establece por los perjuicios causados según la estimación razonada hecha en 

la demanda, que no incluye perjuicios morales y que si no se realiza se 

entenderán renunciados, es decir, no habrá restablecimiento si bien sí nulidad.  

 

Es importante denotar que la Decisión Andina 486 de 2000 establece que se le 

debe dar un trato no menos favorable, en relación con los nacionales 

colombianos, a los demás miembros de la Comunidad Andina, de la 

Organización Mundial del Comercio y del Convenio de París para la Protección 

de la Propiedad Industrial, atendiendo, así, a dos normas claves 

supranacionales: el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad 

Intelectual relacionados con el Comercio –ADPIC- y el Convenio de París para la 

Protección de la Propiedad Industrial de 1883 (aprobado mediante Ley 178 de 

 
275 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011, art. 104. 
276 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011, art. 138. 
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1994), respectivamente. Lo anterior, sin perjuicio de la concesión de dicho trato 

a otros países, de conformidad con la legislación interna.  

 

Esto, por tanto, conlleva que cualquier ventaja o similar concedida a un país, será 

extendida a lo demás. Sin embargo, no presupone que el principio de 

territorialidad se convierta en extraterritorial, es decir, registrar, depositar o usar 

(dado que en muchas legislaciones se entiende obtenido el derecho con el solo 

uso de la marca) este signo distintivo de productos y/o servicios no implica que 

se extienda a otros Estados donde no se ha reconocido como tal, sino que 

pueden iniciar, como en el caso colombiano, el proceso de registro en igualdad 

de condiciones.  

 

Lo planteado preliminarmente debe interpretarse, claro está, sin desmedro de lo 

estipulado en acuerdos internacionales previos, que incluso ya incorporaban 

normas en los que se mencionaba lo planteado con anterioridad, como los que 

se verán a continuación: 

 

−  Convención de Propiedad Intelectual con Francia de 1901 (promulgada 

por el Decreto 597 de 1904) 

 

Incluye, como factor diferencial, el artículo 2277 que establece que los solicitantes 

de registro o depósito de ambos Estados no requieren de establecer su 

residencia o representación mercantil en el otro; si bien deben cumplir con las 

demás formalidades. Frente a esta norma internacional es importante citar a la 

Corte Suprema de Justicia del ocho de febrero de 2002:  

 

Recuérdese que para cuando se celebró el tratado, (…) la propiedad de la marca se 
derivaba de su posesión, antes que del registro, incluyendo a los individuos o compañías 

 
277 MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, & 
MINISTRO PLENIPOTENCIARIO DE LA REPÚBLICA FRANCESA. Convención sobre 
Propiedad Industrial, promulgada por Decreto 597 de 1904, art. 2. Fecha de consulta: 27 de 
septiembre de 2019. 
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extranjeras, según las palabras del decreto 217 de 1900, que al establecer los 
procedimientos para el registro que antes no existían, con respecto a los extranjeros 
residentes en el exterior, se limitó en el artículo 6º a exigir como condición para el registro 
de la marca en Colombia el previo y regular registro en el país de origen, pero sin 
desconocer la propiedad derivada del uso exclusivo de la persona extranjera, bien 
directamente o por interpuesta persona, según quedó explicado, porque, se reitera, lo que 
confería la propiedad era la posesión material y no el registro. De manera que si ésta era 
la visión legal para cuando en 1901 se celebró el tratado objeto de análisis, el artículo 3º 
de la Convención no puede entenderse de manera distinta a la propuesta, es decir, que 
por virtud del acuerdo el titular del derecho sobre una marca “legítimamente” “adquirida” 
“En Francia” (punto que no se discute en el caso), goza de la protección en Colombia 
cuando “usen de ellas”. Desde luego que esta interpretación ninguna mengua sufre por el 
contenido del inciso 2º del artículo 3º, visto también a la luz del decreto 217 de 1901, porque 
él se limita en armonía con principios generales, a reservar a favor de cada uno de los 
Estados, el derecho a “rehusar el depósito” (registro) y “prohibir el uso de cualquier marca 
que en sí misma fuere contraria al orden público o a la moral y las buenas costumbres”, 
pero sin que por ninguna parte se lea o se pueda entender, que la protección que confiere 
el artículo 3º penda del referido registro, como tampoco se llega a esa conclusión con el 
texto del artículo 2º del tratado, porque las condiciones que para entonces exigía la ley 
para otorgar la protección no eran otras que el uso con animus domini o posesión de la 
marca, en todo caso con independencia del registro278.  

 
 

−  Convención General Interamericana sobre Protección Marcaria y 

Comercial de 1929 (aprobada por Ley 59 de 1936) 

 

El artículo 1 establece que “Los estados contratantes se obligan a otorgar a los 

nacionales de los otros Estados contratantes y a los extranjeros domiciliados que 

posean un establecimiento fabril o comercial o una explotación agrícola en 

cualquiera de los Estados que hayan ratificado o se hayan adherido a la presente 

convención, los mismos derechos y acciones que las leyes respectivas concedan 

a sus nacionales o domiciliados, con relación a marcas de fábrica, comercio o 

agricultura, a la protección del nombre comercial, a la represión de la 

competencia desleal y de las falsas indicaciones de origen o procedencia 

geográficas”279. Además, se establece la posibilidad de que los Estados parte de 

esta norma internacional puedan oponerse al registro de una marca e incluso 

solicitar su cancelación o anulación. 

 
278 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil. SC-006-2002. M.P. José Fernando 
Ramírez Gómez, 2002, p. 42-43. Fecha de consulta: 9 de septiembre de 2019. 
279 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Convención sobre Protección Marcaria y 
Comercial de 1929, Ley 59 de 1936, art. 1. Fecha de consulta: 28 de septiembre de 2019.  
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−  Tratado de Libre Comercio entre los Gobiernos de Estados Unidos 

Mexicanos, la República de Colombia y la República de Venezuela de 1994 

(aprobado por la Ley 172 de 1994) 

 

No se establece ninguna particularidad frente a oposiciones, solicitudes de 

cancelación o nulidad que pueda solicitar una persona en uno de los otros países, 

además de que se deja libertad a cada país miembro para establecer su propia 

legislación en la materia; sin embargo, sí se tratan, igual a como se establece en 

la Decisión Andina 486 de 2000, que en caso de que en “(…) dos o más de los 

países Partes existan registros sobre una marca idéntica o similar a nombre de 

titulares diferentes, para distinguir bienes o servicios idénticos o similares, se 

prohíbe la comercialización de los bienes o servicios identificados con esa marca 

en el territorio de la otra Parte donde se encuentre también registrada, salvo que 

los titulares de esas marcas suscriban acuerdos que permitan la referida 

comercialización”280, los cuales deberán inscribirse ante la Superintendencia de 

Industria y Comercio (para el caso colombiano), así como ir acordes a las 

prácticas comerciales y de competencia. Ahora bien, eso no aplica en tanto dicha 

marca en uno de los países no se encuentre en uso, conforme la normativa 

interna.  

 

−  Tratado sobre el Derecho de Marcas de 1994 

 

Regula temas procedimentales sobre la solicitud de registro y renovación de la 

marca, y las modificaciones (cambios previos a la concesión) y las afectaciones 

(cambios posteriores al registro, como transferencias y licencias).  

 

 
280 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Tratado de Libre Comercio entre los 
Gobiernos de estados Unidos Mexicanos, la República de Colombia y la República de Venezuela 
de 1994, Ley 172 de 1994, art. 18. Fecha de consulta: 29 de septiembre de 2019.  
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Otra norma internacional importante de mencionar es el Protocolo concerniente 

al arreglo de Madrid relativo al Registro Internacional de Marcas (aprobado por 

la Ley 1455 de 2011): la personas que solicitan el registro de una marca ante la 

Superintendencia de Industria y Comercio pueden realizar, en conjunto con este, 

un registro internacional ante esta misma entidad, por lo que no se requerirá, 

para el trámite, representantes en esos otros Estados, con el fin de que le sean 

reconocidos derechos sobre estos signos distintivos en los países signatarios del 

Protocolo que se soliciten, pudiendo ampliarlo con posterioridad si así lo desea. 

Esto significa que se tramita una única solicitud desde el país de origen, con 

destino a la oficina internacional de la Organización Mundial de la Propiedad 

Intelectual -OMPI-, la cual administrará la solicitud a las oficinas de los 

respectivos países. Cabe aclarar, que el registro en los demás países no se 

genera de manera automática, sino que estos tienen del derecho conceder o no 

el registro, de acuerdo con las legislaciones internas.  

 

Es importante resaltar respecto al Convenio de París para la Protección de la 

Propiedad Industrial, que la Decisión Andina 486 de 2000 hace una alusión 

directa de este en el artículo 142, respecto el artículo 6quinquies de esta norma 

internacional, en la que se manifiesta que cuando una marca se encuentra 

registrada en el país de origen del titular (donde este tenga un establecimiento 

industrial o de comercio, si no su domicilio, si no que sea nacional de allí) siendo 

miembro de la Unión, será admitido, por regla general, su registro o depósito, 

respectivamente, en otro país de la Unión, a excepción de que cause perjuicios 

a terceros, carezca de distintividad y/o estén en contravía de la moral, el orden 

público y/o engañen al público; a esto debe atenderse que no se constituye como 

barrera para el registro si el signo llega a variar en determinados elementos que 

no afecten su distintividad e identidad.  
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Es importante aclarar, que, de conformidad con la Convención de París para la 

Protección de la Propiedad Intelectual281, las renovaciones de dichos registro son 

independientes, por lo que una no incide sobre la otra. Para prevalerse de este 

derecho ha de esclarecerse que se debe presentar el certificado de registro 

durante los tres meses posteriores a la solicitud, según la Decisión 486 de 

2000282. Es de resaltar que existe el beneficio de prioridad cuando la solicitud en 

los demás países que no son los de origen se haga en los seis meses posteriores 

a la que se realizó en el respectivo país de origen, siguiendo lo dicho por la 

Convención de París antes mencionada283.  

 

Respecto a este tema la Decisión Andina 486 de 200 también se pronuncia en 

su artículo 9284 en tanto que el solicitante, o sus causahabientes, de una marca 

tendrán derecho de prioridad para solicitar el registro en un país miembro y este 

alcance será de conformidad con lo ya mencionado de la Convención de París 

para la Protección de la Propiedad Industrial, incluido el término de seis meses 

también consagrado en el artículo 9285 de dicha norma comunitaria. En ambas 

normativas, si no se cumple con ese plazo o no se pagan las respectivas tasas 

se pierde la prioridad, sobre la que se pronunciará la Superintendencia de 

Industria y Comercio al decidir del registro. 

4.2. Infracciones marcarias 

 

Como se evidenció con anterioridad, sobre las marcas existe un derecho que 

nace con su registro ante la Superintendencia de Industria y Comercio. Al ser un 

 
281 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Convenio de París para la Protección de 
la Propiedad Intelectual, Ley 178 de 1994, art. 6. Fecha de consulta: 30 de septiembre de 2019 
282 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 142. Fecha de consulta: 30 de septiembre de 2019. 
283 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Convenio de París para la Protección de 
la Propiedad Intelectual, Ley 178 de 1994, art. 4. Fecha de consulta: 30 de septiembre de 2019.  
284 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 9. Fecha de consulta: 30 de septiembre de 2019. 
285 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Convenio de París para la Protección de 
la Propiedad Intelectual, Ley 178 de 1994, art. 9. Fecha de consulta: 30 de septiembre de 2019 



143 
 

derecho de exclusividad, se establece que solo el titular puede usarla y los demás 

deberán limitarse a emplearla en caso de que medie autorización por parte de 

este, pues, en caso contrario, se estaría incurriendo en una infracción marcaria 

al realizar un uso indebido de la misma. Es decir, una infracción marcaria es la 

utilización no autorizada por el titular de una marca registrada, realizándose un 

uso indebido de la misma en cualquiera de sus modalidades que se verán a 

continuación.  

 

El Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, mediante sentencia del 22 de 

marzo de 2005, manifestó “que el registro del signo como marca, en la oficina 

competente de uno de los Países Miembros de la Comunidad Andina, configura 

el único acto constitutivo del derecho de su titular al uso exclusivo del signo, y 

que este derecho le confiere la posibilidad de ejercer acciones positivas a su 

respecto, así como de obrar contra los terceros que, sin su consentimiento, 

realicen cualquier acto de aprovechamiento de la marca”286. 

 

¿Qué puede verse afectado con la realización de estas infracciones marcarias? 

Por un lado, la innovación de los titulares frente a sus competidores y 

consumidores; por otro, se perdería en la práctica la materialización de la 

protección que en teoría se otorga con el registro y sus consecuentes beneficios 

ya mencionados previamente (tema tratado por la Superintendencia de Industria 

y Comercio en sus sentencias287). 

  

Puntualmente, el artículo 155 de la Decisión Andina 486 de 2000 indica una lista 

de actos que se constituyen como infracciones marcarias, al consagrar que el 

 
286 TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD ANDINA. Proceso 10-IP-2005, citado por 
TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD ANDINA. Proceso 40-IP-2015. M.P. José Vicente 
Troya Jaramillo, 2015, p. 6-7.  Fecha de consulta: 3 de octubre de 2019. 
287 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatura para Asuntos 
Jurisdiccionales. Radicado 13-119966. Superintendente Delegado para Asuntos Jurisdiccionales 
Felipe García Pineda, 2013. Fecha de consulta: 20 de julio de 2019. 
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registro posibilita al titular de la marca para que impida que sin su consentimiento 

se realicen: 

 

a) aplicar o colocar la marca o un signo distintivo idéntico o semejante sobre productos 
para los cuales se ha registrado la marca; sobre productos vinculados a los servicios para 
los cuales ésta se ha registrado; o sobre los envases, envolturas, embalajes o 
acondicionamientos de tales productos;  

 

b) suprimir o modificar la marca con fines comerciales, después de que se hubiese aplicado 
o colocado sobre los productos para los cuales se ha registrado la marca; sobre los 
productos vinculados a los servicios para los cuales ésta se ha registrado; o sobre los 
envases, envolturas, embalajes o acondicionamientos de tales productos;  
 
c) fabricar etiquetas, envases, envolturas, embalajes u otros materiales que reproduzcan 
o contengan la marca, así como comercializar o detentar tales materiales;  
 
d) usar en el comercio un signo idéntico o similar a la marca respecto de cualesquiera 
productos o servicios, cuando tal uso pudiese causar confusión o un riesgo de asociación 
con el titular del registro. Tratándose del uso de un signo idéntico para productos o servicios 
idénticos se presumirá que existe riesgo de confusión;  
 
e) usar en el comercio un signo idéntico o similar a una marca notoriamente conocida 
respecto de cualesquiera productos o servicios, cuando ello pudiese causar al titular del 
registro un daño económico o comercial injusto por razón de una dilución de la fuerza 
distintiva o del valor comercial o publicitario de la marca, o por razón de un 
aprovechamiento injusto del prestigio de la marca o de su titular;  
 
f) usar públicamente un signo idéntico o similar a una marca notoriamente conocida, aun 
para fines no comerciales, cuando ello pudiese causar una dilución de la fuerza distintiva 
o del valor comercial o publicitario de la marca, o un aprovechamiento injusto de su 
prestigio288. 

 

Respecto a los numerales e) y f) se entiende como  

 

(…) uso de un signo en el comercio por parte de un tercero, entre otros, los siguientes 
actos:  
 
a) introducir en el comercio, vender, ofrecer en venta o distribuir productos o servicios con 
ese signo;  
 
b) importar, exportar, almacenar o transportar productos con ese signo; o,  
 

 
288 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 155. Fecha de consulta: 2 de octubre de 2019.  
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c) emplear el signo en publicidad, publicaciones, documentos comerciales o 
comunicaciones escritas u orales, independientemente del medio de comunicación 
empleado y sin perjuicio de las normas sobre publicidad que fuesen aplicables289. 

 

Además de las anteriores, se entiende como uso no autorizado de una marca 

notoriamente conocida (sin que se excluyan los generales sobre las marcas) los 

siguientes: 

 

- “(…) el uso del mismo en su totalidad o en una parte esencial, o una 

reproducción, imitación, traducción o transliteración del signo, susceptibles 

de crear confusión, en relación con establecimientos, actividades, 

productos o servicios idénticos o similares a los que se aplique”290. 

 

- (…) uso del mismo en su totalidad o en una parte esencial, o de una reproducción, 
imitación, traducción o transliteración del signo, aun respecto de establecimientos, 
actividades, productos o servicios diferentes a los que se aplica el signo notoriamente 
conocido, o para fines no comerciales, si tal uso pudiese causar alguno de los efectos 
siguientes: a) riesgo de confusión o de asociación con el titular del signo, o con sus 
establecimientos, actividades, productos o servicios; b) daño económico o comercial 
injusto al titular del signo por razón de una dilución de la fuerza distintiva o del valor 
comercial o publicitario del signo; o, c) aprovechamiento injusto del prestigio o del 
renombre del signo291. 

De las anteriores conductas entendidas como infracciones a derechos marcarios, 

debe acentuarse la precisión de que en varios de los casos se hace alusión a 

que se constituye esta violación cuando un signo distintivo idéntico o similar a 

una marca registrada es usado sin autorización previa. A esto debe resaltarse, 

que una infracción marcaria no solo se genera cuando un signo que distingue 

productos y/o servicios es igual o parecido con una marca preexistente, sino 

también cuando se trate de un nombre comercial, enseña comercial, lema 

comercial u otro signo distintivo, pues a pesar de que es diferente su propósito 

de distinción, puede generar dicha violación conforme cada acto concreto, de 

 
289 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 156. Fecha de consulta: 3 de octubre de 2019.  
290 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 226. Fecha de consulta: 3 de octubre de 2019. 
291 Ibídem. 
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conformidad con lo dicho por la Superintendencia de Industria y Comercio en 

múltiples fallos292. 

En estos casos  de uso de signos idénticos o similares debe atenderse a las 

características y elementos de estos, que incluso pueden ser enteramente 

reproducidos, como a la similitud y relación de lo que identifican; a lo que debe 

anotarse que en Propiedad Industrial no se tiene en cuenta el lugar del mercado 

donde se comercializa, toda vez que al registrarse se otorga una protección 

territorial a nivel Colombia y no según divisiones de la misma (municipios, 

distritos, departamentos, etc.), tema tratado por la Superintendencia de Industria 

y Comercio en algunas de sus sentencias293. 

 

 
292 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatura para Asuntos 
Jurisdiccionales. Radicado 13-102142. Coordinador del Grupo de Trabajo de Competencia 
Desleal y Propiedad Industrial Francisco Melo Rodríguez, 2013. Fecha de consulta: 20 de julio 
de 2019; SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatura para Asuntos 
Jurisdiccionales. Radicado 13-102128. Coordinador del Grupo de Trabajo de Competencia 
Desleal y Propiedad Industrial Francisco Melo Rodríguez, 2013. Fecha de consulta: 20 de julio 
de 2019; SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatira para Asuntos 
Jurisdiccionales. Radicado 13-173046. Coordinador del Grupo de Trabajo de Competencia 
Desleal y Propiedad Industrial Francisco Melo Rodríguez, 2015. Fecha de consulta: 20 de julio 
de 2019; SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatura para Asuntos 
Jurisdiccionales. Radicado 15-192560. Coordinador del Grupo de Trabajo de Competencia 
Desleal y Propiedad Industrial José Fernando Sandoval Gutiérrez, 2016. Fecha de consulta: 20 
de julio de 2019; SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatura para 
Asuntos Jurisdiccionales. Radicado 16-230946. Coordinador del Grupo de Trabajo de 
Competencia Desleal y Propiedad Industrial José Fernando Sandoval Gutiérrez, 2017. Fecha de 
consulta: 20 de julio de 2019. 
 293 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatura para Asuntos 
Jurisdiccionales. Radicado 13-297612. Coordinador del Grupo de Trabajo de Competencia 
Desleal y Propiedad Industrial Francisco Melo Rodríguez, 2014. Fecha de consulta: 20 de julio 
de 2019; SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatira para Asuntos 
Jurisdiccionales. Radicado 13-173046. Coordinador del Grupo de Trabajo de Competencia 
Desleal y Propiedad Industrial Francisco Melo Rodríguez, 2015. Fecha de consulta: 20 de julio 
de 2019; SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatura para Asuntos 
Jurisdiccionales. Radicado 14-266843. Coordinador del Grupo de Trabajo de Competencia 
Desleal y Propiedad Industrial de la Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales José Fernando 
Sandoval Gutiérrez, 2016. Fecha de consulta: 20 de julio de 2019; SUPERINTENDENCIA DE 
INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales. Radicado 15-192560. 
Coordinador del Grupo de Trabajo de Competencia Desleal y Propiedad Industrial José Fernando 
Sandoval Gutiérrez, 2016. Fecha de consulta: 20 de julio de 2019; &  SUPERINTENDENCIA 
DE INDUSTRIA Y COMERDIO, Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales. Radicado 16-438111. 
Asesor designado a la Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales Gregory de Jesús Torregrosa 
Rebolledo, 2017. Fecha de consulta: 20 de julio de 2019.  
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Además, debe estudiarse el mercado y grupo poblacional al que se dirige, toda 

vez que es diferente si, por ejemplo, sobre el producto o servicio, por ser 

especializado, se dirige su comercialización a grupos de consumidores 

específicos que, probablemente no serán desprevenidos y, por ende, tendrán 

mayor cuidado y nivel de atención en relación a la distinción entre dichos signos 

(igualmente tema tratado por la Superintendencia de Industria y Comercio en sus 

fallos294). 

Ante esto, lo primero que se debe determinar es cuál es el elemento 

característico de los signos, a lo que se establece que “Por lo general el elemento 

denominativo del signo mixto suele ser el preponderante, ya que las palabras 

causan gran impacto en la mente del consumidor, quien habitualmente solicita el 

servicio a través de la palabra o denominación contenida en el conjunto marcario, 

sin embargo, de conformidad con las particularidades de cada caso puede 

suceder que el elemento predominante sea el elemento gráfico, que por su 

tamaño, color, diseño y otras características pueda causar mayor impacto en el 

consumidor”295. 

 

El Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, ha señalado que  

 

(…) en general, el elemento denominativo de la marca mixta suele ser el más característico 
o determinante, teniendo en cuenta la fuerza expresiva propia de las palabras, las que por 
definición son pronunciables, lo que no obsta para que en algunos casos se le reconozca 
prioridad al elemento gráfico, teniendo en cuenta su tamaño, color y colocación que en un 
momento dado pueden ser definitivos; el elemento gráfico suele ser de mayor importancia 
cuando es figurativo o evocador de conceptos, que cuando consiste simplemente en un 
dibujo abstracto296. 

 

 
294 Ibídem.  
295 TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD ANDINA. Proceso 55-IP-2013, citado por 
TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD ANDINA. Proceso 178-IP-2015. M.P. Martha 
Rueda Merchán, 2015, p. 10-11 Fecha de consulta: 30 de septiembre de 2019. 
296 TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD ANDINA. Proceso 12-IP-2014, citado por 
SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatura para Asuntos 
Jurisdiccionales. Radicado 18-101291. Superintendente Delegado para Asuntos Jurisdiccionales 
Jorge Mario Olarte Collazos, 2018, p. 4. Fecha de consulta: 20 de julio de 2019. 



148 
 

De acuerdo con lo que ha establecido por el Tribunal de Justicia, existen unos criterios a 
seguir para hacer un cotejo de signos denominativos compuestos. Para ello, debe 
realizarse un análisis integral de los signos, con el fin de determinar la relevancia de sus 
componentes en el conjunto y la incidencia en su distintividad, para lo cual se siguen los 
siguientes parámetros: 1) ubicación de las palabras en el signo denominativo compuesto 
(la primera palabra genera más impacto en los consumidores); 2) impacto en la mente del 
consumidor conforme a la extensión de las palabras (las palabras más cortas por lo general 
tiene mayor impacto en la mente del consumidor); 3) impacto en la mente del consumidor 
con relación a la sonoridad de la palabra (entre más fuerte sea la sonoridad de la palabra, 
podría tener más impacto en la mente del consumidor); 4) analizar si la palabra es 
evocativa; 5) analizar si la palabra es genérica, descriptiva o de uso común, ya que estas 
se deben excluir del cotejo marcario; 6) analizar el grado de distintividad teniendo en 
cuenta otros signos ya registrados297 (sic).  

 

Esto significa que, de acuerdo con el “(…) Tribunal de Justicia de la Comunidad 

Andina, (…) lo primero que debe realizarse es la determinación de los elementos 

característicos de los signos y posteriormente proceder al cotejo”298. 

 

Si bien el derecho de una marca implica que el titular de esta tendrá su uso 

exclusivo, la norma establece unas limitaciones al mismo o casos en los que no 

se entenderá que hay infracción al derecho de marcas: 

 

- Los terceros podrán, sin consentimiento del titular de la marca registrada, utilizar en 
el mercado su propio nombre, domicilio o seudónimo, un nombre geográfico o cualquier 
otra indicación cierta relativa a la especie, calidad, cantidad, destino, valor, lugar de origen 
o época de producción de sus productos o de la prestación de sus servicios u otras 
características de éstos; siempre que ello se haga de buena fe, no constituya uso a título 
de marca, y tal uso se limite a propósitos de identificación o de información y no sea capaz 
de inducir al público a confusión sobre la procedencia de los productos o servicios. 
 
- El registro de la marca no confiere a su titular, el derecho de prohibir a un tercero usar 
la marca para anunciar, inclusive en publicidad comparativa, ofrecer en venta o indicar la 
existencia o disponibilidad de productos o servicios legítimamente marcados; o para indicar 
la compatibilidad o adecuación de piezas de recambio o de accesorios utilizables con los 
productos de la marca registrada, siempre que tal uso sea de buena fe, se limite al 

 
297 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatura para Asuntos 
Jurisdiccionales. Radicado 15-192560. Coordinador del Grupo de Trabajo de Competencia 
Desleal y Propiedad Industrial José Fernando Sandoval Gutiérrez, 2016. Fecha de consulta: 20 
de julio de 2019. 
298 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatura para Asuntos 
Jurisdiccionales. Radicado 16-230946. Coordinador del Grupo de Trabajo de Competencia 
Desleal y Propiedad Industrial José Fernando Sandoval Gutiérrez, 2017. Fecha de consulta: 20 
de julio de 2019. 
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propósito de información al público y no sea susceptible de inducirlo a confusión sobre el 
origen empresarial de los productos o servicios respectivos299. 
 
- El registro de una marca no dará el derecho de impedir a un tercero realizar actos de 
comercio respecto de un producto protegido por dicho registro, después de que ese 
producto se hubiese introducido en el comercio en cualquier país por el titular del registro 
o por otra persona con consentimiento del titular o económicamente vinculada a él, en 
particular cuando los productos y los envases o embalajes que estuviesen en contacto 
directo con ellos no hubiesen sufrido ninguna modificación, alteración o deterioro300. 
 
- Cuando en la Subregión existan registros sobre una marca idéntica o similar a nombre 
de titulares diferentes, para distinguir los mismos productos o servicios, se prohibe la 
comercialización de las mercancías o servicios identificados con esa marca en el territorio 
del respectivo País Miembro, salvo que los titulares de dichas marcas suscriban acuerdos 
que permitan dicha comercialización. (…) En cualquier caso, no se prohibirá la importación 
de un producto o servicio (…), cuando la marca no esté siendo utilizada en el territorio del 
país importador (…)301 (sic). 

4.2.1. Acción por infracción de derechos de Propiedad Industrial 

 

En caso de que un tercero cometa infracción a los derechos marcarios o 

simplemente su conducta manifieste la potencialidad de ello, el titular de la marca 

(o alguno de ellos si se trata de cotitularidad, sin el consentimiento de los demás 

a menos que medie pacto en contrario) o sus causahabientes (personas a las 

que se les transfiere el derecho) podrán iniciar la consecuente acción por 

infracciones de derechos de Propiedad Industrial, que claramente cobija los 

derechos sobre las marcas como signos distintivos.  

 

Dado el derecho de uso exclusivo que se tiene, a través de este mecanismo de 

protección se pretende cobijar dicha exclusividad, de tal forma que se detengan 

o eviten los actos violatorios del mismo. Es importante hacer notar que el 

legitimado por activa tiene que ser titular, es decir, ya debe tener la marca 

registrada y, por ende, debe existir resolución; por lo cual no basta con que se 

 
299 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 157. Fecha de consulta: 6 de octubre de 2019. 
300 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 158. Fecha de consulta: 6 de octubre de 2019.  
301 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 159. Fecha de consulta: 7 de octubre de 2019.  
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haya iniciado el trámite de la misma. Esto último difiere tratándose de marcas 

notorias, como ya se aseveró, pues no se excluye la posibilidad de su protección 

sin el registro, lo cual supone que el campo territorial de protección de este signo 

notorio es tan amplio como el mercado en el que se use, pudiendo tener 

protección en uno o más países.  

 

Antes de proseguir desarrollando el tema, debe aclararse que antes de iniciar 

esta acción se debe agotar el requisito de procedibilidad de la conciliación 

extrajudicial, a menos que se solicite el decreto y práctica de medidas cautelares, 

de conformidad con los artículos 38302 de la Ley 640 de 2001 y el parágrafo 1 del 

artículo 590303 del Código General del Proceso.  

 

Ahora bien, en este tipo de procesos deben demostrarse dos factores, so pena 

de que no prosperen las pretensiones del sujeto activo. Por un lado, debe 

demostrarse la titularidad de la marca, comprobable con el certificado que expide 

la Superintendencia de Industria y Comercio; lo cual cambia tratándose de 

marcas notoriamente conocidas que no tienen registro, ya que deben 

demostrarse los presupuestos que la constituyen como tal y que ya fueron 

mencionados. Por otro lado, se tiene que probar el acontecimiento de la 

infracción del derecho del signo en el mercado, no simplemente dando a 

entender que se ha cometido una violación sobre la marca (de conformidad con 

las sentencias de la Superintendencia de Industria y Comercio304). 

 

En caso de que se trate de una de las infracciones marcarias  en las que medie 

una presunción, el accionado deberá desvirtuarla; por ejemplo, en los casos del 

literal d) del artículo 155 de la Decisión Andina 486 de 2000, deberá el 

 
302 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 640 de 2001, art. 38. Fecha de 
consulta: 23 de noviembre de 2019.  
303 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código General del Proceso, Ley 1564 de 
2012, art. 590. 
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demandado desvirtuar que su actuación genera riesgo de confusión o 

asociación, tal como lo especifica la Superintendencia de Industria y Comercio305.  

 

Esta acción tiene como término de prescripción dos años a partir del 

conocimiento por parte del titular acerca de la infracción o cinco años desde el 

acaecer de la última infracción.  

 

Respecto del plazo de dos años, dicho plazo se computará necesariamente desde la fecha 
que el titular del derecho de propiedad industrial tomó conocimiento del acto infractor, 
independientemente de si se trata de una infracción instantánea, continuada, permanente 
o compleja. (…) 
 
En cambio, respecto del plazo de cinco años, dicho plazo se empezará a computar 
dependiendo del tipo de infracción en el que nos encontremos: 
 
- Infracción instantánea: el plazo se computa desde el mismo momento en que se 
consumó el acto infractor (el acto único). 
 
- Infracción continuada: el plazo se computa desde la fecha de realización del último 
acto (idéntico), que es ejecución del mismo plan, que consuma la infracción. 
 
- Infracción permanente: el plazo se computa desde la fecha de realización del último 
acto que consuma la infracción. 
 
- Infracción compleja: el plazo se computa desde la fecha de realización del último acto 
que consuma la infracción306 (sic).  

 

 

Debe tenerse en cuenta que estos tiempos se cuentan independientemente el 

uno del otro; así, si la última infracción que se cometió fue el 1 de enero de 2010, 

el plazo se cumple el 1 de enero de 2015; pero si la persona tuvo conocimiento 

hasta el 1 de enero de 2014 sobre dicha infracción, el término se contará hasta 

el 1 de enero de 2016. Tratándose de marcas notoriamente conocidas, la 

prescripción es de cinco años a partir del conocimiento por parte del titular acerca 

de la infracción; sin embargo, si la misma se hubiese cometido de mala fe, no 

 
305 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatura para Asuntos 
Jurisdiccionales. Radicado 13-057603. Coordinador del Grupo de Trabajo de Competencia 
Desleal y Propiedad Industrial Francisco Melo Rodríguez, 2014. Fecha de consulta: 20 de julio 
de 2019. 
306 TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD ANDINA. Proceso 139-IP-2019. M.P. Hugo 
Ramiro Gómez Apac, 2019, p. 6. Fecha de consulta: 23 de noviembre de 2019.  
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hay término de prescripción y, por tanto, la acción puede instaurarse en cualquier 

momento.  

 

¿Qué se entiende por mala fe? Es la conducta contraria a la buena fe, entendido 

como aquel principio «(…) que exige a los particulares y a las autoridades 

públicas ajustar sus comportamientos a una conducta honesta, leal y conforme 

con las actuaciones que podrían esperarse de una “persona correcta (vir bonus)”. 

Así la buena fe presupone la existencia de relaciones reciprocas con 

trascendencia jurídica, y se refiere a la “confianza, seguridad y credibilidad que 

otorga la palabra dada”»307. Algunos casos de mala fe serían, a modo 

ejemplificador, cuando la infracción al derecho marcario se comete con el fin de 

realizar actos de competencia desleal.  

 

Ahora bien, atendiendo a que se trata de una medida de protección de la 

propiedad industrial, el demandante puede solicitar a la autoridad competente 

que se ordene lo siguiente, sin perjuicio de otras, es decir, se trata de una lista 

enunciativa: 

 

a) el cese de los actos que constituyen la infracción;  

 

b) la indemnización de daños y perjuicios;  
 
c) el retiro de los circuitos comerciales de los productos resultantes de la infracción, 
incluyendo los envases, embalajes, etiquetas, material impreso o de publicidad u otros 
materiales, así como los materiales y medios que sirvieran predominantemente para 
cometer la infracción;  
 
d) la prohibición de la importación o de la exportación de los productos, materiales o medios 
referidos en el literal anterior;  
 
e) la adjudicación en propiedad de los productos, materiales o medios referidos en el literal 
c), en cuyo caso el valor de los bienes se imputará al importe de la indemnización de daños 
y perjuicios;  
 
f) la adopción de las medidas necesarias para evitar la continuación o la repetición de la 
infracción, incluyendo la destrucción de los productos, materiales o medios referidos en el 

 
307 CORTE CONSTITUCIONAL. C-1194-2008. M.P. Rodrigo Escobar Gil, 2008. Fecha de 
consulta: 8 de octubre de 2019.  
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literal c) o el cierre temporal o definitivo del establecimiento del demandado o denunciado; 
o,  
 
g) la publicación de la sentencia condenatoria y su notificación a las personas interesadas, 
a costa del infractor308. 

 

Ahora bien, para calcular la indemnización de que trata el numeral b) se pueden 

tener de presente los siguientes aspectos, sin que se constituyan como una lista 

taxativa, pues el demandante puede solicitar otros tipos de perjuicios si puede 

demostrarlos, como los perjuicios morales (solo para personas naturales): 

 

- Daño emergente, entendido como el “(…) perjuicio o la pérdida que 

proviene de no haberse cumplido la obligación o de haberse cumplido 

imperfectamente, o de haberse retardado su cumplimiento”309. 

 

- Lucro cesante, entendido como la “(…) ganancia o provecho que deja de 

reportarse a consecuencia de no haberse cumplido la obligación, o 

cumplido imperfectamente, o retardado su cumplimiento”310. 

 

- “El monto de los beneficios obtenidos por el infractor como resultado de 

los actos de infracción. 

 

- El precio que el infractor habría pagado por concepto de una licencia 

contractual, teniendo en cuenta el valor comercial del derecho infringido y 

las licencias contractuales que ya se hubieran concedido”311. 

 

 
308 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 241. Fecha de consulta: 9 de octubre de 2019.  
309 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERIO. ¿Cómo protejo judicialmente mis 
derechos de Propiedad Industrial? Fecha de consulta: 10 de octubre de 2019. Rescatado de: 
http://www.sic.gov.co/ruta-pi/mayo31/la-accion-por-infraccion-de-derechos-de-propiedad-
industrial 
310 Ibídem. 
311 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 243. Fecha de consulta: 10 de octubre de 2019.  

http://www.sic.gov.co/ruta-pi/mayo31/la-accion-por-infraccion-de-derechos-de-propiedad-industrial
http://www.sic.gov.co/ruta-pi/mayo31/la-accion-por-infraccion-de-derechos-de-propiedad-industrial
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Debe aclararse, que las infracciones marcarias no generan por sí mismas la 

indemnización de perjuicios, sino que la parte demandante tiene la carga de 

demostrar que esa circunstancia específica le genera un daño indemnizable 

(tema tratado por la Superintendencia de Industria y Comercio en sus 

sentencias312). 

 

Cabe anotar, que tratándose de marcas notoriamente conocidas el juez deberá 

tener en cuenta si la adopción y utilización del signo fue de buena o mala fe, pues 

puede ocurrir el caso en que una persona la usara sin saber de su existencia 

previamente. Como se dijo con anterioridad, en algunas ocasiones estos actos 

se realizan de mala fe, como cuando se hacen con el fin de perpetrar actos de 

competencia desleal. Un ejemplo de ello sería que una famosa cadena de 

restaurantes de carne en la ciudad de Bucaramanga cuya marca para dicho 

servicio de alimentos (clase 43 de la Clasificación Internacional de Niza) es 

“Cortes y Carnes” con un elemento figurativo de una vaca blanca con manchas 

negras, signo que no tiene registrado, siendo, a pesar de ello, notoriamente 

conocido; y una persona sabiendo que no se encuentra registrado y queriendo 

aprovecharse de la reputación del empresario y su marca en el mercado, decide 

solicitar el registro.  

 

¿Quién es el competente para el conocimiento de esta acción? De conformidad 

con los artículo 20.2313, 24.3.a y parágrafo 1314, y 28.1 y 11315 del Código General 

del Proceso, el sujeto activo puede interponer la demanda a prevención, es decir, 

 
312 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, Delegatura para Asuntos 
Jurisdiccionales. Radicado 13-173046. Coordinador del Grupo de Trabajo de Competencia 
Desleal y Propiedad Industrial Francisco Melo Rodríguez, 2015. Fecha de consulta: 20 de julio 
de 2019. 
313 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código General del Proceso, Ley 1564 de 
2012, art. 20. 
314 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código General del Proceso, Ley 1564 de 
2012, art. 24. 
315 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código General del Proceso, Ley 1564 de 
2012, art. 28. 
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a uno u otro a su elección: ante la Superintendencia de Industria y Comercio 

(donde la Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales será la encargada) o los 

Jueces Civiles del Circuito  

 

(…) del domicilio del demandado. Si son varios los demandados o el demandado tiene 
varios domicilios, el de cualquiera de ellos a elección del demandante. Cuando el 
demandado carezca de domicilio en el país, será competente el juez de su residencia. 
Cuando tampoco tenga residencia en el país o esta se desconozca, será competente el 
juez del domicilio o de la residencia del demandante. (…) [También podrá ser el juez] (…) 
del lugar donde se haya violado el derecho o realizado el acto, o donde este surta sus 
efectos si se ha realizado en el extranjero, o el del lugar donde funciona la empresa, local 
o establecimiento o donde ejerza la actividad el demandado cuando la violación o el acto 
esté vinculado con estos lugares316.  

 

La impugnación en ambos casos se realizará ante el Tribunal Superior de Distrito 

Judicial respectivo del Juez Civil del Circuito concreto o del lugar de la 

Superintendencia de Industria y Comercio, según los artículos 24 parágrafo 3317 

y 31.1 y 2318 de la misma norma mencionada previamente.  

 

Atendiendo a esto, es importante resaltar que el trámite es el designado por el 

Código General del Proceso para los procesos declarativos verbales (sin 

disposición especial), es decir, en términos generales conlleva la presentación 

de una demanda con los requisitos del artículo 82319 de esa norma, la 

contestación de la demanda, la realización de las audiencias inicial (art. 372320), 

y de instrucción y juzgamiento (art. 373321), y demás consideraciones del 

procedimiento, las cuales no se profundizarán en la presente investigación, pues 

la desbordan. Sin embargo, la Decisión Andina 486 de 200 contempla unas 

 
316 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código General del Proceso, Ley 1564 de 
2012, art. 28. 
317 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código General del Proceso, Ley 1564 de 
2012, art. 24. 
318 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código General del Proceso, Ley 1564 de 
2012, art. 31. 
319 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código General del Proceso, Ley 1564 de 
2012, art. 83. 
320 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código General del Proceso, Ley 1564 de 
2012, art. 372. 
321 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código General del Proceso, Ley 1564 de 
2012, art. 373. 



156 
 

medidas cautelares propias para estos procesos, que puede solicitarlas el actor 

antes, con o después de iniciada la acción por infracción de derechos, con el fin 

de que no se cometa la violación, sus consecuencias, conseguir y conservar 

pruebas, o evitar que la acción pierda efectividad. Conforme el artículo 246 de la 

norma, estas son:  

 

a) el cese inmediato de los actos que constituyan la presunta infracción;  
b) el retiro de los circuitos comerciales de los productos resultantes de la presunta 
infracción, incluyendo los envases, embalajes, etiquetas, material impreso o de publicidad 
u otros materiales, así como los materiales y medios que sirvieran predominantemente 
para cometer la infracción;  
 
c) la suspensión de la importación o de la exportación de los productos, materiales o 
medios referidos en el literal anterior;  
 
d) la constitución por el presunto infractor de una garantía suficiente; y,  
 
e) el cierre temporal del establecimiento del demandado o denunciado cuando fuese 
necesario para evitar la continuación o repetición de la presunta infracción322. 

 

Así, el juez competente o autoridad administrativa para conocer de la medida 

dentro del proceso es el que lo tramita. En caso de tratarse de medidas 

cautelares extraprocesales se aplicará el fuero de atracción del artículo 23 del 

Código General del Proceso323, que especifica que estas de gestionarán por el 

juez que tuviera la competencia del proceso en específico, pudiendo ser también 

una autoridad administrativa con funciones jurisdiccionales.  

 

Además de las anteriores, la Decisión 486 menciona las medidas de frontera y 

medidas penales. Las primeras, consisten en la solicitud de suspensión de la 

operación aduanera de importación o exportación de productos distinguidos con 

marcas que al ser usadas generan infracción al derecho sobre la misma, para lo 

cual se permitirá que el titular y quien presuntamente ha cometido la violación 

participen en una inspección sobre las mercancías retenidas; a lo que 

 
322 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 246. Fecha de consulta: 12 de octubre de 2019.  
323 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código General del Proceso, Ley 1564 de 
2012, art. 23.  
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posteriormente se ordenará o denegará la petición, y realizará la respectiva 

notificación de ello, momento a partir del cual se contarán 10 días hábiles para 

que se inicie la acción por infracción de derechos de propiedad industrial o que 

la autoridad prolongue la medida, de lo contrario deberá ser levantada. Estas se 

tramitarán de conformidad con el Decreto 4540 de 2006, en el cual, entre otras, 

se especifica que la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN- es la 

autoridad para aplicar la medida de frontera, de conformidad con el artículo 3324.  

 

Si se inicia la acción el demandado podrá recurrir la medida de frontera, siendo 

procedente que la misma se modifique, revoque o confirme; así mismo, en el fallo 

sobre la infracción se puede ordenar la destrucción o decomiso de las 

mercancías. Esta medida, sin embargo, no es aplicable a “(…) cantidades 

pequeñas de mercancías que no tengan carácter comercial y formen parte del 

equipaje personal de los viajeros o se envíen en pequeñas partidas”325.  

 

La Decisión 486 de 2000 también hace referencia a medidas penales, que en 

nuestro ordenamiento no son otras que los delitos tipificados por el Código Penal 

colombiano, el cual establece un tipo penal con relación a marcas, que protege 

el bien jurídico del Orden Económico y Social con el delito de usurpación de 

derechos de Propiedad Industrial y derechos de obtentores de variedades 

vegetales en el artículo 306:  

 

El que, fraudulentamente, utilice nombre comercial, enseña, marca, patente de invención, 
modelo de utilidad, diseño industrial, o usurpe derechos de obtentor de variedad vegetal, 
protegidos legalmente o similarmente confundibles con uno protegido legalmente, incurrirá 
en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa de veintiséis punto sesenta y seis (26.66) 
a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes. En las mismas 
penas incurrirá quien financie, suministre, distribuya, ponga en venta, comercialice, 
transporte o adquiera con fines comerciales o de intermediación, bienes o materia vegetal, 
producidos, cultivados o distribuidos en las circunstancias previstas en el inciso anterior326. 

 
324 PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Decreto 4540 de 2006, art. 3. Fecha de 
consulta: 14 de octubre de 2019.  
325 COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA. Régimen Común sobre Propiedad Industrial, 
Decisión 486 de 2000, art. 256. Fecha de consulta: 13 de octubre de 2019.  
326 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Penal, Ley 599 de 2000, art. 306. 
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El anterior delito es de conocimiento de la Jurisdicción Penal Ordinaria, siendo 

la competencia territorial fijada por el artículo 43 del Código de Procedimiento 

Penal, así:  

 

Es competente para conocer del juzgamiento el juez del lugar donde ocurrió el delito. 
 

Cuando no fuere posible determinar el lugar de ocurrencia del hecho, este se hubiere 
realizado en varios lugares, en uno incierto o en el extranjero, la competencia del juez de 
conocimiento se fija por el lugar donde se formule acusación por parte de la Fiscalía 
General de la Nación, lo cual hará donde se encuentren los elementos fundamentales de 
la acusación327. 

 

Ahora bien, para conocer de dicho tipo penal son competentes los Jueces 

Penales de Circuito, de conformidad con el artículo 36.2 de la norma 

anteriormente mencionada: “De los procesos que no tengan asignación especial 

de competencia”328. 

 

Como se vio de lo manifestado precedentemente, la acción por infracción de 

derechos de Propiedad industrial, protege directamente la exclusividad que se 

tiene sobre el uso de las marcas, para el caso que nos ocupa. Sin embargo, 

existe otra acción que realiza esta protección de manera indirecta dada su 

relación, si bien no es su objetivo principal: la acción por competencia desleal, la 

cual no se analizará a fondo como la anterior, dado que la presente investigación 

pretende examinar la aplicación del marco normativo colombiano a las 

infracciones, propiamente dichas, que se cometen sobre los derechos marcarios. 

Sin embargo, entraremos a estudiar someramente lo relativo a la protección 

indirecta al derecho de marcas.  

 

La competencia desleal se encuentra regulada por la Ley 256 de 1996, que tiene 

como propósito garantizar la libertad de competencia en un marco de lealtad, es 

 
327 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código de Procedimiento Penal, Ley 906 
de 2004, art. 43. 
328 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código de Procedimiento Penal, Ley 906 
de 2004, art. 36. 
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decir, actuando conforme la buena fe comercial, las sanas costumbres 

mercantiles, y los usos honestos industriales y comerciales; la cual no es 

excluyente de la acción por infracción de derechos, por lo que, si es el caso y se 

desea, ambas pueden ser interpuestas a la vez.  

 

“La buena fe comercial de que trata (…), puede ser entendida como los mandatos 

de honestidad, confianza, honorabilidad, lealtad y sinceridad que rigen a los 

comerciantes en sus actuaciones”329; mientras “Las sanas costumbres 

mercantiles o los usos honestos industriales y comerciales son entendidas como 

los principios morales y éticos que deben cumplir  los comerciantes y demás 

participantes en el mercado en la actividad competitiva, dentro del contexto de 

que constituye una práctica usual del comercio la observancia de los mismos”330. 

Frente a estos últimos, hay que diferenciarlos en relación con la costumbre como 

fuente de derechos, ya que en esta norma de competencia desleal se tratan 

como principios que deben seguir todos aquellos participantes del comercio.  

 

Hay dos tipos de acciones de competencia desleal contra estos actos. Por un 

lado, la acción declarativa y de condena que pretende que se “(…) declare 

judicialmente la ilegalidad de los actos realizados y en consecuencia se le ordene 

al infractor remover los efectos producidos por dichos actos e indemnizar los 

perjuicios causados al demandante”331. Por su parte, la acción preventiva o de 

prohibición busca que se “(…) evite la realización de una conducta desleal que 

aún no se ha perfeccionado, o que la prohíba aunque aún no se haya producido 

daño alguno”332. Esta acción se instaura ante las mismas autoridades que la 

 
329 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO. Concepto 01086015. 2001, p. 1. 
Fecha de consulta: 14 de octubre de 2019. 
330 Ibídem. 
331 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley sobre Competencia Desleal, Ley 256 
de 1996, art. 20. Fecha de consulta 15 de octubre de 2019. 
332 Ibídem.  
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acción por infracción de derechos de Propiedad Industrial, solo que atendiendo 

a los artículos 20.3333, 24.3.b334 y 28. 1 y 11335 del Código General del Proceso.  

 

Como se mencionaba, la acción por competencia desleal no se dirige 

directamente a la protección de la Propiedad Industrial y, por ende, de las 

marcas; además de que no todas sus tipologías se relacionan con estas. Entre 

las que nos competen, y sin profundizar en ellas, podemos encontrar las 

siguientes, a modo de ejemplo, cuya relación con la protección de las marcas 

radica en que las órdenes que se solicita se impartan, dependiendo la acción que 

se instaure, van dirigidas a que o los actos no se produzcan y por tanto no se 

genere el perjuicio contra la marca, o que habiéndose producido se retrotraigan 

los comportamientos de tal forma que desaparezca, en la medida de lo posible, 

el menoscabo:  

 

- Actos de confusión 

“(…) se considera desleal toda conducta que tenga por objeto o como efecto 

crear confusión con la actividad, las prestaciones mercantiles o el 

establecimiento <sic> ajenos”336. 

 

En muchas ocasiones la confusión en los consumidores proviene de las marcas 

idénticas o similares que se utilizan entre ambos empresarios; por lo que el titular 

de la misma puede lograr la protección alegando que este tipo se genera por 

dicha situación.  

 

 
333 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código General del Proceso, Ley 1564 de 
2012, art. 20.  
334 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código General del Proceso, Ley 1564 de 
2012, art. 24.  
335 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código General del Proceso, Ley 1564 de 
2012, art. 28.  
336 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley sobre Competencia Desleal, Ley 256 
de 1996, art. 10. Fecha de consulta 15 de octubre de 2019. 
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- Actos de descrédito 

“(…) se considera desleal la utilización o difusión de indicaciones o 

aseveraciones incorrectas o falsas, la omisión de las verdaderas y cualquier otro 

tipo de práctica que tenga por objeto o como efecto desacreditar la actividad, las 

prestaciones, el establecimiento o las relaciones mercantiles de un tercero, a no 

ser que sean exactas, verdaderas y pertinentes”337. 

 

Si un titular de una marca es denigrado por otra persona, puede ocurrir que ello 

le disminuya el prestigio al signo distintivo de su propiedad, pero al resarcirse la 

reputación, la marca también es posible que lo recupere.  

 

- Actos de comparación 

“(…) se considera desleal la comparación pública de la actividad, las 

prestaciones mercantiles o el establecimiento propios o ajenos con los de un 

tercero, cuando dicha comparación utilice indicaciones o aseveraciones 

incorrectas o falsas, u omita las verdaderas. Así mismo, se considera desleal 

toda comparación que se refiera a extremos que no sean análogos, ni 

comprobables”338. 

 

En muchos casos la comparación pública puede estar asociada con el paralelo 

de marcas de productos y/o servicios a partir de aseveraciones falsas sobre 

estas, lo que genera la disminución del posicionamiento de la misma, por lo que, 

como en el caso de los actos de descrédito, a partir de la acción de competencia 

desleal puede resarcirse el prestigio de esta.  

 

 

 
337 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley sobre Competencia Desleal, Ley 256 
de 1996, art. 12. Fecha de consulta 15 de octubre de 2019. 
338 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley sobre Competencia Desleal, Ley 256 
de 1996, art. 13. Fecha de consulta 15 de octubre de 2019. 
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- Actos de explotación de la reputación ajena 

 

Se considera desleal el aprovechamiento en beneficio propio o ajeno de las ventajas de la 
reputación industrial, comercial o profesional adquirida por otro en el mercado.  
 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el Código Penal y en los tratados internacionales, se 
considerará desleal el empleo no autorizado de signos distintivos ajenos o de 
denominaciones de origen falsas o engañosas aunque estén acompañadas de la 
indicación acerca de la verdadera procedencia del producto o de expresiones tales como 
"modelo", "sistema", "tipo" , "clase", "género", "manera", "imitación", y "similares"339. 

 

En muchos casos se podría estar usando una marca con el fin de aprovecharse 

de la reputación que su titular ha conseguido con base en la misma, por lo que, 

muy similar a los dos casos anteriores, la acción de competencia desleal 

contribuiría al cese de ello.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
339 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley sobre Competencia Desleal, Ley 256 
de 1996, art. 15. Fecha de consulta 15 de octubre de 2019. 
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Capítulo 3. 

5. Infracciones marcarias en redes sociales 

En el presente capítulo se van a analizar, inicialmente, las posibles situaciones 

en las cuales se podría declarar la responsabilidad del administrador de las redes 

sociales Facebook e Instagram en las infracciones marcarias que se cometen en 

dichas plataformas entre usuarios, es decir, quienes previamente han celebrado 

el contrato de suscripción. Seguido a esto, se analizará la procedencia de la 

aplicación de la normativa colombiana a las infracciones marcarias que se 

suscitan entre usuarios de estas plataformas, como personas naturales o 

jurídicas de derecho privado.  

5.1. El papel de Facebook Inc. respecto a la infracción del derecho marcario 

de un usuario cometida en las redes sociales Facebook e Instagram 

Para iniciar, hay que aclarar que, en los términos, condiciones y/o políticas, tanto 

de Facebook como de Instagram, se establece que Facebook Inc. no garantiza 

el control de toda la información que circula en dichas plataformas, la cual es 

aportada mediante la publicación de los distintos usuarios que celebran el 

contrato de suscripción de red social, lo anterior con fundamento en las 

siguientes expresiones contenidas en las cláusulas de Facebook: “No 

controlamos ni dirigimos lo que las personas u otros hacen o dicen, ni somos 

responsables por sus acciones o conductas (dentro o fuera de internet) ni por el 

contenido que comparten, incluido contenido ofensivo, inapropiado, obsceno, 

ilegal o cuestionable”340 y por parte de Instagram: “(...) no tenemos control sobre 

lo que las personas hacen o dicen, por lo que no somos responsables de sus 

 
340 FACEBOOK INC. Condiciones del servicio, 4. Disposiciones adicionales, 3. Límites 
de responsabilidad. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 20 de agosto de 2019. 
Rescatado de: https://www.facebook.com/legal/terms 
 

https://www.facebook.com/legal/terms
https://www.facebook.com/legal/terms
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comportamientos o acciones (ya sea dentro o fuera de internet) o su contenido 

(incluido aquel que pueda resultar ilegal o cuestionable) (…)”341. 

Esto da a entender que el administrador de estos medios digitales no es 

omnisciente y no tiene el alcance para decidir sobre los usuarios ni conocer 

directamente todo el contenido de la plataforma, ya sea positivo o negativo, y las 

interacciones que se efectúan en la misma. No obstante, esto no excluye la 

posibilidad de que Facebook Inc. elimine contenido que infrinja sus términos, 

condiciones y/o políticas si lo considera pertinente, pudiendo hacerlo en caso de 

reportes o denuncias por los usuarios o de manera oficiosa en cualquier 

momento, tal como lo establecen. 

En este sentido, Facebook señala que cuenta con “(…) sistemas automatizados 

para mejorar (…) [su] capacidad de detectar y eliminar actividades abusivas y 

peligrosas que podrían perjudicar a (…) [la] comunidad y dañar la integridad de 

(…) [sus] Productos”342. Así mismo, Instagram sostiene que posee “(…) equipos 

y sistemas cuyo trabajo es combatir el abuso y las violaciones de (…) [las] 

Condiciones y políticas, así como combatir comportamientos perjudiciales y 

engañosos”343. 

A través de un comunicado publicado el 15 de noviembre de 2018344, Guy Rosen, 

vicepresidente de gestión de productos, sostuvo que en los últimos dos años 

 
341 FACEBOOK INC. Condiciones de uso, Nuestro acuerdo y qué ocurre si se produce una 
disputa, Quién asume la responsabilidad si ocurre algo. Estados Unidos: 2019. Fecha de 
consulta: 20 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://help.instagram.com/581066165581870/?helpref=hc_fnav&bc[0]=Ayuda%20de%20Instag
ram&bc[1]=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad 
342 FACEBOOK INC. Condiciones del servicio, 1. Los servicios que proporcionamos, Usamos y 
desarrollamos tecnologías avanzadas para brindar servicios seguros y funcionales a todos. 
Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 21 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://www.facebook.com/legal/terms 
343 FACEBOOK INC. Condiciones de uso, El servicio de Instagram, Fomentar un ambiente 
positivo, inclusivo y seguro. Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 21 de agosto de 2019. 
Rescatado de: https://es-la.facebook.com/help/instagram/478745558852511 
344 ROSEN, Guy. How Are We Doing at Enforcing Our Community Standards? Estados Unidos: 
2018. Fecha de consulta: 21 de noviembre de 2019. Rescatado de: 
https://about.fb.com/news/2018/11/enforcing-our-community-standards-2/ 

https://help.instagram.com/581066165581870/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://help.instagram.com/581066165581870/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://help.instagram.com/581066165581870/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://help.instagram.com/581066165581870/?helpref=hc_fnav&bc%5b0%5d=Ayuda%20de%20Instagram&bc%5b1%5d=Centro%20de%20privacidad%20y%20seguridad
https://www.facebook.com/legal/terms
https://www.facebook.com/legal/terms
https://www.facebook.com/legal/terms
https://es-la.facebook.com/help/instagram/478745558852511
https://es-la.facebook.com/help/instagram/478745558852511
https://about.fb.com/news/2018/11/enforcing-our-community-standards-2/
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Facebook Inc. se ha visto en la necesidad de implementar tecnología y talento 

humano para brindar más seguridad en sus servicios, todo esto con el fin de 

eliminar el contenido inapropiado, y, además, admiten que aún tienen mucho más 

trabajo por hacer con respecto a prevenir todo tipo de abusos. 

“We are getting better at proactively identifying violating content before anyone 

reports it, specifically for hate speech and violence and graphic content. But there 

are still areas where we have more work to do”345. Lo anterior, por cuanto la 

compañía Facebook Inc. “(…) se ha enfrentado a duras críticas de gobiernos 

y grupos en defensa de los derechos humanos en muchos países por no 

hacer lo suficiente para acallar los discursos de odio y evitar que su servicio se 

empleara para promocionar el terrorismo, producir violencia sectaria y publicitar 

actos que incluyen el asesinato o el suicidio”346. 

Un ejemplo de ello es el impacto que provocó Facebook Inc. en los derechos 

humanos en Myanmar frente a lo cual reconocieron mediante un comunicado de 

fecha 05 de noviembre de 2018 realizado por Alex Warofka, Gerente de Política 

de Producto:  “(…) prior to this year, we weren’t doing enough to help prevent our 

platform from being used to foment division and incite offline violence. We agree 

that we can and should do more”347. 

La red social está en la mira de diversos países por la falta de capacidad para filtrar 
lo que se publica en ella. Tal es el caso de Cambride Analytica o del Russiagate, en el 
que la plataforma fue usada para provocar segregación en la población estadounidense 
durante las pasadas elecciones presidenciales en Estados Unidos. México tampoco ha 
estado exento de tal situación, donde eliminó más de 10.000 páginas, cuentas y grupos 

 
 
345 Ibídem.  
346 Facebook por fin explica cómo gestiona y censura contenido inadecuado. España: El mundo, 
2018. Fecha de consulta: 21 de noviembre de 2019. Rescatado de:   
https://www.elmundo.es/tecnologia/2018/04/24/5adefa19ca4741c5088b45d5.html 
347  WAROFKA, Alex. An Independent Assessment of the Human Rights 
Impact of Facebook in Myanmar.  Estados Unidos: 2018. Fecha de consulta: 21 de noviembre de 
2019. Rescatado de: https://about.fb.com/news/2018/11/myanmar-hria/ 
 

https://hipertextual.com/2018/03/que-es-cambridge-analytica
https://hipertextual.com/2018/02/rusia-suplantacion-identidad-trump
https://hipertextual.com/2018/06/facebook-elimina-mas-10-000-paginas-cuentas-grupos-falsos-previo-elecciones-mexico
https://www.elmundo.es/tecnologia/2018/04/24/5adefa19ca4741c5088b45d5.html
https://about.fb.com/news/2018/11/myanmar-hria/
https://about.fb.com/news/2018/11/myanmar-hria/


166 
 

falsos previo a las elecciones que dieron la victoria al presidente electo, Andrés Manuel 
López Obrador348. 

 

El objeto principal de estas redes sociales en específico, sin perjuicio de las 

demás que no son parte de la presente investigación, es brindar a sus usuarios 

la prestación del servicio de una plataforma tecnológica que cumpla sus 

necesidades y expectativas de forma completa, es decir, en el modo, tiempo y 

lugar que lo requieren. Modo, en tanto se permite al consumidor acceder, a su 

cuenta personal e interactuar en la red social las veces que así lo tenga a su 

consideración, existiendo un auge masivo de publicación de contenidos; tiempo, 

ya que la disponibilidad en la prestación del servicio del medio es permanente; y 

lugar, pues alrededor del mundo se puede acceder a Facebook e Instagram, 

independientemente de que en algunos países no sea posible su uso por 

distintas razones, por ejemplo, en China, Rusia, Corea del Norte y Cuba tal como 

lo explica el periódico “El Universal”349 en el año 2017.  

Atendiendo a lo anterior, es importante resaltar la imposibilidad del administrador 

de la red social para hacer seguimiento a cada publicación que se realiza porque, 

como se mencionó previamente, estas se efectúan de forma constante y casi 

ininterrumpida, pudiéndose avizorar millones de interacciones por segundo, en 

especial en atención a que Facebook e Instagram son algunas de las plataformas 

digitales de mayor impacto a nivel mundial. De conformidad con “msn noticias”350, 

Facebook e Instagram se encuentran en el top cinco de las redes sociales con 

más suscriptores activos, siendo Facebook la primera con 2.300.000 e Instagram 

en cuarto lugar, después de Youtube y WeChat, con 1.000.000.  

 
348 OLIVEROS, Felipe. Facebook es incapaz de controlar el discurso de odio en Myanmar, según 
estudio.  2018. Fecha de consulta: 21 de noviembre de 2019. Rescatado de:  
https://hipertextual.com/2018/11/facebook-myanmar-responsable 
349  Países donde no puedes acceder a redes sociales. México: El Universal, 2017. Fecha de 
consulta: 21 de noviembre de 2019. Rescatado de: 
https://www.eluniversal.com.mx/destinos/paises-donde-no-puedes-acceder-redes-sociales 
350  Las redes sociales más usadas en 2019. Estados Unidos: msn noticias, 2019. Fecha de 
consulta: 21 de noviembre de 2019. Rescatado de: https://www.msn.com/es-
xl/noticias/tecnologia/las-redes-sociales-m%C3%A1s-usadas-en-2019/ar-BBVMgEB 
 

https://hipertextual.com/2018/11/facebook-myanmar-responsable
https://www.eluniversal.com.mx/destinos/paises-donde-no-puedes-acceder-redes-sociales
https://www.eluniversal.com.mx/destinos/paises-donde-no-puedes-acceder-redes-sociales
https://www.msn.com/es-xl/noticias/tecnologia/las-redes-sociales-m%C3%A1s-usadas-en-2019/ar-BBVMgEB
https://www.msn.com/es-xl/noticias/tecnologia/las-redes-sociales-m%C3%A1s-usadas-en-2019/ar-BBVMgEB
https://www.msn.com/es-xl/noticias/tecnologia/las-redes-sociales-m%C3%A1s-usadas-en-2019/ar-BBVMgEB
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Así pues, a pesar de sus intentos por mejorar la seguridad en la plataforma y sus 

crecientes resultados en la toma de medidas encaminadas para este fin, no es 

posible que el administrador lleve un control de la totalidad de las interacciones 

que se realizan. Además, advierten que la detección proactiva en algunas áreas 

o tipos de abusos que se presentan en el medio virtual particularmente no es 

suficiente, pues en muchos casos ellos requieren el reporte de los usuarios para 

poder identificar el contenido inapropiado y proceder a eliminarlo (tal como se 

especifica en el comunicado del 15 de noviembre351 previamente mencionado), 

es decir, no hay un porcentaje total de protección. En otros casos, señalan que 

han logrado eliminar publicaciones antes de ser denunciadas, pero no garantizan 

la aplicación de esta medida de forma inmediata o posterior a pocas 

visualizaciones, y baja difusión de la información. 

A diferencia, en los términos, condiciones y/o políticas de YouTube se establece 

que  

No está permitido en YouTube el contenido explícito que pretenda provocar placer de 
carácter sexual (como la pornografía). Los vídeos con contenido fetichista se retirarán o se 
les aplicará una restricción de edad. En la mayoría de los casos, no se permiten en 
YouTube imágenes de fetichismo violento, explícito o humillante. (...) Si tu contenido 
infringe esta política, lo retiraremos y te enviaremos un correo electrónico para informarte. 
Si es la primera vez que publicas contenido que infringe las normas de la comunidad, 
recibirás una advertencia sin que eso suponga una penalización para tu canal. Si no lo es, 
le añadiremos un aviso. Si recibes tres avisos, cancelaremos tu canal352.  

YouTube es una de las plataformas virtuales que cuenta con mecanismos 

oficiosos más desarrollados para salvaguardar los derechos de los usuarios, así 

como la armonía del medio, inmediatamente se publica el contenido. Si bien, 

Google LLC (propietario de YouTube) no puede hacer un control previo a la 

publicación del contenido, atendiendo a que no es posible revisar un vídeo o 

 
351 ROSEN, Guy. How Are We Doing at Enforcing Our Community Standards? Estados Unidos: 
2018. Fecha de consulta: 21 de noviembre de 2019. Rescatado de: 
https://about.fb.com/news/2018/11/enforcing-our-community-standards-2/ 
352 GOOGLE LLC. Políticas de YouTube, Políticas sobre desnudos y contenido sexual. 2019. 
Fecha de consulta: 15 de noviembre de 2019. Rescatado de: 
https://support.google.com/youtube/answer/2802002?hl=es&ref_topic=9282679 
 

https://about.fb.com/news/2018/11/enforcing-our-community-standards-2/
https://support.google.com/youtube/answer/2802002?hl=es&ref_topic=9282679
https://support.google.com/youtube/answer/2802002?hl=es&ref_topic=9282679
https://support.google.com/youtube/answer/2802002?hl=es&ref_topic=9282679
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similar antes de que lo conozcan, es decir, antes de ser cargado a la plataforma, 

el medio realiza un control diligente de tal forma que ningún o pocos usuarios lo 

visualicen, o lo que es lo mismo, se hace una revisión expedita o en un lapso 

muy corto, para evitar la visualización en masa de dicho contenido. Con base en 

el informe trimestral de 2018 de YouTube, “CNN” manifestó que  

(...) los ordenadores detectan la mayoría de los videos que terminan siendo eliminados. 
Dijo que 6,7 millones de videos fueron marcados por primera vez para su revisión por las 
máquinas, no por los humanos. De ellos, el 76% fueron retirados antes de recibir cualquier 
opinión de los usuarios. (...) Google se ha comprometido a contratar 10.000 empleados en 
toda la compañía para final de este año para abordar el contenido que viola sus 
condiciones353.  

Así mismo, el periódico “Excélsior” expresó que  

En cuanto a los videos, la parte central de YouTube, la plataforma de Google ha eliminado 
en este tercer trimestre de 2018 más de 7.8 millones de ellos por infracciones de las 
normas, que en el 81 por ciento de los casos detectaron antes sus sistemas automáticos. 
La compañía ha asegurado que de los videos que fueron retirados de forma automática, 
el 74.5 por ciento de ellos no habían llegado a recibir ninguna visualización por parte de 
los usuarios354. 

Para efectos de ahondar sobre la afirmación de que no es posible para la red 

social restringir contenido una vez cargado pero no publicado, y de esta manera 

ejercer control anticipadamente aunque se lo propusiera, se tiene como 

fundamento que la normativa que protege la libertad de pensamiento y expresión 

prohíbe que este derecho se encuentre sujeto a previa censura, tal como lo 

expresa la Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 13, 

ya que si hay lugar, aplica responsabilidad ulterior, es decir, el administrador de 

estas plataformas virtuales solo podrá ejercer actos dirigidos a la adopción de las 

medidas previstas en sus términos, políticas y/o condiciones frente a los temas 

 
353 YURIEFF, Kaya. YouTube elimina más de 8 millones de videos en tres meses. Estados 
Unidos: 2018. Fecha de consulta: 15 de noviembre de 2019. Rescatado de: 
https://cnnespanol.cnn.com/2018/04/24/youtube-elimina-mas-de-8-millones-de-videos-en-tres-
meses/ 
354 YouTube elimina 7.8 millones de videos por infringir sus normas. México: 2018. Fecha de 
consulta: 15 de noviembre de 2019. Rescatado de: 
https://www.excelsior.com.mx/hacker/youtube-elimina-78-millones-de-videos-por-infringir-sus-
normas/1284706 
 

https://cnnespanol.cnn.com/2018/04/24/youtube-elimina-mas-de-8-millones-de-videos-en-tres-meses/
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tildados como vulneratorios siempre que se tenga como base lo que la normativa 

prescribe para asegurar otros derechos y el interés general; por ejemplo, algunos 

de los aspectos sobre los que se prohíbe publicar en Facebook e Instagram son: 

desnudos, pornografía, lenguaje que incite al odio, violencia, ventas no 

autorizadas, acoso, bullying, terrorismo, infracción en la Propiedad Intelectual, 

autolesión, suicidio, información falsa, entre otros. 

Aunado a lo precedente, se atiende a la buena fe de la que Facebook Inc. debe 

partir respecto al comportamiento de los usuarios de la plataforma. El principio 

de buena fe permea todas las actuaciones que realizan las personas, de tal forma 

que se considera que las mismas las están realizando conforme las normas, 

incluyendo los términos, condiciones y/o políticas como clausulado del contrato 

de registro que celebran. De esta manera, el administrador del medio digital 

presta el servicio de la red social para que los consumidores publiquen 

información en concordancia con los límites incluidos en las estipulaciones, tal 

como lo referente a siempre subir contenido propio y que no viole derechos de 

terceros; por ejemplo, el derecho que se obtiene por el registro de una marca.  

Es claro, entonces, que sí es posible que en las plataformas digitales se realice 

un control automático de oficio una vez se publiquen contenidos infractores de 

los términos, condiciones y/o políticas, sin necesidad de que se realice 

posteriormente a que el contenido haya sido visualizado de manera masiva, y sin 

que se requiera un reporte o denuncia por parte de quien se ve menoscabado en 

sus derechos o, en algunas ocasiones, quien considere que ello atenta contra el 

interés general.  

Cabe decir, que el anterior fue uno de los ejemplos que puede haber tanto en los 

términos, condiciones y/o políticas de YouTube como de otras redes sociales, sin 

que se entre a estudiar esos otros, pues el fin era vislumbrar la existencia y 

posibilidad de uso de mecanismos oficiosos más efectivos con los que cuentan 

algunos medios virtuales en pro de salvaguardar derechos de usuarios y el 
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interés general en comparación con los de Facebook e Instagram. A pesar de 

eso, en la práctica este sistema puede tener un margen de error dada la gran 

cantidad de vídeos y, por ende, es posible que alguno no se examine de la forma 

planteada; sin embargo, esto no es tema de la presente investigación.  

De ahí que, a pesar de que Facebook Inc. realice un control posterior a las 

publicaciones a través de sus sistemas sistematizados, estos no garantizan la 

detección de la totalidad de contenido abusivo, pues hay factores de los que 

pueden tener conocimiento solo por medio de una denuncia interpuesta que 

reclama derechos transgredidos o en otras ocasiones se realiza control de oficio 

en el momento en que deseen, para no ver afectado el buen ambiente y la 

armonía del medio digital. De esta forma, hay casos en los que solo a partir de 

un reporte de un consumidor, Facebook Inc. puede actuar para realizar un 

examen de fondo con el fin de eliminar el contenido o, incluso, cancelar la cuenta 

por la contravención a las normas comunitarias.  

Como se mencionó previamente, en Facebook e Instagram es posible que se 

presenten infracciones a derechos marcarios, las cuales solo pueden ser 

reportadas por el titular o el representante autorizado de este ante la plataforma, 

por medio del proceso establecido en los términos, condiciones y/o políticas. 

Estas se pueden presentar en la red social entre usuarios o entre un sujeto activo 

usuario respecto del derecho de un tercero no consumidor del servicio digital. 

Otro caso ocurre cuando un no consumidor del servicio digital comete la violación 

sobre la marca; sin embargo, solo el primero es de importancia en la presente 

investigación, pues aquí estudiaremos aquellas que se generan entre usuarios 

por conducto del medio virtual.  

De conformidad con lo dispuesto en los términos, condiciones y/o políticas de 

ambas redes, para que la misma pueda entrar a analizar las respectivas 

infracciones marcarias que se cometen en la plataforma, es necesario que las 

personas reporten dicho acaecer, toda vez que, como se manifestó, el 
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administrador no está en la capacidad, facultad y conocimiento para ejercer 

control directo y oficioso sobre las mismas. Es importante tener en cuenta la 

recomendación de la red social de primero intentar mediar, es decir, contactar al 

infractor para dialogar sobre la problemática, sin que se constituya como un 

requisito de procedibilidad para denunciar, pues, como se mencionó, consiste en 

un consejo.  

Existen ciertas situaciones en las cuales los administradores de las redes 

sociales pueden entrar a realizar un estudio detallado del contenido denunciado 

por infringir derechos de marca, y frente a estos tomar medidas de acuerdo a las 

previstas en sus términos, políticas y/o condiciones. No obstante, hay otros 

reportes que requieren un análisis más profundo y sobre estos no pueden tomar 

decisiones ni aplicar los procedimientos acostumbrados, tal como se ha 

pronunciado la Corte Constitucional al respecto, al indicar que “(...) las redes 

sociales no son jueces y, por lo tanto, no es posible ordenarles regular los 

contenidos(...)”355. Incluso, en las cláusulas se establece que ellos no tienen 

facultades para conocer sobre algunas disputas, por lo que se puede observar 

que la resolución de estos conflictos queda a potestad de las pautas que 

determinen seguir. Estos casos sobre los cuales no tienen competencia no se 

encuentran señalados expresamente y tampoco se establecen lineamientos en 

sus estipulaciones respecto a si procede o no un examen de fondo.  

Así pues, en caso de que la persona a quien le vulneraron sus derechos no 

reporte tal situación, el administrador de la red social no la analizará y no será 

responsable por cualquier perjuicio que se le ocasione. Frente a esto, debe 

resaltarse que las redes sociales son herramientas tecnológicas, con base en lo 

desarrollado por la Corte Constitucional, que lo único que hacen es prestar un 

 
355 SARRALDA, Milena. Las líneas que trazó la Corte para poner límites a las redes sociales. 
Colombia: El Tiempo, 2019. Fecha de consulta: 15 de noviembre de 2019. Rescatado de: 
https://www.eltiempo.com/justicia/cortes/que-definio-la-corte-constitucional-sobre-los-limites-en-
las-redes-sociales-412392 
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servicio digital, en el que ponen a disposición de los consumidores una 

plataforma virtual para que interactúen a través de esta. Esto significa, que las 

redes no son sujetos parte del conflicto, pues simplemente ofrecen a los usuarios 

un medio o instrumento para un fin, que es el de servir de enlace para la 

expresión. Por ello, no se les puede atribuir como partes de una relación 

eminentemente bipartita entre sujeto activo y pasivo de una infracción marcaria, 

dada su calidad de simples intermediarios al brindar un mecanismo informático.  

 

A pesar de que la Corte Constitucional en término generales trata a las redes 

sociales como plataformas virtuales que contienen información, es decir, un 

espacio con publicaciones, no puede dejarse a un lado que dada las obligaciones 

que se contraen por el contrato de suscripción celebrado y/o por los deberes que 

tienen todas las personas jurídicas sin excepción (Facebook Inc. para el caso), 

las redes sociales no son simplemente un medio para un fin, sino que cumplen 

un papel importante en las relaciones que se tejen a su alrededor, teniendo 

muchas veces un rol preponderante y vital en la garantía de derechos de usuarios 

y terceros, como el caso de infracciones marcarias que se expondrá 

posteriormente.  

 

Además, verdaderamente las redes sociales sí son poderosos medios de 

comunicación que influyen notablemente en la realidad, pues en ellas se pueden 

mostrar o quitar los contenidos que se deseen (mayoritariamente), teniendo 

fuerte trascendencia en el impacto que las publicaciones van a tener en los 

consumidores, principalmente dependiendo del sector al que dicha información 

va dirigida. Todo esto a partir de un mecanismo denominado “cookies” que “(…) 

son pequeños fragmentos de texto que se utilizan para almacenar información 

sobre los navegadores web. Permiten almacenar y recibir identificadores e 
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información adicional sobre ordenadores, teléfonos y otros dispositivos”356. 

Además de lo anterior, influyen en la información que proporcionan a cada 

usuario individualmente de acuerdo a sus intereses por medio de “(…) los datos 

que almacena[n] sobre los navegadores web o los dispositivos, los 

identificadores que se asocian a los dispositivos y otros tipos de software”357. Al 

respecto, Instagram señala que las cookies y otras tecnologías se usan para 

mostrar contenido particularmente relevante para una persona. A través de estos 

métodos de tratamiento de datos, Facebook se encarga de acceder a 

determinados sectores de población para “(…) personalizar el contenido, adaptar 

los anuncios y medir su rendimiento, así como brindar una mayor seguridad”358.  

 

Como ya se mencionó, la responsabilidad de las redes sociales no debe tomarse 

sin perjuicio de aquellos casos en los que el administrador debe tomar un papel 

activo posterior a la realización de la violación de derechos marcarios, cuando el 

sujeto pasivo de la misma decide poner en su conocimiento la situación para 

detener o disminuir los perjuicios que presuntamente le están siendo generados. 

En estas ocasiones, las acciones u omisiones de Facebook Inc. pueden acarrear 

consecuencias positivas o negativas al titular del derecho marcario, por lo que se 

entraría a estudiar la posibilidad de endilgarle responsabilidad por ello.  

Para ello, deben analizarse las obligaciones emanadas del contrato de 

suscripción de redes sociales. En los términos, políticas y/o condiciones que 

aceptan los usuarios, Facebook Inc. se obliga a prestar un servicio digital y en el 

clausulado se imponen deberes a la plataforma, entre los cuales se encuentran 

la aplicación de una serie de medidas diseñadas para determinadas situaciones 

 
356 FACEBOOK INC. Cookies y otras tecnologías de almacenamiento. Estados Unidos: 2019. 
Fecha de consulta: 27 de agosto de 2019. Rescatado de: https://es-
es.facebook.com/policies/cookies/ 
357 Ibídem  
358 FACEBOOK INC. Cookies y otras tecnologías de almacenamiento. ¿Por qué utilizamos 
cookies? Estados Unidos: 2019. Fecha de consulta: 27 de agosto de 2019. Rescatado de: 
https://es-es.facebook.com/policies/cookies/ 

https://es-es.facebook.com/policies/cookies/
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https://es-es.facebook.com/policies/cookies/
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en las cuales hay incumplimiento de las estipulaciones contractuales. Sin 

embargo, se puede observar que se presentan contradicciones en cuanto al 

grado de obligatoriedad de las disposiciones, ya que en algunas ocasiones 

manifiestan que se comprometen a proteger los derechos de Propiedad 

Intelectual, mientras que en otras aluden a ello como un  asunto discrecional.  

En este sentido, procederemos a exponer algunas contradicciones sobre las que 

hicimos referencia previamente y que se pueden advertir en los  términos, 

políticas y/o condiciones. En primer lugar, teniendo como base que Facebook e 

Instagram utilizan en diferentes contextos del clausulado la expresión 

“compromiso”, que significa obligación contraída, en cuanto a la protección de 

derechos de Propiedad Intelectual, se puede percibir contradicción frente a la 

toma de medidas de seguridad; cuando en otras ocasiones acuden al verbo 

“podemos” y dan viabilidad a la opción de ejercer o no una acción, ofreciendo 

esto como una posibilidad que tal vez no ampare los derechos de los usuarios 

oportunamente, y provoque o aumente perjuicios. 

En segundo lugar, la seguridad en la comunidad es uno de los aspectos que rige 

la prestación del servicio de la red social; por lo tanto, ellos se comprometen a 

eliminar el contenido que induzca a causar daños a los usuarios, aunque 

posteriormente manifiestan que no pueden garantizar que sus productos siempre 

serán seguros, de modo que se logra vislumbrar la contradicción nuevamente.  

En tercer lugar, el medio virtual facilita como herramienta la denuncia, para la 

salvaguarda de los derechos de marca de los usuarios como una forma de tener 

conocimiento de la infracción. La contradicción radica en que en todo el 

clausulado del contrato de suscripción, Facebook Inc. plantea la idea de la 

protección a los derechos marcarios a través una reclamación, no obstante, si el 

usuario sigue el conducto regular puede que obtenga una solución a su 

problemática como puede que no, pues la plataforma se reserva a su decisión el 

estudio del caso según las condiciones particulares de las que se trata este, 
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como ya lo hemos mencionado, sin enunciar los parámetros que rigen su 

competencia sobre ciertos asuntos, lo cual no asegura evitar la vulneración de 

las garantías que le son propias. De esta manera, Facebook Inc. no puede 

excusarse en lo anterior, dado que en las estipulaciones se obligan a la 

protección de los derechos y ofrecen como único medio el reporte, dejando sin 

otra vía de acceso al usuario afectado.  

Así pues, en aplicación del principio general de favorabilidad que rige las 

relaciones contractuales, que incluso se encuentra contenido en el Estatuto del 

Consumidor en su artículo 5,  en caso de contradicción de cláusulas se aplica la 

que resulte más favorable a la parte débil, que en los contratos de adhesión es 

el adherente, el cual en el caso bajo estudio es quien ostenta la calidad de 

consumidor o usuario de la red social, y goza de protección especial 

principalmente con el objetivo de que se evite el aprovechamiento de la posición 

de superioridad del predisponente. 

Dada la existencia de la obligación de Facebook Inc. de tramitar las denuncias o 

reportes que los usuarios realizan con el fin de ponerles de presente una 

infracción a sus derechos marcarios, puede generarse una responsabilidad civil 

contractual en caso de que omitan el cumplimiento de ello, toda vez que se 

estaría ante una inejecución, ejecución imperfecta y/o tardía del clausulado, de 

tal forma que tenga como consecuencias perjuicios, o el incremento de estos, al 

sujeto pasivo de la violación marcaria.  

Como bien mencionamos previamente, en los términos, condiciones y/o políticas 

tanto de Facebook como de Instagram, no se menciona con exactitud de qué 

forma el administrador de estas redes sociales va a estudiar los casos concretos 

de las infracciones marcarias que se le notifican se cometen en su plataforma, 

por lo que el acaecer de la responsabilidad no peca por carecer de un rango 

extenso de posibilidades para su configuración, toda vez que entra el factor de la 

subjetividad al entendimiento de las omisiones en las que incurre el propietario 
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de dichos medios virtuales. Si bien el análisis de los casos es discrecional a las 

capacidades de Facebook Inc., pues como ellos mismos plantean no cuentan 

con facultades jurisdiccionales, no es menos cierto su compromiso respecto a las 

buenas condiciones de la plataforma para salvaguardar derechos; así pues, 

entraremos a plantear algunos ejemplos hipotéticos acerca de dichas omisiones 

del administrador de la red social: 

- En caso de que un usuario reporte una infracción y el titular de la 

plataforma digital no dé respuesta a su inquietud, se estaría ante la 

inejecución de sus obligaciones; si bien en los términos, condiciones y/o 

políticas se especifica que a quien denuncia se le envía un correo 

automático con detalles del reporte.  

 

- Siguiendo el caso anterior, si Facebook Inc. responde, pero se limita a 

decir que ellos no pueden hacer nada al respecto sin especificar las 

razones, se estaría ante una inejecución imperfecta de sus obligaciones.  

 

- Ahora bien, si llegaren a especificar las razones, pero estas no tengan 

fundamento jurídico para no proseguir con el examen de la infracción, se 

estaría ante una inejecución imperfecta. 

 

- En caso de que responda tardíamente el reporte del usuario, se estaría 

ante una inejecución imperfecta. Se debe aclarar, que en los términos, 

condiciones y/o políticas se especifica que una vez se realiza el reporte se 

envía un correo automático; por lo que en caso de que este no se remita en 

el momento mismo, se estaría ante respuesta inoportuna.  

 

- Algunas de las opciones que se dan en los términos, condiciones y/o 

políticas como posible sanción o medida a tomar frente a los reportes es la 

cancelación de la cuenta, su inhabilitación/suspensión o, incluso, la 
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eliminación de la respectiva publicación. En estos casos, se estaría frente 

a la ejecución de su obligación o, incluso, si ellos dan las razones jurídicas 

de por qué no tomaron estas salvaguardas, se estaría ante al mismo 

suceso.  

Frente a lo anterior es importante analizar el siguiente punto: ¿en qué caso el 

administrador de la red social puede tener certeza de que se comete una 

infracción? Cuando un titular, o su representante, demuestra tener el registro de 

la marca, y/o presenta una sentencia en la que se reconoce que una persona ha 

cometido infracciones marcarias, y se le ha ordenado la eliminación y/o 

rectificación de ello. Así pues, para determinar una posible responsabilidad 

contractual de Facebook Inc. debe atenderse a si realizó un análisis de estos 

aspectos y su respuesta frente a ello.  

En el caso donde se presente el registro del derecho marcario, se debe poner de 

presente el mismo al presunto infractor para que este tenga oportunidad de 

pronunciarse al respecto, con el fin de arreglar voluntariamente el conflicto. Si 

hay negativa y, toda vez que efectivamente Facebook Inc. no cuenta con 

facultades jurisdiccionales, debe aconsejar absolver sus diferencias ante las 

respectivas autoridades competentes, si bien podría tomar medidas 

provisionales en caso de que advierta la creación de perjuicios al sujeto pasivo 

de la infracción, pues en últimas, el titular de la plataforma es quien decide qué 

se permite publicar o no en dicho medio, y si a su sano juicio dicha cuenta o 

publicación genera desmedro de los derechos de una persona, puede cancelar, 

inhabilitar/suspender o eliminar, sin que por ello se asuma que está tildando dicha 

conducta como infracción marcaria, ya que eso lo tendría que determinar quien 

posea funciones jurisdiccionales.  

Cabe realizarse la siguiente pregunta: ¿genera perjuicios el administrador de la 

red social al usuario sujeto activo de la presunta infracción de derechos 

marcarios, a quien se la cancela o inhabilita/suspenda su cuenta en la plataforma 
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digital, o se le elimina alguna publicación? No, porque como se aseveró 

anteriormente, proteger el contenido del medio digital hace parte de las 

condiciones que se ofrecen, en pos de salvaguardar la armonía de la red social, 

por lo que al acceder a la plataforma se acepta que Facebook Inc. pueda realizar 

este tipo de actos. Lo mismo ocurre en caso de que posteriormente se descubra 

que en realidad dicha persona no había infringido el derecho marcario, pues, 

como se afirmó, cancelar, inhabilitar/suspender o eliminar es una potestad que 

se reserva el propietario de los medios virtuales; lo cual, se podría considerar 

adecuado siempre y cuando a la persona se le haya brindado la oportunidad de 

defenderse frente a dicha acusación, tema que se tratará enseguida a partir de 

un análisis de cláusula abusiva. Esto, sin perjuicio de que estos actos tengan de 

por medio conductas que vulneren derechos fundamentales, como sería el caso 

de la cancelación de un perfil por motivo de discriminación a un usuario que 

pertenezca a una comunidad minoritaria. 

De forma general, en los términos, políticas y/o condiciones, Facebook e 

Instagram consagran que pueden eliminar o restringir el acceso a contenido que 

determinen inapropiado. En el caso específico de las infracciones a derechos de 

marca, necesariamente el titular o un representante autorizado debe enviar un 

reporte para poner en conocimiento a los propietarios de la red social. Ante esta 

situación, ellos disponen que notificarán al usuario y le explicarán las alternativas 

para solicitar una revisión. Sin embargo, se podría entender como cláusula 

abusiva, ya que los administradores de estas plataformas informan sobre la 

medida posteriormente a que fue aplicada, impidiendo el derecho de defensa 

pues se niega la posibilidad al responsable del contenido de manifestar su 

inconformidad y para el momento en que pueda pronunciarse al respecto 

probablemente se habrán generado perjuicios cuando este recurso lo que 

pretende es brindar al usuario la vía a través de la cual puede impedir la decisión 

que considera injusta.  
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Ahora bien, en caso de que el sujeto pasivo de la infracción presente en el reporte 

una sentencia en la que se declare la ocurrencia de la infracción marcaria y las 

respectivas órdenes para eliminar y/o rectificar en la medida de lo posible sus 

vestigios, Facebook Inc. debe obrar con diligencia respecto a las órdenes 

emanadas por aquel con funciones jurisdiccionales y, por tanto, no debe 

incumplir las mismas.  

La anterior es la dinámica tratándose de que tanto sujeto activo como pasivo de 

la presunta infracción marcaria sean usuarios de la red social, es decir, que 

hayan celebrado el contrato de suscripción con Facebook Inc. Si bien no es tema 

de la presente investigación y por tanto no se profundizará en ello, es pertinente 

especificar qué puede ocurrir en aquellos casos en los que una de las partes no 

es usuaria de la plataforma virtual. Por un lado, si el sujeto activo no es usuario, 

evidentemente no habría ningún tipo de implicación por parte de Facebook Inc., 

puesto que no habría forma de que la violación se estuviese causando en el 

medio digital.  

Por otro lado, si el sujeto pasivo no es usuario y el sujeto activo es quien comete 

la infracción valiéndose de Facebook o Instagram como el medio donde se 

realiza la misma, cabría una responsabilidad extracontractual de parte del 

administrador, en términos similares a los que se mencionaron tratándose de 

ambas partes usuarias. Esto quiere decir, que para que Facebook Inc. analice la 

posible violación esa persona no usuaria deberá elevar una petición para 

ponerles en conocimiento la situación y que, de esa forma, se entre al estudio 

del caso y la toma de medidas que se consideren pertinentes. Se reitera que 

sobre este tema no se profundizará toda vez que las infracciones marcarias que 

se estudian en la presente investigación son las que realiza un usuario respecto 

a otro (ambos de la misma plataforma).  

Ahora bien, estas acciones de responsabilidad civil contractual se tramitarán, de 

conformidad con los términos, condiciones y/o políticas de Facebook e 
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Instagram, de acuerdo a la normatividad del país de residencia de quien vaya a 

iniciarla y, por ende, ante los jueces de su respectiva jurisdicción. Así pues, en el 

caso de que el usuario a quien le infringieron sus derechos marcarios y respecto 

del cual Facebook Inc. posiblemente sea responsable por el incumplimiento de 

sus obligaciones contractuales, sea residente colombiano y/o lo cobije el 

ordenamiento jurídico colombiano, podrá iniciar los trámites respectivos de 

conformidad con este.  

Dado que se trata de procesos contenciosos, el mismo puede interponerse ante 

los Jueces Civiles Municipales en única instancia (de pequeñas causas y 

competencia múltiple si existen en el lugar), primera instancia o Jueces Civiles 

del Circuito en primera instancia, atendiendo a si se trata de mínima, menor o 

mayor cuantía, respectivamente, determinada por el valor de las pretensiones 

(artículo 26.1 Ley 1564 de 2012); de conformidad con los artículos 17.1 y 

parágrafo, 18.1 y 20.1 del Código General del Proceso. En cuanto a la 

competencia territorial, se aplica el artículo 28 numerales 1, 3 y 5: 

1. En los procesos contenciosos, salvo disposición legal en contrario, es competente el 
juez del domicilio del demandado. Si son varios los demandados o el demandado tiene 
varios domicilios, el de cualquiera de ellos a elección del demandante. Cuando el 
demandado carezca de domicilio en el país, será competente el juez de su residencia. 
Cuando tampoco tenga residencia en el país o esta se desconozca, será competente el 
juez del domicilio o de la residencia del demandante. 

(...) 

3. En los procesos originados en un negocio jurídico o que involucren títulos ejecutivos es 
también competente el juez del lugar de cumplimiento de cualquiera de las obligaciones. 
La estipulación de domicilio contractual para efectos judiciales se tendrá por no escrita. 

(...) 

5. En los procesos contra una persona jurídica es competente el juez de su domicilio 
principal. Sin embargo, cuando se trate de asuntos vinculados a una sucursal o agencia 
serán competentes, a prevención, el juez de aquel y el de esta359. 

 
359 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código General del Proceso, Ley 1564 de 
2012, art. 28.  
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5.2. Aplicación del régimen jurídico colombiano respecto las infracciones 

marcarias cometidas en redes sociales 

Ya vista la posibilidad de responsabilidad de Facebook Inc. en las infracciones 

marcarias que se cometen en Facebook e Instagram, se analizará la procedencia 

de la aplicación de la normativa colombiana a las infracciones marcarias 

cometidas entre usuarios de estas plataformas, como personas naturales o 

jurídicas de derecho privado.  

Lo anterior se hará, en primer lugar, planteando casos hipotéticos de infracciones 

marcarias en dichas plataformas, con el fin de determinar en cuáles es o no 

procedente la aplicación de las normas colombianas. En segundo lugar, se 

realizará un análisis de jurisprudencia, para visualizar el desarrollo que los jueces 

y autoridades administrativas con funciones jurisdiccionales le han dado a la 

incidencia de las redes sociales en las violaciones de derechos de marcas. 

5.2.1. Casos hipotéticos de infracciones marcarias cometidas en redes 

sociales 

Como se mencionó, a continuación, se plantearán casos hipotéticos en los que 

es posible que la infracción marcaria cometida en redes sociales se realice. Para 

esto, se tendrán en cuenta cinco factores: 

- Nacionalidad del infractor y de la persona a quien se causa el perjuicio. 

“La nacionalidad es el vínculo jurídico, político y anímico entre una persona 

y un Estado”360. 

 

- Domicilio del infractor y de la persona a quien se causa el perjuicio. El 

domicilio “(…) consiste en la residencia acompañada, real o 

 
360 MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES. Nacionalidad. Rescatado de: 
https://www.cancilleria.gov.co/tramites_servicios/nacionalidad 

https://www.cancilleria.gov.co/tramites_servicios/nacionalidad
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presuntivamente del ánimo de permanecer en ella”361 que para el caso civil, 

“(…) es relativo a una parte determinada de un lugar de la unión o de un 

territorio”362 y se encuentra definido por “El lugar donde un individuo está de 

asiento, o donde ejerce habitualmente su profesión u oficio”363. Téngase en 

cuenta, que para las personas jurídicas el domicilio “(…) es el lugar donde 

está situada su administración o dirección, salvo lo que dispusieren sus 

estatutos o leyes especiales”364. Esto, en términos generales, significa que 

es la sede jurídica de las personas, es decir, el lugar donde ejercen sus 

derechos y obligaciones. Cabe decir que en algunas ocasiones el domicilio 

puede equipararse a la residencia. 

 

- Residencia del infractor y de la persona a quien se causa el perjuicio. 

Representa el lugar donde habita una individuo.   

 

- Localización física del infractor y de la persona a quien se causa el 

perjuicio. Es el lugar geográfico del IP que corresponde al aparato 

tecnológico a través del cual se ingresa a la red social en la que se comete 

la respectiva infracción marcaria. Debe entenderse como IP (Internet 

Protocol), la identificación o dirección de un dispositivo electrónico. 

 

- Lugar donde se generan los efectos jurídicos de la infracción marcaria, 

que son las consecuencias del acto infractor al derecho exclusivo que nace 

del registro marcario, por lo general.  

Es importante aclarar que para las anteriores consideraciones se tendrá en 

cuenta el país y no otras ubicaciones específicas, que para el caso sería 

Colombia o algún país extranjero, sin distinción del mismo. También debe 

 
361 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 76.   
362 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 77.   
363 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 78.   
364 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código Civil, Ley 84 de 1873, art. 86. 
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agregarse, que tanto los infractores y a quienes se les causa el perjuicio serán 

personas naturales o jurídicas de derecho privado. Para las personas jurídicas 

ténganse en cuenta que solo puede realizarse el análisis a partir de los factores 

de nacionalidad, domicilio, localización física y efectos jurídicos.  

Además de lo anterior, se partirá del hecho de que la marca sobre la que se 

comete la infracción tiene su registro únicamente en Colombia, sobre el que 

versa un principio de territorialidad, y la marca notoria se comprenderá a partir 

de un signo notoriamente conocido a nivel mundial.  

Téngase en cuenta, que el cuadro solo específica la infracción desde uno de los 

sujetos; sin embargo, su estudio puede analizarse desde ambos extremos. Con 

el fin de hacer más práctica la visualización de las posibles combinaciones 

existentes respecto a las infracciones marcarias entre usuarios de redes sociales, 

se plantea la siguiente tabla, que contiene los casos que pueden llegar a 

generarse: 

Nacionalidad Domicilio Residencia Localización 

física 

Efectos 

jurídicos 

Colombia Colombia Colombia Colombia Colombia 

Colombia Colombia Colombia Colombia Extranjero 

Colombia Colombia Colombia Extranjero Colombia 

Colombia Colombia Colombia Extranjero Extranjero 

Colombia Colombia Extranjero Colombia Colombia 

Colombia Colombia Extranjero Colombia Extranjero 

Colombia Colombia Extranjero Extranjero Colombia 
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Colombia Colombia Extranjero Extranjero Extranjero 

Colombia Extranjero Colombia Colombia Colombia 

Colombia Extranjero Colombia Colombia Extranjero 

Colombia Extranjero Colombia Extranjero Colombia 

Colombia Extranjero Colombia Extranjero Extranjero 

Colombia Extranjero Extranjero Colombia Colombia 

Colombia Extranjero Extranjero Colombia Extranjero 

Colombia Extranjero Extranjero Extranjero Colombia 

Colombia Extranjero Extranjero Extranjero Extranjero 

Extranjero Colombia Colombia Colombia Colombia 

Extranjero Colombia Colombia Colombia Extranjero 

Extranjero Colombia Colombia Extranjero Colombia 

Extranjero Colombia Colombia Extranjero Extranjero 

Extranjero Colombia Extranjero Colombia Colombia 

Extranjero Colombia Extranjero Colombia Extranjero 

Extranjero Colombia Extranjero Extranjero Colombia 

Extranjero Colombia Extranjero Extranjero Extranjero 
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Extranjero Extranjero Colombia Colombia Colombia 

Extranjero Extranjero Colombia Colombia Extranjero 

Extranjero Extranjero Colombia Extranjero Colombia 

Extranjero Extranjero Colombia Extranjero Extranjero 

Extranjero Extranjero Extranjero Colombia Colombia 

Extranjero Extranjero Extranjero Colombia Extranjero 

Extranjero Extranjero Extranjero Extranjero Colombia 

Extranjero Extranjero Extranjero Extranjero Extranjero 

Cuadro 1. Casos hipotéticos 

Del análisis del cuadro anterior, se concluye lo siguiente: 

No importa la mayoría de los factores antes mencionados, ni por activa ni por 

pasiva, para establecer la posibilidad de aplicación del marco jurídico colombiano 

a las infracciones marcarias cometidas en redes sociales. Esto es, la viabilidad 

no depende de la nacionalidad, domicilio, residencia ni localización física, sino 

que obedece al lugar donde se ocasionen los efectos jurídicos. Así pues, se logró 

percibir que la conclusión es la misma en cada caso en el que las consecuencias 

jurídicas eran en el extranjero o en Colombia: si es lo primero, no tendría ninguna 

incidencia con la normativa colombiana; mientras si es lo segundo, se aplicaría 

el sistema jurídico de Colombia. 

Con base en lo anterior, hay que establecer que el principio para que se active el 

ordenamiento jurídico colombiano en relación con una marca es el de 

registrabilidad que, como ya se vio, propugna que el derecho sobre uno de estos 
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signos distintivos nace con la concesión del registro del mismo ante la 

Superintendencia de Industria y Comercio. Así pues, independientemente de 

otros factores tales como la nacionalidad, el domicilio, la residencia, la 

localización física (IP del aparato tecnológico) al momento de realizar la 

infracción, si la persona a quien se le causó el perjuicio a través del medio virtual 

tiene registrada su marca en Colombia, podrá adelantar la acción por infracción 

de derechos de Propiedad Industrial, pues significa que los efectos jurídicos se 

generarán allí en donde se tiene el registro (efectos nacionales).  

Ahora bien, lo anterior es la regla tratándose de marcas “a secas”, dado que las 

marcas notoriamente conocidas no requieren necesariamente de un registro. Así 

pues, en estos casos no se trataría de aplicar el principio de registrabilidad, sino 

de que los efectos jurídicos de la infracción que se comete en Facebook y/o 

Instagram se den en el territorio colombiano, es decir, que las consecuencias del 

uso no autorizado de la marca se generen en Colombia, por lo que, en últimas, 

esto representa que se está usando sin autorización una marca notoria que 

identifica productos y/o servicios cuyo mercado es el colombiano, para productos 

y/o servicios que se comercializan igualmente en este país, lo cual genera la 

violación al derecho marcario.  

Así pues, como ya se mencionó, en los casos anteriores lo que prima, en últimas, 

es la existencia de efectos jurídicos en Colombia, ya sea que se trate o no de 

una marca notoria.  

5.2.2. Análisis de sentencias de infracciones marcarias cometidas en redes 

sociales 

Dado lo previamente mencionado, cabe plantearnos la siguiente pregunta ¿qué 

papel juega entonces el hecho de que la infracción marcaria se haya cometido 

en una red social, que para el caso concreto son Facebook e Instagram? Para 

dar respuesta a este interrogante, se consultaron sentencias en las que se 



187 
 

resolvió sobre la acción de infracción a derechos de Propiedad Industrial o que 

se relacionan con su análisis, específicamente sobre marcas, que tuvieran 

relación con redes sociales o con medios virtuales en general.  

En primer lugar, debe mencionarse que se indagó en sentencias del Tribunal de 

Justicia de la Comunidad Andina (entiéndase Interpretaciones Prejudiciales), 

Corte Constitucional, Corte Suprema de Justicia (Sala de Casación Civil), 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bucaramanga (Sala Civil-Familia) y 

Superintendencia de Industria y Comercio. A continuación, se mencionarán las 

sentencias que se analizaron, aclarando que de Corte Constitucional, Corte 

Suprema de Justicia y Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bucaramanga no 

se encontró jurisprudencia relacionada con la temática de infracción marcaria en 

redes sociales.  

En cuanto al Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, no se encontró 

Interpretaciones Prejudiciales relativas a infracciones marcarias en redes 

sociales, pero sí se halló una relativa a medios virtuales (Proceso 24-IP-2016), 

en específico, al uso de un signo distintivo en una página web; sin embargo, en 

esta no se trata ningún tema relativo a medios virtuales y simplemente se 

menciona la utilización de dicho signo en la página web.  

Ahora bien, existe una Interpretación Prejudicial (Proceso 294-IP-2015), relativa 

a una acción por infracción de derechos de Propiedad Industrial tramitada por la 

Superintendencia de Industria y Comercio (Radicado 14-57995) que 

posteriormente se relacionará. Este Tribunal, a diferencia de la mencionada 

autoridad con funciones jurisdiccionales, no hace un estudio alrededor del tema 

de la violación de una marca, sino de una enseña comercial, aduciendo que si 

bien el proceso se inició como infracción marcaria, en realidad el mismo es sobre 

una enseña comercial; sin embargo, dada su relación con la temática es 

pertinente mencionar lo expresado. La demanda se inició planteándose que el 

accionado generaba desprestigio a SALUD TOTAL al publicar contenido público 
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en sus redes sociales, relativos con el mal servicio de la EPS, a lo que se 

concluyó que “(...) se deberá analizar si el uso de la enseña comercial SALUD 

TOTAL por parte del señor Jaime Neira Neira se encuentra contemplado como 

una infracción al derecho de marca, o si corresponde a otro campo del derecho, 

como el referido al ejercicio del derecho fundamental de libertad de expresión por 

parte de un consumidor final (...)”. Así pues, para lo que nos atañe, el Tribunal de 

Justicia de la Comunidad Andina no tuvo en cuenta en sus consideraciones el 

hecho mismo de que la presunta violación acaeciera en redes sociales.  

Por su parte, en la Superintendencia de Industria y Comercio, Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales, se encontraron varias. En definitiva, esta autoridad 

administrativa con funciones jurisdiccionales es la que más tramita procesos por 

infracción de derechos marcarios, posiblemente porque es la entidad específica 

que trata sobre Propiedad Industrial. Para comenzar, cabe decir que se 

encuentran 138 sentencias que resuelven sobre esta acción, de las cuales 53 

tienen relación en sus consideraciones y/o resuelve sobre medios digitales. De 

las anteriores, solo 15 nombran expresamente las palabras “redes sociales” o 

mencionan a alguna red social específica.  

Las 38 sentencias relativas a medios digitales en general, sin que se trate de 

redes sociales, son: 

- Sentencias que contienen referencias a medios digitales en sus 

consideraciones: 

 

● Radicado 17-115171, 2019, Abogado del grupo de trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial Diego Andrés Guarín 

Villabón.  

● Radicado 17-399878, 2019, Abogada del Grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial de la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales Camila Andrea Gómez Medina.  
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● Radicado 18-88284, 2019, Abogada del Grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial Carolina Valderruten 

Ospina. 

● Radicado 15-169459, 2018, Coordinador del Grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial José Fernando Sandoval 

Gutiérrez. 

● Radicado 15-288789, 2018, Coordinador del Grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial José Fernando Sandoval 

Gutiérrez. 

● Radicado 15-08380, 2017, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales Gregory de Jesús Torregrosa Rebolledo. 

● Radicado 15-70525, 2017, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales Gregory de Jesús Torregrosa Rebolledo. 

● Radicado 15-70529, 2017, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales Gregory de Jesús Torregrosa Rebolledo. 

● Radicado 15-0166123, 2017, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales Gregory de Jesús Torregrosa Rebolledo. 

● Radicado 15-070981, 2017, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales Gregory de Jesús Torregrosa Rebolledo. 

● Radicado 15-145511, 2017, Coordinador del Grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial José Fernando Sandoval 

Gutiérrez. 

● Radicado 15-254492, 2017, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales Gregory de Jesús Torregrosa Rebolledo. 

● Radicado 15-276744, 2017, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales Gregory Torregrosa Rebolledo. 

● Radicado 15-288774, 2017, Coordinador del Grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial José Fernando Sandoval 

Gutiérrez. 
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● Radicado 15-295393, 2017, Coordinador del Grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial José Fernando Sandoval 

Gutiérrez. 

● Radicado 16-090377, 2017, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales Gregory de Jesús Torregrosa Rebolledo. 

● Radicado 16-109097, 2017, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales Gregory de Jesús Torregrosa Rebolledo. 

● Radicado 14-092921, 2016, Coordinador del grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial José Fernando Sandoval 

Gutiérrez. 

● Radicado 14-218195, 2016, Coordinador del grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial José Fernando Sandoval 

Gutiérrez. 

● Radicado 15-67137, 2016, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales Gregory de Jesús Torregrosa Rebolledo. 

● Radicado 15-068960, 2016, Coordinador del grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial José Fernando Sandoval 

Gutiérrez. 

● Radicado 15-140485, 2016, Coordinador del grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial José Fernando Sandoval 

Gutiérrez. 

● Radicado 15-192560, 2016, Coordinador del grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial José Fernando Sandoval 

Gutiérrez. 

● Radicado 15-244973, 2016, Coordinador del grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial José Fernando Sandoval 

Gutiérrez. 

● Radicado 15-254462, 2016, Coordinador del grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial José Fernando Sandoval 

Gutiérrez. 
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● Radicado 13-173046, 2015, Coordinador del grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial Francisco Melo 

Rodríguez.  

● Radicado 13-0247934, 2014, Abogado del Grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial Diego Andres Guarín 

Villabón. 

● Radicado 13-145930, 2014, Superintendente Delegado para 

Asuntos Jurisdiccionales Felipe García Pineda. 

- Sentencias que contienen referencias a medios digitales en general sin 

que se trate de redes sociales en su resuelve: 

 

● Radicado 18-096305, 2019, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales José Fernando Sandoval Gutiérrez. 

● Radicado 17-56714, 2018, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales Gregory de Jesús Torregrosa Rebolledo. 

● Radicado 16-211086, 2018, Superintendencia Delegado para 

Asuntos Jurisdiccionales Jorge Mario Olarte Collazos. 

● Radicado 16-034117, 2017, Coordinador del Grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial José Fernando 

Sandoval Gutiérrez. 

● Radicado 16-242657, 2017, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales Gregory de Jesús Torregrosa Rebolledo.  

● Radicado 13-206892, 2015, Coordinador del Grupo te Trabajo de 

Competencias Desleal y Propiedad Industrial José Fernando 

Sandoval Gutiérrez.  

● Radicado 13-297612, 2014, Coordinador del grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial Francisco Melo 

Rodríguez.  
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- Sentencias que contienen referencias a medios digitales en sus 

consideraciones y resuelve: 

 

● Radicado 17-303374, 2018, Asesor Delegado para Asuntos 

Jurisdiccionales Gregory de Jesús Torregrosa Rebolledo.  

● Radicado 16-438111, 2017, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales Gregory de Jesús Torregrosa Rebolledo. 

● Radicado 13-159884, 2014, Coordinador del grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial Álvaro José Correa 

Ordoñez 

Ahora, las 15 sentencias mencionadas relacionadas directamente con redes 

sociales: 

- Sentencias que contienen referencias a redes sociales en sus 

consideraciones: 

● Radicado 18-081646, 2019, Abogada del Grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial Carolina Valderruten 

Ospina.  

(…) se realizará un breve recuento de los hechos. (…) Así mismo afirmó que la accionada 
utiliza el signo infractor en su publicidad en Facebook y facturas. 

(...) 

Respecto al uso en el comercio del signo presuntamente infractor se tiene que en este 
proceso obra la impresión de una fotografía que corresponde a la cuenta de Facebook 
"Inversiones Carnes Club Ganadero S.A.S., vista a folio 21 del cuaderno 2. En esa 
fotografía se puede observar que se usa la expresión "Club Ganadero" en idénticas 
condiciones a las descritas.  

(...) 

La impresión de las dos fotografías sobre la cuenta de Facebook "Club Ganadero", vistas 
a folios 26 y 27 del cuaderno 2, permiten observar al despacho también el uso de la 
expresión "Club Ganadero" y se observa que allí lo que hace este establecimiento es que 
se dedica al expendio de carnes (...). 
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(...) a su vez se deberá tener por cierto que utiliza la expresión "Club Ganadero" en sus 
tarjetas publicitarias, en su página de Facebook y en sus facturas de venta (...). 

(...) 

El uso no autorizado de los signos de la demandante se presentó a través de diferentes 
medios; como eran, publicidad, papelería y en la cuenta de Facebook de la sociedad 
demandada. 

● Radicado 18-269334, 2019, Abogado del Grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial Diego Andrés Guarín 

Villabón.  

En este punto es preciso señalar que si bien el accionante hace referencia en los hechos 
de la demanda a que el uso de la marca TOTAL PLAY, se hace para identificar productos 
vinculados a la clase 9 de la clasificación internacional de Niza, a partir del análisis de los 
pantallazos de la página de Facebook aportados (fols. 143 a 147, cdno 2), se concluye que 
el signo en mención es utilizado para ofrecer servicios de telecomunicaciones, esto es, 
aquellos relacionados con la clase 38 de la Clasificación Internacional de Niza. 

(...) 

Así las cosas, se observa que el uso que se hace respecto de la expresión TOTAL PLAY 
en los pantallazos de la página de Facebook allegados, es con ocasión a la titularidad que 
ostenta uno de los demandados sobre la marca TOTAL PLAY registrada para la clase 38, 
referente a servicios de telecomunicaciones. 

 

● Radicado 15-071623, 2016, Coordinador del grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial José Fernando Sandoval 

Gutiérrez. 

 
(…) alegó que el señor Diego Germán Herrera Carvajal es propietario de un 
establecimiento de comercio ubicado en la ciudad de Neiva, cuya actividad económica 
consiste en el expendio de la mesa de comidas preparadas, dicho establecimiento se 
encuentra identificado bajo el nombre comercial y la enseña comercial Beer Company, en 
su establecimiento de comercio así como en volantes publicitarios y en redes sociales sin 
contar con autorización alguna (…). 

Diego Germán Herrera Carvajal contestó la demanda oponiéndose a la totalidad de las 
pretensiones (…) expresó que la publicidad que obra en redes no contiene la marca de la 
demandante. 

Por último, el demandado promociona los servicios de su establecimiento de comercio en 
redes sociales como Facebook, Twitter e Instagram mediante el uso del signo BCN y BEER 
COM NEIVA, según se desprende de las impresiones de la página web que aparecen a 
folios 18 a 21 del cuaderno 1 (…). 
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En cuanto a la acusación en que el uso de los signos BCN y BEER COM NEIVA que ha 
hecho la demandada en las redes sociales como Facebook, Twitter e Instagram constituye 
infracción al derecho propiedad industrial que ostenta demandante, este despacho no 
declarara la comisión de infracción, en ese punto, lo anterior, debido a según las propias 
afirmaciones de la demandante en el traslado de las excepciones mérito obrante a folio 90 
del cuaderno 1, la publicidad en redes sociales no infringe la marca Beer Company, lo cual 
constituye una confesión de conformidad con el artículo 194 a 198 del Código de 
Procedimiento Civil. En efecto en dicho memorial la demandante afirmó lo siguiente: (esto 
es una cita) “es cierto que las muestras publicitarias en redes sociales no contienen la 
marca Beer Company pero qué hay del volante publicitario aportado como prueba con la 
demanda”. Más adelante vuelve a manifestar lo siguiente: “Así se admite que la publicidad 
en redes sociales no infringe de manera directa la marca Beer Company pero ello no 
implica que la marca no se haya infringido con el volante publicitario”.  

 

● Radicado 14-57995, 2015, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales Fidel Puentes Silva. 

Cuestiona SALUD TOTAL el uso que le ha hecho el demandado de su signo distintivo en 
la redes sociales Twitter y Facebook, (…) utilizando ese signo distintivo para las campañas 
que usa el señor Neira relacionadas con invitar a reuniones a personas en la sede de 
Barranquilla de padres y niños "a quienes se les vienen negando tratamientos. 

(...) 

(...) es cierto que de alguna manera, (...) esas comunicaciones en las que él usa en las 
redes sociales de Twitter y Facebook la marca o el signo distintivo de SALUD TOTAL, 
diciendo que en SALUD TOTAL (...) no atiende a los niños con discapacidad, es cierto que 
eso podría (...) diluir la distintividad del signo distintivo. No obstante, no está claro que ese 
signo distintivo sea un signo notoriamente conocido, luego entonces no se cumple el 
supuesto del literal f. 

 

- Sentencias que contienen referencias a redes sociales en su resuelve: 

 

● Radicado 18-158527, 2019, Abogada del Grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial Carolina Valderruten 

Ospina. 

RESUELVE: 

(...) 

CUARTO: SE ORDENA a la sociedad demandada GEORGE COMPANY SAS con 
domicilio en la ciudad de Bogotá, identificada con Nit. 900.792.308-5, que procede con el 
retiro inmediato y definitivo, de los círculos comerciales, de los productos resultantes de la 
infracción, incluyendo material promocional y publicitario, así como páginas web, redes 
sociales, avisos, material impreso o de publicidad en los que aparezca el signo infractor 
CLANDESTINO, o cualquier otro signo idéntico o similarmente confundible, para identificar 
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servicios de las clases 43 y 35 de la clasificación internacional de marcas, por infringir el 
derecho de propiedad industrial sobre la marca mixta CLANDESTINO RESTAURANTE, 
para identificar servicios de las clases 43 y 35 de la clasificación internacional de marcas, 
de la cual es titular el demandante.  

 

● Radicado 16-239204, 2018, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales Gregory de Jesús Torregrosa Rebolledo.  

“RESUELVE: 

(...) 

3. Ordenar al demandado cesar el uso de un signo igual o similar que sea 

confundible con la marca del demandante tanto en su establecimiento de 

comercio como en redes sociales, páginas web y artículos publicitarios”.  

● Radicado 17-251037, 2018, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales Gregory de Jesús Torregrosa Rebolledo. 

“RESUELVE: 

(...) 

SEGUNDO: ORDENAR a PS INTEGRAL S.A.S. a cesar de manera inmediata 

el uso del signo "PLUSALUD" o cualquier otro similarmente confundible. De 

igual manera, prohibir el uso de la referida expresión para identificar: Razón 

social, enseña comercial, nombre de dominio, correo electrónico de contacto, 

URL/página web y redes sociales, avisos, fachadas de locales comerciales, 

material publicitario, impreso o audiovisual, envases, envolturas o etiquetas”. 

● Radicado 17-411259, 2018, Coordinador del Grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial de la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales José Fernando Sandoval Gutiérrez. 

“RESUELVE: 
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(...) 

QUINTO: ORDENAR a COMSEGURIDAD E INVERSIONES S.A.S. cesar de 

manera inmediata la expresión COMSEGURIDAD de su material publicitario, 

carteles, avisos, tarjetas, empaques, etiquetas y de toda comunicación impresa, 

digital, oral o escrita emitida por cualquier medio de comunicación, así como de 

los uniformes de empleados, redes sociales y de cualquier elemento de 

identificación o comunicación”. 

● Radicado 15-292707, 2017, Coordinador del Grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial José Fernando Sandoval 

Gutiérrez.  

“RESUELVE. 

(…) 

SEGUNDO: ORDENAR a CANDIOTA DE VINOS Y LICORES S.A.: 

(…) 

- Cesar de manera inmediata y definitiva toda publicidad a través de cualquier 

miedo o canal de comunicación, incluso, televisión, cuñas radiales, página web 

o red social, del producto HARVEY MACKAY'S que use el envase que se acreditó 

infractor en este proceso”.  

● Radicado 15-026466, 2015, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales Gregory de Jesús Torregrosa Rebolledo. 

RESUELVE. 

(…) 

2. Ordenar inmediatamente a la demandada RUBRIEN PÁEZ SALAS identificada con 
cédula de ciudadanía No. 55190450, lo siguiente:  

(…) 
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2.3. Retirar inmediatamente del mercado calcomanías, papelería, etiquetas, panfletos, 
envolturas, folletos y cualquier otro tipo de material publicitario que incluya las marcas 
figurativas “Johnnie Walker”, así como también retirar de internet, más precisamente de 
las páginas www.clubelpadrinointernacional.com y 
www.facebook.com/clubelpadrinointernacional las marcas figurativas “Johnnie Walker” 

 

● Radicado 13-158841, 2014, Superintendente Delegado para 

Asuntos Jurisdiccionales Felipe García Pineda.  

RESUELVE. 

(…) 

TERCERO: En consecuencia, ordenar a ECAPETROL S.A.S: 

(…) 

b) Que se retire la expresión ECAPETROL S.A.S. incluyendo enseñas comerciales  con la 

que identifica sus establecimiento de comercio, de la estructura de su nombre comercial,  

de su razón social, del material publicitario, empaques, etiquetas y de toda comunicación 

impresa, digital, oral o escrita emitida por cualquier medio de comunicación oral o escrito, 

de los uniformes de los estudiantes o trabajadores, del perfil de Facebook, del canal de 

Youtube y de la cuenta de Twitter y de cualquier elemento de identificación o comunicación 

en que se utilice la expresión ECAPETROL a nivel local, regional o nacional.  

 

- Sentencias que contienen referencias a redes sociales en sus 

consideraciones y resuelve: 

● Radicado 17-327661, 2019, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales José Fernando Sandoval Gutiérrez. 

Hay tres usos distintos que ha ejecutado la parte demandada, hay tres formas en las que 
ha usado el signo que se aduce infractor. (...) 

También está acreditado con las pruebas mencionadas, (...) que la demandada utiliza la 
expresión "www.estrategiasjurídicas.com.co" en la página web en la que ofrece sus 
servicios. Esto coincide con las documentales que aparecen a folio 28, 29, 31 y 32 del 
cuaderno 1, donde aparecen pantallazos de página web que corresponde a los 
mencionados también a los mencionados en el hecho 2.8 de la demanda, o sea todo esto 
coincide perfectamente. y teniendo en cuenta estas pruebas, es posible concluir que la 

http://www.clubelpadrinointernacional.com/
http://www.facebook.com/clubelpadrinointernacional
http://www.facebook.com/clubelpadrinointernacional
http://www.facebook.com/clubelpadrinointernacional
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demandada ha hecho uso en el comercio de la expresión "estrategias jurídicas"y ese uso 
ha tenido lugar para el ofrecimiento de servicios jurídicos (...) 

RESUELVE: 

(...) 

CUARTA: PROHIBIR a la sociedad ESTRATEGIAS JURÍDICAS S.A.S. usar la 
denominación "ESTRATEGIA JURÍDICA" en internet, nombre de dominio, buscadores y 
redes sociales, para identificar y anunciar servicios jurídicos. Lo anterior, a partir de la 
notificación de la presente providencia.  

● Radicado 18-088246, 2019, Abogada del Grupo de Trabajo de 

Competencia Desleal y Propiedad Industrial Carolina Valderruten 

Ospina.  

Al contestar la demanda, ENTRE CABLES Y REDES (...) manifestó que en diciembre de 
2017 creó la página web schoolpack.com.co. Al absolver el interrogatorio de parte el 
representante legal de la sociedad demandada corroboró lo manifestado con anterioridad 
(...): desde finales del 2017 inició la comercialización de sus software para instituciones 
educativas bajo el signo schoolpack (...). A su vez manifestó que a partir de noviembre de 
2017 inició la promoción de su software educativo en su página de Facebook, lo que realizó 
hasta marzo de 2018, conforme lo dio a conocer al despacho a través de una declaración 
extrajuicio, obrante a folio 167 del cuaderno 1 (...). De igual forma manifestó que realizó 
publicidad desde su software educativo (...), a través de correos electrónico (...), que envió 
a instituciones educativas (...).  

En la misma audiencia manifestó el representante legal de ENTRE CABLES Y REDES, 
que el contenido de los folios 13 a 101 del cuaderno 1 (...) correspondía a unos pantallazos 
de su página (...).  

(...) 

Del análisis de todo lo que he manifestado, es posible concluir que (...) la sociedad ENTRE 
CABLES Y REDES EU usó los signos schoolpack y schoolpro para identificar un software 
educativo al menos durante noviembre y diciembre de 2017 y hasta el mes de marzo de 
2018, por lo que usó tales signos al menos por un término de cinco meses en medio 
digitales e impresos, esto era su página web, en la página de Facebook y en la audiencia 
confesó que también había impreso algunos folletos. 

(...) 

RESUELVE: 

SEGUNDO: En consecuencia se ordena a ENTRE CABLES Y REDES EU: 

(...) 

2. Suspender el uso de manera inmediata y definitiva de las expresiones que incluyan 
elementos distintivos del signo SCHOOLPACK de la demandante, para identificarse en los 
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círculos comerciales, en publicidad y en medios electrónicos como páginas, buscadores 
de internet, Facebook, entre otros. 

(...) 

4. Se ordena a la demandada implementar las medidas necesarias para evitar la 
continuación o repetición de la infracción, incluyendo la destrucción de materiales o medios 
impresos virtuales o digitales que utilice para el ejercicio de su actividad comercial y que 
reproduzca las expresiones SCHOOL PACK y SCHOOL PRO.  

● Radicado 15-292200, 2017, Asesor asignado a la Delegatura para 

Asuntos Jurisdiccionales Gregory de Jesús Torregrosa Rebolledo. 

En el presente asunto, de acuerdo con las pruebas obrantes dentro del expediente se 
encuentra demostrado que la demandada a través de su establecimiento de comercio hizo 
uso de la expresión BODYTECH para identificar su actividad comercial conforme a las 
fotografías obrantes a folios 171 a 174 del cuaderno 3, así como la captura de las imágenes 
de la página web www.fitnessbodytech obrantes a folio 70, de las cuales se destaca la 
imagen y ubicación de su establecimiento de comercio, así como la publicidad utilizada 
tanto en la entrada del mismo en redes sociales como Facebook, Twitter e Instagram. 

(...) 

Las pruebas aportadas dan cuenta de que la demandada anuncia al público su actividad 
comercial a través de su página web, en la cual se pudo observar el uso del signo 
BODYTECH dentro de la expresión "FITNESS BODYTECH", tal como consta en las 
imágenes vistas a folios 172 a 174 del cuaderno 3. así como con el contenido del CD 
aportado con el escrito de medidas cautelares, con las cuales se acreditó sumariamente 
que la demandada está haciendo un uso infractor, circunstancia que conlleva a que se 
presente el riesgo de confusión respecto del signo "BODYTECH", propiedad de la 
demandante. 

RESUELVE: 

(...) 

CUARTO: ORDENAR a PAOLA ANDREA ARIAS MONTEALEGRE retirar de manera 
inmediata de los circuitos comerciales, redes sociales y páginas de internet, cualquier 
material publicitario y cualquier papelería en que haga uso de la expresión "BODYTECH" 
o cualquier otro signo similarmente confundible con la marca "BODYTECH" para la 
promoción y comercialización de servicios asociados a gimnasios.  

 

● Radicado 14-179335, 2016, Superintendente Delegado para 

Asuntos Jurisdiccional Fidel Puentes Silva.  

El uso de la expresión Corferias Inc. en la fachada del establecimiento de comercio, página 
web del establecimiento, redes sociales y portales de terceros en internet no han sido otra 
cosa que el ejercicio legítimo de la enseña y nombre comercial de los cuales se derivan 
derechos de propiedad industrial.  
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(…) 

RESUELVE. 

(…) 

TERCERO: Ordenar a MERY JANNETH GUTIÉRREZ CABEZAS -si aún no lo ha hecho-
, que de manera definitiva:  

(…) 

b. Retire definitivamente la expresión CORFERIAS, incluyendo enseñas comerciales 
como las que identificaba a su establecimiento de comercio de la estructura de su nombre 
comercial, así como toda comunicación impresa digital, oral o escrita emitida por cualquier 
medio de comunicación oral o escrito, del perfil de Facebook y de la cuenta de Twitter y de 
cualquier elemento de identificación o comunicación en que se utilice la expresión 
CORFERIAS en los términos expuestos en esta providencia.  

 

De los anteriores fallos se evidencia que en realidad en casos de estudio de la 

acción por infracción de derechos de Propiedad Industrial, en específico marcas, 

no se profundiza acerca de que la violación se haya cometido o no en redes 

sociales ni de la responsabilidad de su administrador, sino que, como se venía 

diciendo previamente, lo que interesa es el acontecimiento de los efectos 

jurídicos, que son los que, en últimas, indican el punto central de análisis. Así 

pues, si bien en estos fallos se menciona la temática de redes sociales (y medios 

digitales en general), no se enfoca su estudio haciendo un análisis de la 

incidencia de los mismos o la connotación que estos podrían tener en el 

acontecimiento de la infracción respectiva.  

Siguiendo esta idea, cabe formularnos la siguiente pregunta: ¿qué papel juegan 

entonces las redes sociales? De acuerdo con el estudio de los anteriores fallos, 

en primer lugar, cabe concluir que para el análisis de las infracciones a derechos 

marcarios estas plataformas virtuales son, simplemente, el medio donde se 

comete la violación al signo distintivo, es decir, son aquel espacio abstracto a 

través del cual el sujeto activo infringe derechos ajenos.  
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Esto se encuentra en concordancia con la línea que sigue la Corte Constitucional 

en diferentes sentencias, en las que afirma que las redes sociales no son otra 

cosa que herramientas tecnológicas a través de las cuales se presta un servicio. 

Así pues, el que la infracción marcaria se cometa en un espacio abstracto como 

estos solo representa el hecho de que se haya realizado ahí, siendo el análisis 

de relevancia aquel en el que se estudia si sí aconteció o no la violación. Otra 

cosa es su responsabilidad contractual ya mencionada de conformidad con la 

cual son más que simples instrumentos, puesto que, en la infracción marcaria, 

propiamente dicha, el administrador no se constituye en una relación tripartita 

con los usuarios extremos de la violación.  

Para este panorama en el que se estudia si la infracción ocurrió o no, sí se puede 

llegar a mencionar que se cometió en una red social pero no se analiza la 

incidencia de que se hubiese realizado allí, es decir, simplemente se toma como 

medio de prueba del hecho de que sí aconteció. Esto significa, que las redes 

sociales, en últimas, se terminan convirtiendo en un mecanismo para la obtención 

de pruebas que demuestren que efectivamente sí sucedió la violación. 

De esta forma y tal como se verifica con las consideraciones de los fallos citados, 

los sujetos suelen recurrir a pantallazos de la red social para mostrar el uso no 

autorizado del signo distintivo del que son titulares. Cabe agregar, que para la 

presente investigación no se analizará qué tan efectivos son estos medios de 

prueba, si bien se puede afirmar que, por lo general, no son los únicos que se 

aportan al proceso, pues, como reiteraron en diferentes sentencias, no basta con 

ello para demostrar la infracción, aunque sí son un aporte importante. Así pues, 

se aducen estos medios digitales en materia probatoria para efectuar una 

valoración del caso concreto, con fines de llegar a la conclusión de si se cometió 

o no la infracción a los derechos marcarios.  

Debe resaltarse, en segundo lugar, que, en varias sentencias, si bien no en 

todas, en el resuelve se ordena, en término generales, prohibir, suspender, cesar 
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el uso de dicho signos distintivos en redes sociales e, incluso, retirar las 

publicaciones ya existentes. Frente a esto debe mencionarse que no en todos 

los fallos donde el conducto de la violación han sido los medios digitales, se 

realizan estas órdenes. Así, en algunas ocasiones sí se especifica, a pesar de 

que la infracción marcaria no haya tenido relación alguna con dichas plataformas 

virtuales; y en ciertos casos en los que sí se cometió en dichas plataformas, no 

se hace referencia sobre las mismas en el resuelve.  

Lo anterior permite observar la relevancia que cada día van adquiriendo las redes 

sociales, de modo que las autoridades jurisdiccionales competentes reconocen 

la importancia de estas plataformas y por ello ordenan impedir que el derecho 

sobre la marca se siga vulnerando, en especial atendiendo a que, como se ha 

mencionado, hoy día los medios digitales han cobrado gran valor en el comercio. 

En definitiva, a partir de que el auge de las redes sociales aumenta, de tal forma 

que se constituyen en un espacio abstracto para ejercer actividades comerciales, 

se va incrementando la importancia de proteger los bienes intangibles, como las 

marcas, pues, a su vez, se amplían las violaciones a los mismos, dada su 

facilidad de publicar contenido con tan solo un clic, es decir, la sencillez de los 

mecanismos empleados para compartir publicaciones en las plataformas. 

Lo anterior incluso puede verse a partir del análisis de las sentencias de la 

Superintendencia de Industria y Comercio citadas previamente. El primer fallo en 

materia de infracciones marcarias dictado por esta autoridad con funciones 

jurisdiccionales fue en el año 2013, en el que se profirieron dos más; sin embargo, 

ninguno hacía alusión ni en sus consideraciones ni resuelve a medios digitales 

en general o redes sociales en específico. En el año 2014 incrementó la cantidad 

de sentencias sobre violaciones a marcas, fallándose por primera vez una 

sentencia en la que se hacía referencia a medios digitales en general y redes 

sociales, siendo cinco en total para ese año. Así fue aumentando este fenómeno, 

pudiéndose verificar una mayor proliferación en los años 2018 y 2019, tiempo en 

el que ha aumentado considerablemente el comercio electrónico en plataformas 
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virtuales en general y en redes sociales específicamente, lo cual puede 

soportarse en lo siguiente: 

La Cámara Colombiana de Comercio Electrónico (CCCE), ha declarado que el 
eCommerce hoy en día representa el 1.5% del PIB nacional, y es una industria que tiene 
la potencialidad de crecimiento constante dadas las dinámicas de comportamiento del 
consumidor actual, quien está migrando a los ambientes digitales para consultar 
información sobre productos o servicios de su interés o adquirirlos a través de compra 
online. 

(...) 

Colombia ha mejorado sus índices año tras año, desde el 2014 hasta 2017, incluso, el 
portal web Statista estimó que para 2018 el país alcanzaría a posicionarse como el cuarto 
con el índice más alto en el ranking de los mejores mercados eCommerce de 
Latinoamérica. Estas cifras, contrastadas con la información suministrada en el Informe de 
Navegación y Tasas de Conversión por sectores 2018, realizado por Nétrica by Netquest 
y presentado oficialmente por la Cámara Colombiana de Comercio Electrónico, destaca un 
incremento promedio del 33% en las visitas mensuales a sitios web ligados al eCommerce 
durante el año pasado, lo que permite estimar que para 2019 el sector siga creciendo a 
tasas de dos dígitos365. 

Así mismo, “Según el Observatorio de e-Commerce de 2018, Colombia ocupa el 

quinto lugar en marketing digital en Latinoamérica, donde el 35% de las 

empresas venden por Internet. En el país hay 29 millones de usuarios activos en 

redes sociales, canales donde hoy están comprando y donde hay 10 millones en 

Instagram, que buscan en su mayoría (8,2 millones), contenido de compras y 

moda, de acuerdo con la misma fuente366. 

“Lo primero que vemos es que las ventas mundiales por este medio están creciendo y van 
a seguir así, por las proyecciones, de 2015 a 2019, el ecommerce de retail se multiplicó 
por iniciaron con US$1,5 billones y en 2019 cerraría en US$3,4 billones, y el crecimiento 
que se espera a 2019 es de 60%”, explicó María Paula Silva, country manager de BlackSip 
en Colombia. 

(...) 

Y es que en Colombia se ha presentado un gran auge en los últimos años del comercio 
electrónico. Según María Paula Silva, country manager Colombia de BlackSip, cada vez 
más comercios están incursionando en este modelo digital de venta, lo que ha llevado a 
que la oferta para el consumidor aumente. “Si uno hacía una encuesta en las tiendas de 

 
365 ¿Hacia dónde va el comercio electrónico en 2019? Colombia: Cámara Colombiana de 
Comercio Electrónico, 2019. Fecha de consulta: 24 de noviembre de 2019. Rescatado de: 
https://www.ccce.org.co/noticias/direccion-comercio-electronico-2019 
366 GARCÍA, Enrique. Las tendencias del comercio electrónico. Colombia: La República, 2019. 
Fecha de consulta: 24 de noviembre de 2019. Rescatado de: https://www.larepublica.co/internet-
economy/las-tendencias-del-comercio-electronico-2837316 

https://www.ccce.org.co/sites/default/files/biblioteca/Colombia_2018%20%282%29.pdf
https://www.ccce.org.co/sites/default/files/biblioteca/Colombia_2018%20%282%29.pdf
https://www.ccce.org.co/noticias/direccion-comercio-electronico-2019
https://www.larepublica.co/internet-economy/las-tendencias-del-comercio-electronico-2837316
https://www.larepublica.co/internet-economy/las-tendencias-del-comercio-electronico-2837316
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un centro comercial hace tres años sobre quiénes tenían e-commerce en ese momento, 
probablemente 20% habría respondido afirmativamente. Hoy, si hacemos la misma 
pregunta, cerca de 90% lo tienen. Esto genera oferta para el usuario y lo anima a comprar”, 
comentó Silva’367. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
367 El eCommerce continúa creciendo en Colombia y aumentanlas visitas a través de dispositivos 
móviles. Colombia: Cámara Colombiana de Comercio Electrónico, 2019. Fecha de consulta: 24 
de noviembre de 2019. Rescatado de: https://www.ccce.org.co/noticias/el-ecommerce-continua-
creciendo-en-colombia-y-aumentan-las-visitas-traves-de-dispositivos 

https://www.ccce.org.co/noticias/el-ecommerce-continua-creciendo-en-colombia-y-aumentan-las-visitas-traves-de-dispositivos
https://www.ccce.org.co/noticias/el-ecommerce-continua-creciendo-en-colombia-y-aumentan-las-visitas-traves-de-dispositivos


205 
 

Conclusiones 

 

Con el avance de la tecnología y de la sociedad de la información, especialmente 

con la creación de internet, se vio la necesidad de brindar herramientas que 

permitieran la interacción virtual, con el fin de estrechar las brechas de la 

distancia física, posibilitando, de esta forma, la conexión de las personas. Entre 

los instrumentos que se han desarrollado para este fin, se encuentran las redes 

sociales, que son plataformas y auténticos medios de comunicación a los cuales 

se accede creando un perfil con datos personales, y aceptando los términos, 

políticas y/o condiciones de estos sitios web, lo cual se constituye como un 

verdadero contrato, denominado contrato de suscripción, registro o apertura de 

cuenta de red social, celebrado por el usuario con el administrador del medio 

digital, que para el caso de estudio es Facebook Inc., compañía propietaria de 

Facebook e Instagram, dos de las redes sociales de mayor impacto actualmente.  

 

En definitiva, la creación de una cuenta en estos medios virtuales es bastante 

sencilla y accesible a distintos públicos, pues basta con tener un dispositivo 

tecnológico y estar conectado a internet. Asimismo, el proceso de registro es 

fácil, pues no requiere de grandes formalidades sino basta con la identificación y 

un clic en la opción de registro a modo de aceptación de las cláusulas 

(exteriorización de la voluntad), celebrando de este modo el negocio jurídico. 

Debe resaltarse que, aunado a lo anterior, se trata de un contrato de adhesión, 

lo que genera la no necesidad de negociación de estipulaciones contractuales, 

lo que, si bien hace más rápido el proceso, conlleva determinados riesgos para 

el usuario adherente, dada la existencia de cláusulas abusivas.  

Por principio, los contratos deben celebrarse guardando el equilibrio entre las 

partes, con base en la buena fe y la equidad, es por ello que a los adherentes se 

les debe otorgar una protección especial, que los salvaguarde de posibles 

prerrogativas que se atribuya el predisponente a su favor netamente. En el caso 

de Facebook e Instagram se identificó que estas plataformas incurren en 
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aprovechamiento de su condición de superioridad y de que los usuarios no 

suelen leer los términos, políticas y/o condiciones, al incluir cláusulas abusivas, 

frente a las que los usuarios no tienen opción de rechazar si quieren acceder al 

servicio. 

Algunas de las cláusulas abusivas identificadas son las relativas a que Facebook 

Inc. exonera o limita su responsabilidad frente a cualquier actuación en la que 

pueda verse implicado. También, estas pueden verse cuando anuncian que los 

usuarios renuncian a sus derechos, y cuando no les aseguran su derecho de 

defensa antes de aplicar las medidas tendientes a la cancelación, 

inhabilitación/suspensión de cuenta o eliminación de publicaciones. Todo lo 

anterior, representa para el usuario desproporción a las garantías otorgadas por 

el ordenamiento jurídico colombiano, por lo que, de conformidad con este, este 

tipo de cláusulas se deben tener por ineficaces.  

Otro tipo de estipulaciones contractuales que se avizoran en los contratos de 

suscripción de Facebook e Instagram, son aquellas que incorporan 

contradicciones entre sí, las cuales no se pueden leer en desmedro de los 

usuarios, sino que, por efecto del principio de favorabilidad, deben interpretarse 

en pro de amparar los derechos de los usuarios en cuanto al servicio prestado.  

Dado que se trata de contratos atípicos que, si bien se rigen principalmente por 

la voluntad privada de las partes, es imprescindible aplicar la normativa general 

de contratos. Uno de los factores de los cuales se deriva la falta de regulación, 

se debe a la carencia del desarrollo del régimen jurídico de las redes sociales en 

Colombia y, en término generales, a nivel mundial.  

Como se mencionó previamente, el ordenamiento jurídico colombiano carece de 

normativa legal y reglamentaria específica que trate sobre redes sociales, si bien 

existe aquella relacionada asuntos que rodean la temática. Por su parte, la Corte 

Constitucional desde el 2012 ha realizado pronunciamientos sobre las redes 

sociales, no solo respecto a temas circundantes, en la mayoría en casos sobre 
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vulneración de derechos fundamentales cometidos en plataformas virtuales, sino 

también en lo referente a la calidad de estas, al mencionar que son solo un lugar 

donde se publica información. Sin embargo, en realidad sí son poderosos medios 

de comunicación que direccionan la información a determinados sectores de 

población conforme a sus intereses.  

Lo anterior, da lugar a responder el siguiente interrogante ¿es necesario que los 

ordenamientos jurídicos regulen los contratos de suscripción de redes sociales 

dada su proliferación e importancia en la actualidad? Teniendo en cuenta lo 

desarrollado en la presente investigación, consideramos que sí debería existir 

una normativa de carácter general a nivel internacional que determine los límites 

en las obligaciones que contraen las partes que celebran el contrato y, así mismo, 

contenga lineamientos básicos de comportamiento en redes sociales, de tal 

manera que los Estados se puedan adherir a esta y la utilicen como fundamento 

en la construcción de reglamentación interna de mayor alcance de acuerdo a las 

problemáticas particulares del entorno en el que será aplicada.  

 

En este sentido, no se puede considerar a las redes sociales como simples 

espacios en los cuales las personas publican información, pues a partir de los 

contratos de suscripción y las obligaciones contraídas mediante este, deben 

cumplir un rol de garantía de derechos a sus usuarios que, para el caso particular 

de la presente investigación, están relacionados con marcas sobre las cuales se 

pueden constituir infracciones en la plataforma. No obstante, dicho contrato 

celebrado entre el administrador y los usuarios no incide directamente en la 

comisión de la infracción, sino que representa el fundamento para establecer el 

proceder de la red social ante un reporte del titular de la marca o su 

representante. 

 

De acuerdo a lo anterior, si bien el análisis de fondo de los casos que se 

denuncian es discrecional para Facebook Inc. y atendiendo a que no cuentan 



208 
 

con facultades jurisdiccionales, sí tienen la obligación de dar trámite al reporte a 

través del cual se les pone en conocimiento la infracción marcaria; por lo 

tanto, una inejecución, ejecución imperfecta y/o tardía del clausulado puede dar 

lugar a que se determine su responsabilidad civil contractual. Para esto es 

importante que el propietario de dichas plataformas tenga en cuenta cuando una 

persona efectivamente demuestra ser titular de la marca y/o presenta una 

sentencia en la que se declara la existencia de dicha violación, y se ordena la 

eliminación y/o rectificación del contenido, pues ello le da luces para saber de 

qué forma debe actuar con el fin de no generar mayores perjuicios a los usuarios.  

Así pues, teniendo en cuenta el mecanismo denominado “cookies” y demás 

tecnologías de tratamiento de datos utilizados por Facebook e Instagram para 

seleccionar y dirigir la información, se podría recomendar a estas plataformas, con 

respecto a las infracciones sobre derechos marcarios cometidos por medio de la 

red social, que delimiten el contenido a nivel territorial de manera que se cumpla 

con el principio de registrabilidad de las marcas.  

Existen muchas acciones para la protección de una marca, como lo son la 

reivindicatoria, la de competencia desleal, la solicitud de medidas cautelares y de 

frontera, o los tipos penales; sin embargo, la acción por infracción de derechos 

de Propiedad Industrial salvaguarda directamente a la marca en sí misma y 

permite el resarcimiento de los perjuicios, por lo que es la que se trabajó en la 

presente investigación.  

 

Como se vislumbró, este último proceso suele iniciarse en Colombia ante la 

Superintendencia de Industria y Comercio, como autoridad administrativa con 

funciones jurisdiccionales y entidad especialista en signos distintivos. Cabe 

señalar que de las 138 sentencias que resuelven sobre esta acción, solo 15 

nombran expresamente las palabras “redes sociales” o mencionan a alguna red 

social específica; sin embargo, en sus pronunciamientos se evidencia que no se 

profundiza acerca del acaecer de la violación propiamente en redes sociales, sino 
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que su comisión en dichos espacios abstractos se tiene en cuenta como medio 

probatorio (mecanismo para obtención de pruebas). 

 

Lo que interesa realmente, como se demostró en los fallos analizados es el 

estudio del acontecimiento mismo de la infracción marcaria. Por lo tanto, la red 

social solo cumple el papel de medio en el cual se comete la violación, pues lo 

que realmente interesa para la aplicación del ordenamiento jurídico colombiano 

es si la infracción tuvo o no efectos jurídicos en Colombia, ya sea por principio 

de registrabilidad o por los simples efectos en el caso de las marcas notoriamente 

conocidas, por lo que no importa en el examen otros factores como la 

nacionalidad, domicilio, residencia y localización física (dirección de IP).  

Finalmente, a partir de la revisión de sentencias en materia de infracciones 

marcarias proferidas por la Superintendencia de Industria y Comercio, se logró 

identificar que en 2014 se mencionaron por primera vez medios digitales en 

general y redes sociales, aumentando los pronunciamientos al respecto entre los 

años 2018 y 2019, tiempo en el que ha aumentado considerablemente el comercio 

electrónico en plataformas virtuales en general y en redes sociales 

específicamente, viéndose que cada vez se propende más por la protección de 

las marcas en internet.  
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Retos 

 

Con el avance de las tecnologías, en especial de las redes sociales como 

plataformas virtuales y verdaderos medios de comunicación, en los cuales existe 

interacción entre personas que comparten información y hacen uso de sus 

derechos, lo que conlleva a su vez unas obligaciones dentro del medio digital, se 

hace necesario que la normativa evolucione al ritmo que lo hacen la sociedades 

de la comunicación. 

En este sentido, el desarrollo de la regulación es importante ya que allí se podrán 

encontrar lineamientos para la construcción de libertades y el ejercicio de 

derechos sin que se cometan abusos por parte de los administradores de las 

redes sociales y de terceros. En Colombia no existe normativa específica sobre 

las redes sociales en sí mismas, porque si bien se ha estudiado el asunto, no se 

han establecido pautas y solamente se ha profundizado en aspectos que rodean 

el tema, tal como ocurre con la regulación internacional. 

Esto ha provocado que los administradores de las redes sociales tengan 

espectros muy amplios en su actuar y, por ende, no existan límites y parámetros 

respecto al control de las publicaciones, y sobre los abusos que puedan cometer 

al sobreponer sus intereses frente a los usuarios que, por lo general, no leen los 

términos, condiciones y/o políticas, o se acogen a los mismos a sabiendas que el 

no hacerlo les impide acceder a un servicio que hoy en día les permite estar 

interconectados desde la distancia.  

Por lo tanto, el mayor reto que existe para el ordenamiento jurídico colombiano 

y  la regulación internacional es el de establecer normativa que permita el ejercicio 

de derechos dentro de estas plataformas, sin que los mimos transgredan otros 

dentro de esta comunidad.  

En un primer lugar, se debe balancear la relación entre libertad de expresión y 

censura, pues una de las barreras hoy día de que se evite regular este tema es el 

temor por violar este derecho imperante en las redes sociales, lo cual ha 
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desembocado en excesiva permisividad que en muchas ocasiones atenta contra 

las garantías ajenas. Lo anterior, se podría lograr mediante la definición de 

lineamientos generales sobre el contenido de la información que circula y la 

incorporación de controles por parte de los administradores de las plataformas, 

restringiendo publicaciones que atenten contra derechos, sin que dicha decisión 

constituya censura, atendiendo al principio de los ordenamientos jurídicos según 

el cual el límite de los derechos de una persona son los derechos de los demás. 

Así pues, mediante un ejercicio de ponderación se deberían establecer esos 

límites, puesto que la libertad de expresión no puede tornarse en una máxima 

absoluta deliberada que se superponga. 

En segundo lugar, es importante que se legisle acerca de la microfocalización, y 

demás tecnologías destinadas a la selección y dirección de la información 

utilizadas por los administradores de las redes sociales, de modo que se logre: 

respetar la privacidad de los usuarios a partir del tratamiento adecuado de sus 

datos, prevenir la comisión de actos ilícito y evitar que los propietarios de estos 

medios digitales influencien a la sociedad con sus intereses. “Es el caso de las 

denuncias en torno a supuestos bloqueos de contenidos por parte de Facebook 

de información relacionada con el paro o con críticas hacia el Gobierno. Lo que 

para muchos lleva a pensar de una presunta censura”368. 

En tercer lugar, otro de los vacíos que hay respecto de las redes sociales tiene 

que ver con la libertad excesiva en la regulación de los términos, condiciones y/o 

políticas, ya que se deja abierta la posibilidad a los administradores para que 

cometan abusos contra los derechos de los usuarios; tal es el caso del no 

otorgamiento del derecho de defensa en caso de reporte y eliminación de una 

publicación, o el eximente y limitación de la responsabilidad. Es importante que 

 
368 Usuarios denuncian que Facebook estaría bloqueando publicaciones referentes al paro. 
Colombia: El Espectador, 2019. Fecha de consulta: 11 de enero de 2020. Rescatado de: 
https://www.elespectador.com/noticias/nacional/usuarios-denuncian-que-facebook-estaria-
bloqueando-publicaciones-referentes-al-paro-articulo-892073 
 

https://www.elespectador.com/noticias/nacional/usuarios-denuncian-que-facebook-estaria-bloqueando-publicaciones-referentes-al-paro-articulo-892073
https://www.elespectador.com/noticias/nacional/usuarios-denuncian-que-facebook-estaria-bloqueando-publicaciones-referentes-al-paro-articulo-892073
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frente a esta problemática se establezcan parámetros que delimiten las 

prerrogativas de los propietarios de estos medios digitales en desmedro de los 

usuarios y que, además, se establezcan sanciones frente a sus infracciones.  

Debe aclararse, que las legislaciones internacionales ayudarían a implementar 

pautas en las normativas nacionales, de tal forma que no se generen normas 

independientes sin atender al contexto de la globalización, sino que precisamente 

se intente crear uniformidad no descontextualizada de las condiciones concretas 

de cada país, pues inevitablemente cada uno tiene sus propias necesidades 

dependiendo del entorno social, económico, político y cultural.  

Finalmente, no basta con que se creen normas sino que es necesaria la 

inspección y vigilancia de la implementación y aplicación de estas, a partir de la 

realización de auditorías periódicas a las compañías propietarias de redes 

sociales por parte de autoridades imparciales competentes, de manera que se 

pueda verificar el cumplimiento de la regulación sobre la actividad en línea y los 

compromisos que los administradores de los medios virtuales deben asumir para 

mejorar la calidad de sus servicios.  
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